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3.1.2 Temática de las quejas.

3.1.2.1 Derecho a la protección de la salud

La necesidad de un enfoque particularizado de las necesidades de salud 
de la infancia y la adolescencia, dentro del sistema sanitario público, viene 
teniendo un dilatado reflejo normativo en Andalucía, que parte de la Ley de 
Salud de nuestra comunidad autónoma 2/1998, de 15 de junio, a tenor de 
la cual, en relación con los servicios de salud de Andalucía y sin perjuicio 
de lo dispuesto en la legislación básica del Estado, los niños disfrutarán 
de todos los derechos generales contemplados en la presente Ley y de 
los derechos específicos contemplados en el artículo 49 de la vigente Ley 
4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía (artículo 6.3); 
teniendo asimismo derecho a actuaciones y programas sanitarios especiales 
y preferentes (artículo 6.2).

Precisamente la reciente Ley 4/2021, de 27 de julio, vigente desde el 30 de 
agosto de 2021, derogó expresamente la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los 
Derechos y la Atención al Menor, salvo su título III, regulando ahora en su 
artículo 49 el derecho a la salud y a la atención sanitaria de los niños, niñas 
y adolescentes, respecto de los que subraya su preámbulo que «son titulares 
de todos los derechos humanos y es vital considerar que los derechos de la 
infancia ocupan una posición propia».

A ello podemos añadir el preexistente contenido del Decreto 246/2005, de 8 
de noviembre, por el que se regula el ejercicio del derecho de los menores de 
edad a recibir atención sanitaria en condiciones adaptadas a las necesidades 
propias de su edad y se crea el Consejo de Salud de las personas menores de 
edad; así como las prestaciones singulares incorporadas al sistema sanitario 
público de Andalucía y financiadas por el mismo, mejorando la cartera de 
servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, como la prestación de la 
asistencia dental a las personas de 6 a 15 años protegidas por el Sistema 
Sanitario Público de Andalucía, que data del año 2001 y que actualmente 
regula el Decreto 521/2019, de 23 de julio; o el Decreto 415/2008, de 22 
de julio, por el que se garantiza a la población infantil menor de un año el 
derecho a la prestación farmacéutica gratuita del sistema sanitario público 
de Andalucía.
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Este enfoque específico que la salud y la atención sanitaria a la infancia y 
a la adolescencia ha merecido en la regulación normativa andaluza, se ha 
plasmado a la postre en la iniciativa conducente a la formulación de una 
Estrategia de salud 2021-2025, por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 26 
de enero de 2021.

Entretanto este proyecto culmina, el ejercicio 2021 ha suscitado algunas 
cuestiones relacionadas con el derecho a la protección de la salud de las 
personas menores de edad, en buena parte coincidentes con las que han 
afectado a las que se encuentran en la edad adulta, como las demoras en la 
atención especializada y el derecho de libre elección de facultativo, y otras 
más vinculadas a su consideración jurídica de personas de menor edad, 
como las manifestadas en el ámbito de la salud pública ligado a la pandemia 
o a la atención pediátrica en el nivel primario de salud.

Se han suscitado quejas relacionadas con la 
conveniencia de vacunar a niños frente a la 
COVID-19. Por lo que se refiere al plano de la 
salud pública, el dilema sobre la decisión de la 
conveniencia o inconveniencia del sometimiento 
de niños y niñas a la inmunización mediante la 
vacunación frente a la COVID-19 (Queja 21/5792), 
o sobre la práctica de prueba diagnóstica por 
PCR (Queja 20/8001), nos ha devuelto al terreno 
ya conocido de los instrumentos para dirimir el 

conflicto entre progenitores que discrepan sobre un aspecto tan esencial 
en la vida de sus hijos. Conflicto que, aunque planteado en un escenario de 
pandemia inédito, no difiere en lo sustancial de desencuentros previos ya 
conocidos.

Tratándose de la prueba PCR, avanzábamos en el Informe Anual de 2020 el 
supuesto planteado con ocasión de la comunicación al servicio de salud del 
contacto estrecho mantenido con persona contagiada por coronavirus en 
su núcleo familiar, que un padre había realizado respecto de su hija de 12 
años de edad, con la finalidad de que fuera sometida a prueba diagnóstica, 
obteniendo cita pediátrica que puso en conocimiento de la madre.

Esta última, como referíamos, se opuso tenazmente a la realización de la 
prueba y, a pesar de ser advertida de su necesidad y obligatoriedad por la 
pediatra de la menor, refiere el Distrito de Atención Primaria que la actitud 
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https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/19/BOJA21-019-00005-1263-01_00185188.pdf
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de la madre determinó que las enfermeras del punto de Autocovid cedieran 
a sus presiones, viéndose el padre abocado a buscar el diagnóstico en el 
servicio de urgencias hospitalarias con resultado negativo y posteriormente 
el servicio de salud sometido a increpación por la madre.

Un sinsentido con una menor en el centro de un debate en torno a su derecho 
a la protección de la salud, que la Asesoría Jurídica del Servicio Andaluz de 
Salud informa remitiendo a la legislación civil de aplicación (artículos 154, 
156 y 162 del Código civil) y al artículo 9.3 de la Ley 41/2002, de 14 de 
noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos 
y obligaciones en materia de información y documentación clínica, para 
concluir que corresponde a ambos padres, si no han sido privados de la 
patria potestad, ejercer la representación del hijo común menor de edad.

En este sentido, aclara el informe que los progenitores pueden tomar las 
decisiones relativas a la salud del hijo o hija de forma individual o conjunta, 
en función de su importancia, siendo válido el acto realizado por un progenitor 
con patria potestad en ausencia del otro, si este acto es conforme al uso 
social y a las circunstancias, en los casos de visitas e intervenciones de 
carácter ordinario, rutinarias y sin riesgo. En caso de desacuerdo, sin 
embargo, solo cabe la decisión judicial que, en aras del principio de interés 
superior del menor, habrá de atribuir la toma de la decisión a uno u otro 
progenitor.

En opinión de esta Institución, aunque lo deseable 
es que los padres comprendan la conveniencia 
de afrontar de común acuerdo las decisiones que 
les competen en torno a un hijo o hija menor y 
tomando como única guía el beneficio del mismo, 
puede ser igualmente de utilidad recurrir a una vía 
alternativa a la judicial, recabando la intervención 
de profesionales de la mediación familiar.

Abundando sobre el particular y partiendo del 
contexto legal explicado, discrepaba un padre sobre la práctica seguida en el 
sistema sanitario público de Andalucía para la vacunación de menores frente 
a la COVID-19, dado que refería que puesto que en los puntos de vacunación 
únicamente se solicita la identificación de aquel progenitor que acompaña 
al hijo común menor de edad y la de éste último, sin exigir la exhibición del 
consentimiento suscrito por ambos, el progenitor ausente queda privado 
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de la posibilidad de conocer y consentir la vacunación y de oponerse a ella 
planteando el oportuno procedimiento judicial dirigido a dirimir la cuestión.

Con todo, los anteriores planteamientos han sido meramente anecdóticos, 
siendo más relevantes las ya conocidas deficiencias de la atención pediátrica 
en el nivel primario de salud, afectada por la insuficiencia de especialistas 
de esta categoría desde hace muchos años, con manifestaciones más o menos 
agudizadas de tiempo en tiempo.

Ha sido el caso de La Alpujarra granadina (Queja 21/7522) y, entre otros, el 
del municipio sevillano de Gilena (Queja 21/6769), ambos del entorno rural, 
cuyas situaciones particulares mantenemos en vía de investigación, con la 
intención de auspiciar soluciones que puedan encuadrarse dentro de la mejora 
de los servicios básicos prevista en la anunciada Estrategia Andaluza frente 
al Desafío Demográfico, así como encontrar prácticas aplicables a través de 
la experiencia compartida por las Defensorías de España dentro las Jornadas 
de Coordinación que tendrán lugar en 2022 en torno a la problemática de la 
prestación de los servicios sanitarios públicos en el medio rural.

La Atención Infantil Temprana, que antes generaba planteamientos relativos 
a la demora en el acceso a algún centro, ha sido fuente de disconformidades en 
2021 surgidas a colación de una cuestión más técnica, la de la convocatoria de 
las pertinentes licitaciones para la adjudicación de este servicio a los centros 
concurrentes por la vía del concierto social (por todas, Queja 21/3406).

El recelo frente al posible cambio del centro dispensador del servicio a 
resultas de este proceso, motivó las comunicaciones de algunas personas, 
a las que informamos del marco legal que sustenta la convocatoria y de los 
derechos reconocidos a las personas beneficiarias.

En este sentido, el Decreto 57/2020, de 22 de abril, regula el concierto 
social para la prestación de la Atención Infantil Temprana, estableciendo 
reglamentariamente los aspectos y criterios a los cuales ha de someterse, 
regulando los aspectos relativos a la tramitación de la solicitud, la 
formalización, las condiciones de actuación de las entidades concertadas, 
la vigencia o la duración máxima del concierto y sus causas de extinción, 
las condiciones para su prórroga o modificación, así como las obligaciones 
de las entidades que presten el servicio concertado y de la Administración 
Pública otorgante del concierto social, a la sumisión del concierto al Derecho 
Administrativo, junto a otras cuestiones.
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En el marco normativo descrito explicamos la adjudicación de las plazas de 
Atención Infantil Temprana en cada caso consultadas, aclarando que en el 
régimen previsto para la prestación del servicio se establecen las garantías 
de control oportunas por parte de la Consejería de Salud y Familias, así como 
la previsión de priorizar, con excepciones, la derivación al centro de atención 
infantil temprana que corresponde al menor en función de su centro de 
salud de referencia o zona básica de salud. Del mismo modo que se prevé 
que se pueda pedir motivadamente un cambio de centro a la Delegación 
Territorial, susceptible de autorización por la misma en función de la petición 
y conforme a la disponibilidad asistencial.

Partiendo de la regularidad organizativa de la Administración, conforme a la 
normativa aplicable, la única alternativa susceptible de intervención vendría 
dada por el planteamiento de posibles deficiencias en el tratamiento ofrecido 
en casos particulares que, sin embargo, no han sido trasladados a esta 
Defensoría en este ejercicio.

Un clásico en las cuestiones que habitualmente 
motivan las quejas de la ciudadanía, viene 
representado por las comúnmente llamadas listas 
de espera, o tiempos de respuesta asistencial, 
que no son más que las demoras en acceder a 
la atención especializada en cualquiera de sus 
modalidades (primeras consultas, procedimientos 
diagnósticos o intervenciones quirúrgicas), en 
algunas patologías que cuentan con esta garantía, 
vulnerando los plazos máximos fijados por las normas.

Este tipo de disfunciones más generales, susceptibles de afectar a todas 
las personas en la lista de espera sin distinción de edad, se presentan 
en proporciones poco relevantes en las personas menores de edad, en 
consonancia con la más reducida incidencia de la falta de salud en este 
tramo vital.

Supuestos diferentes, más relacionados con errores humanos producto 
de elevadas cargas de trabajo del personal sanitario y con defectos de 
coordinación entre equipos, admiten posibilidades de mejora que eviten 
percepciones negativas sobre la calidad del sistema sanitario. Así sucedió 
en el caso de la menor que se encontraba a la espera de los resultados de 
las pruebas realizadas en un estudio genético (Queja 21/4635), inicialmente 
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demorados por un simple error en la mecanización de la solicitud de la 
analítica obtenida en el sistema informático, que requirió de nueva extracción 
de muestra, con una posterior incidencia adicional, en esta ocasión motivada 
por no haber sido cargados sus resultados en la historia clínica.

El derecho de libre elección de pediatra, que regula el Decreto 60/1999, de 
9 de marzo en la Comunidad Autónoma de Andalucía, sobre los pilares sentados 
por la básica Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad y la Ley 2/1998, 
de 15 de junio, de Salud de Andalucía, también es invocado por los padres de 
personas menor edad cuya adscripción es modificada unilateralmente por la 
Administración.

Este derecho permite ejercer la libre elección de pediatra en el nivel primario 
de atención, entre los facultativos del Distrito de Atención Primaria o, de 
existir más de un Distrito, entre los facultativos que presten servicio en el 
término municipal.

Como es lógico, por las personas de menos de 16 años sin emancipación ni 
condiciones de madurez que lo permitan, eligen sus representantes legales, 
previendo la norma que dicha elección ha de mantenerse un mínimo de tres 
meses antes de ejercerla nuevamente, en virtud de facilitar la ordenación 
administrativa interna de los servicios.

Precisamente la reorganización de los servicios es la que, en ocasiones, 
comporta un cambio del facultativo al que las personas menores o mayores 
de edad están adscritos, con la consiguiente disconformidad de los afectados 
cuando han elegido expresamente a su médico de familia con anterioridad o 
la modificación dispersa la atención de la unidad familiar en el nivel primario.

Esto fue lo ocurrido con los dos hijos menores de un padre que explicaba que 
el pediatra del centro de salud elegido para sus hijos desde hacía tres años, 
había sido modificado por decisión unilateral de la Administración Sanitaria, 
comportando ello tanto el cambio de profesional como el del Centro de 
salud (Queja 21/5117), de manera que la unidad familiar, padres e hijos, se 
encontraba repartida en dos centros de salud distintos.

El interesado objetaba la limitación temporal de tres meses que la 
Administración le había comunicado como tiempo de espera para poder 
ejercer el derecho al cambio de pediatra, considerando, con razón, que este 
margen temporal normativo no puede ser de aplicación cuando el cambio ha 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/consigue-el-pediatra-para-sus-hijos-que-habia-solicitado
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sido operado por la Administración sin petición de parte y contraviniendo un 
derecho de elección, previamente ejercitado, que no se ha respetado.

El Distrito aludido en este caso no opuso resistencia y tras explicar que el 
cambio de pediatra había obedecido a una redistribución para organizar la 
atención pediátrica en la Zona Básica de Salud, ubicada en un área de 
expansión y crecimiento urbano con una tasa creciente de población infantil, 
valoró favorablemente la petición.

Finalmente y a pesar de que no hemos contado 
con testimonios que nos hayan permitido analizar 
la situación, una tarea pendiente entre las 
personas que viven su infancia y adolescencia, es 
la que exige reforzar los instrumentos en torno a 
su salud mental, especialmente en el ámbito de la 
prevención.

La Estrategia de Salud de la infancia y adolescencia 
en Andalucía 2021-2025, dentro de su línea 1 sobre 
prevención y promoción de la salud, contempla 
áreas de intervención como el bienestar emocional 
y la parentalidad positiva que, como premisa, deben contribuir a la mejora de 
atención a la salud mental en sentido estricto, en cuyas líneas se contemplan 
aspectos subrayados en pronunciamientos previos de esta Institución, como 
la hospitalización en espacios pediátricos o la especialización profesional.

Un camino por recorrer en el que esta Defensoría seguirá acompañando a 
la infancia y adolescencia y apoyando las iniciativas de la Administración 
Sanitaria que decidan poner el enfoque en que nuestras futuras generaciones 
de personas adultas concienciadas de la importancia de que la salud sea no 
solo física sino también mental.

3.1.2.2 Derecho a la educación.

La pandemia provocada por la COVID-19 está teniendo un singular 
impacto en el ámbito educativo y ha continuado centrando buena parte 
de las actuaciones de esta Institución. Unas intervenciones realizadas 
ante la demanda de los diferentes actores que intervienen en esta esencial 
actividad pública destinada a hacer posible el efectivo ejercicio del derecho 
fundamental a la Educación y, también, promovidas de oficio a iniciativa de 
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la Defensoría, especialmente en su condición de garante de los derechos de 
la infancia y adolescencia en la Comunidad Autónoma andaluza.

Hemos de congratularnos porque se haya garantizado una actividad lectiva 
mayoritariamente presencial durante los dos cursos académicos más 
afectados por la pandemia.

El año 2021 ha afectado a dos cursos 
académicos protagonizados por la pandemia y 
hemos de congratularnos por haber logrado 
una actividad lectiva mayoritariamente 
presencial salvando las graves dificultades 
y los grandes retos que esta amenaza a la 
salud pública ha generado en la sociedad, en 
la ciudadanía y en el efectivo ejercicio de sus 
derechos. Y nos atrevemos a manifestar que con 
resultados satisfactorios por el esfuerzo de toda 
la comunidad educativa.

En efecto, la lucha contra la pandemia ha tenido 
en el ámbito educativo un escenario estratégico, 
que se ha mostrado clave para aportar al 

conjunto de la sociedad un esfuerzo de servicio y normalidad gracias a 
la implicación de la comunidad educativa. Profesorado, empleados, 
familias, alumnado y administraciones han logrado con su compromiso el 
mantenimiento general de los valores de la Educación en unos momentos 
tan complicados y difíciles como los que estamos viviendo.

Ello no empece para que se haya generado un clima de inquietud e 
incertidumbre por los riesgos de contagio que puede conllevar las 
actividades de la docencia y que ha tenido su reflejo en las actuaciones 
de la Institución. Nuestro trabajo se ha centrado en comprobar que la 
Administración educativa ha adoptado las medidas de prevención y 
protección para asegurar que los centros escolares son espacios seguros. 

No obstante, aun compartiendo dicha preocupación por los posibles 
contagios en las escuelas, nuestra Institución, desde que se puso término al 
confinamiento de la población por las autoridades, ha venido abogando por 
la presencialidad del alumnado en las aulas. Una presencia que debe 
desarrollarse con normalidad dentro de la excepcionalidad que estamos 
viviendo y también con el consenso, la responsabilidad y la generosidad de 
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toda la comunidad educativa. Y siempre velando por el interés superior del 
alumnado menor de edad, ya que este es el principio que debe guiar todas 
las actuaciones, tanto de las administraciones públicas como de las propias 
familias.

Consensuada la necesaria presencialidad del 
alumnado en las aulas, la seguridad de los 
colegios ante los contagios por la pandemia ha 
constituido un objetivo de primer orden para 
toda la comunidad educativa. Para garantizar 
esta seguridad se han venido aprobando por 
las autoridades diversas iniciativas, protocolos 
y documentos técnicos donde se explican las 
distintas estrategias y soluciones para ventilar 
las clases y determinar si las condiciones de 
ventilación son las adecuadas, así como respecto 
del uso de mascarillas y otras medidas preventivas, 
especialmente en materia de limpieza e higiene.

No ha sido una tarea fácil compatibilizar la seguridad con el confort en 
las aulas, sobre todo en las épocas invernales donde se producen descensos 
notables de temperaturas. Los centros educativos han debido combinar, con 
muchas dificultades, las medidas establecidas por las autoridades sanitarias 
en el aula para combatir los posibles contagios de la COVID -que se concretan 
en la ventilación constante a través de la apertura de ventanas- con la 
búsqueda de la temperatura idónea que haga soportable la estancia de los 
niños y niñas en ellas.

La ola de frío que azotó a Andalucía a comienzos del año 2021 propició una 
nueva confrontación entre quienes abogaban por suspender las actividades 
docentes al no poder realizarse con unas mínimas condiciones de confort 
y entre quienes insistían en su continuidad a pesar de la adversa situación 
climática. En esta tesitura se optó por continuar con la presencialidad, por 
lo que muchos alumnos se vieron obligados a recibir las clases con ropas de 
abrigos e incluso con mantas para combatir las bajas temperaturas de unas 
aulas que debían estar ventiladas por razones de seguridad.

Por otro lado, las condiciones de seguridad, limpieza y mantenimiento 
de los centros docentes impuestas para evitar la propagación del virus 
ha supuesto unos costes económicos extraordinarios para los 
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ayuntamientos a los que no siempre han podido hacer frente. La insuficiencia 
financiera de algunas corporaciones locales para realizar las tareas de 
limpieza y desinfección, especialmente en los municipios pequeños, ha sido 
otro frente abierto en las labores de conseguir que los colegios sean espacios 
seguros. 

La competencia de los ayuntamientos en las labores 
señaladas no resulta cuestionable. La Ley de 
Bases de Régimen Local, la Ley de racionalización 
y sostenibilidad de la Administración Local o la 
propia Ley de Educación reconocen la obligación 
de las corporaciones locales en la conservación, 
mantenimiento y la vigilancia de los edificios 
escolares de educación infantil, primaria o 
especial. El problema estriba en la capacidad real 
de los ayuntamientos de pequeña entidad para 
atender estas funciones.

La descripción de un genérico concepto de 
mantenimiento y limpieza que han debido asumir 

las corporaciones locales ha tenido con las medidas antipandemia una 
mayor exigencia y complejidad; lo que se traduce indefectiblemente en 
gasto. Un gasto que si ya resultaba complicado hacer frente en condiciones 
de normalidad para municipios pequeños, ahora esta ardua labor se antoja 
casi imposible si no se adoptan correlativamente las medidas necesarias con 
su cobertura presupuestaria.

La pandemia sigue marcando la actividad docente. Continuamos en una 
situación incierta sometida a renovadas amenazas de olas o repuntes de 
los datos de contagio o de impactos en los sistemas sanitarios. Ello nos 
obliga a continuar sumando esfuerzos y responsabilidades para 
avanzar en experiencia y eficacia mientras persista la amenaza del 
virus. Una ardua labor en la que sin duda las administraciones responsables 
adquieren un destacado protagonismo en el despliegue de sus capacidades 
y competencias para colaborar en la definición y puesta en marcha de todas 
aquellas medidas que han de regir en las aulas mientras perdure la situación 
de emergencia sanitaria.

Sin duda, el proceso de vacunación contra el SARS-CoV-19 de los menores de 
entre once y cinco años, que ha arrancado en Andalucía el 15 de diciembre de 
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2021, será un punto de inflexión importante en la lucha contra la enfermedad 
y permitirá mejorar la seguridad del alumnado en los centros educativos.

Esta Defensoría estará atenta a cuantas incidencias y disfunciones se 
puedan producir e intervendrá de manera inmediata en el ejercicio de 
nuestras competencias, para conciliar con todas las garantías, los diferentes 
derechos y libertades que pueden entrar en conflicto ante esta situación tan 
excepcional en la que nos encontramos.

3.1.2.2.1 Educación Infantil 0-3 años

Durante el año 2021 se ha producido un descenso del número de quejas 
referidas a esta etapa educativa, versando casi todas ellas sobre el cálculo 
de las bonificaciones para el pago de las plazas en esta etapa educativa 
no obligatoria de la Educación.

Sin embargo, en la mayoría de los casos, analizadas 
las distintas quejas, no hemos podido observar 
irregularidad en la actuación administrativa, ya 
que el problema de fondo afectaba a cuestiones 
y circunstancias particulares de las familias 
afectadas.

Citemos un ejemplo. Una madre tenía atribuida 
en exclusiva la guarda y custodia de sus tres hijas 
menores, pero la sentencia de divorcio no era firme 
por haberla recurrido su ex marido. La ausencia 
de firmeza implicaba que los ingresos de este último fueran computados 
a efectos del cálculo de las bonificaciones que le pudieran corresponder 
por la plaza de educación infantil solicitada para la menor, por lo que la 
bonificación había resultado del 0%. En estas circunstancias tampoco se 
tenía en consideración que el progenitor nunca le había hecho efectivas 
las cantidades correspondientes a la pensión alimenticia acordada en la 
sentencia, siendo únicamente el sueldo de la reclamante de 900 € mensuales 
con los que contaba para mantener a las menores (queja 21/5223) .

Lamentablemente, la fórmula de cálculo de la bonificación que se había 
aplicado por la Administración era la correcta conforme a los establecido 
en el punto 10.1 A.b) de la Instrucción conjunta de 19 de febrero de 2021, 
de la Dirección General de Planificación y Centros y de la Dirección General 
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de la Agencia Pública Andaluza de Educación, sobre determinados aspectos 
relativos al procedimiento de admisión y matriculación del alumnado y a 
la concesión de ayudas económicas a las familias en el primer ciclo de la 
educación infantil para el curso 2021/22 en centros adheridos al programa 
de ayuda para el fomento de la escolarización en el primer ciclo de la 
educación infantil en Andalucía. Según esta instrucción, en caso de divorcio 
sin sentencia judicial «firme»,” ambos progenitores deben figurar como 
miembros de la unidad familiar y, por consiguiente, se computarán los datos 
de renta de ambos.

En referencia también al cálculo de las bonificaciones, en nuestro anterior 
informe aludíamos a una cuestión que atañe directamente a la Administración 
educativa y que afecta de manera general a todas las familias. Se trataba de la 
fórmula de cálculo utilizada según se hubiese presentado o no la declaración 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) aun cuando no 
se esté obligado legalmente a ello conforme a la normativa reguladora del 
mencionado tributo.

Y es que la Instrucción conjunta de 19 de febrero de 2020, de la Dirección 
General de Planificación y Centros y de la Dirección General de la Agencia 
Pública Andaluza de Educación, antes mencionada, establece con toda 
claridad cómo se han de calcular las bonificaciones si se ha presentado 
declaración de renta pero, sin embargo, nada se dice sobre cómo calcular 
las mismas si los posibles beneficiarios de las ayudas no tienen la obligación 
de presentarla, dándose la circunstancia de que son estas familias, 
precisamente, las que disponen de menos ingresos y se encuentran en una 
situación de mayor vulnerabilidad.

Conforme a la Instrucción señalada, por tanto, si se presenta declaración, 
se computan los ingresos de la unidad familiar menos los gatos deducibles, 
mientras que si no se presenta dicha declaración -insistimos, por no tener la 
obligación de hacerlo- tan solo se computan los ingresos brutos sin ningún 
tipo de descuento, por lo que la bonificación de la cuota es bastante inferior.

En cualquier caso, si estas unidades familiares conocieran previamente la 
trascendencia a efectos de la bonificación de referencia de presentar la 
declaración del IRPF a pesar de no estar obligadas a ello, con toda probabilidad 
presentarían su declaración. El problema es que dicha información no se 
facilita ni por parte de las escuelas y centros de educación infantil, ni aparece 
en ninguno de los medios que la Administración utiliza para informar al 
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público, o al menos es lo que se ha deducido de la información que hasta el 
momento nos ha sido facilitada por la Agencia Pública Andaluza de Educación 
y por la Dirección General de Planificación y Centros.

Así las cosas, nos encontramos en un supuesto 
de desigualdad de trato entre iguales, por lo 
que, en el momento en el que se redacta este 
Informe, estamos en proceso de elaboración de 
una resolución de cuyo contenido daremos cuenta 
en el próximo informe.

Por último, respecto del primer ciclo de 
educación infantil, también debemos aludir a las 
reclamaciones recibidas por el cierre de alguna escuela de titularidad 
pública (queja 21/0965 y queja 21/0430).

Es cierto que el descenso de la natalidad en Andalucía ha significado una 
menor demanda de plazas en esta etapa educativa, añadiéndose en este 
caso, además, el temor de muchos padres y madres a que sus pequeños 
pudieran resultar contagiados del SARS-CoV-2, por lo que, a pesar de haberse 
demostrado que estos centros son espacios seguros y que la incidencia de 
contagios ha estado muy alejada de la que en principio se podía temer, 
muchas familias han optado por buscar otra manera de conciliar vida laboral 
y familiar, sin recurrir a la escolarización de sus hijos e hijas en este nivel 
educativo no obligatorio.

No obstante, y si bien el hecho de la bajada de la natalidad será una constante 
en los próximos años, entendemos que a medida de que la pandemia que 
nos azota vaya superándose, también se recuperará en parte la demanda 
existente antes de que apareciera en nuestras vidas este virus.

3.1.2.2.2 Escolarización del alumnado

La normativa reguladora de los procedimientos de admisión del alumnado en 
los centros docentes públicos y privados concertados fue regulada por la Ley 
Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 
2/2006, de 3 de mayo. De acuerdo con lo dispuesto en su disposición final 
quinta, el Gobierno de la Junta de Andalucía, con carácter de urgencia, por 
iniciarse el procedimiento de escolarización en el mes de marzo de 2021, 
procedió a la aprobación del Decreto-ley 2/2021, de 2 de Febrero, 
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modificando determinados aspectos de la normativa anterior sobre 
los procesos de escolarización.

El mencionado Decreto-ley se limita a adaptar la regulación autonómica 
sobre la admisión del alumnado a las modificaciones introducidas por la 
Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, así como a establecer ciertos 
aspectos organizativos derivados de dichas modificaciones, concretando, 
de igual manera, algunas cuestiones que, tras la experiencia obtenida en 
el procedimiento de escolarización del curso 2020-2021, habían originado 
determinadas dudas interpretativas.

Algunas de las principales novedades introducidas por la norma de referencia 
se concretan en las siguientes:

- Ampliación de los supuestos de prohibición de discriminación en los 
procesos de admisión del alumnado a los casos de origen racial o étnico, 
discapacidad, edad, enfermedad, orientación sexual o identidad de género.

- Para garantizar la posibilidad de escolarizar a todo el alumnado sin 
discriminación por motivos económicos, las actividades complementarias 
deberán ser programadas y realizarse de modo que no supongan un motivo 
de discriminación por esta causa.

- En cuanto a la programación de la red de centros, se señala que habrá de 
ser tenida en cuenta la oferta existente tanto de centros públicos, como la 
autorizada en los centros docentes privados concertados, la participación 
de todos los sectores afectados, garantizándose la existencia de suficientes 
plazas en el Sistema Educativo Público de Andalucía, especialmente en 
las zonas de nueva población, persiguiéndose, en todo caso, el objetivo 
de alcanzar la cohesión social y la consideración de la heterogeneidad del 
alumnado como oportunidad educativa.

- Las áreas de influencia se determinarán, oídas las administraciones locales, 
permitiendo garantizar la aplicación efectiva de los criterios prioritarios de 
admisión de proximidad al domicilio y cubran, en lo posible, una población 
socialmente heterogénea.

- En cuanto a los criterios para la admisión del alumnado, se introduce 
como novedad que el alumno o alumna haya nacido de parto múltiple, 
circunstancias que otorgará 1 punto, independientemente de la existencia 
de otros hermanos o hermanas que ya estén matriculados en el centro 
solicitado.
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Para concluir con las novedades introducidas en el Decreto-ley 2/2021, de 
2 de febrero, hemos de referirnos al alumnado con necesidades específicas 
de apoyo educativo. Engloban este colectivo quienes requieran una atención 
educativa diferente a la ordinaria por presentar «retraso madurativo, por 
trastornos del desarrollo del lenguaje y la comunicación, por trastornos 
de atención o de aprendizaje, por desconocimiento grave de la lengua de 
aprendizaje, por encontrarse en situación de vulnerabilidad socioeducativa, 
por sus altas capacidades intelectuales, por haberse incorporado de forma 
tardía al sistema educativo o por condiciones personales o de historia 
escolar» (apartado 2 del artículo 31).

En este mismo ámbito destacamos la incidencia que el nuevo Decreto-ley 
realiza de los principios de calidad y equidad, principios indisociables en 
los que ha de basarse el Sistema educativo. Y así con el fin de asegurar 
la calidad educativa para todos y todas, la cohesión social y la igualdad 
de oportunidades, la Consejería competente en materia de educación 
garantizará una adecuada y equilibrada escolarización del alumnado con 
necesidades específicas de apoyo educativo entre los centros docentes 
sostenidos con fondos públicos, y dispondrá las medidas necesarias para 
evitar la segregación del alumnado por razones socioeconómicas o de otra 
naturaleza, garantizando los recursos personales y económicos necesarios 
a los centros para ofrecer dicho apoyo. Asimismo, establecerá las medidas 
que se deban adoptar cuando se concentre una elevada proporción de 
alumnado de tales características en un centro educativo, que irán dirigidas 
a garantizar el derecho a la educación en condiciones de igualdad a todos 
los alumnos y alumnas.

En cuanto a la escolarización del alumnado con necesidades educativas 
especiales que por sus especiales características o grado de discapacidad no 
puedan ser debidamente atendidos en centros ordinarios y precisen por ello 
de un centros de educación especial, se establece que sus representantes 
legales han de ser «preceptivamente informados y oídos» (apartado 1 del 
artículo 33). Para esta alumnado la Administración educativa se encuentra 
obligada a reservar hasta el final del periodo de matrícula un máximo de tres 
plazas por unidad en los centros públicos y privados concertados.

En cuanto a las quejas recibidas durante el año 2021, como viene aconteciendo 
en los últimos ejercicios, las dificultades para reagrupar a los hermanos 
en el mismo centro docente ha constituido el principal motivo de queja 
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en materia de escolarización (quejas 21/7279, 21/3988, 21/4222, 
21/6688, 21/6724, 21/6001, 21/6614, 21/6522, 21/6523, entre muchas 
otras).

Ya señalábamos en el informe correspondiente a 
2020 que la nueva vía que estableció el Decreto 
21/2020, de 17 de febrero (artículo 5) para 
escolarizar a los menores en el mismo centro en 
el que ya lo están otros hermanos y hermanas iba 
a tener escasa repercusión práctica. En efecto, 
esta reagrupación solo puede realizarse previa 
ponderación de las circunstancias que concurran 
en cada caso, siempre que no se conculquen 
derechos de terceras personas participantes en 

el procedimiento ordinario de admisión, y respetándose, además, las ratios 
máximas establecidas para cada enseñanza.

Es así como expresamente se hizo constar en las Instrucciones de 29 de 
febrero de 2020, de la Viceconsejería de Educación y Deporte, sobre los 
procedimientos de admisión y matriculación del alumnado en los centros 
docentes sostenidos con fondos públicos para el curso escolar 2020-2021, 
reproduciéndose de manera idéntica en las Instrucciones dictadas para el 
actual curso 2021-2022.

Este trámite de admisión en centros donde ya se encuentran otros hermanos 
no está desligado del procedimiento ordinario de escolarización. Ocurre, sin 
embargo, que por una cuestionable técnica legislativa, las normas reguladoras 
de estos procesos se han incluido en el articulado correspondiente a 
escolarización extraordinaria. La consecuencia de ello es que se ha inducido 
a una confusión a las familias, quienes vienen interpretando erróneamente 
que el procedimiento extraordinario es una vía a la que recurrir cuando la 
reagrupación de hermanos no ha sido posible en el procedimiento ordinario. 
Este error deviene en muchas ocasiones por la inadecuada información 
recibida de los centros docentes y de la propia Administración educativa.

Todas estas circunstancias han proporcionado que muchas familias que no han 
conseguido la escolarización de todos los hermanos en un mismo centro por 
el procedimiento ordinario, soliciten de nuevo el acceso en el procedimiento 
extraordinario -conocido como Anexo IX-. Evidentemente estas solicitudes 
son sistemáticamente denegadas por no concurrir ninguno de los supuestos 
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establecidos para justificar la escolarización extraordinarias: escolarización 
del alumnado de incorporación tardía motivadas por el traslado de la unidad 
familiar; por discapacidad sobrevenida de cualquiera de los miembros de 
la misma; por adopción, por el inicio o modificación de otras formas de 
protección de menores; o por ser victima de violencia de género o de acoso 
escolar.

Del mismo modo, la Administración se ve imposibilitada, en la mayoría de 
estos casos, a autorizar el incremento de la ratio para facilitar el acceso de 
estos hermanos y hermanas, no ya solo porque esté sobrepasada la ratio en 
el centro docente y nivel solicitados, sino porque de hacerse tendrían 
prioridad en el acceso a las plazas escolares aquellos solicitantes que han 
quedado en lista de espera con mayor puntuación en el procedimiento 
ordinario.

También al respecto del proceso de escolarización, 
otro importante número de quejas han venido 
motivadas por la demora en el acceso a 
una plaza escolar solicitada mediante el 
procedimiento extraordinario (quejas 21/3350, 
21/3986, 21/6366, 21/6615, 21/6618, 21/6687, 
21/6508, 21/6515, entre otras muchas).

Si bien es cierto que el procedimiento de 
escolarización extraordinario está abierto 
durante todo el curso escolar, la mayoría de las 
solicitudes se reciben a su finalización o durante 
los meses del verano. De este modo, puede producirse cierta lentitud en 
la asignación de las plazas, teniendo en cuenta, además, que sobre todo en 
las etapas educativas de Enseñanza Secundaria Obligatoria y Bachillerato, 
hay que esperar al mes de septiembre para poder conocer las vacantes 
que han podido producirse como consecuencia de la repetición de curso del 
alumnado que ha de concurrir a los exámenes extraordinarios celebrados en 
el mes mencionado.

Por otra parte, también acontece que no todo el alumnado solicitante en el 
procedimiento ordinario ha obtenido plaza y en consecuencia se encuentra 
en lista de espera. Así, sumando las solicitudes con prioridad en el acceso 
a las vacantes junto con las solicitudes formuladas en procedimiento 
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extraordinario, no es infrecuente que los trámites de gestión conlleven 
ciertas demoras en la asignación de las plazas escolares solicitadas.

No obstante, estas son unas circunstancias que se producen en todos los 
procedimientos de escolarización, por lo que no es justificable que alumnos 
y alumnas que solicitaron plaza en un centro educativo en el mes de junio o 
julio no se les adjudique una plaza hasta pasados dos o tres semanas del 
comienzo del curso en el mes de septiembre.

Por último, hemos de hacer alusión a las numerosas 
quejas recibidas durante el año 2021 en las que 
se ponía de manifiesto el desacuerdo de muchas 
comunidades educativas por la supresión de 
líneas en los centros docentes públicos de 
Andalucía, lo que, evidentemente, ha significado 
la disminución de la oferta de plazas en muchos 
de ellos.

Según los datos a los que hemos podido tener 
acceso, en total, el número de líneas suprimidas 
netas en la Comunidad Autónoma andaluza, para 
el curso 2021-2022, en los centros públicos de 

Educación infantil y primaria ha sido de 239, lo que ha supuesto unas 5.975 
plazas menos ofertadas para dicho curso.

No obstante, esta medida ha afectado de manera desigual a las distintas 
provincias. Esta desigualdad ha tenido su reflejo -como no podía ser de otro 
modo- en la procedencia de las quejas recibidas en la Institución. Sevilla ha 
sido la provincia más afectada con la supresión de 188 unidades suprimidas 
y tan solo 68 creadas, con lo que para el presente curso cuenta con 120 
líneas menos de Educación infantil y primaria que el curso anterior. En otras 
provincias, con cifras de supresión de líneas inferiores, también se observa 
una disminución respecto al curso 2020-2021: Cádiz tiene 47 unidades 
menos; Málaga 39; Córdoba 30; Huelva 17; Granada y Jaén 8 cada una de 
ellas.

El principal motivo de esta disminución en la oferta es la bajada de la 
natalidad de los últimos años, por lo que también han sido muchas menos 
las plazas demandadas para el curso señalado. Aun partiendo de esta 
evidente premisa, un importante sector de la comunidad educativa -al que 
nos sumamos- no ha dudado en criticar que no se haya aprovechado esta 
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coyuntura por la Administración educativa para disminuir la ratio en las 
aulas. Y ello no solo porque esta disminución de la ratio se perfila como una 
garantía de una educación de calidad y que con ello se dé respuesta a una 
reivindicación histórica de los profesionales de la enseñanza, sino porque, 
además, en estos momentos también hubiera supuesto una importante 
medida de seguridad para evitar la propagación entre los escolares de la 
COVID-19.

Pero lo cierto es que la supresión de líneas 
se ha realizado con estricta observancia de lo 
establecido en el Decreto 21/2020, de 17 de 
febrero, en la redacción actual de acuerdo con el 
Decreto-ley 2/2021, de 2 de febrero, por el que se 
modifican con carácter urgente la normativa de 
admisión del alumnado en los centros docentes 
públicos y privados concertados de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y otras disposiciones 
normativas.

A pesar de ello, hay que señalar que en algunos 
casos -los menos- tras la finalización del plazo de 
presentación de solicitudes de escolarización, las 
Delegaciones Territoriales competentes, por necesidades de escolarización 
en las distintas zonas de influencia, han autorizado la reposición de líneas 
que fueron suprimidas en la inicial actividad de planificación.

No obstante, el temor expresado tanto por las familias, como por los propios 
centros, es que la supresión de líneas en los niveles de entrada al Sistema 
educativo se traducirá en la eliminación progresiva de clases en los niveles 
superiores en los próximos años, lo que pudiera suponer, según expresan, la 
desaparición de algunos de los centros docentes.

3.1.2.2.3 Instalaciones escolares

Resulta evidente mencionar que el Sistema educativo depende, entre otros 
muchos factores, de las dotaciones de acogida de estas actividades 
docentes en los edificios e instalaciones asignados.

Muy relacionadas con las condiciones de habitabilidad de los centros 
educativos, recibimos muchas quejas a propósito de las medidas de 
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ventilación de las aulas decretadas con motivo de la pandemia de 
COVID-19. En estas quejas se coincidía en evidencias de estas prácticas de 
apertura de ventanas y puertas, favorecedoras de ventilación y recorrido de 
aire coincidiendo con periodos de bajas temperaturas en localidades de 
especial impacto del invierno. Salvando algunas casuísticas muy 
singularizadas en algunas localidades andaluzas, promovimos de las 
autoridades educativas la máxima atención hacia estas demandas para 
hacer compatibles las medidas de prevención sanitaria con las condiciones 
de habitabilidad y estancia de alumnos y profesores. 

Es el sentido de la queja de oficio abierta por 
iniciativa de la propia Defensoría sobre los 
sistemas de climatización de varios centros 
escolares en la ciudad de Córdoba al hilo de 
distintos proyectos comprometidos y anunciados 
para atender los equipamiento de varios centros 
en esta capital. Esperamos que en el próximo 
ejercicio podamos dar cuenta del resultado 
de esta queja de oficio a la que se han sumado 
algunos escritos individuales que coinciden ante 
la misma preocupación, queja 21/8804).

Al hilo de lo anterior, el inevitable impacto de la 
situación pandémica ha obligado a esta Institución 
a abordar las medidas dirigidas a la prevención 
y mantenimiento de los centros escolares 
aprobadas para la lucha contra la pandemia. 

En el marco de estas medidas, las autoridades han dispuesto actuaciones 
especiales de mantenimiento en los centros educativos en relación con 
la limpieza, higiene y desinfección, que se han dirigido a los municipios 
responsables de dichas labores. Sin embargo estos edificios escolares 
quedan a cargo de los ayuntamientos que en muchas ocasiones presentan 
una dimensión muy pequeña y con graves incapacidades para afrontar estas 
excepcionales circunstancias de refuerzo o incremento de servicios.

Ante tal circunstancia, hemos investigado de oficio las intervenciones que 
han desarrollado las Diputaciones Provinciales para apoyar a los pequeños 
municipios para el cumplimiento de estas medidas de mayor atención y 
cuidado a los edificios escolares durante la pandemia (queja 20/8282).
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Tras analizar las respuestas de las ocho Diputaciones andaluzas, la Defensoría 
ha sugerido que se arbitren los canales para apoyar a los municipios con 
las medidas de mantenimiento de estos centros escolares. En concreto, nos 
hemos posicionado a fin de que por parte de la Consejería de Educación 
y Deporte, así como por la iniciativa de las Diputaciones Provinciales, se 
dispongan de las vías de apoyo presupuestario en sus respectivos ámbitos 
para atender los impactos de incremento de las responsabilidades de 
mantenimiento atribuidas a los municipios para los centros educativos en el 
próximo curso académico 2021/2022, con motivo de las medidas especiales 
de lucha contra la pandemia de COVID-19.

3.1.2.2.4 Servicios educativos complementarios

Respecto al servicio de comedor escolar, uno de los servicios 
complementarios que con mayor asiduidad es utilizado por las familias, 
hemos recibido algunas quejas que se refieren a la cuestionable calidad de 
los menús que son servidos en algunos de los centros docentes y, en 
particular, cuando esto afecta a menores con intolerancias alimenticias para 
los que se han de elaborar menús especiales (quejas 21/0745, 21/3261, 
21/6517, 21/7286).

El problema radica en que para las empresas que 
prestan este servicio, y dada la heterogeneidad 
de intolerancias que puede sufrir el alumnado, a 
veces se produce cierto retraso en la elaboración 
de los menús individualizados, por lo que mientras 
estos se preparan el alumno o alumna afectados 
recibe lo que se denomina “menú basal”, de los 
que, con el criterio de máxima prudencia, se 
eliminan también alimentos que, en principio, podrían ser tolerados.

En opinión de algunas familias, tanto estos menús básicos, como 
posteriormente una vez adaptados a las necesidades del menor, 
presentan escasa calidad por la limitada variedad y por la cantidad de los 
alimentos servidos. Consideran además, que no reciben puntualmente las 
comunicaciones e información que se les ha de ofrecer a los progenitores 
sobre los menús que recibirán sus hijos e hijas y, de esta manera, poder 
supervisarlos.
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Sin embargo, hemos podido observar que, en la mayoría de los casos, las 
pequeñas disfunciones que se producen sí son corregidas por las empresas 
concesionarias, a las que se les exige por la Administración educativa la 
elaboración de los menús bajo la supervisión obligatoria de un nutricionista, 
además de estar supervisados y aprobados por las autoridades sanitarias 
competentes. En este contexto, y ante la insistencia de la familia en que la 
calidad de los menús no responde a las exigencias de una buena alimentación, 
no nos queda otra respuesta que la de que deben dirigirse, precisamente, a 
esas autoridades sanitarias quienes, en última instancia, son las que pueden 
valorar si los menús servidos cumplen con las exigencias nutricionales 
óptimas o si, por el contrario, necesitan ser rediseñados conforme a las 
exigencias del Plan de Evaluación de la Oferta Alimentaria en centros 
escolares de Andalucía (EVACOLE). No corresponde a esta Institución 
pronunciarse sobre aspectos técnicos que competen en exclusiva a los 
organismos administrativos especializados en esta materia.

Otra cuestión que afecta tanto al servicio 
complementario de comedor escolar, como al de 
aula matinal, es la insuficiente oferta de plazas 
que se produce en algunos centros docentes, 
lo que se traduce en un verdadero problema para 
las familias que, sin poder recurrir a estos, ven 
realmente complicada la conciliación laboral y 
familiar.

Pero sin duda, el asunto de mayor importancia y 
relevancia social que hemos tratado durante el 

año 2021 en relación al comedor escolar, ha sido la suspensión de dicho 
servicio, desde el inicio del curso 2020 y hasta el mes de febrero de 
2021, en 132 centros docentes de Andalucía, por abandono del servicio 
de las empresas suministradoras, lo que fue objeto de investigación de oficio.

Esta incidencia, que afectó a todo el alumnado usuario de los 132 centros, 
incidió de manera singular al alumnado acogido al Plan de Ayuda Alimentaria, 
es decir, aquel que por encontrarse en riesgo de exclusión social o en riesgo 
de padecerla se le ha de garantizar tres comidas diarias: el desayuno, el 
almuerzo y la merienda. Por supuesto que el resto del alumnado usuario 
también sufrió las incomodidades de no poder recibir el servicio en el centro 

Cuando existe 
una insuficiente 
oferta de 
comedor escolar 
se complica la 
conciliación 
laboral y familiar



103 ÍNDICE

3. Actuaciones de la Defensoría

docente, pero sus familias podían garantizar una buena alimentación una 
vez regresaban a casa. No así aquellos acogidos al Programa señalado.

Resulta paradójico que en circunstancias tan 
extremadamente complejas como el cierre de 
todos los centros docentes de Andalucía como 
consecuencia de la declaración del estado de 
alarma y posterior confinamiento de toda la 
población, la Consejería de Educación y Deporte 
tuvo la iniciativa y voluntad de realizar todas 
las actuaciones que fueron necesarias para que 
el alumnado más vulnerable pudiera acceder a los alimentos que se les 
venía proporcionando en los centros docentes a pesar de encontrarse estos 
cerrados.

Pensemos que cuando se suspendió el servicio de comedor escolar durante la 
fase de confinamiento, eran inicialmente unos 18.000 alumnos y alumnas los 
que se beneficiaban del Plan señalado, pero en muy pocos días la Consejería 
coordinó los medios que fueron necesarios para que no solo esos niñas y 
niñas siguieran recibiendo sus menús, sino que se reconoció la necesidad 
de incluir en el mismo Plan a unos 12.000 más, por lo que el total de 
beneficiarios que fueron atendidos llegó hasta los 30.000, aproximadamente. 
Sin embargo, esta celeridad y contundencia en su actuación no sucedió en el 
asunto que tratamos ahora, de modo que los niños y niñas beneficiarios del 
Plan estuvieron, en algunos casos, hasta tres meses sin ser atendidos debido 
a la suspensión del servicio de comedor en sus colegios.

Estamos hablando del derecho de los niños y niñas a una alimentación 
suficiente y saludable, derecho íntimamente ligado al derecho a la propia 
existencia, y a la integridad física y moral, por lo que a la vista de todas 
nuestras consideraciones, y con fundamento en el interés superior de los 
menores, formulamos a la Consejería de Educación un Recordatorio de sus 
deberes legales y la Recomendación, resultando, para nuestra satisfacción, 
que han sido aceptadas nuestras resoluciones.

En respuesta a nuestras Resoluciones, la Consejería de Educación puso de 
relieve que el proceso de abandono del servicio que se produjo por parte de 
las diferentes empresas concesionarias del mismo, y que supuso su 
suspensión durante meses, vino provocado en la mayoría de los casos por un 
incremento de los precios de las materias primas de los menús escolares, la 
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logística necesaria hasta los centros escolares y, fundamentalmente, por 
una elevación de los costes salariales señalados en convenio para los 
trabajadores de este servicio y que, de alguna manera, no habían tenido su 
reflejo en el incremento del precio público fijado para el servicio de comedor 
escolar con los que se financia esta prestación.

De acuerdo con lo anterior, entre las medidas 
adoptadas al objeto de adecuar el precio 
público a la realidad de los costes actuales del 
mercado y como mecanismo para evitar nuevos 
abandonos del servicio, y tras los contactos 
mantenidos con la patronal representativa del 
sector de la restauración colectiva en Andalucía 
(Aercan), se llegó al compromiso por parte de la 
Administración de elevación anual y progresiva 
del precio público del servicio de comedor escolar 
durante el periodo de los tres próximos años, de 
tal forma que evolucionase desde los 4,38 €/día 
existentes al inicio del curso escolar 2020-2021, 

hasta alcanzar los 4,98 €/día durante el curso escolar 2023-24.

En ese sentido, el 6 de agosto se publicó en BOJA el Acuerdo de 3 de agosto 
de 2021, del Consejo de Gobierno, por el que se revisan las cuantías de 
los precios públicos de los servicios de aula matinal, comedor escolar y 
actividades extraescolares en los centros docentes públicos de Andalucía 
establecidos en el apartado A) del Anexo del Acuerdo de 27 de marzo de 
2018, del Consejo de Gobierno, por el que se fija la cuantía de los precios 
públicos por los servicios complementarios de aula matinal, comedor 
escolar y actividades extraescolares en los centros docentes públicos y por 
el servicio de residencia en las residencias escolares de Andalucía, quedando 
fijado el precio diario del comedor escolar en 4,58 €, como primer escalón 
de ese compromiso.

Del mismo modo, se actualizó la cuantía del precio público de acuerdo a los 
tipos impositivos que gravan cada uno de los dos componentes del servicio 
de comedor escolar, mediante Resolución de 1 de septiembre de 2021 de la 
Dirección General de la Agencia Pública Andaluza de Educación por la que se 
ajusta la cuantía del precio público del servicio de comedor escolar revisado 
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por el Acuerdo de 3 de Agosto de 2021 del Consejo de Gobierno de la Junta 
de Andalucía. (queja 20/6564).

Respecto a otro de los servicios complementarios, el transporte escolar, 
hemos recibido quejas respecto de las condiciones en las que se presta el 
servicio al alumnado escolarizado en centros de educación especial.

Sobre este asunto, en febrero de 2021, formulamos 
a la Dirección General de Planificación y Centros 
una Recomendación para que adoptara las 
medidas que fueran necesarias a fin de garantizar 
al alumnado usuario del servicio de transporte 
escolar de un centro específico de educación 
especial de la provincia de Sevilla, que en todos los 
trayectos se cumplieran las medidas de distancia 
interpersonal recomendadas por las autoridades 
sanitarias para evitar el contagio y propagación 
del SARS CoV-2, así como cualquier otra medida 
adicional que refuerce la protección de este 
alumnado.

Ciertamente, en el asunto que nos ocupa, nos encontramos con un espacio 
cerrado -autobús- en el que los usuarios -el día que menos 20, más el 
conductor y la monitora- no guardaban en ningún caso la medida de separación 
interpersonal de 1,5 metros, ni tampoco en muchos casos pueden hacer uso 
de la mascarilla por su situación de discapacidad y por sufrir, en muchos 
casos, trastornos graves de conducta. Sin embargo, nuestra Resolución fue 
rechazada por el centro directivo (queja 20/5970).

Por fortuna, la respuesta no fue la misma en el asunto que seguidamente 
describimos: el transporte utilizado para el alumnado afectado por 
discapacidad no disponía de aire acondicionado, no funcionaban las 
ventanillas -ni siquiera la del conductor-, la trampilla para subir las sillas de 
ruedas la mayoría de veces no funcionaba, la ventana del techo estaba rota 
y entraba agua cuando llovía, la mayoría de cinturones no enganchaban, y 
había asientos sueltos que algunos padres habían tratado de sostener con 
cuerdas.

Panorama, desde luego, inaceptable. Pero tan obvio era que desde la Agencia 
Pública Andaluza de Educación se nos informó de que en orden a subsanar 
las deficiencias, se iba a realizar una nueva licitación para contratar un nuevo 
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vehículo que cumpliera con las condiciones especificadas en los pliegos de 
contratación y que debía estar en perfecto estado, para lo cual sería revisado 
previamente al inicio del presente curso (queja 21/3873).

En cuanto a las actividades extraescolares, 
hemos recibido quejas por la celebración, en 
los centros docentes públicos, de actividades 
relacionadas con determinados eventos 
religiosos, conteniendo pronunciamientos tanto 
a favor, como en contra, de estas celebraciones.

El principal argumento de quienes se muestran 
en contra de aquellas actividades que consisten 
en la representación de un Belén viviente durante 
la Navidad, o la simulación de una procesión 
de Semana Santa, es el de que con ello se está 
vulnerando el principio de laicidad de la enseñanza 
pública, así como el derecho a la libertad religiosa 

del alumnado y las familias.

Sin embargo, consideradas las posiciones expresadas en las quejas, y a partir 
de la información ofrecida desde las autoridades educativas, esta Institución 
ha podido analizar el sentido de las actividades extraescolares que están 
relacionadas con eventos festivos populares que ocupan temáticas religiosas. 
El proceso de elaboración, discusión y aprobación de estos eventos docentes 
responden a la normativa reguladora y cuentan con la aportación participativa 
de toda la comunidad educativa representada en los Consejos Escolares de 
los centros, donde se incluyen a madres y padres. Sus contenidos concretos 
(por ejemplo, referidos a las festividades de navidad o semana santa) no 
implican un ejercicio de identificación con una confesión religiosa, sino que 
se encuadran en actividades acordes con la actualidad social del calendario 
escolar. Y su organización garantiza que la participación del alumnado sea 
voluntaria, sin afectar al ámbito del ejercicio de las actividades religiosas y 
libertad de creencias y cultos.

En suma, consideradas las posiciones expresadas en las quejas, y a partir de 
la información ofrecida por las autoridades educativas, hemos de interpretar 
que la aplicación práctica que se ha realizado a la hora de diseñar y realizar 
las actividades extraescolares motivo de las quejas no vulneran la normativa 
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vigente, ni tampoco restringen los derechos del alumnado, ni los derechos y 
funciones del personal educativo.

Por último, aludimos al servicio complementario de servicio de 
interpretación de lengua de signos española. En el informe de 2020 
señalamos que la decisión de cerrar los centros educativos tras la declaración 
del estado de alarma no fue acompañada de los apoyos necesarios para 
que el alumnado afectado por algún tipo de discapacidad pudiera continuar 
su proceso de aprendizaje. Así ocurrió con el alumnado afectado por 
discapacidad auditiva al que, en dicho periodo de tiempo no se les facilitó el 
apoyo de los profesionales de intérpretes de lengua de signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación de la 
prestación del servicio a la empresa con la que mantienen la relación laboral, 
y la Junta de Andalucía decidió durante la etapa de confinamiento que no 
se desarrollarían los servicios externalizados, de manera que, sin distinción 
alguna, equiparó los que podían ser considerados prescindibles durante el 
estado de alarma -como el comedor, el aula matinal o el transporte escolar-, 
con los que son irrenunciables, como la interpretación de la lengua de signos 
española, tal como se concibe en la Ley 11/2011, de 5 de diciembre, por la 
que se regula el uso de la lengua de signos española y los medios de apoyo 
a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y 
con sordoceguera en Andalucía.

En este contexto, iniciamos una investigación de oficio ante la Consejería 
de Educación y Deporte, comprobando que, efectivamente, el alumnado con 
discapacidad auditiva no estaba recibiendo el apoyo de los profesionales 
señalados (queja 20/2615).

El problema no pudo solventarse porque, según argumentaba la Agencia 
Pública Andaluza de Educación, para la prestación telemática de dicho 
servicio hubiese sido necesario formalizar nuevos contratos con las 
empresas adjudicatarias, ya que a estas se les tendría que haber facilitado 
determinados medios de teletrabajo para su personal cuyo coste no se 
incluía en los contratos iniciales.

Las funciones del profesional de Intérprete de Lengua de Signos (ILS) resulta 
esencial para el alumnado afectado por discapacidad auditiva. En efecto, 
es el recurso específico que permite eliminar las barreras de comunicación 
con las que se encuentra el alumnado sordo o con discapacidad auditiva 
en sus distintos niveles, facilitando la comunicación e información entre 

https://defensordelmenordeandalucia.es/nos-interesamos-por-las-medidas-para-garantizar-que-el-alumnado-sordo-siga-recibiendo-el-apoyo-de
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sordos y oyentes, posibilitando el acceso a la enseñanza en igualdad de 
condiciones. Su trabajo implica la realización de una interpretación, directa 
o inversa, en todas las situaciones de comunicación, tanto en situaciones de 
aprendizaje formal como informal; la preparación de las materias que debe 
interpretar en coordinación con los tutores y profesorado, e incluso tutorizar 
las prácticas del alumnado de los Ciclos Formativos de interpretación de la 
Lengua de Signos Española. Por lo tanto, sus funciones no son únicamente 
asistenciales, sino también educativas, si bien los ILS no forman parte, 
técnicamente, del personal docente.

Son muchos los instrumentos jurídicos que desde el ámbito internacional, 
nacional y autonómico reconocen el derecho a la educación de las personas 
con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de la ciudadanía, 
abogando, además, por una educación inclusiva y de calidad. Estos mismos 
instrumentos obligan a los poderes públicos a adoptar medidas y acciones 
eficaces para hacer realidad en el ámbito educativo el principio integrador.

Teniendo en cuenta lo señalado, por lo tanto, 
no podíamos compartir el criterio que siguió la 
Consejería de Educación y Deporte respecto de 
la equiparación del servicio de interpretación 
de lengua de signos con el resto de servicios 
complementarios. Ciertamente, mientras que 
estos se ponen a disposición de las familias y 
alumnado que pudiera necesitarlos, la utilización 
o el apoyo del intérprete de lengua de signos no 
es una opción elegible para el alumno o alumna 
con discapacidad auditiva, sino una necesidad 
irrenunciable.

Es por esta misma razón que hemos trasladado a la Consejería señalada 
nuestra discrepancia con la aprobación del Decreto 231/2021, de 5 de 
octubre, por el que se establece el servicio complementario de apoyo y 
asistencia para alumnado con necesidades educativas especiales por parte 
del profesional técnico de integración social y de interpretación de lengua de 
signos española y se regulan las condiciones para su prestación, autorización 
y gestión, ya que, como en su mismo enunciado se señala, se asienta el 
criterio de la complementariedad de unos servicios que resultan del todo 
esenciales.
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No obstante, esperamos que, a pesar de ello, el alumnado sordo, con 
discapacidad auditiva y sordociego, no se vea privado en ninguna de las 
circunstancias que pudieran concurrir -tal como fue la suspensión de la 
docencia presencial durante el estado de alarma y confinamiento de la 
población- del servicio de interpretación de lengua de signos española, único 
medio a través del cual se garantiza la integración social de este alumnado y 
el pleno ejercicio de su derecho constitucional a la Educación.

3.1.2.2.5 Equidad en la Educación

La equidad en la Educación hace referencia al tratamiento igualitario, en 
cuanto al acceso, permanencia y éxito en el Sistema educativo para todas las 
personas, sin distinción de género, etnia, religión, condición personal, social, 
económica o política. Significa garantizar el efectivo ejercicio del derecho 
fundamental a la Educación consagrado, entre otros instrumentos jurídicos, 
en la Declaración de Universal de los Derechos Humanos y en nuestra 
Constitución Española.

A continuación se reseñan algunas de las principales intervenciones realizadas 
por la Defensoría para garantizar el ejercicio del derecho a la Educación del 
alumnado andaluz que, bien por sus circunstancias personales o bien por sus 
circunstancias sociales, se encuentra en una situación de desventaja en el 
acceso, permanencia, o promoción en el Sistema educativo andaluz.

Teniendo en cuenta lo anterior, en este subapartado diferenciaremos las 
medidas de equidad en los dos grupos: Educación especial y Educación 
compensatoria.

a) Educación especial

En las sucesivas memorias anuales que esta Institución presenta al 
Parlamento, en relación con los aspectos que afectan al derecho a la 
Educación, destacan por sus valores intrínsecos todos los temas que 
abordan la Educación especial, es decir, aquella parte del Sistema educativo 
que atiende la respuesta que ofrecen las políticas públicas dirigidas a la 
población con capacidades diversas en el particular ámbito de sus actividades 
educativas.

El conjunto de nuestro ordenamiento jurídico especial ha construido un 
principio básico que responde coherentemente al alcance universal del 
derecho a la Educación recogido por el artículo 27 de la Constitución y 52 
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del Estatuto de Autonomía. Dicho principio define la inclusión escolar como 
piedra angular sobre la que se desarrolla todo el repertorio de actuaciones 
que persiguen, sencillamente, hacer efectivo que ese derecho universal acoja 
con decisión y solvencia al alumnado con necesidades educativas especiales.

La actividad de la Defensoría durante este ejercicio de 2021 se ha centrado, 
en una gran parte, en analizar los conflictos que nacen de la vida cotidiana 
de muchas familias a la hora de hacer efectiva la presencia normalizada de 
sus hijos con capacidades diversas en su faceta educativa. En esta ocasión 
queremos destacar varias tipologías de queja que han sido atendidas 
desde la Institución.

Nos detenemos en una situación tan frecuente 
como carente de respuestas correctivas. Nos 
referimos a los retrasos en los Equipos de 
Orientación Educativa (EOE) para realizar 
en términos eficaces su delicado trabajo de 
estudiar y diagnosticar las trayectorias educativas 
de este alumnado con singulares capacidades. 
Estos equipos de profesionales definen las 
necesidades de los niños y niñas con discapacidad 
a la hora de incorporarse a su vida escolar, y en las 
sucesivas etapas, lo que permite un seguimiento y 
una adaptación de los recursos y atenciones que 
estos niños merecen en sus desempeños escolares. 
Se trata de una función sumamente delicada y 

no exenta de dificultades que acapara la atención de las familias y de los 
profesionales que acogerán a estos alumnos en los centros educativos en 
los que se escolarizan.

Pues bien, persisten las quejas por retrasos o discrepancias con los 
diagnósticos y dictámenes que se elaboran, tal y como recogen las quejas 
20/1111, queja 21/7280, queja 21/3123, queja 21/4471, queja 21/4627, 
queja 21/4863 o queja 21/8184. Persisten dificultades para dotar de los 
recursos profesionales necesarios que permitan atender estos trabajos que 
suponen la definición y el diseño de los modelos de inserción escolar de 
estos alumnos.

Nos encontramos con una insuficiencia de plantillas diseñadas, bajas que no 
son cubiertas con agilidad, retrasos acumulados que dilatan estos trabajos y 
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https://defensordelmenordeandalucia.es/no-se-aprecia-retrasos-del-equipo-de-orientacion-educativa-en-el-informe-y-diagnostico-su-hija
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otros problemas que exigen una atención singular. Con resultado desigual en 
la conclusión de estas quejas, debemos reiterar la importancia estratégica 
del buen funcionamiento de los EOE, porque son quienes elaboran las 
trayectorias educativas de estos alumnos y alumnas y asumen un papel 
fundamental en la definición de los recursos de atención que se deben 
ofrecer desde los centros educativos donde se escolarizan y que van a 
disponer sus capacidades de respuesta para la atención educativa inclusiva 
y de calidad que merecen estos niños.

En otro tipo de situaciones, señalamos también 
el recurrente problema de la asignación de 
recursos y medios profesionales en sus 
distintas especialidades para el alumnado con 
capacidades diversas. Hemos de señalar que este 
tipo de quejas suelen tener una iniciativa colectiva 
a través de las AMPA o grupos de profesionales de 
los centros que demandan la dotación de plazas 
adecuadas para atender las necesidades de este 
alumnado.

Un aspecto llamativo de la tramitación de este tipo 
de quejas es la aparente contradicción que se sustancia entre la demanda 
de las familias afectadas y la descripción de los recursos disponibles que 
nos ofrece la administración educativa. De tal manera se expresa esta 
disparidad de relatos que una parte de las actuaciones sobre las que versa la 
intervención de esta Institución consiste en dilucidar la entidad del conflicto 
y procuramos analizar si estamos ante casos de falta de dotación de recursos 
para la atención del alumnado, o si se trata de una carencia de previsión en 
la planificación y diseño de dichas necesidades.

Nos nos cansamos de señalar que la Institución procura realizar un 
ponderado ejercicio de sus atribuciones a la hora de posicionarnos en 
nuestras Resoluciones demandando más recursos o ampliación de personal, 
porque somos conscientes de que no resulta tarea fácil dar respuesta a 
estas medidas.

Ciertamente cualquier demanda de ampliación de la atención que se presta al 
alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo se debe encontrar 
plenamente justificada, especialmente en épocas como las actuales de 
contención del gasto público. Por ello, a partir de la constatación de una 
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carencia del servicio prestado a través del estudio y la investigación de cada 
caso, no podemos eludir nuestra posición institucional y procedemos, con 
todos los argumentos que se exponen en nuestras Resoluciones, a requerir 
las medidas de apoyo que resulten necesarias.

Del mismo modo, debemos reseñar que también se han producido avances 
ante concretos conflictos en los que la respuesta de la administración 
educativa ha sido colaboradora y ha aceptado las posiciones que le dirigimos 
para atender las medidas de refuerzo o dotación de profesionales que se 
requirieron desde esta Defensoría (queja 20/7364 y queja 20/8379).

Precisamente, para estructurar las medidas prescritas de escolarización del 
alumnado con necesidades educativas especiales, hemos valorado acometer 
una actuación de oficio para estudiar el sistema de asignación de recursos 
y medidas al alumnado con la intención de avanzar en una definición 
más precisa y detallada de las especialidades de atención y régimen de 
prestaciones que se prescribe para cada niño o niña. De sus resultados 
pretendemos dar cuenta en próximos informes (queja 21/8805).

Mientras, debemos reconocer que la realidad a la que nos enfrentamos 
ofrece frecuentes supuestos de dificultades de este alumnado en muchas 
parcelas en la vida del centro ya sea docente o de tipo extraescolar 
(una excursión, visita, actividad lúdica, o de cualquier naturaleza) por falta 
de un refuerzo de personal, lo que no favorece el principio de inclusión que 
se preconiza hacia estos menores.

Para exponer el análisis global que hemos desempeñado en esta labor 
de programación y diseño de las políticas de dotación de personal para 
el alumnado con necesidades especiales nos remitimos a la resolución 
a propósito de la queja presentada por una organización sindical de la 
provincia de Cádiz (queja 20/1971). En dicha resolución nos centramos 
en solicitar que se evaluara la ordenación de los recursos de Profesionales 
Técnicos de Integración Social (PTIS), destinados a la atención del alumnado 
con necesidades educativas especiales en la provincia de Cádiz y que se 
promoviera, en su caso, los refuerzos o ajustes que resulten adecuados para 
la cobertura del servicio educativo de integración de este alumnado.

Sin embargo, la respuesta de la Administración educativa se limitaba a 
argumentar la realización de los refuerzos o ajustes que se han considerado 
adecuados para la cobertura del servicio educativo de integración de este 
alumnado, en el marco de las disponibilidades presupuestarias existentes. 

https://defensordelmenordeandalucia.es/recomendamos-que-el-equipo-especializado-en-discapacidad-auditiva-valore-cuanto-antes-la-atencion
https://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-ampliacion-del-personal-para-alumnos-de-educacion-especial
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-por-la-asignacion-de-recursos-y-medidas-al-alumnado-con-necesidades-especiales
https://defensordelmenordeandalucia.es/es-necesario-que-evaluen-los-recursos-de-profesionales-tecnicos-de-integracion-social-para-adecuar
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Las argumentaciones que se expresaban en la resolución pretendían 
obtener un posicionamiento motivado de la Delegación a fin de conocer 
los argumentos de la Administración para no atender a lo solicitado en la 
resolución. Unos argumentos que, a todas luces, persiguen despertar el 
debate o el intercambio de posiciones con la mera intención de procurar 
mejor atención al alumnado y mejorar el servicio educativo prestado.

Ante la renuncia a un debate más argumentado, esta Institución lamenta la 
escasa receptividad de la Administración para ofrecer su respetable 
divergencia ante la resolución dirigida, en una actitud que viene siendo cada 
vez más frecuente con motivo de variados expedientes de queja que se 
tramitan ante la Consejería de Educación y Deporte y que reiteran las 
mismas y permanentes carencias de profesionales técnicos de inclusión 
social (PTIS) sin obtener las medidas correctivas necesarias.

En resumen, y como decíamos al comienzo, el hondo concepto de 
incorporación, normalización e inclusión de estos niños y niñas en su natural 
entorno educativo se resiente y daña si no dotamos este esfuerzo integrador 
con los recursos que se definen por los equipos 
técnicos.

En consecuencia, esta Defensoría considera que la 
administración educativa debe dar una respuesta 
adecuada y coordinada a las necesidades 
específicas de los alumnos que las necesiten 
integrados en el sistema educativo, dotando a los 
centros docentes sostenidos con fondos públicos 
de estos recursos, (educadores y profesionales de 
apoyo o fisioterapeutas, logopedas, pedagogos 
terapeutas, maestros de audición y lenguaje, 
educadores de educación especial y de apoyo, o 
de personal de enfermería, etc.) durante toda la 
jornada lectiva, con la finalidad última de mejorar 
las condiciones de vida de los menores así como su plena integración en el 
medio escolar, y con el objetivo del principio de igualdad consagrado en el 
artículo 14 de la Constitución Española.

b) Educación compensatoria

En cuanto a la Educación compensatoria, las quejas se refieren 
principalmente a las becas y ayudas al estudio. Dentro de esta realidad 
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se destaca de manera insistente dos cuestiones diferenciadas; por un lado, 
disconformidad con las denegaciones de las ayudas por entender los 
solicitantes que han reunido los requisitos necesarios para el acceso a la 
ayuda en cuestión (quejas 21/0556, 21/1150, 21/3497, 21/2363, 21/2431, 
21/2721); y, por otro, denuncia por la demora en el pago de las becas 
(quejas 21/0277, 21/1660, 21/1661, 21/1662, 21/1663, 21/1671 y otras 
tantas más), con los consiguientes perjuicios para las familias más 
vulnerables, en general, y en particular, cuando el retraso en el pago afecta 
al alumnado con necesidades educativas especiales.

En relación a esta última cuestión, en 2020 
expusimos a la Dirección General de Atención 
a la Diversidad, Participación y Convivencia 
Escolar que, teniendo en cuenta el retraso con 
el que se producían los pagos de las ayudas 
para el alumnado con necesidades específicas 
de apoyo educativo, parecía necesario que se 
implementaran todas aquellas medidas para que 
dichos pagos se pudieran realizar a principio del 
curso. Y es que estas ayudas destinadas a pagar 

terapias del alumnado se venían abonando muy avanzado el curso, e incluso, 
en alguna ocasión, cuando casi estaba concluyendo, con lo que los beneficios 
de aquellas perdían la eficacia que se pretende (queja 20/1575).

Tras nuestra intervención fuimos informados de que, como novedad para 
Ia convocatoria de ayudas para alumnado con necesidad especifica de 
apoyo educativo, se había implementado para el curso 2020-2021 en Ia 
aplicación Séneca un módulo de Educación Especial para la generación y 
firma de certificados de estas ayudas, en el cual se establece la generación 
y permanencia de los certificados de los centros docentes orientadores e 
inspectores y se facilita a las Delegaciones Territoriales su accesibilidad 
para el estudio y grabación de las solicitudes.

Dicha implementación había podido ser efectiva en una primera fase y se 
completaría para el total de solicitudes para el curso 2021-2022, con lo 
que podían reducirse los plazos para su grabación y propuesta de pago, 
previéndose que esto permitiría que el pago se pueda realizar antes de la 
finalización del año en el que se produzca la convocatoria, es decir, antes de 
que concluya el primer trimestre del curso.
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También en relación a las ayudas para el alumnado con necesidades 
específicas de apoyo educativo hemos recibido quejas en las que se ponía de 
manifiesto cierto error por parte de las familias en la interpretación de 
los requisitos exigidos para ser beneficiario en la convocatoria para el 
curso 2021-2022. En todas estas quejas, sus promotores tenían la creencia, 
errónea, de que para poder obtener la ayuda era necesario aportar un 
certificado de discapacidad, argumentando ser una injusticia el que se dejara 
fuera de la convocatoria a aquellos alumnos y alumnas que, teniendo 
necesidades educativas especiales, no tuvieran declarada formalmente una 
minusvalía.

Sin embargo, y así se lo explicamos, comparando 
las convocatorias para el curso 2020-2021 con 
la del curso anterior, en ambos casos, conforme 
a los respectivos apartados 4 del artículo 2.A, el 
certificado de discapacidad de al menos un 33% 
solo se exige al alumnado discapacitado, siendo la 
única diferencia entre ambas convocatorias que si 
bien en la correspondiente al curso 2020-2021 se 
eximía de su presentación a quien ya lo hubiera 
aportado en el curso anterior, en la convocatoria 
para el curso 2021-2022 también tendrá que ser 
aportado aun en el caso de que ya se hubiera 
hecho para el curso 2020-2021

Por lo tanto, al alumnado no discapacitado, lo que se le sigue exigiendo 
es la aportación del certificado del equipo de orientación educativa y 
psicopedagógica o del departamento de orientación dependientes de la 
administración educativa correspondiente que acrediten que el alumno 
o alumna padece trastorno grave de conducta o trastorno grave de la 
comunicación y del lenguaje asociado a necesidades educativas especiales.

En cuanto a otro tipo de ayudas y becas al estudio, un significativo número 
de reclamaciones están relacionadas con la Beca 6000, persistiendo 
aquellas que se refieren a la lentitud con la que se vienen resolviendo los 
recursos de reposición contra las resoluciones denegatorias (queja 21/2954, 
queja 21/5421 y queja 21/3654, entre otras).

Pero también en este asunto hemos de celebrar que, en los primeros meses de 
2021, se aprobara un segundo plan de choque, lo que suponía el incremento 
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temporal de la plantilla del servicio de becas de la Dirección General de 
Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia Escolar dedicado a la 
resolución de los recursos en siete técnicos con titulación universitaria y 
cinco administrativos.

Tras un seguimiento de este asunto, la última información recibida del centro 
directivo es que con estos nuevos efectivos se han resuelto aproximadamente 
unos 1.000 recursos de los que estaban pendientes, lo que unido a los 
resueltos por el personal de plantilla del Servicio casi se ha duplicado el 
número de recursos que se han resuelto en 2021, habiéndose solicitado ya 
la prórroga del Plan o, en su caso, la aprobación de uno nuevo.

3.1.2.2.6 Convivencia escolar

En relación a la convivencia en los centros docentes, el mayor número de 
quejas recibidas durante el año 2021 se han referido a la discrepancia de los 
progenitores con las medidas disciplinarias impuestas a sus hijos e hijas 
por el incumplimiento de las normas del centro, bien por considerarlas 
desproporcionadas, o bien por considerar que el procedimiento no ha sido el 
correcto, e incluso por no aceptar las normas de convivencia impuestas por 
el propio centro (quejas 21/7449, 21/4900, 21/1440, 21/2720, 21/3353, 
21/7526, 21/7293 y otras tantas).

En la mayoría de los casos, hemos de explicar a las familias que los centros 
docentes cuentan con autonomía pedagógica, de organización y de gestión 
para poder llevar a cabo modelos de funcionamiento propios, lo que se 
concreta en el Plan de Centro, que es elaborado por el equipo directivo y 
aprobado por el Consejo Escolar.

Dentro de dicho Plan, se integra el Proyecto Educativo, y en este -con el 
fin de garantizar, tanto el ejercicio de los derechos del alumnado como el 
cumplimiento de sus deberes- se incluyen las normas de convivencia, tanto 
generales del centro como particulares de cada aula, así como un sistema 
que detecte el incumplimiento de las normas y para la imposición de las 
correcciones o medidas disciplinarias que, en su caso, se aplicarán.

En cuanto al procedimiento de imposición de las medidas correctoras o 
disciplinarias, también comprobamos que en la gran mayoría de los casos se 
aplica correctamente, y que en otros, si se ha producido alguna incidencia, 
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ha sido subsanable, sin que haya supuesto ningún perjuicio para el alumno o 
alumna en relación a la conducta a corregir o sanción impuesta.

3.1.2.2.7 Enseñanzas en Régimen Especial

La ausencia de adaptaciones a las pruebas de acceso, así como el 
establecimiento de un cupo de reserva para alumnos o alumnas con 
discapacidad, en las Enseñanzas de Régimen Especial de Música, Danza y 
Arte Dramático han constituido el principal motivo de queja en esta materia. 
Se trata de un asunto que viene siendo objeto de análisis por esta Defensoría 
desde hace varios ejercicios y que, hasta la fecha, no se ha resuelto a pesar 
de los compromisos asumidos por la Administración educativa.

En esta ocasión, la interesada nos relataba que 
su hija, con un grado de discapacidad del 65%, 
además de recibir tratamiento de salud mental 
por ansiedad y pánico -lo que le impide vivir de 
manera independiente-, a pesar de haber obtenido 
en la prueba de acceso al grado superior de 
música una nota de 7.35, no se le había permitido 
el acceso al Conservatorio prioritario solicitado y 
que se encuentra en la misma ciudad en la que 
viven. Paradójicamente, en el caso de que hubiera 
existido un cupo de reserva para el alumnado 
con discapacidad, sí hubiera podido acceder. En 
cualquier caso, siendo inviable, por sus problemas 
de salud mental, su traslado al Conservatorio en el que sí había obtenido 
plaza situado en otra provincia, no pudo continuar con su proceso formativo 
(queja 21/5641).

Como decimos, la no existencia de cupo de reserva de plazas para personas 
con discapacidad, así como la no adaptación de las pruebas de acceso, ha 
sido abordada en anteriores ocasiones por esta Institución desde tiempo 
atrás, pudiéndonos remontar a los años 2015 y 2019, cuando formulamos 
la Sugerencia de que se realizaran las modificaciones normativas que fueran 
necesarias para subsanar esta grave deficiencia y la misma fue aceptada.

En el año 2021 hemos vuelto a reiterar el cumplimiento de nuestra 
resolución, habiendo sido informados por la Dirección General de Ordenación 
y Evaluación Educativa que, en la actualidad, la Secretaría General Técnica 
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de Consejería de Educación y Deporte está elaborando la nueva orden de 
admisión que regulará las pruebas de acceso a las enseñanzas artísticas 
superiores y la admisión del alumnado en los centros públicos que imparten 
estas enseñanzas, en la que se incluirá un apartado sobre la reserva de cupo 
para el alumnado con discapacidad.

No obstante, nada se nos ha informado sobre esta misma cuestión pero 
referida a enseñanzas elementales y profesionales, por lo que hemos vuelto 
a dirigir solicitud de información al centro directivo, interesándonos sobre 
las actuaciones que se hayan llevado a cabo en orden a dar cumplimiento 
a la resolución que en su día fue aceptada, en el sentido de proceder a las 
modificaciones normativas necesarias a fin de que se incluya la obligación 
de los conservatorios elementales y profesionales de adaptar las pruebas 
de acceso a las citadas enseñanzas al alumnado con discapacidad, además 
de que se contemple en los procesos de acceso y admisión la reserva de un 
cupo de plazas específicas para dichos alumnos y alumnas.

3.1.2.3 El hogar en que residen las personas menores de edad.

3.1.2.3.1 Derecho a una vivienda digna

En relación con la necesidad de toda persona de disponer de un lugar donde 
alojarse en condiciones dignas, más aún cuando se trata de una familia con 
personas menores a su cargo, esta Defensoría ha dado trámite a quejas 
en las que se expone con toda crudeza los efectos de la carencia de este 
elemento esencial. Así hemos tramitado quejas en relación con la pérdida 

de la vivienda familiar tras un procedimiento de 
desahucio o relativas a peticiones cursadas ante 
la Administración ante la imposibilidad de la 
familia afectada de satisfacer esta necesidad por 
sus propios medios.

Y es que la crisis sanitaria del coronavirus no 
ha acabado con los desahucios de viviendas, 
si bien sí los ha atenuado, sobre todo en el 
primer año de pandemia. Así, en Andalucía se ha 
pasado de 8.806 lanzamientos en 2019 a 4.517 en 
el año 2020 y en los tres primeros trimestres de 
2021, 5.008. La mayor parte de los lanzamientos 
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fue consecuencia de procedimientos derivados de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos, seguidos de los derivados de ejecuciones hipotecarias y un pequeño 
porcentaje obedeció a otras causas (ocupaciones sin título, cesiones en 
precario, etc.).

Las principales medidas consisten en la suspensión de los desahucios 
y lanzamientos de arrendatarios vulnerables en juicios verbales por 
reclamación de rentas o expiración del plazo de duración de sus contratos, 
y en una suspensión que afecta solo a personas jurídicas y personas físicas 
titulares de más de diez viviendas que pretendan el lanzamiento de personas 
que no cuenten con título habilitante para residir en la propiedad afectada.

Los casos que llegan a esta Institución son de muy diversa índole, tanto 
relativos a desahucios por impago de la renta del alquiler, como desahucios 
por ocupación en precario, normalmente de viviendas de grandes tenedores, 
y desahucios administrativos de viviendas públicas de familias las más de las 
veces con personas menores a cargo. Ciertamente en la gran mayoría de 
los casos hemos podido observar cómo los lanzamientos se 
suspendieron, al constatarse por los servicios sociales la situación de 
vulnerabilidad de la familia y estimarse por los juzgados 
correspondientes el resto de requisitos previstos legalmente para ello, 
(quejas 21/1572, 21/2780, 21/3555, 21/3883, queja 21/3916, 21/6231 
entre otras).

La crisis económica provocada por la pandemia, no obstante, ha dificultado 
aún más que las familias en situación de exclusión 
social pudieran adquirir una estabilidad económica 
que les permitiese procurarse una alternativa 
habitacional.

En nuestra supervisión de la actuación de 
las administraciones públicas, hemos podido 
constatar que, dada la insuficiencia de parque 
público residencial, especialmente de viviendas 
públicas en alquiler destinadas a las familias 
con menores recursos económicos de nuestra 
Comunidad, solo en casos muy puntuales se 
ha podido garantizar el acceso a una vivienda 
pública.
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De hecho, es frecuente que los ayuntamientos a los que nos dirigimos nos 
trasladen su disconformidad por el hecho de que no exista ninguna vivienda 
pública de titularidad autonómica en sus municipios, o en caso de existir, 
de la falta de construcción de nuevas viviendas al menos desde la crisis 
económica del año 2008.

En términos generales, hemos podido comprobar que, a pesar de la 
insuficiente dotación de personal, los servicios sociales comunitarios y 
las oficinas municipales de derecho a la vivienda han hecho un esfuerzo 
ímprobo por atender estas situaciones, siendo las medidas adoptadas más 
frecuentemente, además del asesoramiento sobre los recursos existentes, 
la intermediación con la propiedad de las viviendas para alcanzar un 
acuerdo, la concesión de ayudas para un nuevo alquiler, el acceso a viviendas 
compartidas o albergues o el pago de un hostal por un tiempo limitado.

Al respecto, se nos reconocía por un Ayuntamiento que “ante esta situación 
de escasez de vivienda protegida nos seguiremos encontrando con multitud de 
familias a las que, aún teniendo realizados todos los trámites de información, 
asesoramiento, gestión y/o derivación de recursos por parte de los servicios 
sociales, continúen sin vivienda protegida puesto que no hay apenas ofertas 
de ellas”.

Las ayudas al alquiler, no obstante, no son eficaces en muchos casos, 
por cuanto la escasez o incluso ausencia de recursos de forma estable, la 
falta de contratos indefinidos de trabajo y de avales no permite a muchas 
familias acceder a alquileres, ni siquiera con ayudas públicas, siendo escasas 
las administraciones que han optado por fórmulas como el abono directo del 
alquiler a la propiedad para garantizar el pago.

También debemos dejar constancia, como en años anteriores, de las 
dificultades para acceder o poder mantenerse en una vivienda 
familias que, si bien sobrepasan los límites de ingresos previstos para 
poder acceder a determinadas ayudas económicas o a alojamientos de 
emergencia, disponen de unos recursos económicos muy limitados y no 
cumplen los requisitos habitualmente exigidos por la propiedad (nómina, 
ingresos mínimos, fianza y aval).

Resulta necesario, por tanto, que las administraciones se planteen 
mecanismos para facilitar el acceso a la vivienda de aquellas personas que, 
sin ser consideradas estrictamente vulnerables, ven dificultado, cuando no 
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imposibilitado, su derecho a la vivienda, revisando incluso los baremos 
actuales para el acceso a determinadas ayudas y prestaciones sociales.

Por todo ello, a pesar de la gran labor que, de 
forma mayoritaria, se está llevando a cabo 
con sus limitados recursos por parte de los 
servicios sociales comunitarios y las cada vez 
más numerosas oficinas municipales de vivienda, 
tristemente hemos de concluir que son las familias 
las que han impedido que muchas personas 
no tengan un techo con el que protegerse, lo 
que sin embargo puede llevar a problemas de 
hacinamiento y convivencia que se alargan en el 
tiempo, ante la falta de soluciones.

Tampoco puede olvidarse el impacto emocional 
y en la salud mental que los desahucios y sus 
sucesivas prórrogas dejan en las personas que 
se ven afectadas por ellos. Como Institución de 
derechos humanos nos preocupan especialmente los niños y niñas que 
forman parte de la mayoría de estos hogares.

Habitualmente nos encontramos en una misma familia, de hecho, con varios 
factores que inciden en su vulnerabilidad: desempleo de larga duración, 
falta de formación, discapacidad, menores, monoparentalidad, violencia de 
género, etc. Para los servicios sociales comunitarios no son excepcionales 
estos casos, de gran complejidad y necesitados de un apoyo continuado, que 
precisan de estrategias de intervención a medio y largo plazo cuyos recursos 
y plazos temporales no son acordes a las soluciones rápidas que se precisan 
ante los lanzamientos de vivienda. El reforzamiento de los servicios sociales 
comunitarios y especializados se revela por tanto como fundamental para 
garantizar el derecho a la vivienda.

La escasez de recursos de los servicios sociales, sin embargo, no obsta para 
que conforme a la normativa y jurisprudencia nacional e internacional las 
administraciones con competencias en la materia deban adoptar todas las 
medidas necesarias, hasta el máximo de sus recursos disponibles, para 
satisfacer el derecho a la vivienda de las familias vulnerables que se enfrentan 
al desahucio de su vivienda. Así lo ha recordado recientemente el Parlamento 
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Europeo en su Resolución de 21 de enero de 2021, sobre el acceso a una 
vivienda digna y asequible para todos.

Esta circunstancia puede darse incluso en los 
casos de desahucios por ocupaciones sin título. La 
ocupación de viviendas hace referencia a muy 
distintas realidades. No podemos comparar a las 
mafias que se lucran allanando viviendas con la 
intención de mercadear con su uso o para llevar a 
cabo actividades delictivas en su interior, con 
casos como los que nos llegan a esta Defensoría 
de familias en riesgo de exclusión social en las 
que hay menores, personas mayores, con 
discapacidad o víctimas de violencia de género, y 
que nos trasladan que la ocupación ha sido el 
último recurso para no verse en la calle, ante la 
carencia de recursos económicos y en ocasiones 

tras haber sufrido uno o varios desahucios, con un coste psicológico y 
emocional muy alto.

En todo caso, esta Institución ha sostenido siempre que la ocupación de 
viviendas no es la solución adecuada para paliar el problema de emergencia 
habitacional al que se enfrenta familia. Cuando se trata de la ocupación 
de viviendas públicas, en particular, la ocupación sin título perjudica a 
otras personas demandantes de vivienda que en las mismas o incluso 
peores circunstancias de precariedad económica y familiar, se someten al 

procedimiento legalmente establecido para la 
adjudicación de viviendas protegidas.

Sin embargo, esta Defensoría no puede ignorar y 
ha de poner énfasis en que la realidad es que no 
hay suficiente vivienda pública para atender las 
demandas de personas que carecen de recursos 
para acceder a una vivienda en el mercado libre 
y que esta situación deja a muchas personas 
literalmente desamparadas.

Paralelamente a los desahucios y en gran medida 
por las mismas razones, la necesidad de vivienda 
preocupa a aquellas familias que carecen de 
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recursos económicos suficientes para satisfacer la misma por sus propios 
medios y sin ayuda de la administración. En muchos casos, los protagonistas 
de nuestras quejas nos trasladan su impotencia por la imposibilidad de 
seguir haciendo frente a su alquiler y el miedo de enfrentarse a un futuro 
desahucio. En otros, su desesperación por residir en viviendas hacinadas que 
han acogido a varias unidades familiares en espacios reducidos o en viviendas 
que no reúnen los requisitos adecuados de habitabilidad (incluso sin 
suministro de agua y/o electricidad). En todos ellos se palpa la inseguridad y 
vulnerabilidad que supone no disponer de la certeza y estabilidad de un 
hogar digno, (quejas necesidad de vivienda 21/1272, 21/1029, queja 
21/1957, 21/3365, queja 21/5031, queja 21/6527, entre otras).

En estos y otros muchos casos, el hecho de 
encontrarse en situación que no se considera 
de “emergencia” por los servicios sociales 
comunitarios les supone la imposibilidad de acceder 
a la vía excepcional de acceso a vivienda pública, 
quedando en la lista de espera del correspondiente 
registro municipal de demandantes y en función de 
los procedimientos para el acceso que establezca 
este en su respectiva ordenanza municipal (sorteo, 
antigüedad, baremación, etc).

Por tanto, la posibilidad de acceder a una vivienda 
pública sigue siendo muy remota para la mayoría 
de andaluces con bajos recursos económicos. En 
Andalucía, a fecha 31 de noviembre de 2020, había 66.483 inscripciones 
activas en los Registros Municipales de Demandantes de Viviendas 
Protegidas, a las que habría que añadir las solicitudes pendientes de estudio 
e inscripción y aquellas que se han desactualizado por diversos motivos, sin 
significar que no precisen ya de vivienda.

A la vista de nuestra experiencia, hemos de concluir que los poderes públicos 
no han sido capaces de cumplir con el mandato constitucional y estatutario 
de promover las condiciones y establecer las normas pertinentes para hacer 
efectivo el derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/finalmente-le-adjudican-una-vivienda-a-una-madre-con-4-hijos-que-vivia-en-una-autocaravana
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/finalmente-le-adjudican-una-vivienda-a-una-madre-con-4-hijos-que-vivia-en-una-autocaravana
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/median-para-que-pueda-permanecer-en-la-vivienda-suscribiendo-un-contrato-de-arrendamiento-social
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-administraciones-se-coordinan-para-atender-la-necesidad-de-vivienda-de-una-familia-tras-el
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3.1.2.3.2 Movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad universal y 
otras cuestiones urbanísticas

Muchas y variadas cuestiones son las que se plantean a esta Defensoría en 
las que directa o indirectamente hay personas menores afectadas por 
problemáticas que atañen a derechos tales como el de movilidad en 
condiciones de seguridad, accesibilidad universal, y, en definitiva, a un nivel 
de vida adecuado en todos los órdenes.

Así, por ejemplo, en materia de tráfico y su 
ordenación, adquieren una singular relevancia 
las quejas relacionadas con el deficiente 
ejercicio de las competencias municipales 
en materia de ordenación del tráfico pues en 
opinión de las personas que acuden solicitando 
nuestra ayuda, no se garantiza adecuadamente la 
seguridad vial para los peatones, en especial para 

las personas que deben ser objeto de una mayor protección como menores, 
mayores o con algún tipo de discapacidad para que puedan transitar por 
las vías urbanas o por algún tramo de carretera entre poblaciones, en 
condiciones de la mayor seguridad para su integridad física.

En estas quejas los ayuntamientos afectados suelen responder positivamente 
adoptando medidas adecuadas que nos permiten valorar que el asunto 
planteado va a tener solución, (queja 20/3812 y queja 20/6486).

No obstante, en otras ocasiones y a pesar de haber emitido una resolución 
con Recomendaciones nos hemos visto obligados a dar por concluidas 
nuestras actuaciones y efectuar una mención expresa del caso en nuestra 
memoria anual del Defensor del Pueblo Andaluz por no haber obtenido 
respuesta municipal alguna de carácter positivo. Tal ha sido el supuesto de 
las quejas 18/5833, y 16/1510, ambas concluidas en 2021 tras una larga 
y dilatada tramitación que ha dado lugar, como decíamos, a su inclusión en 
el Informe Anual.

En la última de estas, queja 16/1510, la cuestión que se planteó se 
refería a la disconformidad de la persona promotora con la ubicación de 
paradas de transporte público de viajeros de autobuses tanto urbanos 
como metropolitanos de Granada en lugar cercano a un centro escolar, 
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/colocaran-senales-de-trafico-para-acabar-con-los-problemas-de-inseguridad-vial-en-la-zona
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precisamente por el potencial peligro que ello suponía para el alumnado 
que a diario tenía que transitar por la zona.

En el curso de su tramitación esta Institución formuló resolución dirigida 
al ayuntamiento de Granada en la que efectuamos Recomendación “para 
que por parte del mismo se realizasen cuantas actuaciones fueran necesarias 
con objeto de que, tras los años transcurridos, y en caso de confirmarse la 
procedencia y necesidad del traslado de las paradas en cuestión, se acordase 
la nueva ubicación que resultara más idónea para los intereses generales y que 
su traslado sea efectuado sin nuevas demoras, evitando así los problemas de 
ruido, contaminación y molestias que la situación suponía para la comunidad 
escolar del CEIP …”.

Como respuesta a esta resolución, el Ayuntamiento nos remitió escrito del 
que se desprendía que lo relativo a las paradas de autobuses urbanos había 
quedado resuelto, no así las de transporte metropolitano, de cuyo contenido 
dimos cuenta a la persona promotora de la queja para que formulara 
alegaciones. Con ellas, y con objeto de determinar si, en definitiva, había 
quedado aceptada la citada Resolución nos dirigimos nuevamente a dicho 
organismo interesando que nos informara de los avances que se registraran 
en el traslado de las restantes líneas de transporte metropolitano de la calle 
afectada, exponiendo el plazo aproximado en que podría culminarse dicha 
actuación.

Desde entonces, esta Institución ha querido conocer la resolución que 
finalmente se adoptara, pero todas nuestras gestiones han resultado 
infructuosas, como hemos comentado anteriormente, por lo que para 
esta Institución esa falta de respuesta significa, en definitiva, que no se ha 
aceptado nuestra resolución, pues desconocemos qué medidas finalmente 
ha adoptado el Ayuntamiento citado con aquella finalidad.

En materia urbanística suele ser la preocupación por la seguridad de 
personas, entre ellas de personas menores, y de bienes, el motivo de 
dirigirse en demanda de ayuda a esta Institución ante lo que consideran 
pasividad municipal en el ejercicio de sus competencias urbanísticas en 
materia de seguridad, salubridad y ornato público; en otros casos, el mal 
estado del acerado, la ausencia del mismo o de paso de peatones o su 
insuficiencia, en zonas aledañas a servicios públicos como los centros 
escolares o la carencia de suministros básicos como el domiciliario de agua 
potable en viviendas aisladas o en parcelaciones o urbanizaciones en suelo 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/si-el-ayuntamiento-considera-necesario-reubicar-una-parada-de-autobus-cercana-a-un-colegio-debe
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no urbanizable, son la causa de solicitud de intervención de esta Institución 
(quejas 21/6260, 21/6571, 21/6700, 21/7100, 20/4024, 20/4153 entre 
otras, aún en curso de tramitación).

3.1.2.4 Derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado.

En materia de medioambiente y valorando su incidencia sobre las personas 
menores debemos reseñar aquellas quejas que denuncian molestias por 
ruidos padecidas en el hogar familiar y procedentes de establecimientos 
hosteleros, de instalaciones deportivas, de vecinos incívicos o de 
prácticas ilícitas como el botellón.

En todos estos supuestos existe una normativa 
muy precisa que regula estas actividades y 
establece condiciones en su ejercicio, incluyendo 
límites a los ruidos que pueden emitirse. También 
estipula claramente esta normativa cual es la 
autoridad competente para vigilar controlar y, 
en su caso, sancionar, el cumplimiento de estas 
regulaciones.

Es por ello, que las quejas recibidas en relación 
con las molestias derivadas de estas actividades 
son objeto de una tramitación estandarizada por 
parte de esta Institución que incluye la supervisión 
de la gestión realizada por las Administraciones 
competentes ante las denuncias y reclamaciones 
presentadas por particulares.

En el año 2021 han sido diversas las quejas tramitadas por estos motivos en 
las que pudimos apreciar una especial afección a los derechos de personas 
menores de edad.

A este respecto, nos parece oportuno comenzar reseñando la finalización 
de la queja 17/5742, tras una prolongada tramitación que se ha extendido 
por mas de tres años. En la misma se planteaban las molestias sufridas por 
una familia con menores a cargo en su domicilio como consecuencia de los 
ruidos, impactos y vibraciones procedentes de un parque de bolas ubicado 
en el primer piso de un bloque de viviendas.
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Tras numerosas actuaciones ante el ayuntamiento competente, finalmente 
el mismo nos comunica haber ejecutado las oportunas labores inspectoras 
y sancionadoras para conseguir que el establecimiento adapte su actividad 
a las normas que regulan la misma, evitando así molestias indebidas a los 
vecinos del bloque.

Tampoco le va a la zaga en cuanto a dilaciones en su tramitación la queja 
17/3003, remitida en su momento por un vecino de Sevilla que denunciaba 
las molestias que sufría su familia, en la que se incluían niños y personas 
con discapacidad, como consecuencia de las irregularidades de un 
establecimiento hostelero situado en los bajos de su vivienda.

Tras admitir a trámite la queja y después de numerosas actuaciones, esta 
Institución formuló a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla 
Resolución queja 17/3003 en la que, en síntesis, le recomendábamos que 
adoptase alguna de las medidas previstas en la ordenanza de protección 
contra el ruido para reducir la incidencia acústica del establecimiento 
hostelero objeto de queja.

Finalmente, el Ayuntamiento nos trasladó los informes emitidos por el 
Servicio de Ordenación de la Vía Pública y el Servicio de Protección Ambiental, 
Sección de Disciplina, reflejando las medidas adoptadas para dar respuesta 
a la Resolución formulada por esta Institución, que venían a suponer el 
cumplimiento de la misma.

Especialmente difíciles de resolver son las quejas en las que se denuncian 
prácticas incívicas de vecinos o colindantes, ya sea por poner la música 
o el televisor a elevado volumen; por dar gritos o golpes; por arrastre de 
muebles; por carreras o saltos; por practicar el bricolaje; o por la presencia 
de perros cuyos ladridos impiden el descanso.

Nuestras posibilidades de actuación en estos supuestos son muy limitadas y 
con frecuencia debemos reconducirlas al ámbito jurídico privado orientando 
a sus promotores para que traten de resolver los conflictos, bien utilizando 
la normativa de propiedad horizontal que regula convivencia en las 
comunidades de propietarios, o bien acudiendo a la jurisdicción ordinaria 
previo el debido asesoramiento legal.

Tal fue el caso de las quejas 20/8309 y 21/0442, que denunciaban, en un caso 
las molestias provocadas por un vecino especialmente ruidoso y agresivo, y 
en el otro los ruidos provenientes de un piso alquilado a estudiantes.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-comprobo-la-incidencia-acustica-de-un-establecimiento-hostelero-con-terrazas
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-comprobo-la-incidencia-acustica-de-un-establecimiento-hostelero-con-terrazas
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-que-adopte-alguna-de-las-medidas-previstas-en-la-ordenanza-de-proteccion-contra-el
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Donde sí pudimos realizar una intervención más efectiva fue en la queja 
21/1545, en la que nos denunciaban las molestias ocasionadas por 
los ocupantes de una vivienda en Torremolinos que, además de otras 
prácticas incívicas, al haberles sido cortado el suministro de luz habían 
optado por poner un generador eléctrico que producía un elevado nivel de 
contaminación acústica.

Denunciaban los vecinos que venían soportando desde hacía ya 8 años los 
ruidos “producidos por varios motores generadores de corriente”, señalando 
que “durante todo este tiempo hemos tenido que estar soportando la forma 
de vivir poco cívica de estas personas. Los motores-generadores de corriente 
producen tal ruido que nos está afectando a nuestra vida diaria, lo ponen a 
distintas horas del día incluso a veces hasta la medianoche, los niños no se 
concentran para estudiar y los adultos estamos con un estrés continuo sin 
poder relajarse ni en nuestra propia casa”. Y añadían que: “aparte del ruido 
hay basura generada por todos estos años. El garaje lo están utilizando para 
almacenar chatarra y a veces como taller para reparar coches y hacerles 
cambios de aceites que imagino que el aceite quemado lo tirarán de forma 
poco ecológica...”

Las reclamaciones presentadas al ayuntamiento no habían dado fruto por lo 
que pedían nuestra intervención.

Tras diversas gestiones, el Ayuntamiento nos remitió un informe del que se 
desprendía que no sólo el ruido era un problema grave, sino que incluso 
más grave era el asunto de la salubridad, pues se hablaba en el propio 
informe de que la “… persistencia de acumulación de la basura, enseres y otros 
residuos, (...) así como la falta de agua y luz, (...), provocan un grave problema 
de insalubridad”.

También nos informaban que existían “conexiones ilegales a la red de suministro 
de agua potable” reseñando que “las condiciones higiénico-sanitarias del 
edificio en general son muy deficientes, con acumulación de basuras y falta de 
limpieza”, y que existía “riesgo para los vecinos en el caso que fuese necesaria 
una evacuación por algún siniestro, debido a la colocación en pasillos y zonas 
comunes de frigoríficos, muebles, bolsas y otros enseres”.

Según informaba el Ayuntamiento, se había acordado remitir desde la 
Delegación de Medio Ambiente y Sanidad, a la Delegación de Disciplina 
Urbanística: “a fin de que requieran al titular del edificio, para iniciar los 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-pide-al-titular-de-un-edificio-ocupado-por-personas-que-intervenga-ante-las
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-pide-al-titular-de-un-edificio-ocupado-por-personas-que-intervenga-ante-las
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procedimientos que estimen oportunos que conduzcan al restablecimiento de 
las condiciones de salubridad”.

Por todo ello, solicitamos del Ayuntamiento un nuevo informe para conocer 
el estado de tramitación del expediente administrativo de disciplina 
urbanística que, en su caso, se hubiera incoado y, de haberse practicado 
alguna medición respecto del ruido generado por el motor del generador 
eléctrico, rogábamos nos informase del resultado y de las medidas que se 
vayan a adoptar en el supuesto de obtenerse resultados desfavorables.

En respuesta, recibimos informe del Ayuntamiento, concretamente del 
área de disciplina urbanística, en el que se nos daba cuenta de que: “se ha 
procedido a decretar orden de ejecución, para la limpieza de garaje y todas las 
zonas comunes a la entidad “...”, como responsable del inmueble … .”

Con posterioridad recibimos una comunicación del promotor de la queja en 
la que se nos informaba: “que por fin el ayuntamiento ha tomado medidas 
para que se pongan los medios para solucionar el problema que llevábamos 
desde hace años, obligando al propietario del edificio ocupado a hacerse cargo 
de la situación...”

También resultó efectiva nuestra intervención en la queja 21/6958, cuyo 
promotor, en representación de su comunidad de propietarios, denunciaba 
los ruidos generados por los inquilinos de una de las viviendas destinadas al 
alquiler turístico en la que era habitual la realización de fiestas.

Según decía el escrito de queja “Esta actividad está afectando gravemente a 
la salud de nuestros menores, concretamente yo soy padre de dos niños de 7 y 
11 años, los cuales no pueden conciliar el sueño y se están viendo perjudicados 
escolarmente además de los trastornos que estamos empezando a observar”.

Asimismo, nos indicaba que el Ayuntamiento “tiene constancia y nos indica 
que denunciemos por la vía civil al propietario”.

En relación con estos hechos entendíamos que eran susceptibles de ser 
tratados por la vía civil, estrictamente privada, sin embargo, estos mismos 
hechos también podían ser susceptibles de intervención administrativa en 
caso de estar tipificados como infracción en las ordenanzas municipales de 
convivencia y/o seguridad ciudadana, o en la de protección contra el ruido.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tramitan-una-ordenanza-para-solucionar-las-denuncias-por-ruidos-y-fiestas-en-una-vivienda-de
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Por ello admitimos a trámite la queja y solicitamos la colaboración del 
Ayuntamiento para conocer si había desplegado actividad inspectora alguna 
en relación con los hechos denunciados.

Entendíamos que debía producirse alguna actividad del Ayuntamiento, a 
través de la policía local esencialmente, que pudiera comprobar si los actos 
denunciados podrían suponer la alteración de la convivencia, el descanso o 
que excediera de los usos sociales locales. Y, en su caso, si podría dar lugar 
a la incoación de algún expediente administrativo.

En su respuesta, el Ayuntamiento nos trasladó informe con el que nos daba 
cuenta de las actuaciones policiales llevadas a cabo ante las denuncias 
recibidas y las gestiones desde Urbanismo, donde no habrían visto 
circunstancias para intervenir desde el punto de vista de las competencias 
legales de los municipios, al estimarse puramente vecinal y dentro del 
ámbito de la Ley de Propiedad Horizontal.

Asimismo, nos informaba de que se había dado cuenta de ello a la Consejería 
competente en materia de turismo en la Junta de Andalucía.

No obstante, también nos anunciaban que desde el Ayuntamiento se estaba 
entonces llevando a cabo la elaboración de una ordenanza sobre la convivencia 
ciudadana cuya tramitación se encontraba próxima a su aprobación en Pleno 
municipal, en la que entre otras cuestiones “está previsto en su art. 5 prohibir 
conductas que perturben la convivencia ciudadana, con fiestas particulares 
entre otros”.

3.1.2.5 Derecho a la protección en el seno familiar

Agrupamos en este apartado diferentes expedientes de queja que tienen 
en común el estar referidas a la familia como núcleo de convivencia en 
el que desde su nacimiento se desarrolla y crece toda persona. Es en el 
seno familiar donde quedan satisfechas sus necesidades básicas, tanto de 
afecto como de formación y educación, así como lo referente a alimentación, 
vestido y juego u ocio.

3.1.2.5.1 Conflictos en el seno de la familia

Hemos de llamar la atención sobre los datos que facilita la memoria del 
Instituto de Estadística de Andalucía (IEA) referidos al año 2020 (el más 
reciente del que se disponen datos) según la cual ese año se produjeron en 
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Andalucía 13.850 divorcios, 569 separaciones y 5 nulidades matrimoniales. 
Se trata de un ingente volumen de litigios que resulta relevante no 
solo por la carga de trabajo que representa para la Administración de 
Justicia sino también, y de forma muy destacada, por el problema 
social que conlleva. Y es así por cuanto tales litigios no solo afectan a las 
personas directamente implicadas, sino también a la familia extensa, 
amistades, entorno social e incluso laboral, y que resultan especialmente 
complicados de resolver cuando la ruptura de relación afecta a los hijos, que 
en este trance no debieran sufrir las consecuencias de la ruptura de relación 
entre sus progenitores.

En el supuesto de ruptura de la relación de pareja se han de resolver asuntos 
tales como el reparto de los bienes y cargas económicas que se tienen en 
común, especialmente en lo relativo al domicilio 
familiar, siendo quizás lo más significativo el 
acuerdo en torno al régimen de guarda y custodia 
de los hijos, procurando que la ruptura de la 
relación de pareja no afecte a su crianza y que 
siga existiendo una relación fluida entre hijos y 
progenitores, así como con el resto de familiares, 
amistades y entorno social.

Pero, lamentablemente, nos encontramos con que 
en muchas ocasiones esto no es así y la ruptura 
de relación de pareja se erige en un problema 
que eterniza su solución, con efectos nocivos en 
el devenir cotidiano de la relación de familia y 
que afecta de manera especial a los hijos. Encontrándonos en este trance 
la solución a este problema suele buscarse a través de los juzgados de 
familia, que resuelven estos litigios mediante la tramitación del consecuente 
procedimiento y el dictado de una resolución decisoria de la controversia, 
que después ha de ser aplicada, y en cuya ejecución vuelven a surgir nuevos 
litigios, que a su vez requieren de un nuevos procedimientos judiciales.

Para evitar esta elevada litigiosidad y ayudar a las personas a encontrar una 
salida a la solución de conflicto en que se encuentran, desde esta Defensoría 
no nos cansamos de recomendar a las personas que se dirigen a nosotros 
la opción de la mediación familiar. Se trata de un método de resolución de 
conflictos en el que las partes involucradas consiguen por si mismas, con la 
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asistencia de un tercero imparcial –profesional de la mediación-, adoptar 
acuerdos mutuamente satisfactorios a través del diálogo y la negociación.

A este respecto hemos de enfatizar que mediante la Ley 1/2009, de 27 de 
febrero, quedó regulada la mediación familiar en Andalucía, completándose 
dicha regulación con el Decreto 37/2012, de 21 de febrero, junto con las 
Órdenes de Consejería por las que se fijan las tarifas en la mediación familiar 
gratuita y se aprueban los modelos de solicitudes para la Inscripción en el 
Registro de mediación familiar de Andalucía así como para la designación 
de persona mediadora a través del Registro y para la mediación familiar 
gratuita, en los casos en que ésta resulta aplicable.

Adentrándonos ahora en el contenido de las quejas que llegan a nosotros 
abundan en este apartado las que nos remiten madres y padres, incursos 
en procedimientos judiciales derivados de la ruptura de la relación de 
pareja, que se dirigen a esta Defensoría manifestando su preocupación o su 
desacuerdo con el régimen de visitas establecido por el juzgado, también 
por la conducta del otro progenitor durante la visita, pernocta, estancia de 
fin de semana o vacaciones, y en ocasiones también para hacernos saber 
que el hijo o hijos se niegan a cumplir con el régimen de visitas establecido, 
exponiéndonos el sufrimiento que tal hecho les produce.

Así, en la queja 21/1022 el padre de una chica, de 13 años de edad, de quien 
tenía la custodia compartida, expresaba su pesar por la decisión adoptada 
por el juzgado en sentido contrario a la voluntad manifestada por la menor 
oponiéndose a tener relación con su madre. De igual modo en la queja 
21/6510 una madre nos decía que sus hijos no aceptaban el régimen de 
visitas con el padre determinado por el juzgado, el cual se materializaba 
mediante entregas y recogidas en la Comisaría de la Policía local de Vélez 
Málaga. Allí se produjo un incidente violento en presencia de los agentes y 
refiere que presentó una denuncia por tales hechos y que fue archivada por 
el juzgado, que no emitió ninguna resolución restringiendo el derecho de 
visitas al menor.

En ambos casos comunicamos a los interesados la imposibilidad de supervisar 
la decisión adoptada por el órgano judicial, ello sin perjuicio de informarles 
de los requisitos para presentar una posible demanda de modificación de 
medidas e incluso de solicitar medidas provisionales de protección a los 
menores conforme al artículo 158 del Código Civil.
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A pesar de tratarse de asuntos jurídico-privados, en ocasiones intervinimos 
asesorando a los interesados respecto de los derechos que les asisten o 
de las posibles vías para hacerlos valer, tal como en la queja 21/1933, en 
la que el interesado nos decía que la guarda y custodia de sus dos hijas le 
fue conferida a la madre, siendo así que desde ese momento dejó de tener 
relación con ellas porque la madre se lo había venido impidiendo. De tenor 
similar fue nuestra intervención en la queja 21/0553 en la que el interesado, 
mayor de edad, solicitaba nuestra ayuda porque sus padres no le permitían 
ninguna relación con su hermana, de 6 años de edad.

En ocasiones nos vemos en la necesidad de solicitar la intervención 
de la Fiscalía a fin de que se agilice el procedimiento judicial que haría 
efectivo el régimen de visitas demandado por el padre o madre que se ve 
privado de su relación con el hijo o hija (queja 20/5473, queja 20/5472, 
queja 20/8706).

La desavenencia entre progenitores también se manifiesta en las 
pautas de convivencia o criterios educativos. Así en la queja 21/1930 
una madre divorciada se lamenta de los cuidados que el padre proporciona 
a sus hijos en los periodos en que los tiene con él, estando disconforme 
también con la educación y valores que les inculca. En este caso indicamos 
a la interesada que la mejor solución a ese problema se alcanzaría si 
ambos progenitores logran acuerdos de convivencia estables entre ellos, 
con las miras puestas en el interés de sus hijos, para lo cual quizás fuera 
conveniente la intervención de profesionales de la mediación familiar. Si 
esta solución consensuada no fuera posible la vía para solventar el problema 
sería la de acudir a un juzgado para plantear una demanda de modificación 
de las medidas reguladoras del régimen de guarda y custodia, así como del 
régimen de relación de los menores con el progenitor que no dispusiera de 
la custodia.

Otro de los puntos de conflicto reside en el desacuerdo respecto de un 
viaje de estudios, la asistencia a determinada actividad extraescolar, 
celebración religiosa, o incluso respecto de la necesidad de que el 
menor reciba terapia psicológica o acuda a la consulta de determinada 
especialidad médica.

La casuística es muy variada, y así en la queja 20/6596 tuvimos que 
solicitar la colaboración de la Fiscalía para solventar el problema que nos 
planteaba la madre de un menor con conductas disruptivas, que se daban 
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tanto en el colegio como en casa, siendo así que la pediatra del sistema 
público de salud derivó su caso para que fuese tratado por el dispositivo de 
salud mental especializado (unidad de salud mental infanto juvenil), sin que 
llegara a beneficiarse de dicha terapia por la oposición del padre, que se 
negaba a firmar ninguna autorización al respecto. Gracias a la intervención 
de la Fiscalía se logró que el juzgado actuase con diligencia emitiendo 
una resolución que dejaba en manos de la madre la facultad de adoptar 
decisiones respecto de la terapia que habría de recibir el menor.

De tenor similar es la queja 21/3863 en la que una madre con custodia 
compartida se lamentaba de la oposición del padre a que su hijo recibiera 
tratamiento psicológico. En este caso orientamos a la madre para que 
acudiera a mediación familiar, ello sin perjuicio de que en el caso de no tener 
éxito pudiera presentar una demanda ante el juzgado para que le fuese 
asignada la facultad de decidir al respecto. Y de igual modo procedimos en la 
queja 21/1113 en la que la interesada nos mostraba su preocupación por la 
actitud del padre de su hijo, que insistía en seguir la misma rutina de visitas 
al menor, sin adoptar ninguna prevención especial, sin utilizar mascarilla en 
su casa, todo ello a pesar de que su actual pareja había dado positivo en un 
test por COVID-19.

Por su parte en la queja 21/4298 una madre, inmigrante rumana, tuvo 
finalmente que acudir al juzgado y presentar una demanda de modificación 
de las medidas reguladoras de la ruptura de relación entre progenitores, para 
que de este modo le fuese conferida la facultad de tramitar, sin necesidad de 
contar con la aquiescencia del padre, determinada documentación necesaria 
para que su hijo pueda disponer de pasaporte que lo identificase.

También tramitamos asuntos relacionados con el cambio de residencia o 
en los que se produce el viaje a otro país, tal como en la queja 21/4366 en 
la que asesoramos a la interesada sobre las posibilidades de que disponía 
para solventar la problemática que ocasionaba el traslado de residencia y 
de país junto con su marido. Como quiera que tiene un hija de una relación 
anterior, pretendía llevársela consigo, pero el padre se opone a ello, a pesar 
de ser de profesión marino mercante lo cual hace que tenga que pasar 
largas temporadas alejado de la menor, debiendo ésta quedar a cargo de los 
abuelos paternos, de muy avanzada edad.

En la queja 21/6109 la interesada nos traslada su desacuerdo con la intención 
del padre de sus hijas de que viajen solas desde Panamá a España, habiendo 
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contratado con la aerolínea el servicio de acompañamiento. Como quiera 
que la interesada disponía de una reciente sentencia judicial de la que se 
deduciría la necesidad de acuerdo entre padre y madre para utilizar dicho 
servicio de acompañamiento, la interesada finalmente planteó este litigio 
ante el mencionado juzgado.

Conexo con el problema anterior es el derivado 
del desacuerdo con el cambio de domicilio 
familiar, motivado éste normalmente por 
motivos laborales del progenitor que ejerce 
la custodia y que da lugar a una modificación 
en el correspondiente padrón municipal que 
genera litigios en caso de desacuerdo entre 
progenitores, tal como sucede en las quejas 
21/2179, 21/4037 y 21/1672. Esta controversia 
ha de ser resuelta conforme a la Resolución de 
17 de febrero de 2020, de la Presidencia del 
Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Cooperación 
Autonómica y Local, por la que se dictan instrucciones técnicas a los 
Ayuntamientos sobre la gestión del Padrón municipal.

Conforme a esas instrucciones la regla general es la necesidad de firma de 
ambos progenitores salvo que exista una resolución judicial que contradiga 
dicha necesidad. En caso de que se solicite la inscripción o cambio de 
domicilio de un menor con uno solo de sus progenitores y no exista una 
resolución judicial que se pronuncie sobre la guarda y custodia, se exigirá 
también la firma de ambos.

Si la guarda y custodia la tiene atribuida un solo progenitor en virtud de 
una resolución judicial, será éste quien pueda instar la inscripción de los 
menores en el padrón. Tendrá que llevar para ello copia de la sentencia y 
una declaración responsable de que esa resolución está en vigor, y de que 
no ha sido modificada.

Y si la guarda y custodia es compartida por ambos progenitores, es 
conveniente que en los acuerdos y en las sentencias se pronuncien sobre 
el lugar de empadronamiento de los menores porque si no figura los 
Ayuntamientos exigirán prueba documental de que existe mutuo acuerdo 
entre los progenitores antes de tramitar cualquier modificación del 
domicilio del menor y, en caso de que no se pueda acreditar el mutuo 
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acuerdo, exigirán la presentación de una nueva resolución judicial que se 
pronuncie expresamente sobre el empadronamiento, y no llevarán a cabo 
la modificación en tanto no se aporte alguno de los documentos anteriores.

3.1.2.5.2 Puntos de encuentro familiar

El servicio de punto de encuentro familiar (PEF) es prestado por la 
Administración y tiene como principal beneficiaria a la concreta persona 
menor de edad, debiendo estar orientadas todas las actuaciones de dicho 
servicio, de forma prioritaria, a la satisfacción de su supremo interés, lo cual 
ha de incluir la satisfacción de la necesidad básica de recibir afecto, apoyo y 
protección de sus progenitores y otros miembros de su familia.

Así lo prevén distintas normas de mayor o menor jerarquía normativa. En tal 
sentido la Convención de los Derechos del Niño, de 20 de noviembre de 1989, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, hace primar, 
siempre que fuera posible, la convivencia del menor con sus familiares, 
preservando la vida familiar y los entornos familiares.

También la Constitución Española en su artículo 39 ordena a los poderes 
públicos para que aseguren la protección social, económica y jurídica de 
la familia, y la protección integral de los hijos, lo cual conlleva la necesaria 
protección de los vínculos familiares. Y en el mismo sentido la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor deja claro en 
numerosas disposiciones el carácter prioritario que tiene siempre para un 
niño o niña el contacto con sus familiares, lo cual resulta congruente con 
el artículo 94 del Código Civil, que prevé que el progenitor que no tenga 
consigo a los hijos menores o incapacitados gozará del derecho de visitarlos, 
comunicarse con ellos y tenerlos en su compañía.

En congruencia con todas estas disposiciones legales el artículo 2 del 
Decreto 79/2014, de 25 de marzo, por el que se regulan los Puntos de 
Encuentro Familiar de la Junta de Andalucía, determina que este servicio 
tiene la finalidad de servir de espacio neutral en el que se presta atención 
profesional multidisciplinar para garantizar el derecho esencial de las 
personas menores de edad a relacionarse con sus personas progenitoras y 
familiares.

En cuanto a las quejas que recibe esta Defensoría relacionadas con dicho 
servicio cobran preponderancia las relativas a retrasos en la activación 
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efectiva del mismo. A este respecto destacamos las actuaciones realizadas 
en la queja 21/1601, en la que el interesado se lamentaba de que una vez 
que le fue reconocido por el juzgado el derecho a tener relación con su hija, 
y a pesar de que el órgano judicial hubiese derivado la ejecución efectiva del 
régimen de visitas al punto de encuentro familiar (PEF), llevaba esperando 
más de seis meses sin que aún le hubieran comunicado una fecha exacta 
para el inicio de las visitas.

Tras dar trámite a la queja y recibir información 
de la Delegación Territorial de Regeneración, 
Justicia y Administración Local en Málaga nos 
encontramos con que la comunicación al punto de 
encuentro familiar del oficio de remisión dictado 
por el juzgado, realizada desde el servicio común 
de notificaciones de los juzgados, se demoró más 
de un mes. Después tardó otras dos semanas la 
administración del PEF en enviar al juzgado un 
escrito solicitando la aportación del número de 
teléfono de la madre, dado el 13 de noviembre, 
dato que fue subsanado por el servicio de 
notificaciones del juzgado, vía fax, al día siguiente.

Así pues, si se descuentan estos dos meses 
aproximados en que se produjo un mero trasiego 
de documentación entre juzgado y punto de 
encuentro familiar, lo cual es en sí censurable, 
todavía nos tendríamos que detener en otros ocho meses que tardó el punto 
de encuentro familiar en acometer la elaboración del plan individualizado 
de intervención y las entrevistas con los familiares, fijando a continuación la 
fecha de inicio de las visitas. En total se contabiliza algo más de diez meses 
de espera para el inicio efectivo de las visitas desde que el juzgado dictó el 
oficio de remisión del caso al punto de encuentro familiar.

Toda vez que en el informe que nos fue remitido no se aportaba otra 
justificación a este retraso que el nimio incidente relativo al primer envío 
de documentación -ausencia de reseña del teléfono de la madre-, el cual fue 
resuelto por el juzgado al día siguiente de recibir el aviso, y aún ponderando 
la demora que hubieran podido añadir las limitaciones impuestas a raíz del 
primer estado de alarma por la pandemia COVID-19, hubimos de concluir 
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que la citada demora era asumida como consustancial al funcionamiento de 
dicho servicio, no de otro modo podíamos interpretar que en la información 
que nos fue remitida no se indicasen otras circunstancias que pudieran 
explicar la demora, hecho que no podíamos compartir pues equivaldría a 
negar virtualidad a la propia existencia del servicio público de PEF, cuya 
finalidad no es otra, recordemos, que posibilitar la relación efectiva entre la 
persona menor de edad y su familiar, haciendo prevalecer el interés superior 
del menor a preservar la relación con sus familiares.

Y debemos también situar el contexto en que se produce la derivación del 
caso al PEF. Suele tratarse de un contexto de litigio familiar, en el que la falta 
de acuerdo entre los familiares del menor provoca una disputa que ha de 
ser resuelta por un órgano judicial, siendo así que muchas de estas disputas 
hacen que madre, padre u otro familiar, se vea impedido a tener relación con 
el menor y que tenga que solicitar la tutela de su derecho al juzgado, que en 
más ocasiones de las deseables resuelve el pleito con demora -por causas 
que no siempre le son imputables- lo cual a su vez tiene la consecuencia de 
un prolongado bloqueo de relaciones entre el menor y su familiar.

Por todo lo expuesto, teniendo en consideración que la prestación del 
servicio de punto de encuentro familiar se realiza de forma indirecta, 
mediante contrato administrativo con la entidad gestora del mismo, y 
que corresponde a la Delegación Territorial de la Consejería de Turismo, 
Regeneración, Justicia y Administración Local de la Junta de Andalucía la 
supervisión y dirección de la correcta ejecución del servicio contratado, 
formulamos la siguiente Recomendación:

“Estimamos que una actuación diligente y eficaz haría viable que el 
tiempo de espera para el inicio de las visitas en el punto de encuentro 
familiar desde que se cumplimenta por el juzgado el protocolo de 
derivación no debiera demorarse más allá de tres meses, siendo incluso 
aconsejable que dicho plazo fuera aún menor, por lo que recomendamos 
a esa Delegación Territorial que efectúe un seguimiento continuado 
de los tiempos de espera para la activación del servicio, dictando las 
instrucciones precisas para que no se produzcan dilaciones indebidas, y 
sin que en ningún caso el inicio de las visitas se demore más de un mes 
desde la fecha de la celebración de las entrevistas con los familiares, tal 
como prevé el artículo 15, apartado 2, del Decreto 79/2014.”
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La Delegación Territorial dio respuesta a las consideraciones de nuestra 
Resolución recalcando que el PEF seguía negando haber tenido constancia 
de la recepción de un fax con el teléfono de contacto de la madre en la 
fecha indicada por el Juzgado, y que debido a ello no se pudo acometer en 
fecha el inicio a las visitas. No obstante, una vez que con fecha 9 de junio se 
recibió del Juzgado de Primera Instancia la derivación de dicho expediente, 
en este caso acompañada de protocolo de derivación y teléfonos de contacto 
de ambos progenitores, se acometió de inmediato el inicio de las visitas, 
comenzando éstas en verano.

En cuanto al contenido de la Recomendación, ésta es favorablemente 
aceptada, aunque puntualizando que en la actualidad el PEF de Málaga 
no tiene lista de espera, siendo así que el tiempo máximo estimado entre 
una derivación y la primera toma de contacto del PEF para dar cita a las 
entrevistas de inicio con los progenitores es por regla general en el mismo 
día o eventualmente en un plazo no superior a 3 días. Cuestión distinta es 
que no exista disponibilidad o respuesta por parte de los progenitores, pero 
en caso de respuesta favorable la cita para la primera entrevista se produce 
en unas semanas como máximo, sin llegar a un mes. (Queja 20/1601)

Otro de los lugares comunes de las quejas que llegan a esta Defensoría 
en relación con los puntos de encuentro familiar estriba en la 
disconformidad con el trato recibido. Suelen coincidir estas quejas en un 
lamento por favorecer en sus actuaciones al otro progenitor, considerando 
que la intervención del PEF excede sus atribuciones por animar al menor a 
relacionarse con el progenitor o por lo contrario. En ocasiones la queja se 
centra en los informes que sobre la evolución de las visitas son remitidos al 
juzgado, por considerar que no reflejan la realidad de como se desarrollan las 
visitas o sin hacer excesivo énfasis en incidentes que consideran relevantes 
de cara a la decisión que sobre la continuidad de las visitas pudiera adoptar 
el órgano judicial.

A título de ejemplo citamos la queja 21/6939 en la que el interesado se 
lamentaba de que el PEF redujera las horas de visitas en contradicción con 
lo establecido en la sentencia; o la queja 21/6971 en la que el interesado 
se quejaba de que los informes que emitía el PEF y dirigía al Juzgado no 
reproducían la realidad del desarrollo de las visitas que la madre realizaba 
a su hijo. Refería que en dichos informes se suavizan los incidentes que 
protagonizaba la madre y tampoco reflejaban el estado de agitación en el 

https://defensordelmenordeandalucia.es/lleva-mas-de-6-meses-sin-ver-a-su-hija-y-el-punto-de-encuentro-familiar-de-malaga-sigue-sin-activar
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que queda el menor, con evidentes síntomas de daño psicológico. En estas 
grito y en otras de tenor similar la información aportada por la Dirección 
General de Justicia Juvenil y Cooperación, tras recabar datos de la propia 
entidad gestora, venía a contradecir los argumentos expuestos en las 
quejas, relatando como la intervención del PEF venía a ceñirse al encargo 
realizado por el juzgado y con sujeción a lo establecido en la reglamentación 
reguladora de su intervención.

Hemos de referirnos también a las quejas que coinciden en mostrar 
su desacuerdo con la continuidad de la intervención del PEF por 
considerarla innecesaria o por perdurar ésta en el tiempo más allá 
de las previsiones iniciales, en exceso incluso sobre lo establecido en 
el Decreto 79/2014, de 25 de marzo, por el que se regulan los untos de 
encuentro Familiar de la Junta de Andalucía.

En ocasiones la prolongación excesiva de las visitas a través de un punto 
de encuentro familiar deriva de las propias garantías procedimentales en 
el proceso judicial en que se dirime el litigio por la guarda y custodia y 
consecuente régimen de relaciones familiares. Así en la queja 21/6465 el 
interesado nos decía que llevaba más de tres meses esperando ser citado 
por el equipo psicosocial para que fuese realizado el informe solicitado por 
el juzgado y que permitiría al órgano judicial resolver el procedimiento 
en que se dilucidaba el régimen de relación con su hijo. El retraso en la 
tramitación del procedimiento judicial, provocado por la demora en la 
emisión del informe psicosocial, le obligaba a continuar asistiendo al Punto 
de Encuentro Familiar (PEF), siendo así que llevaba acudiendo al mismo más 
de dos años, superando en exceso lo establecido en el Decreto regulador de 
los PEF de la Junta de Andalucía.

Para analizar el caso solicitamos la emisión de un informe de la Delegación 
Territorial de Regeneración, Justicia y Administración Local en Sevilla (de esta 
Delegación Territorial dependen los Institutos de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, (IMLCF) a los cuales corresponden la realización de los informes 
psicosociales solicitados por los juzgados) pudiendo constatar que más que 
demora en la emisión del informe por parte del IMLCF lo determinante era 
un procedimiento judicial cuyos trámites provocaban que el procedimiento 
de modificación de medidas estuviese prolongando su tramitación durante 
más de un año, y que aún se estuviese a la espera del informe que tendría 
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que emitir el IMLCF para que, una vez finalizada la fase probatoria, el órgano 
judicial dictase la resolución conclusiva del procedimiento.

Por tanto, en cuanto a la intervención del IMLCF, aunque apreciamos cierta 
demora en la emisión de su informe, ésta no podía considerarse determinante 
de la prolongación del procedimiento, siendo una potestad discrecional del 
órgano judicial la decisión de pedir un informe psicosocial que completase 
las pruebas aportadas por las partes.

A expensas también de la decisión del juzgado quedaba el caso que nos fue 
planteado en la queja 21/3919 en la que el PEF había remitido al órgano 
judicial un informe sobre la evolución de las visitas a su hijo, en el cual 
proponía al juzgado un cambio en la modalidad de las visitas, de tal modo que 
estas pasasen de ser supervisadas a la modalidad de entregas y recogidas, 
sin que pasados ocho meses desde entonces se hubiera pronunciado el 
juzgado, todo ello justificado por los incidentes procedimentales acaecidos 
en dicho procedimiento judicial.

También en descuerdo con la prolongación de las visitas a través del PEF, 
pero en este caso por considerarlas improcedentes, tramitamos la queja 
21/6510 en la que una madre nos decía que sus hijos no aceptaban el régimen 
de visitas con el padre determinado por el juzgado, el cual se materializaba 
mediante entregas y recogidas en la comisaría de policía local de Vélez 
Málaga. Allí se produjo un incidente violento en presencia de los agentes y 
refiere que presentó una denuncia por tales hechos y que fue archivada por 
el juzgado.

Se trataba de un caso en que nuestra posibilidad de intervención estaba 
muy limitada por haberse pronunciado el juzgado regulando el régimen 
de relaciones familiares y resolviendo las denuncias presentadas por 
la interesada. No obstante, le informamos a acerca de la posibilidad de 
presentar una demanda de modificación de medidas e incluso de solicitar 
medidas provisionales de protección a los menores conforme al artículo 158 
del Código Civil.

3.1.2.5.3 Menores de edad cuyas madres han sufrido violencia de género

Haremos mención a dos quejas en las que el asunto planteado o bien afectaba 
de lleno a la persona menor de edad o bien de forma indirecta, en materia 
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tan sensible como la relativa a la violencia de género, tristemente de rabiosa 
actualidad.

En la primera de estas quejas, 20/1720, la 
interesada planteaba la necesidad de que se la 
reconociera formalmente como mujer víctima 
de violencia de género y se le acreditara tal 
circunstancia para poder acceder a las ayudas 
económicas públicas previstas en el sistema 
integral de protección de este tipo de víctimas, al 
tener que satisfacer las necesidades básicas de la 
persona menor a su cargo. El problema era que 
no podía acreditar tal circunstancia a través de los 

medios documentales previstos para ello en la normativa vigente lo que nos 
llevó a formular resolución queja 20/1720 consistente en recomendación 
y sugerencia que puede consultarse en nuestra página web.

A la vista de la respuesta recibida del Instituto Andaluz de la Mujer hemos 
dado por concluidas nuestras actuaciones al considerar que, en líneas 
generales, la resolución formulada ha sido aceptada a falta del desarrollo 
reglamentario futuro que se sugería.

En la queja 21/1643, la interesada en representación de su hija menor 
de edad nos exponía que había solicitado al Instituto Andaluz de la Mujer 
(IAM) subvención en régimen de concurrencia no competitiva de una ayuda 
económica para mujeres víctimas de violencia de género que acrediten 
insuficiencia de recursos y especiales dificultades para obtener un empleo, 
pues según manifestaciones de la propia interesada su hija carece de empleo 
y no recibe el tratamiento que necesita.

La ayuda se solicitó para la convocatoria correspondiente a 2020 a través del 
Centro de Información a la Mujer de un ayuntamiento, hacía ya tres meses, 
sin que aún tuviera noticias de la misma ni se hubiera emitido resolución al 
respecto.

En fecha 12 de mayo de 2021, se recibe informe de ese Instituto mediante 
el que se nos comunica que se ha resuelto desestimar la solicitud formulada, 
mediante resolución de fecha 6 de abril del actual, en base a no acreditar el 
requisito establecido en el apartado 4,a) 2°b), «no acreditar la situación de 
violencia de género en la forma legalmente establecida.»

La lacra de 
la violencia de 
género afecta 
como víctimas 
directas e 
indirectas a 
niños y niñas

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/urge-que-le-acrediten-su-condicion-de-victima-de-violencia-de-genero-para-que-pueda-solicitar-las
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/pdfbopa/21567.pdf
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pudo-acreditar-su-condicion-de-victima-de-violencia-de-genero
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-que-le-deniegan-a-su-hija-ayuda-para-mujeres-victimas-de-violencia-de-genero-por-ser-menor
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La ayuda solicitada por la interesada en representación de su hija menor de 
edad, viene contemplada y regulada en la Orden de 28 de junio de 2016, por 
la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de subvenciones 
por el Instituto Andaluz de la Mujer, en régimen de concurrencia no 
competitiva, Línea 2, en base a la cual, en concreto conforme al apartado 
4,a) 2° b), le ha sido denegada, por no cumplir los requisitos establecidos en 
el mismo, en lo que atañe a la acreditación de la situación de violencia de 
género conforme a la forma legalmente establecida.

No obstante, la resolución desestimatoria del Instituto no concreta ni cita 
de manera expresa por qué o en qué aspecto no se acredita la condición de 
víctima de violencia de género, máxime teniendo en cuenta que la hija de la 
promotora de la queja, ha sido reconocida como víctima de delito de abuso 
sexual a una menor mediante sentencia condenatoria firme.

A este respecto, consideramos que la resolución desestimatoria aludida 
adolece de falta de motivación al incumplir el artículo 35. 1 apartados a) 
e i) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, según el cual serán motivados, 
con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho, los actos que 
limiten derechos subjetivos e intereses legítimos y los que se dicten en el 
ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en 
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

Máxime cuando la interesada insistía en que su hija tenía derecho a acceder 
a dicha ayuda al estar contemplado el supuesto de violencia sexual en la 
reforma efectuada de la Ley andaluza de Violencia de Género 13/2007, por 
la Ley 7/2018 que amplió el concepto de víctima de violencia de género en 
similares términos a los previstos en el Convenio de Estambúl.

A este respecto esta Institución estima que la interesada hubiera tenido 
derecho a que de forma pormenorizada se la hubiera informado de que a 
pesar de esta reforma, al tratarse la ayuda solicitada de una ayuda estatal 
prevista en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Protección 
Integral contra la violencia de género, solo puede ser concedida a las mujeres 
víctimas de violencia de género que encajen en la definición del concepto 
que efectúa la Ley Orgánica, esto es «La presente Ley tiene por objeto 
actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la 
situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean a hayan sido sus 
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cónyuges o de quienes estén o hayan estado Iigados a ellas por relaciones 
similares de afectividad, aun sin convivencia.»

En vista de ello emitimos resolución al Instituto Andaluz de la Mujer, 
recordándole el deber legal de observar los preceptos mencionados y 
recomendándole que se revise la resolución denegatoria de la solicitud de 
ayuda formulada por la interesada en nombre y representación de su hija 
menor de edad y se concrete la motivación con el grado de especificidad 
necesaria en base a la que pueda conocer de forma indubitada las razones o 
motivos de la denegación, incorporando los fundamentos de derecho en los 
que ha de sustentarse la misma.

El IAM si bien se argumenta el motivo de la denegación de la solicitud de 
subvención, que es acorde a derecho, no podemos concluir que la resolución 
haya sido aceptada, pues entendemos que esa misma argumentación 
debió incluirse en el texto de la decisión desestimatoria, a efectos de que 
la interesada hubiera podido conocer de forma indubitada las razones o 
motivos de la denegación, dado que la resolución que nos ocupa solo se 
ciñó a efectuar una somera referencia al precepto legal a cuyo amparo la 
subvención solicitada no podía ser concedida.

3.1.2.5.4 Familia numerosa

A lo largo del año 2021 esta Institución ha tramitando un conjunto 
significativo de quejas por la demora -en muchos casos superior a 
5 meses- que acumula el reconocimiento o renovación de títulos 
de familia numerosa. Se trata de un problema en el que hemos venido 
interviniendo en los últimos años, dando trámite a quejas concretas de 
personas afectadas por incidencias acaecidas en su expediente, como 
también en lo relativo al problema general que se plantea en las distintas 
unidades administrativas que vienen gestionando los expedientes relativos 
a títulos de familia numerosa en Andalucía.

Con referencia específica a esta problemática debemos necesariamente 
remitirnos a las Recomendaciones que en diciembre de 2011 dirigimos a la 
por entonces denominada Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social. 
Pedíamos que se elaborara una normativa que regulase el procedimiento para 
la expedición y de renovación del título de familia numerosa en Andalucía, 
dando cumplimiento a las previsiones establecidas en la legislación estatal 
en la materia (Artículo 2, apartados 4 y 5, del Real Decreto 1621/2005, de 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-que-le-deniegan-a-su-hija-ayuda-para-mujeres-victimas-de-violencia-de-genero-por-ser-menor
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30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas). Y más 
concretamente recomendamos que dicha normativa procurase simplificar 
y racionalizar los trámites administrativos necesarios para ello, todo en 
consonancia con las previsiones del Decreto 68/2008, de 26 de febrero, en 
orden a la modernización y mejora de la Administración de la Comunidad 
Autónoma.

También recomendamos que se promovieran instrumentos de colaboración 
con aquellas Administraciones a las que se hubiera de recurrir con frecuencia 
para corroborar por vía telemática datos aportados por la ciudadanía en los 
trámites de expedición y renovación de títulos de familia numerosa.

Y hemos de señalar que dichas Recomendaciones fueron aceptadas de forma 
expresa por la citada Consejería en marzo de 2012, sin que lamentablemente 
esta predisposición a solventar la problemática relativa a la gestión de los 
títulos de familia numerosa hubiera arrojado resultados positivos, siendo así 
que transcurridos ocho años desde entonces, más concretamente en mayo 
de 2020, recibimos respuesta de la Secretaría General de Familias a las 
cuestiones que planteamos en la queja 19/3310, en la que hacíamos hincapié 
precisamente en la falta de efectividad de las medidas adoptadas para dar 
cumplimiento a nuestra resolución y mostrábamos nuestra inquietud por la 
reiteración de quejas similares, con consecuencias muy negativas para las 
personas afectadas por la tramitación de estos expedientes, cuya incidencia 
era especialmente significativa en las provincias de Málaga y Sevilla.

En dicha respuesta se anunciaba la inminente aprobación de un nuevo 
decreto que vendría a regular los trámites administrativos necesarios 
para la gestión de títulos de familia numerosa, con intención de simplificar 
dichos trámites y utilizar preferentemente mecanismos de administración 
electrónica, mucho más ágil y eficaz. Dicho Decreto también traería como 
novedad la posibilidad de alegar silencio administrativo estimatorio en el 
caso de transcurrir tres meses sin respuesta desde la presentación de la 
solicitud, siendo así que las solicitudes de renovación podrían presentarse 
hasta tres meses antes de la fecha límite de su vigencia.

Proseguía el informe remitido por la Secretaría General de Familias 
anunciando las actuaciones urgentes para paliar y solventar los efectos 
negativos de la excesiva demora en la tramitación de los expedientes de 
familia numerosa. En tal sentido se nos anunciaba un plan de choque, 

https://defensordelmenordeandalucia.es/implementan-medidas-ante-los-retrasos-en-el-reconocimiento-o-renovacion-de-los-titulos-de-familia
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mediante la contratación de forma temporal de personal que complementase 
las bajas de larga duración y carencias existentes en las provincias de Málaga 
y Sevilla, ayudando de este modo a aliviar la lista de espera existente. Y para 
una solución definitiva a la carencia de personal también fuimos informados 
de las gestiones que se venían realizando ante Función Pública para proceder 
a una modificación de la Relación de Puestos de Trabajo, con un incremento 
significativo de los efectivos de personal destinados en las unidades 
administrativas afectadas.

También fuimos informados de las gestiones 
realizadas ante la Dirección General de 
Universidades, para que se remitiera un 
comunicado a los distintos Rectorados exponiendo 
el problema existente de retrasos en la renovación 
o acreditación de títulos de familia numerosa en 
las Delegaciones Territoriales de Salud y Familias, 
especialmente en Málaga y Sevilla, con la finalidad 
de ampliar unos meses el plazo previsto para 
la aportación del título de familia numerosa 
renovado.

Sobre los resultados de estas actuaciones hemos 
de señalar que a pesar de la entrada en vigor 
el pasado 23 de enero de 2021 de la nueva 
reglamentación autonómica (Decreto 172/2020, 

de 13 de octubre) esta Institución sigue recibiendo un importante volumen de 
quejas reiterando su pesar por la demora con que se tramitan los expedientes. 
Estas quejas, procedentes en su gran mayoría de las provincias de Sevilla y 
Málaga, nos alertan de que las citadas demoras lejos de minorarse tienen 
tendencia a incrementarse, llegando en los últimos días de 2021 a demoras 
superiores a los 7 meses, provocando innumerables perjuicios a las familias 
afectadas por no poder beneficiarse de reducciones o exenciones fiscales, y 
otros incentivos o bonificaciones previstos tanto por las Administraciones 
Públicas como por empresas privadas.

Reproducimos a continuación un cuadro que refleja la evolución de las quejas 
tramitadas sobre familia numerosa en los últimos 6 años (2016 a 2021):

Las quejas 
por retrasos en 
expedientes de 
familia numerosa 
referidos 
a Sevilla y 
Málaga, lejos 
de minorarse, 
han seguido 
incrementándose 
en 2021
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Año

Total de quejas 
relativas 
a familia 
numerosa

Quejas relativas a familia numerosa 
en que ha quedado acreditada una 
demora superior a 3 meses en la 
tramitación de los expedientes

2021 205 132
2020 199 126
2019 143 90
2018 127 76
2017 39 10
2016 42 7

Preocupados por la reiteración de los retrasos en la gestión de expedientes 
de familia numerosa hemos mantenido nuevos contactos con la Secretaría 
General de Familias que nos ha avanzado la puesta en marcha de un nuevo 
plan de choque que prevé la autorización de realización de horas extras 
remuneradas y la contratación temporal de personal. A lo expuesto se une 
la distribución de carga de trabajo entre las distintas Delegaciones 
Territoriales, así como el encargo a una empresa pública de los trabajos 
informáticos relativos a la introducción de datos en el sistema de gestión de 
los expedientes.

En relación a los perjuicios de estos retrasos 
hemos de aludir a los argumentos que nos 
expuso en la queja 21/3828 la Asociación de 
Familias Numerosas de Málaga señalando, 
entre otros, la imposibilidad de alegar la 
condición de familia numerosa como mérito 
para la matriculación en centros educativos y 
aplicar las consecuentes reducciones en tasas 
y precios públicos, la reducción prevista en la 
cuota del impuesto de bienes inmuebles; el 
pago adelantado de la deducción en el IRPF y, 
muy significativamente, las dificultades para 
tramitar el bono social eléctrico por parte de 
las empresas suministradoras.

Respecto de esta última cuestión esta 
Institución viene realizado gestiones ante las 
principales empresas comercializadoras de 

La Defensoría 
viene realizando 
gestiones ante 
las principales 
empresas 
comercializadoras 
de energía 
eléctrica para que 
apliquen el bono 
social estando 
en tramitación 
la renovación del 
título de familia 
numerosa
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energía eléctrica con la finalidad de que estudien una posible flexibilización 
en la aplicación de lo dispuesto en la normativa reguladora del bono social. 

Así, hemos sugerido en primer lugar la posibilidad de conceder el bono social 
de forma condicionada, de manera que baste con presentar la solicitud de 
renovación del título de familia numerosa para su concesión, sin perjuicio de 
que sea obligatorio acreditar en el plazo que se determine que se ha 
producido la renovación del título aportando copia del mismo. En aquellos 
casos en que no se acreditara la posesión del título en el pazo fijado, se 
podría exigir el pago de las cantidades percibidas indebidamente, cargándolas 
en las facturas que se girasen con posterioridad.

De no aceptarse esta posibilidad de 
reconocimiento anticipado del título, hemos 
señalado que podría plantearse como segunda 
alternativa el otorgamiento de efectos 
retroactivos a la concesión del bono social 
tras acreditarse la renovación del título de 
familia numerosa, de modo que se procediera 
a la devolución de las cantidades no bonificadas 
durante el periodo transcurrido entre la fecha 
de vigencia del título de familia numerosa y la 

fecha de efectividad del bono social.

Tal iniciativa ha sido acogida por el Defensor del Pueblo estatal que nos ha 
comunicado que ha iniciado actuaciones ante la Secretaría de Estado de 
Energía en relación con la petición trasladada desde esta Institución para 
que se valore una posible modificación de la normativa reguladora del bono 
social, de manera que se ofrezcan soluciones a los casos en que no es posible 
acreditar en plazo la condición de familia numerosa.

Por último hemos de referirnos a las quejas que hacen alusión a la necesidad 
de una modificación de la normativa reguladora del concepto de familia 
numerosa, de tal modo que dé acogida a la realidad social actual y recoja 
los supuestos de familias monoparentales y parejas de hecho (quejas 
21/2872, 21/7491, 21/3658). Al tratarse de normativa estatal reflejamos a 
continuación la información aportada a esta Institución por el Defensor del 
Pueblo de España:

 “... En el mes de julio de 2021, la Secretaría de Estado de Derechos 
Sociales, en respuesta a la solicitud de información sobre los avances 

Es necesario una 
modificación de 
la normativa de 
familia numerosa 
para adoptarla a 
la nueva realidad 
social
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producidos en la revisión de la Ley de protección a las familias numerosas, 
comunicó lo siguiente:

 «El compromiso del Gobierno de España, dimanante de su Acuerdo 
de Gobierno y manifestado en sede parlamentaria, es el de promover 
una ley de diversidad familiar que aglutine en una única norma estatal, 
de forma integral y cohesionada, la protección y el reconocimiento de 
las diferentes estructuras familiares elegidas con libertad; en el seno de 
esta ley se acometerá el mandato legal de actualizar, revisar e incluir 
mejoras, tanto sustantivas como de carácter técnico, de la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas.

 En este sentido, el pasado mes de octubre de 2019, la entonces 
Dirección General de Servicios para las Familias y la Infancia (actual 
Dirección General de Diversidad Familiar y Servicios Sociales) presentó 
a las autoridades europeas una solicitud de apoyo a las Reformas 
Estructurales 2017-2020, de acuerdo con el Reglamento (UE) 
2017/825 (Reglamento SRSP). La Dirección General de Apoyo a las 
Reformas Estructurales de la Comisión Europea dio a finales de 2019 
su aprobación al proyecto presentado y que se concretó en la asistencia 
técnica, financiación y apoyo para la elaboración de un “Libro blanco”, 
que contenga un diagnóstico social, jurídico y económico de la situación 
de las familias, tanto desde el punto de vista cuantitativo (datos), como 
cualitativo (opiniones), que permita abordar un nuevo marco legal 
para la protección a las familias y su diversidad, a fin de contar con 
los elementos adecuados para elaborar la ley estatal de apoyo a las 
familias.

 Para llevar a cabo este proyecto, y después de valorar distintos 
candidatos, se decidió contar con la asistencia de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), adjudicándose 
formalmente el mismo en junio de 2020.

 El plan de trabajo, que concierne a los distintos ministerios 
implicados, a otras administraciones territoriales, a entidades sociales 
representativas y a expertos nacionales e internacionales, se concreta 
en:

 - Un diagnóstico (revisión sistemática y profunda de las políticas 
familiares en España.



150

Informe Anual 2021  DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

 - Un análisis comparativo (visión general de los sistemas de apoyo 
familiar países de la UE, para identificar buenas prácticas).

 - Un taller sobre un nuevo marco de política familiar en España, con 
expertos de la UE y la OCDE.

 - Un informe que se incorporará a un Libro Blanco para proporcionar 
orientaciones para una reforma de políticas a nivel nacional.

 El proyecto cuenta con una duración prevista de 12 meses, a 
partir del inicio formal del mismo que ha tenido lugar en septiembre 
de 2020. En la fase presente, tras haberse mantenido diversas 
videoconferencias, así como una comunicación permanente entre las 
partes implicadas, se ha remitido un cuestionario, elaborado al efecto, 
sobre políticas familiares, a los diferentes departamentos ministeriales 
con competencias materiales directamente implicadas, así como a 
los centros directivos especializados en familia de las comunidades 
autónomas, a representantes del movimiento asociativo familiar y 
expertos, con el objetivo de obtener la visión más precisa sobre las 
fortalezas y debilidades del actual sistema de protección familiar, así 
como de recibir propuestas de mejora, que se incorporarán al diagnóstico 
del proyecto.

 En los meses de noviembre y diciembre de 2020 se llevaron a cabo 
diversas reuniones para profundizar en el proyecto, entre ellas una reunión 
de la Comisión Delegada de Servicios Sociales (Consejo Interterritorial de 
Servicios Sociales y SAAD) para informar a las comunidades autónomas 
y solicitar su colaboración, así como una reunión interministerial con el 
mismo objetivo.

 También se han celebrado reuniones on line con expertos y 
representantes de entidades sociales. En todas ellas han participado los 
representantes de la Comisión Europea y de la OCDE.

 Los siguientes pasos conllevarán culminar la fase de diagnóstico, 
completar el análisis comparativo y, con las orientaciones finales, 
avanzar en la elaboración de una propuesta normativa de protección a 
las familias en su diversidad en nuestro país, incluyendo la relativa a las 
familias numerosas» ...”.
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3.1.2.5.5 Ayudas económicas familiares

Una interpretación rigurosa de la normativa de procedimiento 
administrativo común, unida a la regulación del concreto procedimiento 
para la concesión de la ayuda económica, provoca en ocasiones 
situaciones injustas en las que nos vemos obligados a intervenir. Así 
en julio de 2021 culminó la tramitación de la queja 20/1032 que incoamos 
tras dirigirse a nosotros una persona disconforme con la gestión del 
expediente administrativo mediante el que se dio respuesta a su solicitud de 
ayuda económica por el nacimiento por parto múltiple de sus 2 hijos. 
La interesada señalaba que presentó su solicitud en enero de 2018, y que no 
fue hasta agosto de 2019 cuando le fue notificado el reconocimiento de una 
sola de las tres anualidades a las que tendría derecho (2018), todo ello con 
el argumento de que no había aportado documentación que le fue requerida 
en marzo de 2019, por lo que quedó extinguido el derecho a percibir las dos 
siguientes anualidades (2019 y 2020).

En virtud de cuanto antecede efectuamos un Recordatorio de los Deberes 
Legales que habían sido incumplidos al dar trámite a este procedimiento 
administrativo, pues consideramos no ajustada a derecho y desproporcionada 
la extinción del derecho a la percepción de las dos anualidades siguientes de 
la ayuda por parto múltiple (2019 y 2020), puesto que la persona interesada 
siguió reuniendo los requisitos para ello, no resultando procedente que el 
motivo por el que se declaró extinguido el derecho fuese por no aportar 
una documentación a la que podía acceder directamente la Administración 
gestora del expediente recabando la colaboración de la Agencia Tributaria; 
a lo cual se une que no se utilizaron otros cauces de avisos (teléfono, correo 
electrónico) de que disponía esa Administración y que hubieran evitado la 
notificación formal del requerimiento mediante su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado, tratándose de un medio de comunicación al que no acude 
de forma ordinaria la ciudadanía y que, aunque sirve de recurso último de 
notificación en garantía de seguridad jurídica, lo cierto es que su efectividad 
notificadora para el ciudadano no avezado en cuestiones jurídicas ha de ser 
puesta en entredicho.

Y para encontrar una solución al problema recomendamos que se iniciase 
un procedimiento de revisión de oficio de la resolución extintiva de las 
anualidades de ayuda por parto múltiple correspondientes a los ejercicios 
2019 y 2020, y que en su virtud se procediera a su reconocimiento y abono 

https://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-que-se-revise-por-que-solo-le-pagan-uno-de-los-tres-anos-de-ayuda-por-parto-multiple
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si ello resultase procedente tras recabar de la Agencia Tributaria o de la 
persona interesada la documentación que fuese necesaria.

Dicho procedimiento de revisión de oficio no resultó necesario pues la 
Delegación Territorial nos respondió que “Desde una lectura más pausada, 
revisadas las actuaciones administrativas, se han observado errores y omisiones 
en la tramitación, como la unión tardía al expediente de documentación 
presentada por la interesada, que han podido causar indefensión a la misma, 
por lo que, a tenor del principio “in dubio pro administrado” se ha elevado a la 
Intervención Provincial propuesta de revocación de la resolución dictada en su 
día y de concesión de la ayuda económica completa, estando a la espera de su 
admisión.”

Así pues, al considerar aceptados por la 
Delegación Territorial los argumentos expuestos 
en nuestra resolución, dimos por concluida 
nuestra intervención en dicho expediente.

Hemos de destacar también nuestras actuaciones 
en la queja 20/2008 que nos presentó una persona 
a la que le fue denegada una ayuda económica por 
parto múltiple. Nos decía que cuando acudió a la 
Delegación Territorial para presentar su solicitud 
le informaron que debía estar firmada por ambos 
progenitores, padre y madre. Como quiera que 
en esos momentos se encontraban en proceso 
de divorcio y sin posibilidad de relación alguna 

entre ambos, expuso a la persona que la atendió que no le resultaba posible 
recabar la firma del padre. La solución que le dieron fue que esperara a que 
obtuviera la sentencia de divorcio y que una vez dispusiera de ella volviera a 
la oficina para presentar la solicitud.

Una vez materializado el divorcio, la interesada acudió a la misma oficina 
para presentar su solicitud, siendo así que la ayuda económica le fue 
denegada porque ya había transcurrido el plazo de un año previsto en la 
Orden reguladora de dicha prestación económica.

Argumentaba la interesada que como consecuencia de la información 
errónea que le proporcionaron se vio perjudicada en su derecho a obtener 
la citada ayuda y es por ello que solicitó la intervención de esta Institución.

Una deficiente 
información 
por la oficina 
administrativa 
puede provocar 
la pérdida 
del derecho a 
determinada 
ayuda económica

https://defensordelmenordeandalucia.es/que-se-dicten-normas-claras-para-informar-mejor-de-las-ayudas-por-parto-multiple
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Tras analizar los hechos y si nos conformáramos con un análisis meramente 
formal de lo sucedido nos encontraríamos ante un supuesto en que la 
persona interesada no presenta su solicitud en el plazo establecido, siendo 
este plazo preclusivo, lo cual provoca el efecto de la pérdida del derecho 
al reconocimiento de la prestación económica establecida en la normativa. 
Desde este prisma la conclusión sería que el proceder de la Delegación 
Territorial era correcto, sin que existiera irregularidad en la resolución 
denegatoria de la ayuda.

Pero en este de lo que se quejaba la interesada era de que su actuación 
-no presentación en plazo de la solicitud de ayuda económica- estuvo 
directamente condicionada por la información que le proporcionaron en la 
oficina administrativa a la que acudió para presentarla. 

A este respecto hemos de estar a lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, cuyo artículo 54 prevé que el concreto procedimiento administrativo 
pueda iniciarse a solicitud de la persona interesada, siendo así que para 
el supuesto de que dicha solicitud adoleciera de algún defecto la unidad 
administrativa competente habría de cumplir con lo establecido en el artículo 
68, según el cual tendría que requerir a la persona interesada para que, 
en un plazo de 10 días, subsanase la falta o acompañase los documentos 
preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendría por 
desistida de su petición, previa resolución dictada en los términos previstos 
en el artículo 21 de la misma Ley 39/2015.

Así pues, para dar cumplimiento a dicho precepto legal y ante el carácter 
preclusivo de los plazos para la presentación de la solicitud de ayuda 
económica por parto múltiple, apreciamos que la actuación correcta hubiera 
consistido en registrar la solicitud de la interesada para que fuese evaluada 
por el órgano encargado de su tramitación, que tendría que incoar a 
continuación el procedimiento administrativo para su resolución o requerir 
fehacientemente su subsanación por considerar que aquella no reuniese los 
requisitos exigidos en la normativa de general o especial aplicación.

Pero, al parecer, no fue éste el modo de proceder de la unidad administrativa 
que recepcionó la solicitud. En vez de registrarla para darle el trámite 
correspondiente lo que se hizo es informar a la interesada que su solicitud no 
podía tramitarse porque carecía del requisito indispensable de la firma del 
padre de las recién nacidas junto con la suya, disuadiéndola de este modo de 
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presentarla. Esta información, a nuestro juicio errónea, provocó los efectos 
indeseados que venimos analizando, pues además de no tener la interesada 
modo de acreditar fehacientemente que compareció en determinada fecha 
para presentar su solicitud, con el resultado descrito, este hecho impidió que 
se paralizara el plazo de prescripción del derecho a solicitar la prestación, no 
pudiendo beneficiarse de ella cuando la presentó ya fuera de plazo, a pesar 
de que esta actuación la realizara en congruencia con la información que le 
aportaron.

A lo expuesto hemos de añadir que, en cuanto al fondo del asunto, tampoco 
podemos considerar correcta la información aportada en relación al 
requisito inexcusable de firma conjunta de la solicitud por padre y madre, 
toda vez que el reglamento regulador de la prestación económica (Orden 
de la Consejería de Asuntos Sociales, 6 de mayo de 2002, por la que se 
regulan ayudas económicas por menores y partos múltiples) ha de ser 
interpretado tal como previene el artículo 3.1 del Código Civil, de acuerdo 
con la realidad social del tiempo en que las normas han de ser aplicadas, 
atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas, lo cual nos 
ha de llevar de modo inexcusable a considerar la evolución experimentada en 
la Institución familiar, que ha determinado modificaciones en la legislación 
civil sobre el régimen de guarda y custodia de los menores en supuestos de 
ruptura de relación entre sus progenitores.

Es por ello que aunque, efectivamente, la ayuda económica por parto 
múltiple a priori se contempla para la familia, beneficiando por igual a ambos 
progenitores (el artículo 2 de la Orden establece que serán beneficiarios de 
las ayudas quienes ostenten la guarda de los menores como titulares de 
la patria potestad o de un acogimiento permanente o preadoptivo) no se 
puede obviar que el derecho a la prestación persiste en el supuesto de una 
ruptura de relación entre ambos, sea esta ruptura de hecho o de derecho, 
correspondiendo al órgano administrativo dar trámite a la solicitud conforme 
a la situación legal en que en esos momentos se encuentre la relación entre 
ambos, dándoles oportunidad de alegar lo que a su derecho convenga, y 
resolviendo en consecuencia, pero sin que en modo alguno la ruptura de la 
relación entre progenitores haya de ser obstáculo para la tramitación de la 
solicitud de la prestación económica.

Sea como fuere, la aplicación rigurosa de la normativa de procedimiento 
administrativo y la específica reguladora de la prestación económica hace 
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que debamos considerar correcta la resolución desestimatoria de la solicitud 
de prestación económica por estar presentada fuera de plazo. Y por este 
motivo, para subsanar el daño sufrido no queda otra posibilidad que acudir 
a la vía de responsabilidad patrimonial de la Administración, para lo cual 
habría de presentar la interesada una solicitud por el cauce establecido en 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común; y 
en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Es por ello que con independencia de la indemnización que pudiera solicitar 
la interesada y con la finalidad de evitar que supuestos similares se pudieran 
producir en el futuro, formulamos la Recomendación de que se dicten 
instrucciones a los órganos administrativos dependientes de la Delegación 
Territorial para que las unidades administrativas receptoras de solicitudes de 
prestaciones económicas realicen un cumplimiento estricto de lo establecido 
en el artículo 68 de la Ley de Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, sin disuadir a las personas interesadas de 
la presentación de sus solicitudes, cuyo contenido y posible necesidad 
de subsanación habrá de ser valorado por las unidades administrativas 
encargadas de su tramitación.

La respuesta de la Delegación Territorial fue en sentido favorable a nuestra 
resolución, precisando que la unidad del Registro de la Delegación Territorial 
de Salud y Familias de Cádiz tenía instrucciones para recepcionar todas 
las solicitudes y documentación que quieran aportar los ciudadanos en los 
procedimientos administrativos que se encuentren en trámite, ya que será 
posteriormente la correspondiente unidad tramitadora la que se encargará 
de requerir en caso de que faltase documentación o de desestimar en caso 
de no cumplir los requisitos necesarios en el procedimiento.

Por último, también hemos de hacer alusión a las quejas tramitadas en relación 
con demoras en el reconocimiento y pago de pensiones de orfandad y de 
la prestación por hijo a cargo que, al afectar a una Administración de ámbito 
estatal, cono es la de la Seguridad Social, fueron remitidas al Defensor del 
Pueblo de las Cortes Generales para su tramitación, sin perjuicio de informar 
y orientar a los interesados sobre el asunto planteado en los casos en que 
procedía.



156

Informe Anual 2021  DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

3.1.2.5.6 Registro de parejas de hecho

El Registro de parejas de hecho viene a dar respuesta a la necesidad 
de otorgar cierta seguridad jurídica y como medio probatorio de una 
relación de convivencia que puede producir determinados efectos 
entre las partes y frente a terceros. Por todo ello no resulta infrecuente 
que lleguen quejas ante esta Defensoría en relación con la gestión de los 
diferentes registros, fundamentalmente referidas a falta de agilidad en la 
tramitación de las inscripciones solicitadas.

Así en la queja 21/1574, el interesado solicitaba nuestra intervención 
ante la demora que acumulaba su solicitud de inscripción en el Registro de 
parejas de hecho, y a tales efectos solicitamos la emisión de un informe a la 
Delegación Territorial de Salud y Familias en Málaga, que nos respondió que 
dado que el plazo establecido en la normativa para realizar la inscripción es 
de un mes, se admite y reconoce la demora en la emisión de la resolución a 
su solicitud.

A tales efectos exponía la Delegación Territorial que la demora en la 
tramitación de la solicitudes se relaciona con el amplio volumen de demanda 
y la necesidad de atender, con los recursos disponibles, la instrucción de 
los expedientes con las debidas garantías procedimentales a que obliga la 
normativa de aplicación. No obstante y con el propósito de evitar los efectos 
no deseados que un eventual incumplimiento del plazo previsto de resolución 
pudiese provocar, desde los servicios de información de esta Delegación 
Territorial se traslada a las personas solicitantes la posibilidad de alegar 
mediante escrito motivado cuantas circunstancias familiares, personales y 
sociales pudiesen concurrir, para que a la vista de lo expuesto, y dentro de 
los límites que establece el art. 71.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por 
el órgano gestor puedan ser consideradas y, en su caso, atendidas.

Un matiz diferente tenía la cuestión que nos fue planteada en la queja 
20/7399 referida al Ayuntamiento de Torrenueva (Granada), por no haber 
dado trámite a una solicitud de baja en el Registro de Parejas de hecho, la 
cual presentó el interesado en el registro municipal en junio de 2020, siendo 
así que el problema finalmente quedó resuelto tras presentar una nueva 
solicitud de baja en la Delegación Territorial de Salud y Familias, la que fue 
tramitada y resuelta conforme a lo establecido en el Decreto 35/2005, de 15 

https://defensordelmenordeandalucia.es/el-expediente-queda-resuelto-con-la-inscripcion-efectiva-en-el-registro-de-dicha-pareja
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de febrero, por el que se constituye y regula el Registro de Parejas de Hecho 
de Andalucía.

Por tanto, no era ese el problema que nos correspondía analizar sino la 
tramitación dada a la solicitud que con anterioridad presentó en el Registro 
del Ayuntamiento de Torrenueva Costa, la cual no llegó a prosperar, según 
la información que nos aportó dicha administración local, por carecer su 
solicitud de documentación indispensable para su tramitación.

Y es precisamente en este punto donde se producía la controversia que 
motivaba la queja: consideraba el interesado que el Ayuntamiento debió dar 
trámite a su solicitud y remitirla a la Administración gestora del Registro 
de parejas de hecho ya que, al encontrarse ausente de dicha localidad no le 
resultaba posible acudir de forma presencial y no se le facilitaron formularios 
para que hiciera llegar al Ayuntamiento dicha documentación por sede 
electrónica; y por su parte el Ayuntamiento argumentaba que el interesado 
fue informado de la documentación que debía aportar, así como la posibilidad 
de aportar la misma de forma presencial o por sede electrónica.

Tras analizar la documentación en nuestro poder pudimos constatar cómo 
la solicitud fue presentada por escrito en el registro del Ayuntamiento, y 
no por sede electrónica, por lo tanto no ejerció el interesado la opción de 
que el citado procedimiento administrativo fuese tramitado por medios 
electrónicos, tal como dispone el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

En cuanto a los formularios aludidos en la queja también pudimos comprobar 
cómo en la página web del Ayuntamiento existe un apartado referido a sede 
electrónica, y dentro de este un subapartado “otros trámites” que incluye 
la opción “bajas en el Registro de Parejas de Hecho”, en la cual existe 
información sobre los requisitos y documentación necesaria para ello, así 
como las opciones para su tramitación, sea por sede electrónica o de forma 
convencional.

Por lo expuesto, comunicamos al interesado que por carecer su solicitud de 
los requisitos establecidos en el Decreto 35/2005, regulador del Registro de 
parejas de hecho, y en aplicación de lo establecido en el artículo 68 de la antes 
citada Ley de Procedimiento Administrativo Común, la unidad administrativa 
gestora de su expediente hubo de requerirle para que, en un plazo de diez días, 
acompañase los documentos que resultaban preceptivos.
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Y a este respecto hemos de considerar una buena práctica de dicha 
administración pública que se hubiesen comunicado con el interesado por 
vía telefónica y por correo electrónico, evitando de este modo dilaciones 
innecesarias, comunicándole la necesidad de aportar dicha documentación así 
como las opciones de que disponía para presentarla. Es más, el procedimiento 
administrativo derivado de su solicitud quedó en suspenso conforme a lo 
establecido en el artículo 22,1,a) de la Ley de Procedimiento Común en espera 
de que aportase la documentación que le fue requerida, siendo archivado el 
procedimiento sólo cuando aportó documentación que acreditó haber sido 
resuelto el motivo de su solicitud al haber presentado una nueva instancia ante 
la Administración Pública responsable de la gestión del Registro de parejas de 
hecho.

3.1.2.6 Derecho a recibir protección de los poderes públicos

3.1.2.6.1 Denuncias a la Defensoría de la situación de riesgo de menores 
de edad

En nuestra condición de Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía 
hemos dado trámite a denuncias relativas a posibles situaciones de 
riesgo menores de edad procedentes normalmente de su entorno 
familiar y social. Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan 
la situación de riesgo de algún menor, solicitando la intervención directa de 
esta Defensoría para solventar el problema. Y a tales efectos, por carecer 
esta Institución de competencias y medios para realizar dichas actuaciones 
de forma directa, nuestra intervención se centra en derivar de forma urgente 
el caso a las Administraciones Públicas competentes para ello, efectuando 
un seguimiento de las actuaciones que al respecto hubieran podido realizar.

Uno de los principales motivos de denuncia reside en la ausencia de 
cobertura de las necesidades básicas de los menores por parte de su 
familia, tal como en la queja 20/7218, en el que nuestro interlocutor relataba 
las vicisitudes de una pareja joven con un bebé, sin medios económicos 
para atender sus necesidades más elementales, tal como agua corriente 
u otros suministros básicos, por lo cual resultaba evidente que el menor se 
encontraba en situación de riesgo. De igual tenor era la queja 21/1926 en 
la que se relataba la situación de tres hermanos, de muy corta edad, que 
residían con sus padres en una vivienda ocupada, sin suministro de agua ni 
electricidad.
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Tras interesarnos por su situación ante el Área de servicios sociales de la 
Diputación Provincial, pasado un tiempo recibimos un informe que relataba 
la intervención realizada con el núcleo familiar, facilitando a la madre ayudas 
destinadas a una mejor integración en el mercado laboral y paliar sus 
carencias económicas. En cuanto a los menores se venía efectuando un 
seguimiento de su situación, una vez que pudieron acreditar su correcta 
atención sanitaria y la asistencia regular a los centros educativos en los que 
estaban matriculados.

Otro asunto similar nos fue planteado en la queja 
21/0853, en la que la persona denunciante relataba 
que el sobrino de su pareja vivía, a su juicio, en un 
ambiente insano, sin las condiciones de higiene y 
limpieza idóneas para alojar a un niño de corta 
edad. En este caso el informe que recibimos de 
los servicios sociales de la localidad, elaborado 
tras realizar una visita al domicilio familiar y 
entrevistar a la familia, no pudo corroborar tales 
indicadores de riesgo, a pesar de lo cual se nos 
anunció la intención de continuar con una labor de 
seguimiento de la evolución del menor.

Los supuestos que nos son denunciados repiten 
una casuística similar, usualmente remitidos 
por familiares o personas de la vecindad que 
se preocupan por la situación que observan en 
determinado menor y que solidarizados con su situación piden nuestra 
intervención para encontrar alguna solución.

En la queja 21/3784 es un menor quien nos denuncia que su primo, de 5 años, 
se encuentra en riesgo por convivir con su madre alcohólica y con problemas 
de drogadicción. Nos relataba su pesar por la situación de su primo, quien 
no tendría cubiertas sus necesidades básicas. En este caso, recabamos 
la colaboración del Ayuntamiento en cuestión y recibimos un informe de 
los servicios sociales del distrito municipal en el que nos anunciaban la 
derivación del caso al Equipo de Tratamiento Familiar, al objeto de minimizar 
los indicadores de riesgo detectados y normalizar la situación familiar. Y se 
daba la circunstancia de que los servicios sociales ya venían interviniendo a 
instancias de un juzgado, que solicitó que se realizasen visitas al domicilio 
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de ambos progenitores al objeto de informar si el menor se encontraba 
correctamente asistido.

Otro de las asuntos en que suelen coincidir muchas denuncias es el 
relativo a la conducta de absentismo escolar, bien porque la persona 
denunciante es testigo directo de las veces que coincide en la calle con 
determinado menor en horario escolar, bien por tener conocimiento de su 
no asistencia a clase por decisión de los progenitores, o incluso tras sernos 
remitida la denuncia por personas integrantes de la comunidad educativa 
que tienen conocimiento de esta situación.

Así, preocupada por la situación de su hija, de 13 años, se dirigió a nosotros 
la madre para comunicarnos que la menor había decidido unilateralmente 
irse a vivir con el padre, ejerciendo de hecho su guarda y custodia una tía 
paterna desde hace año y medio. La menor fue matriculada en otro instituto 
y su evolución académica empeoró, añadiendo un acusado absentismo 
escolar por el que se iniciaron, a principios de año, las actuaciones previstas 
en el Protocolo sin ningún resultado.

Al dar tramite a esta recabamos la colaboración de la Delegación Territorial 
de Educación que nos remitió un informe en el que se relataban las 
actuaciones realizadas en cumplimiento de lo establecido en la Orden de 19 
de septiembre de 2005, por la que se desarrollan determinados aspectos del 
Plan Integral de Prevención Seguimiento y Control del Absentismo Escolar, 
habiendo sido derivado el caso a los Servicios Sociales Comunitarios de la 
localidad tras el resultado negativo de las gestiones desarrolladas en el 
ámbito del centro educativo. Precisaba el informe que la intervención en 
el ámbito educativo se había visto dificultada por el litigio existente entre 
ambos progenitores, sin que estos hubieran consensuado pautas comunes 
para el ejercicio de la tutela y guarda y custodia sobre su hija, siendo así 
que el abordaje de esta relación familiar se tornaba aún más compleja ante 
la incongruencia de lo establecido en la resolución judicial reguladora de la 
ruptura de relación entre cónyuges y la realidad de la convivencia, de hecho, 
de la hija común en exclusiva con el padre.

Con posterioridad a la recepción de este informe, y una vez iniciado el nuevo 
curso escolar recibimos un escrito de alegaciones de la interesada en el que 
seguía insistiendo en la escasa efectividad de las actuaciones realizadas para 
evitar la conducta de absentismo escolar de su hija, señalando que dicha 
circunstancia la había llevado a presentar una demanda ante el juzgado para 
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que fuese modificado el régimen de guarda y custodia de la menor. También 
nos informó que había presentado una denuncia ante la Fiscalía solicitando 
su intervención ante la mencionada conducta de absentismo escolar.

Tras insistir ante la Delegación Territorial de Educación acerca de la necesidad 
de encontrar una solución a la conducta de absentismo escolar, recibimos un 
nuevo informe que contenía una extensa relación de las distintas actuaciones 
realizadas en el seno de la Comisión Local de Absentismo durante el curso 
académico 2020 -2021, concluyendo que la menor no había presentado un 
absentismo escolar reiterado, ni tampoco se había detectado falta de interés 
ni abandono educativo por parte de su padre. Tras la valoración del caso en 
las sesiones celebradas por el Equipo Técnico se acordó que proseguirían las 
actuaciones que correspondieran en la fase de intervención de los servicios 
sociales municipales, utilizando todas las vías de intervención disponibles 
para conseguir el objetivo de garantizar una asistencia regular a clase de 
la menor, y en caso contrario proseguir con las pautas establecidas en el 
programa de prevención del absentismo escolar establecido.

Por otro lado, y en cuanto a la problemática familiar de fondo, los servicios 
sociales municipales intervenían dentro de sus posibilidades y competencias 
pretendiendo ante todo el bienestar de la menor y a la espera de que lo que 
se pudiera determinar por parte del juzgado en relación con el cambio de 
medidas solicitadas.

En virtud de lo expuesto acordamos finalizar nuestras actuaciones tras haber 
constatado que las Administraciones Públicas implicadas venían cumpliendo 
lo establecido en el Protocolo de Prevención del Absentismo Escolar, todo ello 
en un contexto de litigio familiar que dificulta la eficacia plena de las medidas 
aplicadas, siendo así que el criterio técnico no hace aconsejable la adopción 
de medidas extremas, decantándose por una intervención continuada de 
los servicios sociales comunitarios en el entorno social y familiar en que se 
desenvuelve la menor, todo ello con la intención de garantizar sus derechos 
e interés superior (queja 20/3775).

También en relación con el absentismo escolar tramitamos la queja 21/2164 
en la que se denuncia de forma anónima que una vivienda de la vecindad 
había sido ocupada por una familia cuyos hijos no acudían al colegio y 
colaboraban con las personas adultas que convivían con ellos en actividades 
ilícitas relativas con la venta y consumo de drogas.
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Tras interesarnos por la situación de estos menores el ayuntamiento en 
cuestión nos informó que ya se encontraba en curso un expediente para 
intervenir con la familia, cuyas actuaciones se iniciaron tras ser requerida 
su intervención por el Ente Público de Protección de Menores, que notificó 
a los servicios sociales municipales una situación de riesgo similar a la 
comunicada por nosotros.

Durante el año también hemos tramitado denuncias relativas a posible 
maltrato psicológico e incluso físico de algún menor, aunque lo 
usual es que se nos aporten simples sospechas o indicios muy vagos, 
careciendo en la mayoría de los casos de datos contrastados que 
avalen hechos tan graves. Aún así, ante la posibilidad de que pudieran 
estar comprometidos derechos básicos de los niños y niñas afectados damos 
trámite a dichas quejas ante las autoridades que según el caso podría realizar 
alguna indagación al respecto.

Así en la queja 21/2085 la vecina de un adolescente denunciaba de forma 
anónima el maltrato que este venía sufriendo por parte de su madre, 
con insultos y descalificaciones constantes, así como desatendiendo sus 
necesidades básicas.

Tras interesarnos por la situación de este adolescente los servicios sociales 
de su localidad de residencia nos informaron que disponían de escasos datos 
al respecto, y que no obstante se iba a realizar un seguimiento de su situación 
y en el caso de que se acreditaran los indicadores de riesgo denunciados se 
procedería conforme al protocolo existente.

Por su parte en la queja 21/0693 es una estudiante de psicología la que nos 
alertaba sobre un caso del que tiene conocimiento y que le preocupaba de 
forma especial. Venía a denunciar los malos tratos de que estaría siendo 
víctima una menor por parte de su joven madre, la cual estaría afectada por 
algún tipo de enfermedad mental a la vista del comportamiento errático que 
solía mostrar, incluso con manifestaciones externas de ideas delirantes. Decía 
conocer que esta persona había sido diagnosticada por la sanidad pública de 
trastorno bipolar, sin que hubiera seguido su tratamiento conforme a las 
indicadores del dispositivo sanitario de salud mental.

Ante el riesgo que corría la menor nos pedía una actuación urgente en defensa 
de sus derechos, para lo cual solicitamos la colaboración de los servicios 
sociales del municipio, que intervinieron de forma diligente en el caso de 
forma coordinada con la administración educativa y el dispositivo sanitario 
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público. Tras aplicar las medidas consensuadas entre tales Administraciones 
se estaba realizando un seguimiento estrecho de la evolución de la menor 
y su entorno familiar, lo cual hacía aventurar una solución satisfactoria del 
problema planteado en la queja.

Pero nuestra intervención no siempre puede llegar a buen puerto por 
el temor de las personas denunciantes a facilitar datos que pudieran 
identificarlos, como en la queja 21/1524 en la que se relataba que un niño 
de la vecindad lloraba de forma prolongada existiendo la posibilidad de que 
pudiera ser víctima de maltrato. Tras requerir a la persona denunciante 
que nos facilitara datos concretos que facilitarían nuestra intervención nos 
respondió que pudiera tratarse de una familia de inmigrantes procedentes 
del Magreb, pero sin especificar ninguna dirección concreta ni los datos de 
identidad ni del menor ni de su familia, por lo que sólo pudimos aportarle 
información acerca de las vías para presentar la denuncia ante los servicios 
sociales comunitarios o el Teléfono de notificación de maltrato de la Junta 
de Andalucía, donde podría incluso hacerlo de forma anónima.

Entre las denuncias que llegan a esta Defensoría relatando la situación 
de riesgo de algún menor tienen una incidencia destacada los 
problemas de alcoholismo o drogadicción de los progenitores, tal como 
en la queja 21/6012 en la que la persona denunciante relataba que un menor 
se encontraba en riesgo como consecuencia del problema de drogadicción 
de la madre, ello unido a la elevada edad del padre (80 años) cuyo estado de 
salud limitaba sus posibilidades de atender sus necesidades.

Tras interesarnos por el caso recibimos un informe procedente del Área de 
derechos sociales de la Diputación Provincial correspondiente a una de las 
localidades, de la misma provincia, en que residía la familia, en el cual se 
aludía a la comunicación que recibieron los servicios sociales comunitarios 
procedente del equipo educativo del instituto donde cursaba estudios el 
menor. En dicha comunicación se señalaban faltas de asistencia reiteradas 
como consecuencia de dolores de espalda, mareos; también retrasos en la 
entrada a clase y verbalizaciones del menor sobre el consumo de alcohol de 
su madre, situación que vendría arrastrando desde el curso pasado.

A resultas de esta información se realizaron diversas intervenciones con el 
núcleo familiar de convivencia, siendo así que se encontraba en curso la 
intervención del Equipo de Tratamiento Familiar de la localidad y también 
la del Centro de Tratamiento de Adicciones, al cual empezó a acudir la 
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progenitora para solventar su problema de alcoholismo. Estos organismos 
públicos estaban ayudando a la familia a solventar la problemática en que se 
ve inmersa, resultando dicha intervención proporcionada a los indicadores 
de riesgo detectados hasta esos momentos. No obstante, conforme al 
seguimiento que se venía efectuando de la evolución del menor y su familia 
se podrían valorar otras actuaciones sociales de mayor intensidad en el caso 
de que resultaran necesarias.

De tenor similar era la queja 20/6609 en la que la persona denunciante 
relataba una situación de grave riesgo de unos hermanos, menores de edad, 
uno de ellos en edad lactante. La denunciante refería que la madre era 
consumidora habitual de drogas, y que aunque el bebé aparentaba no estar 
desnutrido, sí se le veía poco aseado y deambulando con él en ambientes 
marginales.

Tras nuestra intervención el Ayuntamiento nos informó que el Equipo técnico 
de la zona puso en funcionamiento todo los recursos a su alcance para 
intervenir en el caso, resultando infructuosa debido a la falta de colaboración 
de la madre, por lo que hubieron de remitir un informe con propuestas de 
intervención al Ente Público dirigido al Ente Público de Protección de 
Menores, el cual, tras incoar un procedimiento para la declaración de 
desamparo de los menores, resolvió el mismo con el dictado por la Comisión 
Provincial de Medidas de Protección de sendas resoluciones por las que se 
declaró la situación de desamparo de los menores, asumiendo su tutela el 
Ente Público, tal como prevé el artículo 172 del Código Civil, acordando a 
continuación que los menores quedasen bajo la medida de acogimiento 
familiar.

En la queja 20/7319 nuestra intervención se inicia tras recibir en nuestra 
oficina de atención a la ciudadanía una denuncia 
anónima relatando la situación de riesgo de dos 
menores, cuya madre estaría afectada por una 
situación de drogodependencia.

En este caso recibimos un informe procedente del 
Equipo de Tratamiento Familiar de su localidad de 
residencia relatando las actuaciones realizadas y 
cómo ante el cambio de residencia de la familia 
a otra localidad se había dado continuidad a las 
mismas mediante la remisión de una comunicación 
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relatando sus antecedentes a los servicios sociales de la nueva localidad, que 
incoaron los correspondientes expedientes informativos sobre la situación 
de los menores y venían interviniendo al respecto.

Otro de los supuestos de denuncias relativas a situaciones de riesgo 
guarda relación con los negativos efectos en los menores de la 
ruptura de relación de pareja y la imposibilidad de llegar a acuerdos 
de convivencia estables, problemática que es mucho más acentuada en 
los supuestos en que se produce violencia de género. A titulo de ejemplo 
citaremos la queja 21/0794 en la que la interesada nos relataba las 
dificultades que atravesaba la relación con el padre de su hijo. Nos decía que 
éste tenía un comportamiento brusco e impulsivo con ella y con el menor, 
teniendo atemorizados a ambos, motivo por el que se estaba planteando 
incluso romper la relación, pero temía que esta decisión pudiera causar 
mayor perjuicio a su hijo y por ello solicita orientación sobre cómo actuar.

A este respecto facilitamos a la interesada información sobre la opción de 
acudir a mediación familiar; sobre la posibilidad de presentar una demanda 
que regulase, llegado el caso, la ruptura de relación con el padre del menor, 
incluida la vía de medidas provisionales del artículo 158 del Código Civil; 
pero por encima de todo le facilitamos los datos de contacto del Teléfono de 
Información a la Mujer, donde podrían ofrecerle asesoramiento especializado 
sobre la situación en que se encontraba y ayudarla a prevenir una posible 
situación de violencia de género.

En el caso abordado en la queja 21/8440 un vecino denuncia la situación 
de riesgo de una niña de un año que estaría recibiendo maltrato psicológico 
de su madre, dándose la circunstancia de que esta habría reanudado la 
relación con el padre de su hija y estarían conviviendo en el mismo domicilio, 
incumpliendo de este modo una orden judicial de alejamiento por violencia 
de género.

El caso de este niño lo pusimos en conocimiento de los servicios sociales 
de la localidad que nos informó que la relación entre ambos es esporádica, 
reducida a algunos fines de semana, siendo no obstante mucho más relevantes 
otros indicadores de riesgo detectados, especialmente referidos a la falta de 
higiene en el domicilio familiar, a la carencia de recursos económicos con 
que atender las necesidades básicas, unida a una minusvalía reconocida de 
la madre del 65%. Para atender estos indicadores de riesgo se encontraba 
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en marcha un programa específico de intervención diseñado para atender 
las necesidades del núcleo familiar.

3.1.2.6.2 Supervisión de las actuaciones de los Servicios Sociales 
Comunitarios

Hemos de destacar la importante novedad que representa la regulación 
en la Ley 4/2021, de infancia y adolescencia de Andalucía, de la 
Institución jurídica de la “declaración de riesgo”, la cual conlleva la 
obligación de la familia del menor a someterse al control e intervención 
propuesta por los servicios sociales comunitarios, asumiendo la obligación 
de colaborar para alcanzar los objetivos previstos en el plan de intervención. 
Dicha regulación legal responde a la previsión establecida en la Ley 26/2015, 
de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y 
adolescencia, que en lo referente a servicios sociales comunitarios viene a 
desarrollar en su artículo 17 el concepto legal de “riesgo” en que pueda 
encontrarse una persona menor de edad y el procedimiento para declarar 
dicha situación.

La nueva regulación legal prevé que una vez 
detectada la situación de riesgo de algún menor, el 
proyecto o programa de actuación para solventar 
las carencias o conductas inapropiadas con éste 
pueda ser consensuado con los progenitores u 
otros responsables legales, respondiendo así al 
principio de primar las soluciones consensuadas 
frente a las impuestas. En caso de que estas 
personas se nieguen a suscribir dicho programa 
o no colaboren posteriormente en el mismo, la 
Ley prevé que se declare la situación de riesgo del 
menor mediante una resolución administrativa, a 
fin de garantizarles la información de cómo deben 
actuar para evitar una ulterior declaración de 
desamparo.

La entrada en vigor de este nuevo hito 
procedimental en materia de protección de 

menores no se produjo hasta bien avanzado el año 2021, en concreto el 
30 de agosto de 2021, lo cual hizo que su aplicación efectiva en nuestra 
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Comunidad Autónoma se haya ido introduciendo de forma paulatina en los 
protocolos de intervención de las distintas Administraciones locales.

Entrando ahora en el contenido de este apartado de nuestro Informe Anual 
debemos remarcar que en cumplimiento de la misión supervisora de la 
intervención de las Administraciones Públicas de Andalucía hemos dado 
trámite a quejas alusivas a la actuación de los servicios sociales 
comunitarios y policía local ante situaciones de riesgo de menores 
de edad, en las que se censura su intervención por considerar que la 
misma ha resultado tardía, ineficiente o ineficaz.

Así, en la queja 21/0851 nuestra intervención vino propiciada por un escrito 
anónimo en el que se denunciaba la deficiente intervención de los servicios 
sociales ante la situación de riesgo en que pudieran encontrarse unos 
hermanos, menores de edad. Dicha denuncia dio lugar a una actuación de 
esta Defensoría ante los servicios sociales de la pequeña localidad en que 
estarían residiendo los menores, siéndonos remitido un informe procedente 
del Área de servicios sociales de la Diputación Provincial refiriendo que 
ambos fueron declarados en situación de desamparo por el Ente Público 
en 2016, y que desde entonces convivían en acogimiento permanente 
con su familia extensa (la chica con su abuela materna y el chico con sus 
abuelos paternos en otra localidad de la misma provincia), efectuándose el 
seguimiento de la evolución de estos menores con su familia acogedora por 
parte de la correspondiente unidad tutelar de la Junta de Andalucía.

En consecuencia, al tratarse de menores tutelados por la Administración 
y con la finalidad de obtener información que nos permitiera descartar la 
situación de riesgo denunciada, solicitamos del Ente Público la emisión del 
un informe sobre el resultado del seguimiento del acogimiento familiar 
de ambos menores, con especial referencia a los indicadores de riesgo 
señalados en la denuncia.

En el informe que nos fue remitido se relataban las averiguaciones realizadas 
por la Institución colaboradora de integración familiar que controlaba la 
evolución de ambos menores con sus familias de acogida. Concluía dicho 
informe que la evolución del chico con su familia de acogida (abuelos paternos) 
podía considerarse óptima, teniendo cubiertas todas sus necesidades, tanto 
materiales como afectivas. En cuanto a la chica, la entidad colaboradora 
refería que en los últimos tiempos se apreciaban problemas de convivencia 
propios de la etapa evolutiva de la menor y la diferencia generacional 



168

Informe Anual 2021  DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

existente con respecto a los acogedores (abuelos maternos), sin que se 
hubieran acreditado otros factores de riesgo denunciados, como el consumo 
de sustancias tóxicas o un régimen de relaciones con su progenitora más 
allá del autorizado, siendo la propia menor la que manifestaba rechazo hacia 
el estilo de vida de esta.

También se censuraba la intervención de los servicios sociales comunitarios 
en la queja 21/4899 remitida por un abogado relatando la situación de 
riesgo de una madre y su bebé, sin recursos económicos, que vivían acogidas 
en un centro residencial vinculado a una entidad religiosa en Córdoba. Nos 
decía que dicha familia residía allí desde fechas recientes procedente de 
otra ciudad y que se veían en la tesitura de tener que abandonar dicho 
centro residencial al tener discrepancias con la dirección por su diferente 
credo religioso. Ante su situación de especial vulnerabilidad, más si cabe por 
afectar a un menor en edad lactante, se solicitaba la intervención de esta 
Defensoría.

Preocupados por la situación de madre e hijo dimos traslado de los hechos 
a la Delegación de servicios sociales del Ayuntamiento de Córdoba con la 
finalidad de que pudieran ejercer sus competencias en materia de detección 
e intervención en situaciones de riesgo de menores de edad. Los Servicios 
Sociales de Córdoba nos pusieron al corriente de la información obtenida 
de la entidad titular del centro en el que estaban alojadas, de tal modo que 
la Dirección del centro argumentaba que la interesada incumplía de forma 
reiterada la normativa interna, con un comportamiento disruptivo hacia el 
personal educativo y otras personas residentes. Tampoco existía adherencia 
al itinerario de inserción laboral previsto para ella ni a las propuestas de 
apoyo psicológico. En esta situación el centro ofreció a la interesada la 
posibilidad de gestionar su traslado a un recurso más adaptado a su perfil y 
necesidades. Tras un periodo de búsqueda y en una continua negociación con 
ella, al no aceptar ninguna de las propuestas, decidió abandonar de forma 
voluntaria el recurso y trasladarse a otra ciudad por sus propios medios, para 
lo cual solicitó de la entidad que le abonasen los gastos de desplazamiento 
y pernocta en un hotel.

Los servicios sociales de Córdoba intentaron localizar a la interesada y 
recabar información para hacer una valoración de su situación y de este 
modo alertar de su presencia a los servicios sociales de su localidad de 
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residencia pero los intentos resultaron infructuosos al no disponer de datos 
de su domicilio ni de ningún otro dato de contacto.

En la queja 21/6175 la madre de un menor se mostraba disconforme con la, 
a su juicio, ineficiente intervención de los servicios sociales comunitarios con 
su hijo, quien se encontraría en situación de riesgo tras haber abandonado 
su domicilio para irse a vivir con su tía, de 87 años de edad. La madre nos 
decía que los servicios sociales, a pesar de conocerlo, no habían intervenido 
para solventar la situación de riesgo en que se encontraba su hijo

En relación con este caso la Concejalía de 
bienestar social del Ayuntamiento de Sevilla nos 
puso al corriente de las diversas intervenciones 
realizadas con el núcleo familiar de convivencia del 
menor desde agosto de 2011, cuando éste tenía 
tres años de edad. En todo este tiempo el menor 
había venido residiendo en el domicilio materno, 
contando con la ayuda de su familia extensa, 
pero cobrando con el tiempo cada vez mayor 
protagonismo una tía abuela, que se había erigido 
en el referente principal de apoyo del menor en 
lo relativo a su estabilidad emocional y cuidados 
básicos, todo ello a pesar de su avanzada edad y 
que el estatus jurídico que regularía su relación 
con el menor se asemejaría a un “acogimiento de hecho”. Se destacaban 
en el informe los diversos incidentes ocurridos durante los últimos diez 
años por los que tanto Protección de menores como la Fiscalía requirieron 
información a los Servicios sociales comunitarios, siendo así que los déficits 
detectados en la familia siguieron siendo abordados en el propio medio, sin 
que se llegaran a adoptar medidas de protección que supusieran la retirada 
del menor de su familia y la asunción de su tutela por parte del Ente Público.

En esos momentos se produjo un nuevo incidente que propició la intervención 
del Juzgado y la Fiscalía, estando en trámite un procedimiento judicial del 
cual se pudieran derivar decisiones que pudieran alterar el régimen de 
relaciones familiares, e incluso derivar en medidas de protección para el 
menor.

En otras ocasiones las quejas que recibimos vienen a censurar 
la insuficiencia de recursos y prestaciones de que disponen las 

Apreciamos 
insuficiencia 
de recursos y 
prestaciones 
para paliar 
el contexto 
que propicia 
la situación 
de riesgo de 
menores de edad



170

Informe Anual 2021  DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

Administraciones Públicas para paliar el contexto que propicia la 
situación de riesgo de menores de edad: prestaciones para paliar la 
carencia de vivienda adecuada; escasez de ayudas económicas para solventar 
problemas puntuales o ayudas para superar una situación de crisis en la 
economía familiar.

Así en la queja 21/2730, la persona interesada intercedía en favor de una 
familia de Puerto Real, con cinco hijos menores de edad a su cargo, que 
perdió su vivienda por un incendio. Después de siete meses seguían alojados 
en un albergue de transeúntes y aún no disponían de una vivienda social en 
régimen de alquiler.

Tras incoar un expediente para interesarnos por la situación de esta familia 
y, de modo especial, de los menores afectados, solicitamos la colaboración 
de los servicios sociales del Ayuntamiento del Puerto de Santa María. A tales 
efectos el Ayuntamiento nos aportó detalles de la solución habitacional 
lograda para atender las necesidades de la familia, como medida transitoria 
y provisional en tanto pudieran acceder a una vivienda social de promoción 
pública adecuada a sus necesidades. También expuso el Ayuntamiento otras 
intervenciones de los servicios sociales orientadas a solventar sus carencias, 
así como su conflictiva relación con la vecindad, obteniendo escasos 
resultados con esta intervención por la escasa adherencia de esta familia a 
las indicaciones y orientación ofrecida desde los servicios sociales.

Otro supuesto similar se da en la queja 21/6748 en la que una madre nos 
exponía la precaria situación en la que se encontraba, agravada por tener 
a su cargo un hijo autista. Nos decía que atravesaba graves problemas 
económicos y que las deudas acumuladas habían hecho que se quedara sin 
vivienda, tras lo cual y ante la ausencia de ayudas sociales incluso se había 
visto obligada a dormir en la calle. Al momento de contactar con nosotros 
ocupaba de forma irregular una vivienda en Las Gabias (Granada) y por ello 
solicitaba ayuda de esta Defensoría para superar la precaria situación en 
que se ambos se encontraban.

Toda vez que el Ayuntamiento en cuestión desconocía su situación 
orientamos a la interesada para que acudiera a los servicios sociales de 
dicha localidad para exponer su situación y solicitar ayuda. Le indicamos 
que tras evaluar su estado los servicios sociales elaborarían un programa 
de intervención que englobaría las actuaciones que podría realizar de forma 
directa el Ayuntamiento con sus propios recursos, y también otras ayudas 

https://defensordelmenordeandalucia.es/nos-informan-de-las-medidas-para-atender-a-una-familia-con-5-hijos-que-perdio-su-vivienda-en-un
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que de forma coordinada podrían facilitarle contando con la colaboración de 
otras Administraciones Públicas.

Debemos también destacar nuestra labor de supervisión de la intervención 
de las Administraciones Públicas en supuestos de absentismo escolar. A este 
respecto destacamos nuestra intervención en la queja 21/8330 presentada 
por la Dirección de un centro escolar de infantil y primaria (CEIP), de una 
barriada del extra radio de Sevilla capital, denunciando el elevado absentismo 
escolar de una niña de tercero de primaria. Nos decía la dirección del CEIP 
que los progenitores de esta niña no atendían sus necesidades básicas, 
habiendo comunicado esta situación a través de los protocolos establecidos 
a los servicios sociales y al Ente Público sin que se hubiera solventado esta 
situación.

Tras interesarnos por el caso de esta niña la Delegación Territorial de Políticas 
Sociales nos informó que, efectivamente, el Ayuntamiento de Sevilla remitió 
al Servicio de Protección de Menores un informe relatando los indicadores 
de desprotección existentes, entre ellos la conducta de absentismo escolar 
de la menor, encontrándose en fase de evaluación la pertinencia de incoar, 
formalmente, un expediente conducente a la declaración de su situación de 
desamparo, lo cual implicaría que fuera retirada de su familia y que el Ente 
Público asumiera su tutela.

Al tratarse de una medida muy trascendente, y al encontrarse dentro de 
los parámetros reglamentarios la tramitación del citado procedimiento, 
comunicamos a al Ente Público que permaneceríamos atentos a su 
intervención para lo cual solicitamos que se mantuviese informada a esta 
Defensoría de la decisión que finalmente se pudiera adoptar y la efectividad 
de tales medidas para preservar los derechos del menor.

También en la queja 20/7398 el interesado se lamentaba de que las 
Administraciones competentes no estuviesen actuando de forma decidida y 
eficaz para solventar el acusado absentismo escolar de su hija, matriculada 
en el primer curso de educación primaria. Tras admitir a trámite su queja 
solicitamos de la Delegación Territorial de Educación de Sevilla la emisión de 
un informe al respecto, en el que dicha Administración efectuó un relato de 
las actuaciones realizadas en cumplimiento de lo establecido en la Orden de 
19 de septiembre de 2005, por la que se desarrollan determinados aspectos 
del Plan Integral de Prevención Seguimiento y Control del Absentismo 
Escolar. De dicho informe destacamos que el caso de la alumna fue derivado 
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a los Servicios Sociales Comunitarios de Carmona tras el resultado negativo 
de todas las gestiones desarrolladas en el ámbito del centro educativo.

También solicitamos la emisión de un informe sobre esta cuestión a los 
servicios sociales de dicha localidad, respondiéndonos que una vez recibida 
la derivación del caso de absentismo procedente del centro escolar, se 
realizó una valoración psicológica, social y educativa de la menor, con el fin 
de diseñar el proyecto de intervención familiar más adecuado para solventar 
las causas determinantes de su conducta de absentismo escolar.

Para dicha finalidad se mantuvieron entrevistas individuales con ambos 
progenitores, realizando un seguimiento de la evolución de la niña en 
coordinación con el centro escolar. El informe recibido destacaba que 
la madre justificaba el absentismo escolar de su hija con fundamento en 
problemas de salud de la menor (problema neurológico de ausencias 
infantiles), manifestando que el obligado uso durante su estancia en el 
centro de mascarillas higiénicas podría agravar esas crisis de ausencias.

A pesar de las distintas actuaciones realizadas por la dirección del centro y 
la Inspección Educativa, así como por los Servicios sociales municipales en 
cumplimiento del Protocolo de Prevención del Absentismo Escolar, siguió 
prolongándose en el tiempo el absentismo escolar de la menor y ante la 
insuficiente cooperación de su progenitora, resultó necesario derivar el caso 
ante la Fiscalía, a fin que se adoptasen las medidas previstas en el Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal en protección de los derechos de la menor.

3.1.2.6.3 Infancia y adolescencia migrante

Durante el año 2021 hemos continuado desarrollando una intensa labor en 
defensa de los derechos de las personas menores extranjeras que llegan a 
las costas andaluzas sin la compañía de personas adultas. Son niños, niñas 
y adolescentes merecedores de una especial protección por su triple 
condición de menores, extranjeros y en situación de desamparo.

En este ámbito, debemos destacar la crisis migratoria vivida en Ceuta en el 
mes de mayo de 2021: cerca de 10.000 personas cruzaron la frontera de la 
ciudad autónoma, en un territorio de apenas 85.000 habitantes. Muchos de 
los adultos fueron devueltos a Marruecos inmediatamente, mientras que 
para los más de 1.000 menores que llegaron a la ciudad se tuvo que 
improvisar un sistema de acogida. En un primer momento, se trasladó a 
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estos menores sin referentes familiares a las naves del Tarajal, donde se 
hacinaban cientos de niños y adolescentes en precarias condiciones. Muchos 
se escaparon por miedo a ser deportados y empezaron a esconderse por las 
calles de Ceuta, una situación que se ha mantenido hasta la actualidad.

Pero, sin duda, la actuación que más alarma social 
ocasionó fue la orden de retorno a Marruecos 
de muchos de estos chicos para su reagrupación 
familiar ya que se podrían haber realizado de 
forma masiva, sin estudiar el interés superior de 
cada uno de los menores. Este anuncio motivó 
la intervención de la Fiscalía y la orden de 
paralización de los retornos por orden judicial 
hasta verificar que el procedimiento se estaba 
realizando conforme a la legalidad.

En este contexto, desde la Defensoría de la 
Infancia y Adolescencia de Andalucía se trasladó al 
Defensor del Pueblo de España la preocupación por el proceso de repatriación 
a Marruecos de menores extranjeros que estaban en Ceuta, así como las 
quejas recibidas de las entidades sociales que trabajan asiduamente con 
la Institución, mostrando su apoyo y colaboración con esa Defensoría para 
velar por el cumplimiento de los derechos de estas personas menores de 
edad. Nuestra posición es que se debe anteponer la salvaguarda del 
interés superior del menor en la toma de cualquier decisión que le 
afecte. Y ello, además de enfatizar la necesidad de escuchar al menor 
antes de adoptar cualquier medida sobre su futuro.

Así lo recogen las estipulaciones contenidas en la Convención de Derechos 
del Niño de Naciones Unidas de 1989, la Directiva de la Unión Europea 
sobre el Retorno (2008/115/CE), la Ley Orgánica 4/2000 sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España o lo que expresamente señalan las 
normas de protección de personas menores de ámbito estatal y andaluz.

En el caso concreto del proceso de repatriación de estos menores extranjeros, 
la aplicación de esta normativa implica que antes del retorno de la persona 
menor a su país de origen haya que analizar de manera individual cada caso 
particular para determinar qué medida de protección es la más adecuada, 
duradera y que responda a sus necesidades y bienestar, de manera que la 
decisión que se adopte vaya precedida de un riguroso estudio y análisis de 
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que el retorno y las condiciones de la reagrupación familiar es la mejor 
decisión en interés superior del menor.

Esta Institución es consciente de que existe un 
amplio acuerdo sobre la conveniencia de que 
todo menor se forme y desarrolle en el entorno 
socio-familiar que le es propio, pero recuerda que 
la salvaguarda de su protección exige garantizar 
que no concurran circunstancias que aconsejen la 
separación del menor de dicho entorno familiar 
por existir en el mismo elementos que pongan en 
riesgo la integridad de sus derechos. En la misma 
línea, considera contraria cualquier medida que 
pretenda forzar su retorno a su país de origen en 
contra de su voluntad.

La vulnerabilidad de este colectivo y la 
responsabilidad de los poderes públicos de garantizar su protección demanda 
no solo la máxima garantía en el proceso de retorno si no que además este 
vaya acompañado de un proceso transparente y claro, con una información 
concisa y dirigida a todos los organismos y entidades responsables que 
permita conocer los criterios adoptados para decidir qué menores han de 
retornar y las razones que justificarían dicha decisión, así como cualquier 
otra medida que deba adoptarse.

Para esta Institución, en sintonía con las declaraciones del Defensor del 
Pueblo, la transparencia y claridad en todo momento son claves y constituyen 
la mejor garantía de que se está respetando el derecho de defensa de 
estas personas extranjeras -menores de edad- frente a unas decisiones 
administrativas que pueden estar en contradicción con sus propios deseos e 
intereses o que no cumplan con los requisitos legales establecidos.

En relación con las quejas tramitadas por esta Defensoría durante 2021 
relativas a menores migrantes hemos de destacar nuestra intervención 
en la queja 20/1291, que tramitamos, de oficio, para valorar las 
repercusiones en el centro de protección de menores especializado 
en menores migrantes de la barriada de la Macarena (Sevilla) de las 
manifestaciones contrarias a la existencia de dicho centro realizadas 
por vecinos y después en un acto electoral por un partido político.
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A este respecto se ha recordar que el artículo 172 del Código Civil, el artículo 
14 de la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor y el artículo 35 de 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, obligan a la Junta de Andalucía, 
como entidad pública competente en materia de protección de menores, a 
asumir la responsabilidad de atender a todos los menores extranjeros no 
acompañados que se localicen en territorio andaluz, prestándoles la debida 
atención a sus necesidades básicas de alojamiento, alimentación, educación e 
integración social.

Cuando ese centro llevaba poco tiempo de funcionamiento se produjeron 
incidentes xenófobos, protagonizados por algunos vecinos que se 
manifestaron en rechazo a la instalación en su barrio de dicho centro, todo 
ello argumentando un incremento de la sensación de inseguridad. Para 
evitar este rechazo vecinal esta Defensoría visitó las instalaciones del centro 
en junio de 2019, reuniéndose también con colectivos vecinales. El 17 de 
septiembre de ese mismo año se produjo una visita a sus instalaciones de 
todos los diputados y diputadas de la Comisión sobre Políticas de Protección 
de la Infancia del Parlamento andaluz, acompañados de la Consejera de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación y del Defensor del Pueblo Andaluz, 
en la que pudieron comprobar la importante labor social que realiza y la 
situación de normalidad en la convivencia de los menores allí alojados.

No obstante lo anterior, con ocasión de la campaña de las ultimas elecciones 
generales (2019), un partido político organizó un acto a las puertas de dicho 
centro, con mensajes de rechazo al colectivo de menores inmigrantes, que 
propició la apertura de diligencias por parte de la Fiscalía y también un 
comunicado público de rechazo por parte de esta Defensoría.

Así las cosas, pasados unos meses desde la fecha de la última visita al 
centro, consideramos oportuno incoar, de oficio, un expediente para evaluar 
la atención dispensada a los menores en dicho recurso, y también el grado 
de repercusión en el funcionamiento del centro del aludido acto electoral 
celebrado por el señalado partido político. Y a tales efectos solicitamos de 
la Delegación Territorial de Políticas Sociales y Conciliación la emisión de 
un informe con relación al número de menores atendidos desde su puesta 
en funcionamiento y el resultado obtenido del programa de inserción socio-
laboral. También respecto de la posible repetición, con posterioridad a la 
campaña electoral. de protestas de la vecindad o cualquier otro incidente 
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que pudiera haber puesto en riesgo el normal funcionamiento de dicho 
recurso residencial; así como la repercusión del acto electoral al que venimos 
aludiendo.

En respuesta a nuestro requerimiento la citada Delegación Territorial nos 
informó lo siguiente:

“(...) En relación a la reiteración de la queja de oficio presentada ante 
este Servicio de Protección de Menores, solicitando información para 
evaluar la atención dispensada a los menores extranjeros en el Centro 
gestionado por la Entidad ….., sito en............... en Sevilla, le trasladamos 
lo siguiente:

Dicho recurso entró a funcionar en el mes de mayo de 2019 con un 
total de 25 plazas habilitadas para atender a menores extranjeros sin 
referentes adultos en España, formando parte de la nueva red de recursos 
específicos habilitados por la Dirección General en ese momento, que 
venía a reforzar la red de recursos para la atención integral a menores 
sin referentes adultos, que ya existía en nuestra Comunidad Autónoma.

Unos días después de su apertura, se detectan las primeras 
manifestaciones protagonizadas por algunos vecinos, en la esquina 
de la calle ….. con la avenida ….. , portando pancartas donde se podía 
leer el mensaje “No al Centro MENA”. Días después se organiza una 
marcha desde la calle donde se ubica el centro hasta el Parlamento de 
Andalucía, mostrando mensajes xenófobos y de rechazo al centro de 
menores recién abierto.

Posteriormente, en el mes de junio de 2019 vuelve a producirse otra 
protesta, y los responsables del centro deciden salir a la puerta del centro 
con los menores para que los propios vecinos pudieran comprobar de 
primera mano que eran jóvenes totalmente normalizados, de forma que 
se pudiera disuadir estas protestas infundadas por bulos, en los que se 
alimentaba una percepción de falta de seguridad en el barrio.

A raíz de estar protestas esporádicas, surge un movimiento vecinal bajo 
el nombre “Macarena para todas”, que engloba a varias asociaciones 
vecinales y agrupaciones sin animo de lucro del barrio, que empiezan a 
colaborar de manera solidaria con el centro de menores, proponiendo 
actividades de diferente índole (campaña antiracista, creación y 
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mantenimiento de un huerto ecológico en la terraza de la casa, clases 
de biodanza, entradas para eventos culturales, taller de teatro, etc.).

En esas mismas fechas, se organizó un acto de convivencia vecinal en 
un parque cercano, donde se invitó a diferentes colectivos del barrio, con 
el respaldo de la Oficina del Defensor del Pueblo como mediador en este 
conflicto vecinal, siendo muy fructífero este acercamiento entre todas 
las partes, incluso con la presencia de medios de comunicación.

La convivencia desde esos momentos ha seguido siendo pacífica, con 
la única interferencia de la presencia de ..... acompañada de otros 
miembros del partido político ….. el 4 de noviembre de 2019, como acto 
de campaña electoral. Pero que a pesar de ser un acto reprobable, apenas 
tuvo impacto entre los chicos ni tampoco entre los vecinos, ya que se 
había consolidado una relación cordial entre el centro y sus vecinos, 
que ha reforzado de hecho la cooperación y la buena convivencia. En 
varias ocasiones, los responsables del centro nos han trasladado que 
estos conflictos iniciales finalmente han servido como oportunidad 
para los jóvenes, ya que el respaldo y solidaridad de los vecinos ha 
sido mucho más positiva, que los hechos aislados de protesta referidos 
anteriormente.

Pasado el tiempo, el 1 de junio del año 2020 el Centro de Menores.....….. 
fue reconvertido a un recurso para Jóvenes +18 para fomentar la 
emancipación y autonomía de los extutelados. Muchos de los menores 
atendidos, por consiguiente, pudieron continuar en el recurso como 
adultos, fomentándose así una integración plena en el barrio, algunos 
de ellos han salido ya emancipados con contratos de trabajo incluso, en 
negocios de la zona.

Tanto desde la Dirección General de Infancia, como desde este Servicio 
de Protección de Menores de Sevilla, se ha dispensado una atención 
personalizada tanto a los menores como a los jóvenes que han sido 
atendidos en el Centro.....….. desde sus inicios hasta la actualidad, en la 
que ha sido reconvertido nuevamente en un Centro de Inserción Socio 
Laboral para menores, con un total de 15 plazas concertadas, desde el 
pasado 15 de mayo (...)”

En congruencia con esta información finalizamos nuestras actuaciones en el 
expediente al haber podido constatar que los menores residentes en el 
centro habían tenido una evolución favorable, sin ningún hecho reseñable 
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que hiciera denotar rechazo al centro por parte del entorno social, a lo cual 
se unen indicadores de una integración positiva en la vecindad.

En la dación de cuentas de nuestra gestión 
también hemos de aludir a la tramitación de 
quejas relativas a dificultades para la obtención 
de documentación y permisos administrativos 
por parte de menores migrantes tutelados o 
guardados por el Ente Público. Así en la queja 
20/1283 y queja 20/1369, ambas tramitadas a 
instancias de jóvenes que siendo menores de edad 
fueron objeto de medidas de protección por parte 
del Ente Público, coincidían en lamentarse porque 
no se hubiera actuado con diligencia para obtener 
la documentación necesaria para dar trámite a 
la regularización administrativa de su estancia 
en España, de tal modo que pudieran obtener 
permiso de residencia y trabajo.

Tras interesarnos por la situación de ambos, 
en uno de los casos pudimos constatar que se tramitó desde el centro de 
protección tanto su Carta Nacional de Identidad como su pasaporte ante el 
Consulado General de Marruecos, todo ello una vez que llegaron a su poder 
los documentos requeridos a su familia, proceso que se demoró bastantes 
meses. Los trámites realizados por las autoridades marroquíes se demoraron 
algún tiempo y cuando finalmente se dispuso de dicha documentación se 
pudo corroborar que la fecha real de nacimiento del interesado era diferente 
a la que figuraba en la base de datos nacional sobre menores extranjeros no 
acompañados (MENA), por lo que se procedió a solicitar la modificación de la 
ficha MENA para que hubiera concordancia entre su número de identificación 
de extranjero (NIE) y sus datos de filiación.

Finalmente, cuando se consiguió reunir todos los documentos requeridos, 
se presentó en la Oficina de Extranjería la solicitud inicial de residencia 
temporal por circunstancias excepcionales, a pesar de ser ya mayor de edad 
y para que no se superara el plazo de 90 días para solicitar el permiso de 
residencia en España.

Se ha de añadir que este joven fue derivado a un recurso residencial para que 
pudiera seguir siendo atendido tras alcanzar la mayoría de edad, recibiendo 
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apoyo de la asociación gestora del recurso y otras dedicadas a la atención 
del colectivo de migrantes.

En el segundo caso que analizamos pudimos constatar que mientras el joven 
fue menor de edad y permaneció en el centro de protección se le ayudó 
a tramitar tanto la Carta Nacional de Identidad como el pasaporte en el 
Consulado General de Marruecos, teniendo en este caso también que esperar 
para ello los documentos requeridos a su familia. También se constató una 
diferencia entre la fecha de nacimiento existente en los documentos oficiales 
de Marruecos y la registrada en la ficha MENA, lo que determinó que el joven 
alcanzase legalmente la mayoría de edad cinco meses antes de lo previsto.

Cuando se consiguió reunir todos los documentos requeridos, se le ayudó 
a presentar ante la Oficina de Extranjería la solicitud inicial de residencia 
temporal por circunstancias excepcionales, a pesar de haber alcanzado ya 
la mayoría de edad, asumiendo la entidad colaboradora el coste de las tasas 
relativas a los trámites de su permiso de residencia y pasaporte.

También hemos de señalar que cuando las quejas presentadas por menores 
o jóvenes migrantes aluden a la gestión realizada de sus solicitudes por la 
Oficina de Extranjería, y por tratarse de un organismo dependiente de la 
Administración del Estado, en tales casos solicitamos la colaboración del 
Defensor del Pueblo Español.

Por último, también hemos de efectuar una referencia especial a nuestras 
actuaciones en la queja 20/6297 tramitada a instancias de un Juzgado 
de Menores tras exponernos el caso de un joven migrante, ex tutelado 
por el Ente Público, del cual tenía conocimiento por el procedimiento de 
responsabilidad penal que dicho órgano judicial venía tramitando por unos 
hechos cometidos cuando el chico era aún menor de edad.

La magistrada se lamentaba de la inviabilidad de ejecutar las medidas de 
responsabilidad penal en medio abierto que había acordado (libertad vigilada 
y asistencia a centro de día) en las circunstancias personales y sociales en 
que el joven se encontraba: Vivía en la calle, sin medios con que subsistir, y 
sin documentación acreditativa de su estancia regular en nuestro país. Por 
ello solicitaba la intervención de esta Institución para que se regularizase, 
siquiera fuese de forma temporal, su estancia en nuestro país y para que 
se atendiera su situación de especial vulnerabilidad, proporcionándole un 
recurso residencial donde recibiera un trato humanitario y de este modo 
hacer viable el cumplimiento de la aludida medida de responsabilidad penal.

https://defensordelmenordeandalucia.es/juzgado-de-menores-pide-asistencia-social-para-mena-ex-tutelado-para-poder-aplicarle-medida-en-medio
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Con dicha finalidad nos pedía en su escrito que se asignara al joven algún 
alojamiento donde pudiera vivir con dignidad (alojamiento individual, centro 
residencial o vivienda compartida), lo cual permitiría ejecutar la sentencia 
dictada por el juzgado, teniendo en consideración para ello el deber de la 
Administración de prestar la colaboración requerida por el juzgado conforme 
a lo establecido en el artículo 118 de la Constitución.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos a la Administración que nos 
fuese remitido un informe en relación con la viabilidad de que dicho joven 
migrante pudiera beneficiarse de la atención social requerida por el juzgado, 
por su condición de persona ex tutelada por el Ente Público de Protección 
de Menores.

En respuesta a nuestro requerimiento recibimos un informe procedente de 
la Delegación Territorial competente aludiendo a los recursos residenciales 
de que disponía la Administración de la Junta de Andalucía para facilitar 
la integración social de jóvenes ex tutelados, y a continuación exponía la 
situación de constante ocupación y alta demanda de estas plazas residenciales, 
lo cual obligaba a priorizar unos casos sobre otros. Concluía la Delegación 
señalando lo siguiente: “(...) En la fecha actual no disponemos de plazas 
disponibles en programas de alta intensidad habida cuenta de la alta demanda 
existente para estos recursos residenciales. Al mismo tiempo existe una lista de 
espera priorizada atendiendo a los criterios indicados anteriormente, por lo que 
podemos afirmar que conceder a este menor una plaza en una de las vacantes 
que se producirán en los próximos meses resultaría en perjuicio del resto de 
jóvenes que optan a la misma y que se adecuan mejor al perfil atendiendo a los 
objetivos de inserción ya expuestos. (…).”

Centrada así la cuestión que se sometía a nuestra supervisión analizamos 
las obligaciones que incumben a la Administración autonómica de Andalucía 
en relación con la persona aludida en la queja, por su triple condición de 
joven ex tutelado, migrante y sometido al cumplimiento de una medida de 
responsabilidad penal de menores.

En relación con la condición de persona ex tutelada, en el curso de la 
tramitación del expediente de queja pudimos constatar cómo la Junta de 
Andalucía asumió la tutela de esta persona cuando todavía era menor de 
edad y ello tras quedar acreditada su situación de desamparo. A partir de ahí 
se dio cobertura a sus necesidades básicas, procurando al mismo tiempo que 
obtuviese una formación y educación adecuada. Y todas estas prestaciones 
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las acometió la Junta de Andalucía en cumplimiento de las obligaciones que 
le incumben como Ente Público de Protección de Menores en aplicación de la 
disposición adicional vigésimo segunda de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de 
enero, de Protección Jurídica del Menor en relación con lo establecido en su 
Título Segundo, relativo a actuaciones en situación de desprotección social 
del menor e instituciones de protección de menores.

Pero las obligaciones del ejecutivo autonómico no quedan ahí, pues la Ley 
1/1998, reguladora de los derechos y la atención al menor en Andalucía, y 
de aplicarse en el momento de tramitar la queja, va más allá y extiende su 
compromiso con las personas tuteladas con posterioridad a que alcancen 
la mayoría de edad, todo ello al ser consciente el legislador autonómico de 
las dificultades de una persona ex tutelada para el tránsito a la vida adulta, 
que por si misma ha de hacer frente a la cobertura de sus necesidades, en 
muchas ocasiones sin red de apoyo social o familiar.

En el caso de este joven se da esta circunstancia pues, no olvidemos, que se 
trata de un joven migrante que se encuentra en nuestro país sin familiares 
que puedan hacerse cargo de sus necesidades, que no dispone de ninguna 
red de apoyo social, y que además se encuentra en la tesitura de integrarse 
en un entorno social y cultural muy diferente del que procede.

Es por ello que en estas circunstancias debemos resaltar el mandato 
establecido por la por entonces vigente Ley 1/1998 de 20 de Abril de los 
Derechos y la Atención al Menor, que en su artículo 37.2 establece que «al 
menos, durante el año siguiente a la salida de los menores de un centro 
de protección, la Administración de la Junta de Andalucía efectuará un 
seguimiento de aquéllos al objeto de comprobar que su integración laboral 
sea correcta, aplicando la ayuda técnica necesaria». A esto se une la 
previsión establecida en el artículo 19.1.f) al determinar que «se potenciará 
el desarrollo de programas de formación profesional e inserción laboral de 
los menores sometidos a medidas de protección, con el fin de facilitar su 
plena autonomía e integración social al llegar a su mayoría de edad».

Lo determinado en la Ley 1/1998 resulta congruente con las disposiciones 
del Estatuto de Autonomía que en su artículo 37, apartado 8, prevé como 
principio rector de las políticas públicas la integración de los jóvenes en la 
vida social y laboral, favoreciendo su autonomía personal.

Llegados a este punto también hemos de hacer referencia a la condición de 
persona migrante de este joven, condición que también es contemplada por 
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el mismo artículo 37 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, al otorgar 
primacía a las políticas públicas de integración laboral, económica, social y 
cultural de las personas migrantes.

En tal sentido el artículo 9 de la antes citada Ley 1/1998, mandata a 
las Administraciones públicas andaluzas para que realicen políticas de 
integración social de los menores tutelados, con especial referencia a los 
menores extranjeros. Apuntilla esta obligación la disposición adicional octava 
de la Ley al determinar que la Administración de la Junta de Andalucía, 
en colaboración con la Administración del Estado, habrá de procurar la 
adecuada atención e integración social de los menores extranjeros que se 
encuentran en situación de riesgo o desamparo, durante el tiempo que éstos 
permanezcan en nuestra Comunidad Autónoma.

Por tanto, mal se avienen estas previsiones legales con el hecho de que 
este joven migrante, tutelado por la Junta de Andalucía, haya alcanzado la 
mayoría de edad y no se haya programado para él un cauce de integración 
en la sociedad que le permita desenvolverse de forma autónoma.

Y por último, nos hemos de referir a los derechos y deberes que derivan de 
su condición de menor infractor, al que le ha sido impuesta una medida de 
responsabilidad penal, por mucho que esta medida haya de ser cumplida 
una vez alcanzada la mayoría de edad.

Y es que corresponde a la Junta de Andalucía la ejecución de las medidas 
adoptadas por los Juzgados de Menores, facilitando los medios para su 
cumplimiento, siendo así que en el presente caso no nos referimos a esos 
concretos medios materiales y personales sino a las circunstancias socio-
económicas del joven indispensables para hacer viable que éste pueda 
cumplir la medida impuesta por el juzgado, la cual, recordamos, no lleva 
aparejada su internamiento en ningún centro pues se trata de medidas a 
ejecutar en medio abierto: libertad vigilada y asistencia a centro de día.

Es aquí donde encuentra justificación la queja que nos fue remitida por la 
persona titular del Juzgado de menores, pues si sería no solo deseable sino 
una exigencia legal que se hubieran previsto para este joven medidas que 
le ayudaran al tránsito a la vida adulta e independiente una vez alcanzada 
la mayoría de edad, la realidad describe una situación completamente 
diferente, la de un joven que no dispone de medios con que costear sus 
necesidades, ni siquiera las básicas, y sin que tampoco existan expectativas 
que hicieran presagiar una mejora en sus condiciones personales.
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Es por ello que compartimos la reflexión que realizaba la magistrada en 
cuanto que si no se facilitaban a este joven las ayudas sociales previstas 
en la normativa a la que antes hemos hecho alusión, por su condición de 
ex tutelado y migrante, quedarían vacías de contenido las obligaciones que 
incumben a la Junta de Andalucía para prestar la colaboración requerida 
por el Juzgado de Menores conforme a lo establecido en el artículo 118 de 
la Constitución.

A este respecto conviene recordar que las medidas establecidas en la 
legislación de responsabilidad penal de menores tienen un doble componente; 
por un lado se tratan de medidas típicamente penales, correctivas de 
ilícitos y con vocación disuasoria de dichas conductas; pero quizás sea más 
relevante su otra vertiente, orientada a la educación y formación de la 
persona, primando estos aspectos sobre la faceta punitiva. Las medidas de 
responsabilidad penal se erigen como una oportunidad -quizás la última- 
que se brinda al joven para reconducir su conducta, para que asuma el 
error cometido y obtenga habilidades personales con que evitar que hechos 
similares se repitan en el futuro y de este modo se amplíen sus expectativas 
de éxito en su integración en la sociedad como persona adulta y responsable.

Así pues, desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de los derechos 
de las personas menores de edad no podíamos conformarnos con el alegato 
de carencia de medios en el programa de mayoría de edad, ni tampoco 
en la priorización de unos jóvenes ex tutelados merecedores de estas 
prestaciones sobre otros que también serían merecedores de las mismas, 
pero que no podrían beneficiarse de ellas por la alta demanda existente. Por 
todo lo expuesto dirigimos una Recomendación a la Delegación Territorial 
de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación para que fuese atendida la 
situación singular de este joven con cargo al programa de transición a la 
mayoría de edad para ex tutelados o con cargo a cualquier otro programa 
de la Administración Autonómica que contemplase prestaciones sociales 
dirigidas a jóvenes o personas migrantes, pero sin que en ningún modo 
dejase de prestarse la colaboración requerida por el Juzgado de Menores 
para hacer efectiva la medida impuesta en el expediente de responsabilidad 
penal.

En respuesta a nuestra resolución la Delegación Territorial nos remitió un 
informe en sentido favorable a nuestro posicionamiento, habiendo reservado 
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una plaza residencial para el joven la cual no llegó a ocupar por encontrarse 
ilocalizado. En el informe que nos fue remitido se matizaba lo siguiente:

“... En este, como en otros casos, el paso por un CIMI no puede ser causa 
de priorización de estos menores para la asignación de estos dispositivos, 
siendo estos centros los que deben gestionar su documentación, al tener 
asignada su guarda. Además, aquellos menores con una problemática 
concreta deben ser atendidos en recursos más específicos, acordes con 
su situación. De hecho, a todos se les ofrece la posibilidad de realizar un 
seguimiento de su situación socio laboral a través del programa Labora, 
donde se derivan los mayores del 16 años que se encuentran en centros 
de menores.

Las múltiples incidencias provocadas por el menor, hacen que el mismo 
no tenga un perfil adecuado para un dispositivo de autonomía, por lo 
que debería ser atendido por la red de servicios sociales especializados 
de personas sin hogar. El artículo 42.2 de la Ley 9/2016, de 27 de 
diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía establece como prestación 
garantizada el alojamiento. A pesar de todo ello, con posterioridad a la 
emisión del anterior informe realizado por esta Delegación Territorial en 
relación con este expediente, ha existido un aumento sustancial de plazas 
coordinadas por la Dirección General de Infancia (42 plazas en Málaga), 
por lo tanto, teniendo en consideración dicho incremento y siguiendo la 
Recomendación emitida por esa Institución, se ha gestionado para este 
menor la reserva de una plaza de modo urgente … Puestos en contacto 
con Juzgado de Menores éste ha informado que el menor no esta 
localizado. No obstante, hasta que no haya otros candidatos para dicha 
plaza, la misma estará disponible para una entrada concertada ...”

3.1.2.6.4 Personas menores con especiales problemas de comportamiento

Nuestra Defensoría tramita quejas en las que se demandan recursos 
especializados donde los menores, especialmente en edad adolescente, 
puedan recibir terapia especializada para reconducir sus problemas 
de comportamiento. Se produce esta situación cuando la familia afectada 
se ve impotente para reconducir la conducta del menor, que no atiende las 
indicaciones de sus padres y altera por completo la convivencia familiar, 
llegando incluso a agredirles. En su entorno social suele repetir igual 



185 ÍNDICE

3. Actuaciones de la Defensoría

comportamiento, en una espiral de conductas cada vez de mayor gravedad, 
lo cual hace aventurar para el menor un futuro nada halagüeño.

Así en la queja 21/5846 la interesada nos decía 
que su hijo, de 16 años de edad, venía reiterando 
graves problemas de comportamiento, llegando 
incluso a ser encausado en procedimientos de 
responsabilidad penal pero que no llevaron 
aparejados su internamiento en un centro para 
menores infractores. Al no observar ninguna 
mejoría en el menor dirigió un escrito a la Fiscalía 
manifestando su impotencia para contener la 
conducta desadaptada de su hijo, por los daños 
que dicha conducta pudiera ocasionar a sus 
potenciales víctimas y por el perjuicio que esta 
conducta estaba causando al propio menor, que 
en ningún caso se responsabilizaba de sus actos, 
y a continuación se dirigió a esta Defensoría 
solicitando nuestra intervención para que lo 
ingresaran en un centro especializado donde 
pudiera recibir terapia especializada para reconducir dichos problemas de 
comportamiento.

Tras analizar los hechos expuestos por la madre le informamos que en casos 
extremos como el de su hijo, en que la conducta violenta e inadaptada del 
menor imposibilita ejercer los deberes inherentes a su guarda y custodia, 
la legislación prevé la opción contemplada en los artículos 19 y 25.3 de 
la Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor; y también en 
los artículos 96.2 y 112 de la Ley 4/2021 de la Infancia y Adolescencia de 
Andalucía: De conformidad con esta previsión legal, los progenitores de un 
menor pueden solicitar al Ente Público de Protección de Menores que 
asuma temporalmente su guarda (delegación voluntaria de guarda) 
para que el menor sea internado en un centro de protección de 
menores especializado en el abordaje de problemas de conducta. Tanto 
el ingreso en dicho centro especializado como la posterior salida y regreso al 
hogar familiar requieren de autorización judicial. A tales efectos facilitamos 
a la madre los datos de contacto del Servicio de Protección de Menores para 
que pudiera gestionar esta posibilidad.

En supuestos 
extremos el 
Ente Público 
llega a asumir 
temporalmente 
la guarda de 
un menor para 
su ingreso en 
un centro de 
protección 
especializado en 
problemas de 
conducta
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De igual modo en la queja 21/3721 la interesada se mostraba desesperada 
por los problemas de comportamiento de su hijo, de 16 años. Decía haber 
agotado todos los recursos públicos que pudieran ofrecer alguna alternativa 
de tratamiento al problema de conducta del menor, y como última opción 
solicita la intervención de esta Defensoría para que el Ente Público valorase 
la posibilidad de que fuese ingresado en un centro especializado en el 
abordaje de este tipo de problemática.

Tras interesarnos por su caso pudimos conocer que en el Ente Público no 
constaba ningún expediente de protección a favor del menor. Únicamente 
constaba una consulta realizada por la madre en la que solicitaba información 
para ingresar a su hijo en el centro de trastornos de conducta, siendo así 
que en esos momentos existía un litigio familiar de fondo, al encontrarse 
en curso la demanda judicial presentada por el padre para que le fuese 
asignada la guarda y custodia de su hijo. Por ello desde el Ente Público se 
orientó a la madre para que acudiese a los servicios sociales de su localidad 
al objeto de abordar la posible situación de riesgo y evitar la separación del 
chico de su entorno familiar.

En consecuencia, la viabilidad de la petición realizada por la madre quedaba 
a expensas del resultado de la intervención del Equipo de Tratamiento 
Familiar y de la valoración de que su situación obligaba a adoptar medidas de 
protección que conllevasen su ingreso en un centro de tales características.

También en la queja 21/6611 la interesada nos expresaba su desesperación 
por los problemas de comportamiento de su hijo, de 13 años, y por ello pedía 
ayuda para que fuese ingresado en un centro especializado donde pudiera 
recibir terapia adecuada. El menor estaba diagnosticado de trastorno de 
conducta desafiante y negativista; también de trastorno de déficit de 
atención con hiperactividad y síndrome de Tourette.

Nos decía la madre que el caso de su hijo estaba siendo abordado por el 
Equipo de Tratamiento Familiar pero que le habían indicado que resultaba 
inviable trabajar con él, siendo necesario que previamente recibiese un 
tratamiento especializado que redujera su agresividad.

El caso de este adolescente tuvo una solución favorable, siendo finalmente 
ingresado en dicho centro por decisión judicial, tal como prevé la legislación.
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3.1.2.7 Maltrato a personas menores de edad

Nos referiremos en este apartado a las quejas que inciden en vulneraciones 
de derechos que van más allá de la situación de riesgo, que por su gravedad 
pueden definir una conducta de maltrato hacia una persona menor de edad, 
bien fuere este maltrato por acción u omisión, psicológico y/o físico.

Cuando se tiene conocimiento de unos hechos que encajarían en 
la definición de maltrato, la Administración Pública receptora de 
la denuncia ha de intervenir en el margen que le permiten sus 
competencias, atendiendo al menor víctima de dicha situación y 
activando los mecanismos previstos en la legislación para depurar 
las correspondientes responsabilidades, incluidas las derivadas del 
posible ilícito penal.

En la dación de cuentas de nuestra intervención relataremos en primer 
lugar las quejas tramitadas relacionadas con la intervención de policía, 
servicios sociales comunitarios o Ente Público de Protección de Menores 
ante denuncias de maltrato infantil, esto es, actuaciones en las que aún no 
se ha producido la intervención de un juzgado, siendo uno de los motivos 
de queja más recurrentes el relativo a la escasa eficacia de las actuaciones 
desarrolladas tras conocer los hechos denunciados.

Sobre esta cuestión debemos reseñar la conclusión de nuestra intervención 
en la queja 19/4916 en la que la madre de una menor se mostraba 
disconforme con la tramitación dada a la hoja de notificación de maltrato 
infantil que cumplimentó la unidad especializada de salud mental infanto 
juvenil por posibles abusos sexuales a su hija, presuntamente cometidos 
por una hermana de vínculo paterno. Nos decía que tres años antes fue la 
pediatra del centro de salud quien remitió una hoja de notificación de tenor 
similar, y que dada la corta edad de su hija el estudio realizado no pudo 
arrojar datos concluyentes.

A la nueva hoja de notificación de maltrato se adjuntaba un informe clínico 
sobre la menor, en el que se aludía a las manifestaciones que esta realizaba 
relatando episodios de violencia sexual, en concreto tocamientos genitales 
realizados por su hermana -por parte de padre-, también menor de edad. Y 
esta nueva hoja de notificación de posible abuso sexual no fue remitida por 
la unidad administrativa competente (Servicio de Prevención y Apoyo a la 
Familia), para que fuese estudiada por el equipo especializado con fundamento 
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en un informe contrario a que se realizara este estudio emitido por el centro 
de protección donde estaba la menor (la menor tuvo que ser declarada 
en desamparo en consideración a las desproporcionadas desavenencias 
existentes entre padre y madre) en el que se aludía a la inexistencia de 
indicios en la menor que hicieran sospechar tales abusos sexuales. También 
se valoró por parte de dicho Servicio de Prevención y Apoyo a la Familia 
que ese momento no era el idóneo para realizar este estudio (estaba en 
curso el expediente para ratificar o rectificar la declaración de desamparo), 
acordándose que se abordaría más adelante, en un momento más propicio, 
de más estabilidad y seguridad para la menor.

La madre justificaba su petición de que su hija fuese evaluada de nuevo por un 
equipo especializado en casos de abuso sexual en el hecho de que la primera 
evaluación le fue realizada cuando tenía algo más de tres años, siendo así 
que dicho equipo no pudo llegar a ninguna conclusión precisamente por la 
corta edad de la menor. Los nuevos hechos denunciados se referían a 2019, 
tres años después, y sobre los que el testimonio de su hija sí haría viable una 
intervención de dicho equipo especializado, lo cual entraría en contradicción 
con lo expuesto por la Delegación Territorial en su informe.

Teniendo en cuenta estos antecedentes, y tras analizar los hechos desde 
nuestra obligada perspectiva de Defensor de la Infancia emitimos una 
Recomendación dirigida a la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación de Huelva para que fuese remitido el caso de la 
menor a la unidad especializada en valoraciones de casos de abuso sexual 
a menores, con la finalidad de que se efectuase un estudio que corroborara 
su veracidad o, en su caso, pudiera descartar la existencia de tales abusos.

Dicha Recomendación no fue aceptada por la Delegación Territorial, por 
lo que procedimos conforme a los prescrito en el artículo 29.2 de la ley 
9/1983, reguladora de esta Institución, poniendo en conocimiento de nuestra 
resolución a la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, como 
máxima autoridad administrativa en la materia.

La respuesta de la citada Consejería se apoya en un informe emitido por 
la Dirección General de Infancia y Conciliación que viene a refrendar la 
decisión adoptada por la Delegación Territorial, en sentido opuesto a nuestra 
Recomendación, con la siguiente argumentación:

“... Por recibida petición de valoración sobre la queja presentada al 
Defensor del Pueblo Andaluz … en relación a la conveniencia o no de 
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realizar una segunda valoración a la menor por parte del equipo técnico 
de ADIMA, respecto a los presuntos abusos sexuales ejercidos sobre la 
misma por su hermana de padre, procede informar que el seguimiento 
de la recomendación resulta inviable técnicamente

Ya en el ejercicio 2016 se llevó a cabo dicha evaluación, que concluyó 
con el archivo del caso al no apreciarse indicadores de abusos sexuales 
y con diagnóstico de no compatibilidad con los mismos. Paralelamente 
a esa intervención se inició un procedimiento judicial, por los mismos 
hechos, que finalizó igualmente con el archivo del procedimiento como 
consecuencia de la no apreciación de indicios de abusos sexuales.

Posteriormente, en marzo de 2019, llegó al Servicio de Prevención dicha 
derivación para la inclusión de la menor en el Programa de Evaluación, 
Diagnostico y Tratamiento de menores victimas de Violencia Sexual, y 
se acompañaba de un informe clínico en el que se indicaba que la menor 
había verbalizado Ia existencia de hechos que podrían calificarse de 
abusos sexuales. Los profesionales que atienden el Programa estimaron 
que una nueva valoración podría tener efectos desestabilizadores y, 
dado que los mismos hechos ya fueron valorados negativamente, se 
juzgó más pertinente observar la posibilidad de que se dieran nuevos 
indicadores específicos que justificaran un abordaje terapéutico. Ni en la 
supervisión llevada a cabo durante su estancia en el CAI, ni en el Centro 
de Menores se han observado por los profesionales manifestaciones 
ni indicadores que den lugar a una posible existencia de estos abusos. 
Los propios informes de seguimiento del Centro indican que las visitas 
a las que acude la hermana, presunta abusadora, se desarrollan con 
normalidad y sin apreciarse reacciones de rechazo, al contrario, la 
relación es de cariño y afecto,

El criterio de los y las profesionales se sustenta en el respeto legal 
para hacer prevalecen en cualquier circunstancia y ante cualquier otro 
interés legítimo, el interés superior del menor, que ha de ser valorado 
y considerado como primordial en todas las acciones y decisiones que 
le conciernan, tanto en el ámbito público como privado, tal y como 
reconoce el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1995, de 15 de enero, 
de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código 
Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en su redacción dada por la 
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Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de 
protección a la infancia y ala adolescencia.

Es este interés superior del menor el que se hace valer para motivar 
la denegación de una nueva valoración, pues “a criterio profesional 
cualificado” no se dan indicadores de abusos sexuales, no resulta posible 
obtener datos de fiabilidad (el recuerdo dela menor, de ocho años, de 
hechos acaecidos cuando tenía cuatro años queda condicionado por las 
intervenciones posteriores, al no tener entonces desarrollada la memoria 
episódica), y se tiene la certeza de un perjuicio psico-emocional en Ia 
menor, que podría ir acompañado de posibles secuelas causadas por la 
revictimización a que se vería abocada con una nueva intervención ....”

A la vista de la documentación obrante en el expediente, en especial de 
los informes emitidos por esa Administración, se constata la existencia de 
una discrepancia técnica en cuanto a la argumentación jurídica y técnica 
(psicología, educación y trabajo social) de los diferentes posicionamientos, 
y sin que a nuestro juicio pudiera considerarse errónea o contraria al 
ordenamiento jurídico la respuesta a nuestra Recomendación por parte de 
la citada Consejería, por lo que dimos por concluida nuestra intervención en 
la queja.

En el caso de la queja 20/5843, el interesado se lamentaba de que la 
madre de su hija -de siete años de edad- hubiese trasladado su domicilio 
de Lugo a Sevilla sin su consentimiento. Nos decía que dirigió un escrito 
a la Dirección General de Infancia de la Junta de Andalucía informando de 
dicho traslado de la menor y denunciando que su hija le había remitido unas 
grabaciones a través de la red social whatsApp en la que parecía indicar 
que estaba siendo víctima de abusos sexuales. Añadió a esa denuncia que la 
madre estaba suministrando sin control médico un medicamento antiviral 
(hidroxicloroquina) para prevenir el posible contagio de coronavirus.

Al no haber recibido ninguna respuesta de esa Administración, siquiera 
fuera un acuse de recibo de su escrito de denuncia, se dirigió a nosotros 
preocupado por la situación en que pudiera encontrarse la menor.

Tras interesarnos por el caso, la citada Dirección General nos informó 
que aunque sí se realizaron actuaciones a continuación de recibir la 
denuncia, es cierto que no se envió al interesado ninguna respuesta a su 
comunicación, hecho que fue subsanado en posteriores contactos con él y 
con su representación legal. Dichas actuaciones consistieron en la incoación 
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de un expediente en el que se pidió la intervención de los servicios sociales 
comunitarios con la finalidad de que recabaran información sobre la posible 
situación de riesgo/desamparo de la menor, de cuyas conclusiones se 
derivarían, en su caso, las congruentes medidas de protección.

En otras ocasiones la queja guarda relación con la ayuda necesaria 
para atender la condición de victima de un menor, tal como en la queja 
21/6241 en la que la madre de una menor, víctima de abusos sexuales, 
solicitaba nuestra ayuda para conseguir ayuda económica para sufragar el 
coste de los largos desplazamientos que tenía que realizar para que su hija 
recibiera terapia especializada. Nos decía que debía desplazarse desde Vera 
a Almería, que es donde se ubica el recurso especializado que gestiona la 
asociación que la atendía.

Tras interesarnos por su acaso ante el Ayuntamiento de Vera pudimos 
constatar que la oficina municipal de servicios sociales gestionó ante la 
Diputación Provincial de Almería una ayuda económica para dicha finalidad, 
la cual le fue concedida e ingresada a la interesada en tres mensualidades.

En otras ocasiones la queja va referida a la intervención de un centro 
educativo ante la denuncia de maltrato a los alumnos parte de determinado 
profesional docente. Así en la queja 20/8725 la interesada nos decía que en 
el conservatorio de danza en el que estuvo matriculada su hija se promovía 
la anorexia entre las alumnas con consejos dietéticos desproporcionados y 
ejerciendo presión psicológica para que mantuviesen el peso idóneo. También 
se quejaba de la rigidez de los métodos de enseñanza, lo cual llevaba a que 
en ocasiones ejecutasen ejercicios físicos en condiciones no adecuadas.

Tras analizar los hechos, los cuales podrían llegar a encuadrarse en maltrato 
psicológico, decidimos solicitar información al respecto a la Delegación 
Territorial de Educación, respondiéndonos que por parte de la Inspección 
Educativa se realizaron las averiguaciones pertinentes concluyendo de forma 
sucinta lo siguiente:

No se tuvo constancia ni en la Delegación Territorial de Educación, ni en el 
propio centro, ni tampoco tuvieron conocimiento las tutoras de la alumna de 
ninguna queja o denuncia que guardase relación con los hechos expuestos 
en el escrito de queja. Al no existir denuncias ni ningún otro elemento 
probatorio de tales hechos resultaba inviable una posible investigación de 
la Inspección Educativa.
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En cualquier caso, la Inspección Educativa asesoró a la dirección del centro 
para que, tras la preceptiva reunión del claustro de profesores, éste aprobase 
la inclusión explícita entre los objetivos generales del Proyecto Educativo 
del centro velar por el impulso del desarrollo de hábitos saludables y que el 
alumnado aceptase su propia imagen corporal, evitando con ello conductas de 
riesgo relacionadas con anorexia o bulimia.

En congruencia con la información aportada por la Administración acordamos 
dar por concluida nuestra intervención en el caso, teniendo en especial 
consideración para ello la inexistencia de quejas o reclamaciones al respecto, 
y también que la denuncia sobre posibles malos tratos verbales y psicológicos 
adolecía de vaguedad en cuanto a una concreta referencia temporal y tampoco 
individualizaba como posible autor a determinado docente, ello sin perjuicio 
de la alusión relativa a una profesora en referencia a otros hechos que no 
guardaban relación con los supuestos malos tratos o vejaciones.

Tal como indicamos con anterioridad otro conjunto significativo de quejas 
guardan relación con la intervención de los juzgados de instrucción o 
de lo penal en procedimientos derivados de denuncias por maltrato 
a menores de edad. En la mayoría de estos casos la queja se formula en 
disconformidad con el contenido de determinada resolución judicial, sobre 
la cual esta Defensoría carece de competencias para su supervisión.

Así, en la queja 21/6652 la interesada se lamentaba del archivo por parte 
del Juzgado de su denuncia contra el abuelo paterno por abusos sexuales 
a su hija y de que el juzgado no hubiera valorado de forma conveniente las 
diferentes pruebas aportadas.

Otro ejemplo es la queja 21/4794 donde la interesada se queja de la 
intervención de los servicios sociales, fiscalía y juzgados que han intervenido 
tras la denuncia que interpuso contra el padre de su hijo por posible maltrato 
sexual.

A este respecto nos indica que dicha denuncia se presentó en 2016 y que 
tras la pertinente investigación la Fiscalía de Badajoz dio traslado de los 
hechos al Juzgado de Primera Instancia de Granada, en el que se tramita 
el procedimiento civil en que se dilucida la guarda y custodia del menor, 
con cuyas actuaciones se muestra disconforme, así como también con los 
informes aportados a dicho juzgado por los servicios sociales comunitarios.
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En otras ocasiones la queja se centra en los informes periciales que sirven 
de soporte a la resolución judicial, tal como en la queja 21/6972 que incidía 
en la demora con que se emitió el informe de valoración de los abusos 
sexuales padecidos por su hija. Esta demora había provocado a su vez 
demora en el tratamiento psicológico de la menor. Aún teniendo presente 
que el informe pericial había seguido establecido y respetado los protocolos 
profesiones, y que lo mismo se podía predicar de los trámites procesales 
seguidos por el juzgado, la interesada pedía que en la medida de lo posible 
los procedimientos judiciales relativos abusos sexuales a menores se 
tramitasen con mayor agilidad, evitando con ello añadir daños emocionales 
a los menores víctimas de dicho maltrato.

También en la queja 21/3522 una persona que 
fue víctima de violencia de género nos decía 
que aún se encontraba en vigor una orden de 
alejamiento respecto de su ex pareja y padre 
de su hija. Encontrándose en esta situación 
denunciaba que su hija rechazaba las visitas del 
padre establecidas tras la separación y que éste 
reaccionaba causando maltrato psicológico a la 
menor. Nos decía que había solicitado al juzgado 
que ordenase una evaluación psicológica de su hija 
para de este modo solicitar una modificación del 
derecho de visitas, siendo esta petición denegada 
por el juzgado para lo cual solicitaba nuestra 
intervención con la intención de que pudiéramos 
convencer al juzgado para que emitiese distinta resolución.

En otras ocasiones la cuestión que se nos plantea guarda relación con el 
daño emocional que provoca a los menores el propio procedimiento 
judicial, tanto en la toma de declaraciones como en su presencia en 
la sala de vistas. De este modo en la queja 21/8182 la interesada nos 
decía que su hija, de 14 años, fue maltratada por su padrastro, que incluso 
abusó sexualmente de ella. Tras denunciar los hechos su hija había tenido 
que someterse al interrogatorio del juez, de la fiscalía y de la parte acusada, 
lo cual consideraba contraproducente para ella y por eso solicitaba la 
intervención de la Defensoría de la Infancia y Adolescencia.

Se debe prestar 
atención al 
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En respuesta a esta queja comunicamos a la interesada que la declaración de 
menores de edad en un procedimiento judicial penal, especialmente cuando 
son víctimas de delitos, acarrea tensiones entre la necesidad de preservar 
su integridad física y psíquica y la necesidad de respetar el derecho de 
contradicción y defensa que asiste a toda persona investigada o acusada, 
siendo así que la legislación prevé medidas para evitar que el menor vea 
peligrar su desarrollo emocional como consecuencia del daño psicológico 
que le pudiera provocar su presencia en el juzgado y su declaración.

No obstante, a pesar de las cautelas que pudiera adoptar el juzgado, resulta 
ineludible cumplir con las garantías procesales establecidas para preservar 
los derechos de la persona investigada o acusada, tal como viene a establecer 
la reciente sentencia del Tribunal Supremo 178/2018, de 12 de abril, la 
cual señala que quien sea sospechoso de haber cometido el delito debe ser 
informado de que se va a oír al menor; debe tener oportunidad de observar 
dicha exploración, bien en el momento en que se produce o después, a través 
de su grabación audiovisual; y debe tener la posibilidad de dirigir preguntas 
al menor, de forma directa o indirecta a través del experto, bien durante el 
desarrollo de la primera exploración o en una ocasión posterior indicando 
aquellos aspectos adicionales sobre los que la defensa considera que deben 
ser interrogados.

De cualquier modo, tras analizar su caso concreto, recalcamos a la interesada 
que fue el Juzgado de Instrucción que venía tramitando el procedimiento 
judicial en el que se investigaba la responsabilidad penal en que hubiera 
podido incurrir la persona denunciada el que tomó la decisión de interrogar 
a su hija, víctima de la agresión sexual, a pesar de su minoría de edad, siendo 
así que en relación con esta decisión judicial la Defensoría de la Infancia 
y Adolescencia de Andalucía carece de competencias para intervenir por 
tratarse de un órgano de la Administración de Justicia actuante en el ejercicio 
de la función jurisdiccional que le ha sido encomendada por la Constitución.

3.1.2.8 Intervención del Ente público de Protección de Menores

3.1.2.8.1 Declaraciones de desamparo, tutela y guarda

Como viene siendo habitual en el relato de los informes anuales de esta 
Defensoría un importante número de quejas son presentadas por 
madres y padres cuyos hijos han sido declarados en desamparo en 
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disconformidad con dicha decisión. También se dirigen a nosotros familias 
manifestando su impotencia ante lo que consideran una injusta e innecesaria 
medida de protección acordada en relación con un menor, tutelado por el 
Ente Público.

Así en la queja 20/7281 una madre nos trasladaba su pesar por la reciente 
declaración de desamparo de sus hijos y su posterior ingreso en centros de 
protección, todo ello a pesar de los contundentes argumentos que sirvieron 
de motivación al Ente Público para adoptar dicha decisión y que hubimos de 
corroborar. También en la queja 21/3258 se dirigió a nosotros una madre 
que tras ser deshauciada de su vivienda y por carecer de recursos económicos 
se vio en necesidad de confiar la guarda y custodia de su hija, de 4 años de 
edad, a la Administración. Se quejaba de que a pesar de haberlo solicitado 
de forma reiterada no le hubiesen facilitado ninguna información sobre ella.

En respuesta a esta queja la Delegación Territorial 
de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en 
Granada nos informó que la menor había estado 
bajo tutela pública desde noviembre de 2018, y 
que en principio se programaron dos visitas entre 
madre e hija, a las cuales no acudió, habiendo 
estado la madre ilocalizable durante más de 
un año. Tras ser localizada se programaron dos 
nuevas visitas, siendo así que en la primera de 
ellas la menor se mostró muy reticente por la 
escasa relación que había tenido hasta entonces 
con ella, y la segunda no se llegó a realizar por incomparecencia de la madre.

A partir de ese momento hubo un nuevo periodo en que se perdió todo 
contacto con la madre hasta el momento actual, en que la menor se 
encuentra ya en proceso de acoplamiento con familia ajena designada al 
efecto para su acogimiento familiar permanente. Es por ello por lo que desde 
la Entidad Pública, tras valorar todos los antecedentes del caso, adoptó la 
difícil decisión de restringir los contactos entre madre e hija, todo ello con 
las miras puestas en el bienestar de la menor, a cuyo supremo interés han 
de estar orientadas las medidas de protección.

En el caso analizado en la queja 21/0837 el interesado tuvo en acogimiento 
familiar a un menor hasta que el Ente Público devolvió su custodia a su 
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padre. Se quejaba de que la custodia la viniera ejerciendo de hecho una tía, 
que no cuidaba bien de él, sin cubrir de forma adecuada sus necesidades.

Tras interesarnos por la decisión adoptada por el Ente Público pudimos 
saber que el menor fue reintegrado con su padre en congruencia con el 
informe elaborado por el Equipo de Menores de la Delegación, que hizo 
una valoración de conjunto de su situación personal y de su red de apoyo 
familiar, derivando el seguimiento e intervención a los Servicios Sociales 
Comunitarios de su lugar de residencia, sin que los informes recibidos hasta 
ese momento hubiesen requerido de una intervención que excediera la que 
se venía realizando en el entorno familiar y social del menor.

También en la queja 20/0127 los interesados habían tenido en acogimiento 
familiar a una nieta, de 11 años, prácticamente desde que nació, y se 
lamentaban de que el Ente Público hubiese declarado en desamparo a su 
hermana, de 1 año, sin que junto con esa decisión se hubiese dado respuesta 
al ofrecimiento que realizaron para tenerla también acogida junto con su 
hermana.

El informe que sobre este asunto recibimos de la Delegación Territorial 
de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla señalaba que 
el procedimiento para la valoración de idoneidad de los interesados se 
encontraba en la fase de trámite de audiencia, después de que la entidad 
colaboradora emitiera su informe de valoración de idoneidad, lo cual no 
fue obstáculo para que se reconociera un retraso en la gestión de dicho 
procedimiento como consecuencia de la acumulación de expedientes 
pendientes de tramitación, ello unido al desacuerdo existente entre la 
familia y la entidad colaboradora, que una vez resuelto permitió que el 
procedimiento administrativo siguiese su curso ordinario.

En ocasiones son los propios menores cuya familia se ve afectada 
por la intervención del Ente Público de Protección quienes nos hacen 
patente su discrepancia con la decisión adoptada, exponiéndonos su 
visión particular del problema de fondo que motiva dicha intervención. 
De este modo tras dar tramite a la queja 21/4713 pudimos descartar la 
situación de riesgo que nos fue denunciada por un joven que estuvo tutelado 
por la Junta de Andalucía. Se quejaba de que su hermana, de 14 años, que 
en esos momentos seguía estando tutelada por el Ente Público, a pesar de 
ello convivía con sus padres quienes no estarían abordando adecuadamente 
su conducta de riesgo.
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Para concluir este apartado necesariamente debemos aludir a las quejas 
20/6299 y 20/7942 en las que emitimos sendas Recomendaciones para 
que fuesen adoptadas medidas correctoras de los retrasos detectados en los 
expedientes analizados para decidir e implementar medidas de protección, 
las cuales fueron aceptadas por las Delegaciones Territoriales afectadas.

Así en la queja 20/6299 la intervención del Ente Público estuvo motivada 
por la denuncia y constatación de unos hechos de extremada gravedad 
(menor cuya madre la incita al consumo de drogas y a ejercer la prostitución). 
Ante la situación de desprotección de la menor la actuación congruente de 
la Administración habría de primar su seguridad y protección, adoptando 
de forma urgente decisiones que la protegieran del grave riesgo en que se 
encontraba, garantizando sus necesidades básicas, así como su integridad 
física y seguridad personal.

Es por ello que, ante la gravedad de los hechos que quedaron acreditados en 
el expediente reprochamos a la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación en Málaga que hubieran transcurrido más de cuatro 
meses hasta que la menor fue ingresada en un centro de protección de 
menores, sin ninguna medida efectiva que la alejara de la situación de grave 
riesgo en que se encontraba.

A tales efectos recordamos a dicha Delegación que el artículo 11 de la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, establece 
como principios rectores de la actuación de los poderes públicos en relación 
con los menores la supremacía de su interés superior, debiendo protegerlos 
contra toda forma de violencia, incluido el maltrato físico o psicológico, los 
castigos físicos humillantes y denigrantes, el descuido o trato negligente, la 
explotación, los abusos sexuales, o cualquier otra forma de abuso, todo ello 
mediante procedimientos que aseguren la coordinación y la colaboración 
entre las distintas Administraciones, entidades colaboradoras y servicios 
competentes, tanto públicos como privados, para garantizar una actuación 
integral.

De igual modo, el artículo 14 de esta misma Ley Orgánica 1/1996 establece 
la obligación de prestar la atención inmediata que precise cualquier menor 
y de actuar si corresponde a su ámbito de competencias. Y en tal sentido, la 
Entidad Pública ostenta la facultad de asumir, en cumplimiento de la 
obligación de prestar la atención inmediata, la guarda provisional de un 
menor prevista en el artículo 172.4 del Código Civil -comunicada al Ministerio 
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Fiscal, procediendo simultáneamente a practicar las diligencias precisas 
para investigar sus circunstancias y constatar, en su caso, la situación real de 
desamparo.

Es por ello que formulamos la Recomendación 
de que se revisen las actuaciones realizadas en el 
expediente de protección de la menor a fin de que 
en supuestos similares, en que resulten evidentes 
los indicios graves de desprotección, se acuerden 
de manera inmediata medidas congruentes con 
dicha situación, separando a la menor del entorno 
social y familiar causante del riesgo.

De tenor similar fue la queja 20/7942 en que la 
intervención del Ente Público vino motivada por la 

constatación de que se estaba produciendo una situación de vulneración de 
derechos de una menor de edad (maltrato de una niña por parte de su madre 
drogodependiente), siendo así que ante dicha situación de desprotección el 
expediente conducente a su declaración de desamparo se inicia más de seis 
meses después de haber sido recibido el informe con propuesta de desamparo 
procedente de los servicios sociales comunitarios, período de tiempo que ha 
de considerarse excesivo habida cuenta los indicadores de desprotección 
que se relataban en dicho informe. Y aunque se haya de ponderar que en 
la tramitación administrativa del expediente hubiera podido tener cierta 
incidencia las medidas adoptadas por la Administración Autonómica en 
sus oficinas administrativas como consecuencia de las sucesivas prórrogas 
del estado de alarma por la pandemia COVID-19, estos efectos no podían 
ser excusa para la excesiva demora acumulada en la tramitación de este 
expediente, circunstancia que entra en contradicción con las previsiones 
del artículo 18.1 del Decreto 42/2002, de 12 de febrero, regulador del 
Régimen de Desamparo, Tutela y Guarda de Menores, el cual determina que 
la situación de desprotección en que se encuentren los menores habrá de 
dar lugar a la inmediata intervención de la Administración de la Junta de 
Andalucía, a fin de prestar la atención que requieran.

Así pues, conforme a los hechos expuestos, formulamos Recomendación 
ante la Delegación Territorial de igualdad, Políticas Sociales y Conciliación 
de Sevilla de que se revisen las actuaciones realizadas en el expediente 
de protección de la menor señalada en la queja a fin de que en supuestos 
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similares se eviten dilaciones en la adopción de medidas de protección que 
evitarían prolongar el daño inherente a su situación de desprotección.

3.1.2.8.2 Ejercicio de la tutela por parte del Ente Público

Conforme a nuestro Código Civil el ejercicio de la tutela de un menor por 
parte del Ente Público comporta una serie de obligaciones semejantes 
a las que serían exigibles a sus progenitores, y además con el arquetipo 
de diligencia que sería usual en un “buen padre de familia”.

En relación con tales obligaciones tramitamos la 
queja 20/3396 en la que a madre de un menor 
tutelado por el Ente Público nos decía que su hijo 
padecía un problema en su mandíbula de carácter 
degenerativo y que si no se solucionaba con 
prontitud, mediante un tratamiento de ortodoncia, 
requeriría con el tiempo de una solución quirúrgica 
nada deseable y muy traumática para el menor.

Manifestaba que al estar tutelado su hijo por la 
Administración Pública correspondía a quien 
ejercía su tutela preocuparse por su estado 
de salud y realizar las acciones necesarias 
para satisfacer sus necesidades, entre ellas las relativas a garantizar sus 
cuidados de salud. Es por ello que al ver cómo pasaba el tiempo sin ninguna 
actuación encaminada a solucionar su problema solicitó la intervención de 
esta Defensoría.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos de la Delegación Territorial de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla la emisión de un informe 
al respecto, en el cual de forma sucinta se venían a relatar las incidencias 
acaecidas en las unidades administrativas competentes para gestionar los 
expedientes conducentes al pago de gastos extraordinarios ocasionados 
por menores en acogimiento familiar. Se aludía al cambio de estructura 
administrativa en la Delegación Territorial, a las contingencias derivadas 
de las medidas restrictivas de movilidad derivadas de la pandemia por 
la COVID-19, y a la dificultad técnica para gestionar pagos a través de la 
aplicación informática Giro. Culminaba el informe señalando lo siguiente: 
“... En el caso que nos ocupa, los pagos de gastos extraordinarios no se han 
abordado ya que se ha dado prioridad a los pagos remunerados de las familias 

Los menores 
tutelados a 
veces precisan 
determinados 
gastos sanitarios 
excluidos del 
catálogo de 
prestaciones del 
sistema público

https://defensordelmenordeandalucia.es/reclamamos-que-se-agilice-el-pago-de-los-gastos-extraordinarios-necesarios-para-que-el-menor
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acogedoras que llevaban meses sin abonarles sus pagos. Estamos a la espera 
que se refuerce a la Delegación Territorial de los recursos humanos necesarios 
y así poder atender todas las necesidades de las familias sin retrasos, aunque 
seguimos trabajando para poder llegar y realizar todos los atrasos ...”

Tras analizar los hechos resaltamos que la queja en cuestión llegó a 
conocimiento de esta Defensoría en mayo de 2020, y que habiendo 
transcurrido más de un año desde entonces el problema del menor seguía 
sin encontrar atisbo de solución.

A tales efectos recalcamos que la resolución administrativa mediante la que 
se declara el desamparo de un menor produce, conforme a lo establecido 
en el artículo 172.1 del Código Civil, el doble efecto de atribuir a la 
Administración la tutela del menor y por otra parte, la suspensión de la patria 
potestad de sus progenitores. A partir de ese momento, la Administración 
deviene responsable de la guarda del menor sobre el que ejerce la tutela, 
debiendo adoptar las medidas de protección que en su interés considere más 
convenientes para garantizar sus derechos y satisfacer sus necesidades.

Los artículos 172 ter y 173 del Código Civil prevén que la guarda 
pueda realizarse mediante acogimiento familiar, lo cual supone que la 
Administración confíe el menor a una persona o personas que asumen el 
ejercicio de su guarda y, por tanto, quedan legalmente obligadas a velar por 
el menor que tienen acogido, tenerlo en su compañía, alimentarle, educarle 
y procurarle una formación integral pero, eso sí, siempre bajo la vigilancia, 
asesoramiento y ayuda de la Administración que ejerce su tutela, que es la 
última responsable de satisfacer todas sus necesidades.

Y en este punto hubimos de recalcar, tal como insistía la madre del menor 
en reiterados contactos con esta Institución, que la familia que tenía en 
acogimiento familiar a su hijo venía actuando de forma diligente y que ante 
el grave problema mandibular que padecía su hijo venían solicitado de forma 
reiterada a la Administración que asumiera el coste del tratamiento médico 
que éste requería, sin que hasta esos momentos se hubiera satisfecho esta 
petición.

Es por ello que formulamos una Recomendación a la mencionada Delegación 
Territorial para que se realizasen las actuaciones necesarias para agilizar el 
pago de los gastos extraordinarios necesarios para que el menor recibiera el 
tratamiento médico que solventase su problema mandibular.
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La citada Delegación Territorial dio respuesta a nuestra resolución en sentido 
favorable, señalando que se había aprobado una resolución de reconocimiento 
de prestación económica a favor del menor de referencia.

Otra de las cuestiones recurrentemente 
abordadas por esta Defensoría en relación 
con el ejercicio de la tutela pública de un 
menor guarda relación con la decisión que 
ha de adoptar el Ente Público en relación a la 
autorización y materialización de visitas por 
parte de familiares y allegados.

Suele ser frecuente que la familia se queje por la 
escasez de las visitas, por considerar que debían 
tener mayor frecuencia y duración, y que también 
discrepen de la restricción o controles de los 
contactos telefónicos.

Así en la queja 20/8538 la familia extensa de un menor tutelado por el Ente 
Público e interno en un centro de protección solicitaba nuestra intervención 
para que se facilitase una mejor relación del menor con sus familiares. De 
manera especial se lamentaban de que no se autorizase al menor pasar el 
día de Navidad con su familia, pues consideraban que dicha decisión había 
perjudicado su estabilidad emocional y no se ha acordado atendiendo a su 
supremo interés.

A este respecto el Ente Público vino a justificar su intervención en función 
de la obligada restricción de contactos personales derivados de la pandemia 
por COVID-19, ello añadido a incidentes graves protagonizados por el menor, 
en concreto abandonos del centro sin autorización con consumo de drogas, 
por lo que se valoró que el menor tenía aún que avanzar en este aspecto 
para poder llevar a cabo una salida sin la supervisión del equipo técnico del 
centro.

No obstante, el menor recibió una visita supervisada en las vísperas de 
Navidad, atendiendo a la necesidad tanto de aquel como de la familia de 
poder verse en unas fechas tan señaladas. Dicha visita fue llevada a cabo en 
Málaga, ya que ante la imposibilidad por parte de la familia de desplazarse a 
Córdoba, el equipo psicoeducativo del centro consideró oportuno trasladarse 
con el adolescente al lugar de residencia de la familia extensa, donde se 
encontró con sus familiares, especialmente con sus hermanas pequeñas.

Son 
numerosas las 
reclamaciones 
de familias 
por considerar 
insuficientes 
las visitas a los 
hijos  e hijas 
declarados en 
desamparo
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Connotaciones diferentes tenía la queja 21/6108 puesto que en este caso la 
menor fue tutelada por el Ente Público e ingresada en un centro de protección 
por decisión de un Juzgado y la madre se quejaba de que el Ente Público no 
le permitiese visitarla y que tampoco se lo autorizase a sus hermanas.

Tras interesarnos por el caso la Delegación Territorial de Igualdad Políticas 
Sociales y Conciliación de Córdoba nos informó que la decisión del juzgado 
derivó de un procedimiento civil en el que el padre reclamaba que se 
hiciese efectivo el derecho a ejercer la guarda y custodia de su hija. Ante 
las dificultades para hacer cumplir su resolución el juzgado acordó que la 
menor ingresase en un centro de protección, que se suspendieran las visitas 
con ambos progenitores y que se trabajase con la niña para prepararla para 
el retorno con su padre, quedando la reanudación de la relación con sus 
progenitores a expensas de la información que al respecto emitiesen los 
profesionales del centro.

Con el fin de dar cumplimiento al objetivo fijado por el Juzgado se inició una 
intervención psicosocial con la menor, a través del Equipo Técnico del centro 
en coordinación con la Unidad de Salud Mental Infanto Juvenil del Hospital 
de referencia, sin que hasta esos momentos se hubiese llegado a alcanzar 
los objetivos que permitirían retomar las relaciones familiares, siempre 
teniendo en cuenta el interés superior de la menor.

Otro ejemplo lo tenemos en la queja 21/7037 en la que la interesada nos 
decía que su hijo estaba tutelado por el Ente Público y lo tenía acogido su 
hermano. Se quejaba del escaso régimen de visitas que le habían concedido. 
Alegaba que por su corta edad el menor necesitaba una relación estrecha 
con su madre, siendo así que la legislación prevé que en la medida de lo 
posible se mantengan los vínculos familiares y por ello venía solicitando, sin 
éxito, que fuese ampliado el régimen de visitas.

En este caso la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación de Sevilla justificó su decisión por haber detectado que la madre 
una conducta de instrumentalización al menor que interfería gravemente en 
el desarrollo psicoemocional del niño, todo ello por trasmitirle mensajes 
erróneos en cuanto a los motivos del desamparo y la inminencia de una 
reagrupación familiar.

Por todo ello la propuesta técnica del equipo técnico fue que la relación con 
su progenitor se redujese a una visita mensual, con una hora de duración y 
bajo supervisión técnica. Dicha propuesta, una vez aprobada por la Comisión 
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Provincial de Medidas de Protección fue notificada a la madre quien interpuso 
en el juzgado de familia una demanda de oposición contra la misma.

3.1.2.8.3 Acogimiento familiar

La legislación prevé que al adoptar alguna medida de protección sobre un 
menor se otorgue prioridad, siempre que fuera posible y favorable para él, 
a aquella que permita su permanencia en su entorno familiar, primando 
por tanto el acogimiento familiar sobre el residencial, y tratándose de 
acogimiento familiar el acogimiento en familia extensa sobre familia ajena.

Entrando en las cuestiones abordadas en las quejas relativas a acogimiento 
familiar nos referiremos en primer lugar a la problemática asociada a la 
compensación de los gastos derivados del compromiso que asume la 
familia acogedora con el menor. Así en la queja 19/3154, el interesado 
se lamentaba porque aún no había obtenido respuesta a su solicitud de 
remuneración del acogimiento familiar de sus nietas, siendo así que sus 
circunstancias económicas familiares eran muy limitadas y dicha ayuda 
económica le resultaba indispensable para proporcionar a las menores los 
cuidados que éstas requerían.

Al dar trámite a la queja la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación de Cádiz vino a recalcar que su intervención se ajustó 
a lo establecido en el artículo 17 de la Orden de 11 de febrero de 2014, según 
el cual el inicio del procedimiento para la concesión de dicha prestación 
económica se inicia a propuesta del Servicio de Protección de Menores, 
una vez que cuenta con una propuesta de remuneración de los gastos 
derivados del acogimiento familiar incluida en el Plan de Apoyo que elabora 
la Institución colaboradora de integración familiar (ICIF). En el caso expuesto 
en la queja la ICIF realizó el seguimiento del acogimiento familiar y elaboró 
el aludido plan de apoyo, siendo así que ni en el informe de seguimiento ni 
en el plan de apoyo se consideró necesario conceder una ayuda económica 
para remunerar los gastos derivados de dicho acogimiento familiar.

No obstante lo anterior, y ante las manifestaciones efectuadas por el 
interesado en su queja, el Servicio de Protección de Menores no descartaba 
que si por parte de la ICIF se obtuviesen datos que hicieran necesario 
un cambio en el plan de intervención, que incluyera la remuneración del 
acogimiento familiar, se procedería en consecuencia y se incluiría el caso 

https://defensordelmenordeandalucia.es/le-aprueban-la-prestacion-economica-por-acogimiento-familiar-en-familia-extensa-que-estaba-pendiente
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de esta familia entre las que se proponen para obtener la citada prestación 
económica.

Otra cuestión que incide en la relación entre familia acogedora y menor es 
el relativo a la responsabilidad que tuviera que asumir la familia de 
acogida por hechos derivados de la conducta del menor, tal como en 
la queja 20/3780 en la que la interesada nos decía que estando en vigor el 
estado de alarma por la pandemia COVID-19, con la consiguiente obligación 
de permanecer en confinamiento domiciliario, el adolescente a quien tenía 
en acogimiento familiar desobedecía sus indicaciones e incumplía dicha 
obligación, lo cual había motivado que la policía diera curso a una denuncia.

Nos decía que su actuación con el menor había sido diligente, y por ello pedía 
que la eventual responsabilidad por su comportamiento fuese asumida por 
la Junta de Andalucía por ser la entidad pública que ostentaba su tutela.

Toda vez que conforme al artículo 1903 del Código Civil quien ejerza la 
tutela es responsable por los perjuicios causados por los menores que están 
bajo su autoridad y habitan en su compañía, cesando esta responsabilidad 
sólo cuando se pudiera probar que el empleo de la diligencia de “un buen 
padre de familia” para prevenir el daño, decidimos admitir la queja a trámite 
y solicitar información al respecto a la Delegación Territorial de Igualdad, 
Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla.

A este respecto el Ente Público vino a relatar que al momento de ocurrir los 
hechos el joven ya había alcanzado la mayoría de edad y que, no obstante, 
se realizaron gestiones ante la Subdelegación del Gobierno para solicitar 
información sobre el momento procedimental en el que se encontraba la 
sanción impuesta, pudiendo conocer que ya había finalizado el plazo para el 
pago voluntario de la sanción y que presentadas las oportunas alegaciones 
por la interesada habría que esperar a la resolución final del procedimiento, 
sin que en ningún caso se pudiera derivar responsabilidad al Ente Público.

Tras analizar los hechos comunicamos a la interesada que por haber 
alcanzado el joven la mayoría de edad debía ser él quien, con su propio 
patrimonio, hiciera frente al pago de la multa que llegado el caso le fuera 
impuesta por la infracción cometida, pero sin que le alcanzase a ella ninguna 
responsabilidad pecuniaria al respecto.

Otro conjunto significativo de quejas guardan relación con la 
valoración de idoneidad como familia de acogida, tal como en la queja 

https://defensordelmenordeandalucia.es/tras-sufrir-retraso-por-la-covid-19-la-administracion-resuelve-a-favor-de-la-familia-para-el
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20/3100, presentada por una familia que se encontraba pendiente de la 
finalización del procedimiento para que fuese valorada su idoneidad para 
tener en acogimiento familiar a un menor inmigrante, en esos momentos 
ingresado en un centro protección. Se mostraban muy preocupados porque 
el procedimiento de valoración de idoneidad aparentemente había quedado 
paralizado como consecuencia del estado de alarma por COVID-19, lo cual 
perjudicaba de manera especial al menor.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos información al respecto a la 
Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla, 
que vino a justificar dicha demora por las carencias de personal existentes 
en el Servicio de Protección de Menores de Sevilla (debido a bajas laborales 
del personal técnico en esos momentos no se contaba con un profesional de 
psicología que elaborase el informe valorativo de la idoneidad) por lo que se 
solicitó, sin éxito, la colaboración del Equipo de Tratamiento Familiar de San 
Juan de Aznalfarache. Y para dar solución a esta situación a continuación se 
encomendó a una Fundación la emisión de un informe psico-social relativo a 
las capacidades del solicitante para acoger de forma permanente al menor, 
estando en esos momentos a la espera de recibir dicho estudio.

Tras haber dejado transcurrir un período de tiempo prudencial desde 
entonces, solicitamos a la Delegación Territorial que nos informara acerca 
del resultado del procedimiento de valoración de idoneidad cuyo retraso 
motivó nuestra intervención. Y también pedimos información sobre las 
medidas que se hubieran podido adoptar para solucionar la carencia de 
efectivos de personal en el Servicio de Protección de Menores, cuya ausencia 
viene repercutiendo de forma negativa en el funcionamiento ordinario de 
dicho servicio y que compromete las medidas que se pudieran adoptar en 
ejercicio de las competencias de esa Delegación Territorial en materia de 
protección de menores.

El nuevo informe que nos fue remitido señalaba que, aunque con demora, 
finalmente fue emitido, en sentido favorable, el informe de idoneidad para 
el acogimiento familiar permanente del menor. Dicho informe fue elaborado 
por el personal del centro de protección ante las carencias de personal 
existentes en la Delegación Territorial, y en cuanto a la solución de estas 
carencias se indicaba lo siguiente: “... la carencia de efectivos para la valoración 
de idoneidad en el Servicio de Protección de Menores señalada en su escrito se 
ha venido supliendo a través de la colaboración de los Equipos Técnicos de los 

https://defensordelmenordeandalucia.es/tras-sufrir-retraso-por-la-covid-19-la-administracion-resuelve-a-favor-de-la-familia-para-el
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Centros de Menores, de los Servicios de Apoyo al Acogimiento Familiar (en y 
por determinados casos), también de forma excepcional los Servicios Sociales 
Comunitarios. No obstante, recientemente se ha incorporado un Equipo Técnico 
destinado a estas tareas al Departamento de Acogimiento Familiar Adopción 
del citado Servicio de Protección de Menores ...”

Por su parte en la queja 21/3269 era la familia extensa de unos menores 
quien se dirigió a esta Defensoría en disconformidad con el rechazo a su 
ofrecimiento para tener en acogimiento familiar a sus sobrinos, por 
considerar dicha decisión contraria a lo establecido en la legislación que 
prima el acogimiento familiar sobre el ingreso de los menores en un centro; 
y en el supuesto de acogimiento familiar que se favorezca el acogimiento en 
familia extensa sobre el acogimiento en familia ajena.

En este caso la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación de Cádiz nos expuso que el resultado negativo a su idoneidad 
como familia acogedora de los menores estuvo suficientemente motivado al 
haber quedado acreditado en el estudio elementos tales como la existencia 
de motivaciones no conectadas con las necesidades de seguridad y protección 
que los menores; expectativas no ajustadas a la realidad del acogimiento 
permanente de dos menores con necesidades especiales; inexperiencia de 
los solicitantes en la crianza, atención y educación de menores en general, y 
especialmente, con necesidades especiales; incapacidad para la aceptación 
de la historia personal de los menores y de sus necesidades especiales, ya 
que no aceptan los motivos del desamparo y, por tanto, el daño que este 
ha generado a los mismos; y por último también la carencia de recursos 

y habilidades personales para abordar las 
situaciones nuevas que se puedan producir como 
consecuencia de la relación con los niños.

Al darse estos condicionantes negativos en la 
familia extensa que realizó el ofrecimiento para 
tener en acogimiento familiar a los menores, 
la resolución adoptada fue congruente con la 
propuesta negativa emitida tras el estudio de 
idoneidad, y a pesar de la previsión legal de 
primacía de la familia extensa el interés superior 
de los menores hubo de primar y se tuvo que optar 
por otra solución más conveniente para ellos.

El Ente 
Público tiene 
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de efectuar un 
seguimiento 
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la evolución 
del menor con 
su familia de 
acogida
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También en relación con el acogimiento en familia extensa tramitamos 
la queja 21/1927, en la que la interesada nos decía que su nieto, recién 
nacido, había sido declarado en desamparo y que ella se había ofrecido a 
tenerlo en acogimiento familiar, al igual que ya tenía a su hermano, y que 
el Ente Público no había respondido de forma favorable a su ofrecimiento, 
prefiriendo que este pase a ser acogido por una familia ajena a la biológica.

Tras interesarnos por el caso vinieron a disiparse las preocupaciones 
expresadas por la interesada. En realidad nunca se le negó la posibilidad 
de tener en acogimiento familiar a su nieto, sino que en esos momentos se 
encontraba en proceso el estudio de idoneidad, el cual una vez concluido 
arrojó una propuesta favorable, constituyéndose el mismo con carácter 
temporal escasamente un mes después de haberse presentado la solicitud.

Una de las obligaciones que incumbe al Ente Público, como responsable de 
los deberes inherentes a la tutela de un menor, es la tarea de seguimiento 
y control de la evolución del menor con su familia de acogida. Sobre esta 
cuestión tramitamos la queja 21/1267 a instancias de la madre de 
unas menores, tuteladas por el Ente Público, cuyas hijas venían siendo 
atendidas por una familia desde 2016 en la modalidad de acogimiento 
familiar permanente especializado, y que meses antes de presentarnos su 
queja fueron retiradas de dicha familia como consecuencia de la conducta 
negligente y maltratadora que tenían con ellas.

La interesada, madre biológica de las niñas, argumentaba que el cese del 
acogimiento familiar se produjo gracias a su insistencia en denunciar la 
situación de sus hijas, lo cual pondría en evidencia el deficiente control que 
sobre la evolución del acogimiento familiar había venido realizando tanto 
la unidad tutelar responsable de ellas como la entidad colaboradora de 
integración familiar que tenía encomendada dicha labor.

Tras recabar información al respecto a la Delegación Territorial de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla, señalamos como hecho 
destacable que el seguimiento del acogimiento se produjo con la periodicidad 
establecida por la legislación. Constaban dos informes de seguimiento 
efectuados en julio y agosto de 2017; otro posterior realizado en marzo de 
2018 y un último informe en junio de 2019, los cuales se correspondían con 
los mínimos establecidos en el artículo 12, apartado 6, de la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, que establece que 
en los acogimientos permanentes el Ente Público debe efectuar una revisión 

https://defensordelmenordeandalucia.es/la-abuela-ya-disfruta-de-su-nieto-en-acogimiento-provisional
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de dicha medida de protección, evaluando la evolución del menor con su 
familia acogedora, cada seis meses el primer año y, a partir del segundo año, 
cada 12 meses.

Otro hecho reseñable es que la intervención en protección de las menores 
se produjo apenas un mes después de tener conocimiento, tras recibir 
una denuncia escrita de la madre, de la inadecuada atención que sus hijas 
estarían recibiendo de su familia acogedora.

Sin embargo estas circunstancias no podían soslayar la ineficacia del 
seguimiento efectuado a la familia acogedora, el cual no llegó a detectar 
ninguna incidencia reseñable y sólo a instancias de la madre biológica se 
obtuvo la primera noticia sobre el trato que venían recibiendo las niñas, pues 
aún conociendo la dificultad que entraña el seguimiento de la vida familiar, 
ya que dicha labor supone adentrarse en ámbitos de la vida privada muy 
sensibles, en que existe una natural resistencia a la revelación de pautas 
de conducta no apropiadas, ante el temor de las consecuencias para el 
propio menor y para la familia con la que convive, nuestra perspectiva de 
Defensoría de la Infancia y Adolescencia nos obliga a cuestionarnos si no se 
pudo haber actuado de otro modo más eficaz, si la forma en que se efectuó la 
supervisión del acogimiento familiar no debió ser más intensa o más incisiva 
en determinados detalles que hubieran propiciado obtener indicadores que 
alertaran de una situación irregular.

Y es que no podemos conformarnos con la persistencia del acogimiento 
familiar durante más de cuatro años, cuando a la postre se ha podido 
conocer que prácticamente desde el inicio de la relación las menores dieron 
muestra de inadaptación a la dinámica familiar, que se vino agravando con 
el tiempo, llegando a situaciones vejatorias, de maltrato psicológico. La 
percepción de la madre biológica es que la entidad colaboradora cometió 
muchas negligencias y apenas supervisó a la familia acogedora ni entrevistó 
debidamente a sus hijas, circunstancia que quedaría demostrada en los 
escritos que remitió mostrando preocupación por su estado y las propias 
quejas que realizaron sus hijas.

En esta tesitura hemos de compartir con la madre su pesar porque sus hijas 
no hubieran podido expresarse libremente y compartir con el personal de 
la entidad colaboradora o con la unidad tutelar sus inquietudes, miedos y 
problemas, sin temor a represalias o castigos por parte de la familia de la 
que en esos momentos dependían. La madre echaba en falta esa posibilidad 
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de comunicación directa y se lamentaba de que el seguimiento efectuado 
se hubiese limitado a la redacción de informes formales, realizados con una 
periodicidad que, si bien cumplía con los mínimos legales, a la postre se 
había mostrado ineficaz para un correcto control y supervisión del estado de 
las menores cuya tutela seguía ejerciendo la Administración.

En el informe que nos fue remitido no se nos aportaron detalles sobre cómo 
se realizó el seguimiento del acogimiento, esto es, cómo se recabaron los 
datos y se obtuvo información sobre la evolución de las menores y la dinámica 
de relación con su familia de acogida. A este respecto hemos de señalar que 
los cauces habituales consisten en entrevistas personales y visitas al 
domicilio familiar.

En cuanto a las entrevistas personales al menor, 
creemos que éstas deben realizarse en un contexto 
aislado, sin interferencias ni de su familia biológica 
ni la de acogida, en un entorno que propicie la 
confianza, evitando rigideces en la rutina de 
preguntas y favoreciendo la comunicación con el 
menor.

También estimamos que no bastaría con esta 
entrevista puntual, ya que sería aconsejable que 
el menor dispusiera de un canal de comunicación 
que le permitiera contactar con facilidad en 
supuestos puntuales para hacer llegar sus dudas o inquietudes, e incluso 
para denunciar conductas inapropiadas, sirviendo para ello las nuevas 
tecnologías de la comunicación, en especial las redes sociales de internet 
de uso tan generalizado entre la juventud. De estas comunicaciones y de la 
respuesta ofrecida deberían existir reseñas en los informes de seguimiento.

Y en cuanto a las visitas al hogar familiar, estimamos que estas se deben 
producir de improviso, sin anunciar previamente su llegada, de tal modo 
que no se convierta en una visita protocolaria y rígida, en la que la familia 
muestre su mejor versión, previamente preparada, y el personal supervisor 
se limite a cumplimentar en el informe los diferentes items establecidos, 
pero sin un análisis crítico y contradictorio de la información obtenida.

Aún así, somos conscientes que seguirán existiendo casos que se escapen 
del control pero creemos que una actuación reforzada permitirá reducir 
el número de situaciones como las descritas en la queja. Por todo ello, 
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teniendo en cuenta los hechos expuestos, formulamos una Recomendación 
a la citada Delegación Territorial para que se revise el protocolo de recogida 
de información seguido por la entidad colaboradora, especialmente en 
lo referido a las entrevistas personales y visitas al domicilio familiar, así 
como la respuesta dada a posibles quejas de las menores para denunciar 
su situación, y a resultas de sus conclusiones se establezcan medidas 
correctoras para garantizar una supervisión más eficaz de la evolución del 
acogimiento familiar, evitando situaciones de maltrato psicológico.

Al momento de redactar este informe nos encontramos a la espera de 
recibir respuesta a nuestra resolución, en la que se manifieste la aceptación 
o rechazo de la misma.

También hemos de hacer especial mención a nuestras actuaciones en la queja 
20/6451 que tramitamos tras dirigirse a nosotros una familia que tenía 
en acogimiento familiar permanente a un menor, afectado por trastorno 
de déficit de atención con hiperactividad, unido a retraso madurativo, y 
que en fechas próximas iba a alcanzar la mayoría de edad. Se quejaban 
porque a pesar de sus reiteradas peticiones el menor aún no disponía de 
una valoración de su discapacidad y tampoco tenían conocimiento de que 
se hubiera previsto para él un programa de actuaciones que le ayudaran 
en el tránsito a su vida adulta independiente, a pesar de ser consciente la 
Administración que ejercía su tutela de sus limitaciones personales.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos de la Delegación Territorial de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Málaga la emisión de un informe 
al respecto, en el cual de forma sucinta se indicaba que en abril de 2020 
se solicitó para el menor el reconocimiento de su grado de discapacidad, 
siendo resuelto este expediente en julio de ese mismo año, reconociendo al 
menor un grado de discapacidad del 34%, revisable en julio de 2025.

De conformidad con los informes técnicos de que disponía el Servicio 
de Protección de Menores no se valoró que el menor tuviese limitada su 
capacidad hasta el punto de que fuera necesario instar judicialmente una 
curatela, a lo cual se añadía la evolución favorable del acogimiento familiar 
y que ambos, menor y familia acogedora, manifestaron su intención de 
proseguir con su relación de convivencia, siendo este el motivo por el que no 
se planteó ningún recurso alternativo tras la mayoría de edad.

En relación a este informe la familia acogedora vino a replicar que si bien 
la resolución por la que se reconocía al menor su grado de discapacidad 

https://defensordelmenordeandalucia.es/la-administracion-debe-garantizar-con-un-plan-individual-el-transito-a-la-mayoria-de-edad-de-los
https://defensordelmenordeandalucia.es/la-administracion-debe-garantizar-con-un-plan-individual-el-transito-a-la-mayoria-de-edad-de-los
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tenía fecha de 27 de julio, a ellos no les fue notificada hasta tres meses 
después, el 29 de octubre, siéndole entregado el carnet el 3 de noviembre, 
cuando el joven ya había alcanzado la mayoría de edad. En cualquier caso se 
lamentaban de que fuesen ellos y no la Administración que ejercía su tutela 
quien hubiese mostrado preocupación por la ausencia de reconocimiento 
legal del grado de discapacidad, y sin que tampoco tuviesen conocimiento de 
que se hubiese planificado nada para favorecer su tránsito a la vida adulta, 
ante la cercanía de su mayoría edad y la incógnita de cómo influiría su 
discapacidad en su desarrollo personal y profesional.

Tras valorar la información de que disponemos en el expediente, como 
Defensoría de la Infancia y Adolescencia nos centrarnos en las obligaciones 
que incumben al Ente Público en el ejercicio de la tutela del menor. Y a 
este respecto recalcamos que el estatus jurídico derivado de un acogimiento 
familiar no es el mismo que el que se produce con una adopción. La persona, 
menor de edad, en acogimiento familiar no se integra en su familia acogedora 
como un hijo más, con plenos derechos y obligaciones. Las obligaciones 
y facultades de la familia acogedora se circunscriben a lo previsto en la 
legislación civil, limitadas al ejercicio de la guarda y custodia del menor, 
dando cobertura a todas sus necesidades, tanto materiales como afectivas, 
pero correspondiendo a quien ejerce la tutela -en este caso la Junta de 
Andalucía- las obligaciones y facultades más trascendentes, de supervisión 
y dirección de la relación del menor tutelado con su familia de acogida, 
teniendo la potestad de decidir la continuidad del acogimiento familiar y 
cualquier otra cuestión que fuera relevante para la vida del menor.

A este respecto, el artículo 27 del Decreto 282/2002, de 12 de noviembre, 
sobre Acogimiento Familiar y Adopción, prevé que se efectúe un seguimiento 
de los menores en acogimiento familiar con periodicidad al menos semestral, 
recabando la información necesaria de los servicios sociales, sanitarios y 
educativos; y también de la propia familia acogedora respecto a la evolución 
del menor y a su integración en la familia, estableciendo para ello las 
medidas de coordinación adecuadas.

Y según se desprende de la información aportada a esta Defensoría la 
evolución del menor en el seno de su familia de acogida fue muy favorable, 
hasta el punto de que no se consideró necesario establecer ninguna especial 
medida de protección a pesar de su discapacidad, pero aún así, por muy 
favorable que fuese la integración del menor con su familia de acogida, y 
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aún contando con la predisposición de esta familia para mantener la 
convivencia con el menor una vez que éste alcanzase la mayoría de edad, el 
Ente Público que ejercía su tutela no podría desentenderse de sus obligaciones 
y dejar de programar el tránsito a su vida adulta independiente, que en este 
caso parecía estar encauzado de modo favorable para el ex tutelado gracias 
a la colaboración altruista de la familia, pero sin que este hecho debiera ser 
obstáculo para prever con suficiente antelación las necesidades del ex 
tutelado y los recursos sociales o ayudas publicas a las que podría tener 
acceso, y todo ello inserto en un programa o plan específicamente elaborado 
para él, conforme a su características personales, capacidades y entorno 
social en que previsiblemente se desenvolvería.

Por todo lo expuesto, y con apoyo en la legislación 
aplicable al caso, dirigimos a la citada Delegación 
Territorial una Recomendación para que para 
cada menor en que fuese previsible que alcanzase 
la mayoría de edad bajo tutela del Ente Público 
se elaborase, con suficiente antelación, un 
plan especifico para el tránsito a su vida adulta 
independiente, y todo ello con indiferencia de que 
éste pudiera encontrarse en acogimiento familiar 
o residencial, estableciendo las ayudas y apoyos 
que se considerasen necesarios en función de las 
circunstancias concretas del menor.

También recomendamos que se efectuase un seguimiento de la evolución 
del menor ex tutelado señalado en el expediente de queja, a fin de apoyarlo 
en su tránsito a la vida adulta independiente facilitando, en su caso, su 
acceso a las ayudas públicas de que pudiera resultar beneficiario, fueran 
estas económicas o de otra índole.

La respuesta a nuestra resolución por parte de la citada Delegación Territorial 
fue en sentido favorable, precisando que desde el Servicio de Protección de 
Menores no solo se llevarían a cabo las Recomendaciones realizadas desde 
el Defensor del Pueblo para este caso concreto, sino en general para todo 
menor del sistema de protección.
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3.1.2.8.4 Acogimiento residencial

En relación con la medida de protección consistente en el acogimiento 
residencial de menores esta Institución recibe quejas relacionadas con el 
funcionamiento cotidiano de los centros, tal como en la queja 20/3182 
cuya tramitación iniciamos tras dirigirse a nosotros una familia que venía 
colaborando con un centro de protección de menores en la provincia de 
Sevilla, lamentándose de que no se hubieran habilitado medios para que los 
internos pudieran realizar videollamadas durante el período en que estuvo 
vigente la restricción de movilidad por el estado de alarma.

Referían que la no disponibilidad de tales elementos avanzados de 
comunicación dificultaba la continuidad de los estudios del menor y también 
les impedía relacionarse con él.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos de 
la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación de Sevilla la emisión de un 
informe al respecto, en el cual se indicaba que en 
consonancia con las medidas sanitarias derivadas 
del estado de alarma se paralizaron de forma 
temporal todas las relaciones personales de los 
menores acogidos en centros de protección de 
menores con personas de fuera del centro (familias 
biológicas, con sus familias colaboradoras, etc), 
al objeto de salvaguardar la integridad de dichos 
menores. Al mismo tiempo, con la finalidad de 
facilitar el contacto entre los menores y su familia 
biológica, allegados y familias colaboradoras, desde la Dirección General de 
Infancia se dictaron instrucciones para facilitar tales contactos, previendo 
que en función de la evolución de la pandemia se pudiera restablecer 
progresivamente las relaciones y comunicaciones.

No obstante, el informe precisaba que el problema expuesto en la queja 
derivaba de la deficiente conexión a internet y red wifi del centro, motivada 
por razones tanto técnicas como de costo económico, todo ello como 
consecuencia de su peculiar configuración arquitectónica. A lo expuesto 
también se unían carencias en cuanto a la dotación de ordenadores portátiles 
o móviles corporativos.

Ante la 
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Tales medios técnicos, básicamente referidos al acceso del centro a banda 
ancha de internet y distribución inalámbrica (wifi) de dicha conexión en su 
interior, así como la disponibilidad por los menores de ordenadores para 
poder asistir a las clases del centro docente en el que estuvieran cursando 
sus estudios en la modalidad remota (on line), no podía considerarse una 
demanda desproporcionada o carente de fundamento, más al contrario, se 
trata de unos recursos técnicos de uso generalizado en la sociedad actual 
y cuya carencia deja en situación de desventaja a las personas que carecen 
de ellos, situación que se agrava por tratarse de menores en situación 
desamparo y cuyos cuidados y cobertura de sus necesidades básicas 
corresponde al Ente Público que ejerce su tutela.

Es por ello que hubimos de recalcar las obligaciones que al Ente Público 
correspondían en ejercicio de la tutela de los menores alojados en dicho 
centro de protección, cuyas necesidades educativas, formativas y de 
comunicación aspiramos a que fuesen satisfechas al menos en un nivel 
parejo al del resto de menores andaluces.

A tales efectos recordamos que la redacción actual de la Ley Orgánica 1/1996, 
de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, deja sentado en su artículo 5 
el derecho de los menores a buscar, recibir y utilizar la información adecuada 
a su desarrollo, por lo que se prestará especial atención a la alfabetización 
digital y mediática, de forma adaptada a cada etapa evolutiva, que permita a 
los menores actuar en línea con seguridad y responsabilidad. A tales efectos 
prevé dicho articulo que las Administraciones Públicas faciliten el acceso de 
los menores a los servicios de información.

También el artículo 7 de dicha Ley Orgánica establece el derecho de los 
menores a participar plenamente en la vida social, cultural, artística y 
recreativa de su entorno, así como a una incorporación progresiva a la 
ciudadanía activa.

El artículo 11, apartado 1 de la misma Ley determina la obligación de las 
Administraciones Públicas de tener en cuenta las necesidades de los menores 
al ejercer sus competencias, señalando específicamente las relativas a 
medios de comunicación y nuevas tecnologías (TICs). Y el artículo 21 bis, 
con referencia a menores acogidos, con independencia de la modalidad de 
acogimiento familiar o residencial, establece su derecho a relacionarse con su 
familia de origen en el marco del régimen de visitas, relación y comunicación 
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establecido por la Entidad Pública y también el derecho a recibir el apoyo 
educativo y psicoterapéutico que fuese necesario.

Por todo lo expuesto formulamos una Recomendación para que se realizasen 
las actuaciones necesarias para dotar al citado centro de protección de 
menores de medios técnicos que permitieran a los menores allí alojados 
acceder de forma remota a las clases en los centros educativos en los que 
estuviesen matriculados, así como realizar videollamadas y su acceso a 
internet con los controles y supervisión que se considerasen necesarios.

En respuesta a dicha resolución la Delegación Territorial nos remite un 
informe en el que asumía y aceptaba nuestro posicionamiento.

Una cuestión que suele suscitarse de forma 
reiterada en las quejas que tramita esta 
Defensoría es la relativa a la necesidad de que los 
centros de protección adapten sus características 
y pautas de funcionamiento al perfil conflictivo 
de los menores allí alojados. Los profesionales 
denuncian agresiones y ausencia de recursos, 
medios y formación para atender a menores con 
un perfil muy conflictivo. Estos comportamientos 
disruptivos provocan también molestias a 
la vecindad, además de reflejar un aparente 
descontrol y desgobierno de los recursos.

Sobre esta problemática haremos alusión a la 
queja 20/6944, que esta Defensoría tramitó de 
oficio tras tener conocimiento, por distintas fuentes, del robo que protagonizó 
el pasado mes de agosto de 2019 un menor residente en un centro de 
protección de Castilleja de la Cuesta (Sevilla), para lo cual agredió de forma 
reiterada y vejó a la educadora que en esos momentos lo custodiaba. Con 
posterioridad el menor fue detenido por la policía e ingresado en un centro de 
internamiento para menores infractores por orden del Juzgado de Menores.

Cuando nos encontrábamos recabando información sobre las circunstancias 
del suceso recibimos la llamada de la educadora que fue víctima de la 
agresión, quien concertó una cita en nuestra oficina para ponernos al 
corriente de las circunstancias en que ejercía su labor profesional en el 
centro y las características de los menores allí alojados.

La permanencia 
continuada de 
menores con 
perfil conflictivo 
en centros no 
adaptados a sus 
singularidades 
puede ocasionar 
graves 
problemas de 
convivencia

https://defensordelmenordeandalucia.es/solicitamos-la-supervision-de-un-centro-de-menores-tras-la-agresion-a-una-educadora-por-parte-de-uno


216

Informe Anual 2021  DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

Tras analizar los datos proporcionados por la educadora acordamos iniciar, 
de oficio, un expediente de queja, solicitando informe de la Delegación 
Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla la emisión 
de un informe sobre las deficiencias e irregularidades en la organización 
y funcionamiento del centro que se deducían del relato efectuado por la 
educadora, centrando de manera especial su atención en los motivos de 
la permanencia continuada de menores, en edad adolescente y con perfil 
conflictivo, en el mismo centro de protección previsto como residencial 
básico, sin que se les proporcionara asistencia especializada en el abordaje 
de sus problemas de comportamiento.

De igual modo, y con referencia a cada uno de los adolescentes citados por la 
educadora solicitamos información sobre los motivos por los que se produjo 
la aparente dilación en medidas de protección que habrían de garantizar una 
atención adecuada a sus específicas circunstancias personales.

Una vez recibido este informe procedemos a analizar su contenido al hilo de 
las manifestaciones realizadas por la educadora, para lo cual realizamos las 
siguientes consideraciones:

I. Acumulación de residentes de perfil muy conflictivo

La gravedad del incidente ocurrido en el centro hace que sea difícil realizar 
un análisis sosegado de los condicionantes que pudieron propiciar dicha 
situación. Aún así el tiempo transcurrido desde entonces permite dejar en 
un segundo plano el alto impacto emocional que conlleva el suceso para las 
personas implicadas y hace viable que ahondemos en los hechos alejándonos, 
eso sí, de los elementos más escabrosos.

Hemos de señalar que no siempre disponemos de un testigo privilegiado de 
lo ocurrido, que en este caso es la profesional víctima de la agresión, quien ha 
podido aportarnos información directa, de primera mano, de los pormenores 
del suceso y, lo que es más interesante para nuestra investigación, de las 
condiciones en que se desenvolvía la vida ordinaria en el centro.

Y es aquí donde la educadora relata sin ningún ambages que en su opinión 
era previsible que ocurriera un incidente violento como el relatado o de 
características similares, todo ello por la sucesión de previos incidentes 
violentos protagonizados por los internos que fueron denunciados por el 
personal y, por tanto, conocidos por la Administración, y que no dieron lugar 
a medidas correctoras eficaces y proporcionadas.
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Refiere la educadora que empezó a trabajar en el centro en mayo de 2020, 
siendo contratada para hacer una sustitución a un compañero quien se 
encontraba de baja por razones médicas. La entidad gestora del recurso 
la contrata teniendo en consideración su experiencia profesional por haber 
trabajado antes como educadora en centros de convivencia que ejecutan 
medidas de responsabilidad penal de menores en medio abierto.

Al contratarla para desempeñar su labor la dirección de este recurso le 
informa que los internos que allí residen tienen un perfil muy complicado, 
circunstancia que es corroborada por el Ente Público en el informe que nos 
ha sido remitido al señalar que “al inicio de su contrato y antes de comenzar 
su trabajo en el centro, la educadora fue informada en entrevista de acogida 
(tal y como tenemos establecido por protocolo), del perfil de cada uno de los 
menores, haciendo hincapié sobre todo en las características especialmente 
conflictivas de varios de los residentes”.

Respecto de estos menores el informe especifica lo siguiente: “... algunos 
de los menores con unos perfiles más complicados, empezaron a mostrar 
alteraciones conductuales importantes que interferían en las rutinas diarias, 
ya que no respetaban las normas, se ausentan del centro sin permiso y se 
enfrentaban a educadores y compañeros ...”

Por tanto, no cabe duda del conocimiento por parte del Ente Público del 
perfil conflictivo de los chicos que en ese momento residían en el centro, y 
más específicamente hemos de señalar que cuando la educadora inició el 
desempeño de su funciones residían en el mismo sólo cuatro internos, cuyo 
perfil describe de forma sucinta la educadora.

Las experiencias vividas por el menor agresor sin lugar a dudas han tenido 
un fuerte impacto en su manera de relacionarse con sus iguales y con las 
personas adultas referentes de su cuidado, con constantes muestras de 
inadaptación a las reglas de convivencia en sociedad. Al no tener todavía 
madurado su carácter se vio muy influenciado por el ingreso en el centro de 
un nuevo chico, quien exacerbó su conducta inadaptada. Ambos se dedicaron 
a delinquir tanto en el interior del centro (hurtos a otros menores y daños 
en las instalaciones) como en sus salidas al exterior (robo con arma blanca 
en una papelería).

En cualquier caso, cuando ella empezó a trabajar en el centro ya existían 
antecedentes de peticiones de traslado del menor a un centro específico 
en el abordaje de problemas de comportamiento. Fueron constantes las 
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notificaciones de incidencias por asuntos tales como: robos dentro del hogar, 
hurtos a otros chicos, tenencia de armas blancas, vandalismo, destrozos 
en las instalaciones del centro, abandonos no autorizados. Especifica la 
educadora que estos abandonos del centro se producían a diario, esto es, el 
menor entraba y salía del centro a su antojo, sin que el personal educativo 
pudiera evitarlo.

Ella misma llegó a interponer contra este menor una denuncia en junio de 
2020 -cerca de un mes antes de sufrir la agresión- en el puesto de la Guardia 
Civil acusándolo de intimidarla con amenazas de causarle daño.

Tal como se ha señalado, a estos cuatro menores se une en mayo de 2020, 
procedente de un centro en el que cumplía una medida de responsabilidad 
penal, un nuevo interno. Se trata de un chico, de 16 años, que cuando ingresa 
en el centro acababa de cumplir una medida de internamiento de dos años 
de duración impuesta por el Juzgado de Menores.

De este chico no se tenía ningún dato pues cuando ingresó no se remitió al 
centro su expediente. Ingresó en junio y a finales de julio ya había cometido 
dos robos en el centro, causando destrozos y protagonizando actos 
vandálicos. Por estos hechos fue posteriormente ingresado en un CIMI, de 
forma cautelar, por orden el Juzgado de Menores.

II. Respuesta a la situación crítica provocada por la rotación del personal 
educativo de larga experiencia en el recurso

A la coincidencia en el recurso de internos con perfil conflictivo hemos de 
unir el hecho de que el clima de convivencia en el centro se vio alterado 
como consecuencia de un cambio en el personal educativo del centro. En el 
informe que nos ha sido remitido se señala que en marzo de 2019 tuvo lugar 
un cambio importante debido al despido de una educadora que llevaba años 
trabajando en el centro y con la que los menores de más largo internamiento 
estaban muy vinculados.

Y especifica el informe lo siguiente: “... Algunos menores del Hogar no 
aceptaron de buen grado este cambio, reaccionando según sus perfiles a dicha 
situación. Este hecho se unía a la baja laboral por incapacidad temporal de otra 
educadora, y varias altas y bajas de educadores nuevos que permanecieron 
poco tiempo en el Hogar debido, sobre todo, al grado de conflictividad que 
empezaban a tener varios de los menores residentes. Esto provocaba una 
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situación de gran inestabilidad tanto en el Equipo Educativo como en el grupo 
de convivencia.

Por todo ello existía un desajuste en el Hogar, ya que el equipo educativo 
se encontraba en proceso de reorganización y adaptación, enfrentándose a 
menores muy desubicados, afectados emocionalmente, a los que les costaba 
admitir nuevos referentes afectivos y de autoridad en esos momentos ...”

Esta era, por tanto, la situación en que se encontraba el centro cuando 
la educadora comienza su labor profesional, definida por la propia 
Administración como de gran inestabilidad, con un alto grado de conflictividad 
de los menores residentes.

A esto se une que aún estando ocupadas solo cuatro de las ocho plazas 
disponibles, tres de los menores residentes venían dando muestras de 
comportamientos disruptivos e inadaptados. Lejos de mejorar este contexto, 
a los pocos meses ingresa un nuevo menor con perfil complicado, procedente 
de un centro de responsabilidad penal de menores.

Y es que si bien, tal como señala la Administración en su informe, a lo largo 
de 2019 se intentó paliar la situación del centro, gracias al traslado de 
algunos internos a centros mejor adaptados a su perfil conflictivo, hecho 
que propició una reducción significativa de las plazas ocupadas, no parece 
muy congruente que cuando aún no se había solventado el problema, ya que 
tres de los cuatro menores residentes seguían teniendo comportamiento 
disruptivo, se volviera a deteriorar el clima de convivencia en el centro tras 
el ingreso en el mismo de un menor con características similares o incluso 
más acentuadas de conducta inadaptada.

III. Dilación en los traslados de residentes a centros de protección 
especializados en el abordaje de problemas de comportamiento

Pero quizás, el elemento que hacía inviable, si no la solución definitiva del 
problema, al menos que quedase paliada la elevada conflictividad existente 
en el centro, era la dilación en el traslado de internos a centros adaptados a 
sus especiales características personales.

Hemos de recordar que el Ente Público se ha preocupado porque entre su 
red de centros residenciales algunos de ellos se especialicen en abordar 
problemas de comportamiento, orientando el programa educativo del centro 
y sus medios materiales y personales específicamente para dicha finalidad. 
Todo ello para dar respuesta a las específicas necesidades de chicos o chicas 
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que tienen problemas para adaptar su comportamiento a la vida ordenada 
en sociedad, con conducta impulsiva, en ocasiones violenta, que trasgreden 
las reglas mínimas de convivencia.

No debe resultar extraño, por tanto, que un centro concebido como 
residencial básico, se vea superado por los problemas que entraña la 
convivencia en un centro pequeño -concebido en origen para albergar a un 
máximo de ocho internos- de un elevado porcentaje de internos con graves 
problemas de comportamiento. Se trata de un hecho muy relevante, que 
debió ser abordado de forma decidida por la Administración que ejercía la 
tutela de los menores. Y es que las características de un centro de protección 
no lo hacen compatible con un lugar de convivencia hostil, con constantes 
altercados y pautas de relación inapropiadas para la formación y educación 
en valores de los menores allí residentes.

A este respecto en el informe que nos ha sido remitido se indica lo siguiente:

“ … En la actualidad, la gama de problemas y necesidades cambiantes 
de los niños y adolescentes acogidos en centros de menores hace 
que los retos que afronta el sistema de acogimiento residencial y, los 
profesionales que en él desarrollan su trabajo sean enormes y requieran 
reforzar su formación y sus recursos.

De ello somos conscientes, también que los niños que deben ser separados 
de sus familias deben pasar a vivir con otras familias en régimen de 
acogida, bajo la cobertura de los programas de acogimiento familiar. El 
acogimiento residencial queda como una opción para aquellos casos de 
gran dificultad para los que es muy difícil encontrar familias de acogida.

Por último, decir que se disponen de diferentes programas en nuestros 
centros de menores (Centros de Acogida lnmediata, Centros Residenciales 
Básicos, Centros especializados en problemas de conductas, Centros 
especializados en Conflicto social, Centros especializados en 
discapacidad) y cada menor es propuesto para un programa concreto 
en función de sus características personales y de os recursos disponibles 
en cada momento. ...”.

Así pues, queda acreditado un desajuste entre el perfil de los menores 
ingresados en el centro respecto de las características y programa educativo 
para el que fue concebido. Dicho desajuste se debe, tal como se ha relatado 
con anterioridad, a la permanencia continuada en el centro de chicos con 
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problemas conductuales enquistados. Las necesidades e inquietudes de 
estos chicos difieren en muchas facetas de las que corresponden al común 
de la población menor de edad, tutelada por el Ente Público.

A este respecto hemos de referirnos necesariamente a la Orden de la 
Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social, de 13 de julio de 2005, 
por la que se aprueba el Proyecto Educativo Marco (PEM) para los centros 
de protección de menores en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.

El artículo 5.1 de dicho PEM asigna al centro de protección de menores la 
responsabilidad sobre el desarrollo integral de las personas que atiende, 
garantizándoles la adecuada satisfacción de sus necesidades biológicas, 
afectivas, y sociales, en un ambiente de seguridad y protección, así como 
potenciando experiencias de aprendizaje y el acceso a los recursos sociales 
en las mismas condiciones que cualquier otra persona de su edad.

El PEM pretende que los recursos residenciales tengan una organización 
y funcionamiento similar al de pequeñas unidades cuasi familiares, que 
permitan a niños, niñas, adolescentes y jóvenes una educación que les 
facilite vivir y desarrollarse en plenitud, con al menos las mismas o parecidas 
condiciones que la mayoría de la población.

Partiendo de que la población menor de edad susceptible de medidas de 
protección no tiene necesidades uniformes, en respuesta a esta diversidad, 
prevé el PEM en su artículo 5.3 algunas especializaciones de los centros de 
protección que obedecen a problemáticas específicas. Así, con independencia 
de la tipología del recurso residencial, se prevé que en los centros de 
protección se desarrollen programas que podrán variar a lo largo del tiempo 
en la medida en que las características de quienes se atiende cambien; e 
incluso esta concepción va a permitir que en un mismo centro puedan y 
deban convivir programas distintos para menores diferentes.

Por tanto, conforme a las previsiones que acabamos de relatar incluidas 
en el PEM, siendo este el instrumento técnico mediante el que el propio 
Ente Público ha regulado el modo en que ha cumplir con la tarea de tutelar 
o guardar a los menores en acogimiento residencial, hemos de recalcar el 
desajuste entre estas previsiones y la realidad de lo que ha venido sucediendo 
en el centro residencial que analizamos, al haber quedado acreditada 
la inadecuación del centro para dar asistencia a menores afectados por 
problemas de conducta de difícil solución.
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Hemos de remarcar que no se han arbitrado soluciones para que sin 
necesidad de que los menores fuesen trasladados del centro, se adoptasen 
medidas que garantizasen una prestación asistencial de calidad.

Así que el Pliego de Clausulas Administrativas particulares del contrato 
que regula la prestación por parte del centro del servicio de acogimiento 
residencial básico establece que el centro debe fomentar la integración y la 
normalización.

Los medios materiales y personales de que disponía el centro, y con 
la organización a priori programada, e incluso con las adaptaciones 
programáticas que hubiera podido realizar, ha resultado evidente la 
incapacidad del centro para gestionar de modo adecuado el problema que 
representaba la acumulación de menores con un perfil muy conflictivo 
quienes venían reiterando graves problemas de comportamiento.

Es por ello que nos cuestionamos si, en ausencia de plazas disponibles en 
otros centros residenciales básicos mejor dotados para atender de forma 
idónea la problemática de los menores que así lo requiriesen (programa 
específico para menores en conflicto social), no se hubieran podido 
adoptar por parte del Ente Público algunas medidas de apoyo al centro, 
suplementando transitoriamente los servicios contratados para ofrecer una 
solución que no fuera la de conformarse con la reiteración de incidentes 
que perjudican no solo a los menores que los protagonizan sino también al 
resto de internos, incluyendo entre estas medidas, entre otras, la aplicación 
de programas especializados con técnicas específicas, el refuerzo con 
profesional especializado y cambios en la organización del funcionamiento 
ordinario del recurso residencial.

Otra opción alternativa, sólo para los supuestos en que así estuviera indicado, 
sería el traslado de estos menores con problemas conductuales a centros 
específicamente habilitados para ello (programa específico de intervención 
con menores con problemas de conducta), debiendo cumplir con las garantías 
y previsiones establecidas en la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, que 
prevé que el acogimiento residencial en estos centros, previa autorización 
judicial, se realice exclusivamente cuando no sea posible la intervención a 
través de otras medidas de protección, y tendrá como finalidad proporcionar 
al menor un marco adecuado para su educación, la normalización de su 
conducta, su reintegración familiar cuando sea posible, y el libre y armónico 
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desarrollo de su personalidad, en un contexto estructurado y con programas 
específicos en el marco de un proyecto educativo.

IV. Adecuación de la plantilla de personal del centro a las necesidades del 
servicio contratado.

En el Pliego de Prescripciones Técnicas del contrato (concierto social del 
servicio de acogimiento residencial de menores) queda establecido el 
contenido fundamental del servicio de acogimiento residencial, el cual 
consiste en ofrecer a cada menor el alojamiento, convivencia, educación y 
protección que precisa para su desarrollo integral por el período necesario 
hasta que pueda producirse el retorno a su familia si fuera posible, la 
adopción de una medida alternativa (acogimiento familiar o adopción), o su 
emancipación a la mayoría de edad.

Durante su estancia en el centro se debe ofrecer al menor la preparación 
necesaria para garantizar su plena autonomía al alcanzar la mayoría 
de edad. Y todo ello mediante un proyecto socioeducativo individual que 
persiga el bienestar físico, psicológico, social y educativo, en un ambiente 
normalizador lo más parecido posible a los núcleos familiares comunes que 
fomente la convivencia armónica y la plena participación del menor en el 
entorno residencial y comunitario y, especialmente, en aquellas decisiones 
que le afecten, incluida la propia gestión del centro, la autonomía y la 
asunción progresiva de responsabilidades.

Para dicha finalidad el Pliego de Prescripciones Técnicas prevé que el centro 
disponga del personal necesario en número suficiente para garantizar la 
prestación efectiva del servicio todos los días del año durante 24 horas, y 
que se garantice la coordinación entre los profesionales y el intercambio de 
información en los cambios de turno, debiendo en todo momento existir una 
persona designada como responsable del recurso.

Prevé el citado Pliego que la plantilla disponible para atender el recurso 
esté integrada al menos, por dirección, equipo técnico y equipo de atención 
educativa, siendo así que los centros con hasta ocho plazas concertadas 
deberán disponer de cinco profesionales de acción educativa; 0,5 
profesionales de la psicología; 0,5 profesionales del trabajo social y 0,5 de 
otras profesiones; todo ello con una ratio de 0,69.
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Y a este respecto hemos de señalar que la plantilla del centro en cuestión 
parece a priori ajustarse a estas exigencias, tal como queda reflejado en el 
informe que nos ha sido remitido por la Delegación Territorial.

A la vista de los hechos expuestos recomendamos que en el supuesto de 
que en un centro residencial básico se produzca una alteración reiterada 
de su clima de convivencia, por la permanencia en el mismo de menores 
con perfil conflictivo y problemas de comportamiento, cuya solución supere 
las posibilidades del centro y resultase inviable el traslado de los menores 
a centros con programa específico para menores en conflicto social por no 
disponer de plazas para ello, se adopten soluciones urgentes que permitan 
paliar el problema existente en el centro.

También recomendamos a la Delegación Territorial que en el supuesto 
de que fuera necesario derivar a un menor para que fuese atendido en 
un centro residencial que ejecute un programa específico de intervención 
con menores con problemas de conducta, se de prioridad a la tramitación 
administrativa de la solicitud que se ha de remitir al juzgado, aplicando para 
ello el procedimiento de urgencia.

Nuestras recomendaciones han sido aceptadas.

3.1.2.8.5 Adopción

En el transcurso del año 2021 hemos tramitado quejas por retrasos en 
la valoración de idoneidad para la adopción y también por demoras en 
el traslado al Juzgado de la propuesta de adopción.

Así en la queja 21/0258 la persona interesada tras exponer las demoras que 
se produjeron en su caso concreto venía a lamentarse de que en la provincia 
de Almería era frecuente que se produjeran retrasos en los expedientes para 
valorar la idoneidad de familias que se ofrecían para adoptar menores bajo 
tutela de la Junta de Andalucía.

A este respecto la Delegación Territorial de 
Políticas Sociales y Conciliación en dicha provincia 
vino a justificar su intervención en función de 
las sucesivas modificaciones producidas en la 
solicitud, siendo así que el tramo de edad y 
características del menor objeto del estudio de 
idoneidad no se encontraba dentro de los casos 

Detectamos 
demoras en la 
valoración de 
idoneidad para la 
adopción
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considerados preferentes, por lo que la solicitud debió valorarse siguiendo 
el riguroso orden de incoación de expedientes, tal como queda establecido 
en la Legislación.

Tras analizar dicha respuesta comunicamos al interesado que no 
observábamos irregularidades en la actuación. A tales efectos destacamos 
que en el Título III del Decreto 282/2002, relativo a la idoneidad de los 
acogedores y adoptantes, no se establece un plazo concreto en que se 
haya de emitir la resolución sobre valoración de idoneidad. El articulado 
comprendido en dicho Titulo III establece que en la tramitación de solicitudes 
se guardará el orden riguroso de iniciación de los procedimientos, ello sin 
perjuicio de que se dé un carácter preferente a la tramitación de las solicitudes 
de declaración de idoneidad que hagan constar la disposición de adoptar 
a menores que se encuentren en los siguientes casos: a) Reagrupación 
familiar, b) Grupos de tres o más hermanos, c) Menores con discapacidad y 
problemas de salud especiales, d) Menores de más de siete años de edad, e) 
Menores con antecedentes clínicos hereditarios de riesgo, y f) Menores con 
otras necesidades especiales.

En consecuencia, las solicitudes referidas a menores no incluidas en esta 
casuística habrán de tramitarse conforme al orden de prelación temporal 
en que estás fuesen recibidas, especificando el artículo 20 del mencionado 
Decreto 282/2002 que para el supuesto de que hubieran transcurrido 
seis meses desde la iniciación del procedimiento sin haberse notificado 
resolución expresa, los interesados podrán entender que sus solicitudes han 
sido desestimadas.

Recalcamos que el hecho de que exista la opción de considerar la solicitud 
desestimada por silencio administrativo no excluye la posibilidad de que 
esta sea tramitada y resuelta conforme al procedimiento establecido en el 
Decreto 282/2002. Pero a este respecto hemos de puntualizar que, salvo 
en los supuestos de adopción internacional, el contexto social actual hace 
que los menores susceptibles de propuestas de acogimiento con fines de 
adopción suelan circunscribirse a los grupos preferentes antes citados. Y 
por este motivo, al ser poco frecuentes los casos de menores no incluidos 
en esos grupos prioritarios pero que aún así requieran de una medida de 
acogimiento con fines de adopción, el Ente Público actúa en consonancia 
con los criterios de eficiencia y eficacia en la actuación administrativa, y por 
ello acomete los estudios de idoneidad de las familias que se ofrecen a ello 
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en aquellos supuestos en que es necesario, esto es, cuando existen menores 
que requieren de esta medida de protección, respetando, eso sí, el orden de 
prelación conforme a la antigüedad de las solicitudes.

En la queja 21/4474 una familia acogedora con fines de adopción se quejaba 
de demoras en el traslado al juzgado de la propuesta de adopción. En este 
caso la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de 
Huelva vino a reconocer la demora señalada en la queja, argumentando en 
su descargo que dicho retraso obedecía a la escasez de efectivos de personal 
en el Servicio de Protección de Menores, especialmente de licenciados en 
derecho, que tenían que hacer frente a la tramitación ordinaria de asuntos 
relativos a expedientes de protección de menores y que obligaba a priorizar 
unos asuntos sobre otros, quedando postergada la remisión de propuestas 
de adopción, por tratarse de un trámite laborioso, que requiere de una 
argumentación jurídica y motivación adecuada; y en el que por otro lado 
los menores tienen cubiertas sus necesidades en la familia que los tiene 
acogidos.

En cuanto al caso concreto de la interesada, el informe precisaba que se 
encontraba muy próxima (apenas un mes) la fecha en que sería remitida la 
propuesta de adopción al juzgado, por lo que finalizamos nuestra intervención 
en la queja al considerar que el asunto planteado se encontraba en vías de 
solución. No obstante, incoamos, de oficio, un nuevo expediente de queja para 
evaluar la adecuación de la plantilla de personal del Servicio de Protección 
de Menores de Huelva en relación con las funciones que ha de desarrollar, la 
cual se encuentra actualmente en tramitación.

Otro conjunto significativo de quejas coinciden en expresar la 
disconformidad con el resultado negativo de una valoración de 
idoneidad para la adopción, discrepando sobre todo con la apreciación 
técnica del personal que realiza dicha labor. Así en la queja una pareja de 
extranjeros, residentes en Málaga, se mostraba disconforme con el estudio 
realizado por la entidad encargada de valorar su idoneidad para la adopción, 
cuyo resultado fue negativo a su idoneidad como adoptantes, considerando 
que el mismo adolecía de excesiva subjetividad.

A tales efectos la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación de Málaga justificó la decisión de la Comisión Provincial de 
Medidas de Protección por la que se declaraba la no idoneidad de dicha 
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pareja en función de los factores de riesgo detectados de cara a la posible 
adopción de un menor.

Precisaba el informe que el trabajo de la entidad colaboradora se desarrolló 
bajo principios éticos de objetividad y calidez en la interacción con la familia, 
considerando al menor susceptible de adopción como el eje principal de su 
cometido.

Así, una vez que el personal técnico culminó el 
estudio de idoneidad de la familia, el cierre del 
proceso de valoración finalizó con una cita de 
devolución para trasladarles el resultado de la 
propuesta. Para ello se concertó con la familia 
una cita presencial donde se ofreció información 
sobre el sentido de la propuesta de valoración, y en 
torno a los factores más relevantes de riesgo y/o 
protección que influyeron en la misma, también los 
pasos administrativos y burocráticos que seguirían 
a continuación.

Se hizo hincapié en que la decisión sobre la 
valoración de idoneidad no es “una cuestión 
personal’’, puesto que se basa en unas circunstancias temporales sobre los 
criterios de idoneidad que pueden cumplirse o no. Desde el equipo técnico se 
ofreció a la familia un trato de empatía, respeto, paciencia y profesionalidad, 
con una comunicación constante y abierta, siendo flexibles ante las diferencias 
culturales e idiomáticas. No obstante, precisaba el informe, que existía la 
posibilidad de que al dar a conocer la existencia de factores de riesgo de cara 
a la adopción y la propuesta de no idoneidad esta valoración no hubiera sido 
aceptada de buen grado, pudiendo haber generado sentimiento de malestar 
en relación a todo el proceso de valoración de idoneidad.

En la queja 20/6502 el interesado refería que llevaba tiempo colaborando 
con la Junta de Andalucía en el programa de acogimiento familiar de 
menores. Él y su esposa habían tenido durante 16 meses a una niña, 
primero en acogimiento urgente y después temporal, siendo así que en esos 
momentos el Ente Publico consideraba que la situación de desamparo de 
la menor no resulta reversible y por ello se iba a promover un acogimiento 
familiar con fines de adopción, y ante el fuerte vínculo que les unía a la 
menor y atendiendo a su supremo interés, solicitaron que se valorase su 
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ofrecimiento para ser la familia que siguiera teniéndola acogida pero en la 
modalidad de acogimiento con fines adoptivos.

Tras interesarnos por la situación de la menor y recabar información del 
Ente Público pudimos constatar que el caso fue convenientemente estudiado 
por los profesionales del Ente Público que gestionaron su expediente de 
protección, quienes para emitir sus informes y propuestas tuvieron en 
cuenta las diversas circunstancias que concurren en el caso.

Es por ello que, teniendo siempre presente el interés superior de la menor, 
y a pesar de ser consciente la Administración de que por circunstancias 
excepcionales la menor había permanecido con su familia más tiempo del 
previsto para su modalidad de acogimiento, finalmente se consideró más 
beneficioso para ella que pasase a estar con una familia que hubiera sido 
seleccionada previamente como idónea para la adopción de una menor de 
sus características, con la intención de que se produzca una integración 
plena y satisfactoria con esta familia.

Como toda decisión que afecta a la vida de una persona menor de edad con 
la que se ha mantenido estrecha relación, no pudimos dejar de resaltar el 
daño emocional que esta decisión hubiera podido causar, tanto a la menor 
como a la familia que nos presentó la queja, pero ello no nos podía llevar a 
considerar errónea o no ajustada a derecho la decisión adoptada por el Ente 
Público, la cual, tal como antes hemos señalado, se adoptó conforme a las 
previsiones normativas y en atención al interés superior de la menor.

Para finalizar este apartado relataremos el caso especial que analizamos 
en la queja 21/4502 en la que la madre adoptiva de una menor procedente 
de China se quejaba de la intervención de la Junta de Andalucía en todo el 
proceso de adopción. Nos decía que adoptó a su hija cuando tenía 10 años, 
pero la niña que le entregaron no fue la que ella eligió, siendo así que, además, 
esa niña tenía necesidades especiales por padecer graves problemas de 
conducta. Pasado el tiempo, a petición suya, la Junta de Andalucía asumió su 
tutela y después le reclamó sus gastos de manutención, habiendo recibido 
en fechas recientes un embargo en su cuenta corriente por ello.

Tras recabar información sobre este caso a la Delegación Territorial de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en Cádiz, pudimos conocer que la 
problemática expuesta por la madre determinó que la menor fuese declarada 
en situación de desamparo en 2015, constituyéndose a continuación su 
acogimiento familiar permanente con la familia seleccionada al efecto. La 
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integración y posterior integración de la niña con su familia de acogida fue 
positiva, hasta el punto que después de alcanzar su mayoría de edad siguió 
conviviendo con dicha familia.

En relación con la reclamación por los gastos derivados de las medidas de 
protección acordadas en favor de la menor, la Delegación Territorial justificó 
su intervención en función de lo establecido en el articulo 172 ter.4 del 
Código Civil, que señala que «... En los casos de declaración de situación de 
desamparo o de asunción de la guarda por resolución administrativa o judicial, 
podrá establecerse por la Entidad Pública la cantidad que deben abonar los 
progenitores o tutores para contribuir, en concepto de alimentos y en función 
de sus posibilidades, a los gastos derivados del cuidado y atención del menor, 
así como los derivados de la responsabilidad civil que pudiera imputarse a los 
menores por actos realizados por los mismos». En este sentido en marzo de 
2016 se requirió a los padres adoptivos de la menor el abono de dichos gastos, 
y ante la respuesta negativa se presentó posteriormente la correspondiente 
demanda ante el juzgado de primera instancia/familia.

La sentencia de dicho juzgado fue estimatoria de la demanda, y posteriormente 
fue ratificada en apelación por la Audiencia Provincial, acordando el pago de 
una pensión de alimentos en favor de la menor.

3.1.2.9 Responsabilidad penal de las personas menores de edad

Conforme al artículo 45 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de Enero, 
reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, corresponde a las 
Comunidades Autónomas la ejecución de las medidas adoptadas por los 
Juzgados de Menores en sus sentencias firmes. En el caso de Andalucía 
dicha competencia es ejercida por la Consejería de Turismo, Regeneración, 
Justicia y Administración Local por mediación de su Dirección General de 
Justicia Juvenil y Cooperación, de acuerdo con la atribución de competencias 
efectuada por el Decreto 98/2019, de 12 de febrero, por el que se establece 
la estructura orgánica de la Consejería.

Dicha Dirección General, con la correspondiente dotación de medios a nivel 
provincial, ejerce en relación con menores y jóvenes sometidos a medidas 
judiciales:

a) La ejecución de las medidas adoptadas por los órganos judiciales, en 
aplicación de la legislación sobre responsabilidad penal de las personas 
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menores, excepto las que correspondan al ámbito de la aplicación de 
protección de menores.

b) La organización, dirección y gestión de centros y servicios para la 
ejecución de las medidas judiciales.

c) La creación, dirección, coordinación y supervisión de programas en 
relación con menores y jóvenes sometidos a medidas judiciales.

d) La elaboración de informes, propuestas y comparecencias ante el 
Ministerio Fiscal y los órganos judiciales, en relación con la situación 
personal de los jóvenes y las personas menores.

e) La coordinación funcional de los equipos técnicos de menores.

En relación con dichas actuaciones se reciben en la Institución quejas, 
normalmente presentadas por familiares de menores que vienen cumpliendo 
alguna medida impuesta por los Juzgados de Menores, mostrando su 
disconformidad con la decisión judicial o bien relatando posibles deficiencias 
en la organización o funcionamiento de los centros, en ocasiones también 
disconformes con la Administración de Justicia habilitada para dicha 
finalidad. Además de por la familia también se reciben quejas presentadas 
directamente por menores infractores, que relatan de primera mano su 
disconformidad con vivencias en el centro o algunas vicisitudes de la medida 
que vienen cumpliendo.

Así, a lo largo de 2021 tramitamos quejas en disconformidad con 
decisiones adoptadas por el Juzgado de menores, sobre las cuales 
informamos a los interesados sobre sus derechos y la legislación aplicable a 
su caso concreto, pero sin que pudiéramos ejercer ninguna labor supervisora 
en respeto de la independencia de aquellos órganos integrantes del Poder 
Judicial que ejercen su labor jurisdiccional, tal como predica el artículo 117 
de la Constitución. De este modo en la queja 21/0111 el padre de un menor 
protestaba por la decisión del juzgado de archivar la denuncia que interpuso 
contra su hijo por propinarle una bofetada; en la queja 21/0911 un interno 
en el centro de internamiento para menores infractores (CIMI) discrepaba 
del calculo de la liquidación de las fechas de cumplimiento de su medida y en 
la queja 21/0912 otro interno en ese mismo CIMI pedía que se recalculase 
el tiempo de duración de la medida ya que entendía que el juzgado había 
cometido un error.
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En la queja 21/1669 el interesado se mostraba disconforme con la 
negativa a facilitarle el acceso a documentación e informes obrantes en 
el expediente judicial de su hijo. En este caso informamos al padre que la 
vía que consideramos adecuada para solicitar cualquier documento o tener 
acceso a determinados trámites judiciales debería canalizarse a través 
de la representación letrada de su hijo que, en su calidad de prestadora 
de la asistencia jurídica y ejerciente del derecho de defensa, había tenido 
conocimiento y acceso a los contenidos de su expediente.

Así mismo, le comunicamos que todo criterio en relación con las medidas 
adoptadas en la resolución del juzgado, o que rigen sobre la determinación de 
la responsabilidad atribuida al menor, deberían someterse al conocimiento 
y resolución de los tribunales competentes, sin que esta Institución del 
Defensor del Pueblo Andaluz y Defensoría de la Infancia y Adolescencia 
pudiera intervenir en el sentido que nos solicitaba, por lo que le insistimos 
en que se aconsejase del criterio técnico del profesional de la abogacía que 
les venía asistiendo.

De contenido diferente fue el asunto que abordamos en la queja 21/2657, 
en la que los progenitores de un menor nos exponían las dificultades que 
tenían para realizar las visitas y encuentros con su hijo, adscrito a un 
Grupo de Convivencia Educativa con sede en Córdoba y distante de su 
domicilio familiar en Granada.

Tras solicitar información ante la Dirección General de Justicia Juvenil y 
Cooperación, pudimos conocer que la relación entre padres e hijo se vio 
dificultada por las limitaciones de movilidad entre municipios derivadas de la 
pandemia por coronavirus. Conforme se fueron relajando estas restricciones 
se programaron visitas dentro del marco reglamentariamente establecido, 
siendo así que tras quedar disponible en Granada una plaza en un Grupo 
de Convivencia Educativa, el Servicio de medidas 
de medio abierto y reinserción de la Dirección 
General de Justicia Juvenil y Cooperación autorizó 
su traslado a dicho recurso haciéndose efectivo en 
el mes de mayo.

A la vista de la anterior información valoramos 
que el traslado del menor a un Grupo Educativo 
de Convivencia ubicado en la misma provincia del 
domicilio familiar facilitaba los contactos y visitas 

Intervenimos 
por denuncias 
relativas a 
deficiencias en 
las instalaciones 
y organización de 
los CIMI

https://defensordelmenordeandalucia.es/estudian-medidas-ante-las-dificultades-para-desplazarse-durante-los-permisos-de-su-hijo-con-medidas
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acordados dentro del programa de intervención con el menor, por lo que 
consideramos que el asunto se encontraba en vías de solución.

También hemos de señalar las actuaciones de esta Defensoría en 
relación con quejas relativas a instalaciones y organización de los 
recursos destinados al cumplimiento de medidas de responsabilidad 
penal, tal como en la queja 21/5595 en la que se relataban varias deficiencias 
relativas al funcionamiento de la climatización en las dependencias del grupo 
educativo de convivencia (GEC), situado en Alcolea.

Tras interesarnos por tales deficiencias la Dirección General de Justicia 
Juvenil y Cooperación nos informó que el citado GEC siempre había contado 
con equipo de climatización aunque en junio de 2021 se produjo una avería 
definitiva que hizo necesaria su sustitución, equipándose mientras tanto, 
para mitigar el calor, con diversos ventiladores para uso de los menores y 
del personal del GEC.

La solución a este problema se demoró debido a que los proveedores 
habituales más cercanos no tuvieron disponibilidad de equipos de 
climatización por la alta demanda, por lo que se hubo de buscar diferentes 
proveedores. Las gestiones para aportar la preceptiva documentación por 
la empresa proveedora seleccionada contribuyeron a aumentar el retraso.

Se planificó la instalación para la semana del 23 al 27 de agosto debido al 
volumen del trabajo de dicha empresa, haciéndose efectiva la instalación 
del equipo necesario con fecha 27 de agosto, lo cual no debe ser óbice para 
lamentar que los inconvenientes citados y que demoraron la solución a este 
problema, obligaran a permanecer sin climatización durante meses en que 
las temperaturas fueron muy elevadas.

También en la queja 21/5205 se relataban varias deficiencias sobre el 
funcionamiento y servios ofrecidos por un CIMI, en este caso relativas, a un 
CIMI ubicado en la provincia de Almería.

Para analizar dichas afirmaciones vertidas en la queja solicitamos información 
al respecto a la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación que nos 
aportó la que a su vez recabó de la entidad gestora del CIMI, que sucintamente 
explicaba lo siguiente:

a) Respecto al incumplimiento de la ratio de educadores por grupo de 
menores, la dirección del centro esgrime que se está cumpliendo con la 
ratio de personal establecida en los pliegos de prescripciones técnicas 
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que rigen el contrato del servicio de guarda, reeducación e inserción de 
menores en el CIMI. Añade que trimestralmente se informa de todas 
las altas y bajas producidas en el CIMI y la Delegación Territorial realiza 
visitas de verificación trimestral para comprobar, entre otros asuntos, los 
movimientos de personal. Asimismo, el CIMI informa que no se establece 
en ninguna instrucción o reglamentación la ratio de educador/menor que 
debe haber en los grupos de convivencia y/o actividades, y que aún así, 
en el último año al ser la ocupación del centro muy baja, ningún grupo de 
menores supera el número de siete y suelen coincidir hasta tres o cuatro 
educadores.

b) En cuanto a la atención por personal médico tras las intervenciones, 
la dirección del centro afirma que por lo que respecta a los medios de 
contención, los menores objeto de los mismas, son atendidos en un plazo 
inferior a 24 horas. Asimismo, la medicación prescrita a los menores 
es preparada diariamente por personal diplomado en enfermería del 
centro.

c) Respecto a la referencia de obras realizadas en el centro sin ningún 
tipo de permisos por parte de la Junta de Andalucía donde la mano de 
obra eran los menores, el informe de la dirección del centro indica que 
todas las obras realizadas se hacen con el consentimiento dela entidad 
pública y que los menores sólo participan en el contexto de prácticas de 
los talleres prelaborales que forman parte de la programación anual de 
actividades de los menores.

d) Respecto al control fitosanitario de las verduras recogidas en el taller 
de jardinería, la dirección del centro informa que cuentan con un Plan 
de Autocontrol para garantizar dicho control y con auditorías mensuales 
por parte de una empresa externa, así como periódicas inspecciones de 
las autoridades sanitarias y auditorías de Aenor que verifican el control 
de este plan. Además señala que el taller de jardinería se base en la 
agricultura ecológica por lo que no se utiliza ningún producto fitosanitario 
en el huerto del centro.

e) La queja también hace referencia a que el hogar terapéutico: “no reúne 
todas las condiciones que deberían tener, no hay ni una sola habitación de 
contención que reúna las condiciones”. La dirección del centro informa 
que aunque el CIMI contaba con una habitación para la adopción de los 
medios de contención en el hogar terapéutico, tras la entrada en vigor 



234

Informe Anual 2021  DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la 
infancia y a la adolescencia frente a la violencia y tras la instrucción de la 
Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, las habitaciones con 
camas articuladas para la contención han sido deshabilitadas.

f) Por último, se hace referencia al no funcionamiento del detector de 
humo de las habitaciones de los menores, señalando el centro que dicho 
sistema se encuentra en correcto estado de uso y que una empresa 
externa es la responsable de su mantenimiento e inspección. En los 
últimos meses se ha realizado la auditoria interna de prevención de 
riesgos laborales y el simulacro de incendio y no se ha detectado ninguna 
anomalía en el sistema.

Cumple indicar que, junto a la anterior información canalizada, desde esta 
Defensoría de la Infancia y la Adolescencia de Andalucía se efectuó una 
visita de inspección al CIMI, sin que de la misma obtuviéramos datos o 
indicios que vinieran a contradecir la información aportada por la Dirección 
General, por lo que hubimos de concluir nuestras actuaciones, sin perjuicio 
de continuar con las labores de supervisión y seguimiento que resultan 
singularmente necesarias en escenarios tan singulares como son los Centros 
de Internamiento de Menores Infractores.

Tal como indicamos con anterioridad también suele ser recurrente 
la recepción de quejas en disconformidad con la intervención de 
profesionales del concreto centro o recurso para el cumplimiento de 
medidas de responsabilidad penal de menores. Citaremos a título de ejemplo 
la queja 21/6689 en la que un interno censuraba la atención psicológica y 
médica recibida en el Centro de Internamiento de Menores Infractores (CIMI) 
donde cumplía la medida.

Tras interesarnos por las cuestiones planteadas por el menor recibimos 
información procedente de la Dirección General que venía a rebatir su 
argumentación: Así en relación con la atención recibida por parte de los 
equipos técnicos “... Desde que vine a este centro ni un equipo técnico ha 
venido a verme día 25/06/21 hasta el día 2/07/21”, la dirección del centro 
acreditó que el menor fue atendido por la psicóloga de referencia asignada 
el 25 y el 28 de junio, y por la trabajadora social el 25 de junio y el 2 de julio.

En cuanto a la queja del menor “… Hoy día 2/07/21 por la mañana estaba 
nervioso y le pegué un manotazo a una jarra tengo el nudillo partido y en la 
actualidad no ha venido ni un coordinador, ni psicólogo, ni médico a ver como 
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estoy ...”, desde la dirección del centro se señala que el día 2 de julio, durante 
el descanso nocturno, el menor protagonizó unos hechos que dieron lugar 
a la apertura de expediente disciplinario. Durante los mismos, exigió ver al 
coordinador bajo amenaza de provocar daños en el mobiliario y prender 
fuego a las cortinas de su dormitorio.

Con relación a la queja de no ser atendido por un “nudillo roto”, en el centro 
no existía constancia en los libros de triaje ni tampoco consulta médica 
pedida por el menor al respecto en dicha fecha. Sí constaba una solicitud 
de consulta por dolor en la parte posterior del muslo derecho el día 6 de 
julio, sin que el menor mencionase molestias en el nudillo. Posteriormente, 
el 8 de julio, el menor fue atendido en consulta por referir molestias en la 
mano derecha. Asimismo, el 12 de julio de 2021 volvió a ser valorado por 
molestias en nudillo mano derecha, no presentando clínica compatible con 
fractura de metacarpiano.

Ante lo esgrimido por el menor “... y encima drogan a los menores siendo 
menores de edad le dan pastillas que no las tienen recetadas se la autorizan 
solo para que no molesten (...) lunes 17 de julio a las 9.30 de la noche me 
tenían que dar la medicación una pastilla no mas de una. Había 2 menores más 
que tomaban medicación y se confundió la educadora y me dio la que no es mía 
(...)”, añade la dirección del CIMI que todos los tratamientos psiquiátricos 
son prescritos y supervisados en cuanto a su periodicidad, dosificación 
y modo de administración por el psiquiatra de referencia del centro, ello, 
en coordinación con el equipo socio-educativo y con el consentimiento 
informado de los progenitores en caso de menores de edad. Aclara el centro 
que, cada menor dispone de un casillero de medicación propio, uno por cada 
turno, mañana, tarde y noche, y que se entrega previa administración del 
fármaco prescrito, estando supervisados por profesionales de enfermería.

Se indica igualmente que desde el centro se consultó el libro diario del 
módulo y se entrevistó al coordinador y los educadores del turno de noche 
de la fecha señalada, sin que se detectaran indicios de ninguna confusión en 
la medicación del menor ni incidencia clínica alguna.

A la vista de la información recibida y de la evaluación de las cuestiones 
planteadas en la queja, y a falta de mayores datos, finalizamos nuestra 
intervención en la queja al no poder deducir una actuación inadecuada o 
contraria por parte de los profesionales del CIMI ante las normas que regulan 
la intervención con los chicos internos.
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En otras ocasiones la intervención de esta Defensoría es requerida 
para analizar la valoración que efectúa el centro de internamiento del 
grado de cumplimiento de la medida, siendo así que de dicha valoración 
resulta relevante tanto para la autorización de permisos de salida como para 
el tránsito de una media a otra de menor intensidad. Así en la queja 21/2992 
un interno en un CIMI de Córdoba, nos exponía un conjunto de reclamaciones 
que culminaban con su pesar por no ver satisfecha su pretensión de 
finalización anticipada de la medida de internamiento abierto, pasando a 
cumplir la medida de libertad vigilada.

En este caso la información aportada por la Dirección General de Justicia 
Juvenil y Cooperación venía a justificar de forma sucinta la intervención 
realizada con el menor conforme a los siguientes argumentos:

El joven venía cumpliendo una medida de 2 años de Internamiento en 
régimen abierto que finalizaba en mayo de 2021. Asimismo, tenía impuesta 
una medida de prohibición de aproximarse a la víctima y de comunicarse con 
ella, que finalizaba en diciembre de ese mismo año. A lo expuesto se añadía 
una medida de libertad vigilada de 1 año de duración.

Precisaba la Dirección General que la evolución socioeducativa del joven 
estaba siendo negativa desde que en el mes de febrero le fue denegada 
su solicitud de cambio de medida a libertad vigilada. Desde ese momento 
empezó a mostrar desinterés por las normas y actividades del centro e 
incurrió en faltas de respeto hacia el personal.

En el área formativa y ocupacional, el joven continuó formándose en los 
talleres prelaborales de horticultura y mantenimiento del centro, con 
un bajo nivel de implicación; en el ámbito familiar, el joven tuvo contacto 
telefónico regular con sus progenitores, con los que la relación fue positiva. 
No obstante, ni el joven ni su familia concretaron aspectos de un proyecto de 
vida futuro. Desde el mes de enero el joven no pudo disfrutar de salidas de 
fin de semana debido a las restricciones de movilidad derivadas de la actual 
pandemia por coronavirus.

En el ámbito disciplinario, al joven le fueron incoados seis expedientes 
disciplinarios desde su ingreso en el centro, cinco por faltas leves y uno por 
falta grave.

Considerando la evolución desfavorable que presentaba el joven, la 
gravedad del delito cometido así como la necesidad de continuar trabajando 
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los objetivos establecidos en su programa individualizado, no se consideró 
conveniente la finalización anticipada de la medida de Internamiento en 
régimen abierto.

Del estudio de la información aportada por la Dirección General destacamos 
que se había dado respuesta concreta a cada elemento de la queja presentada 
por el interno, enmarcándose dicho relato en el compendio de actuaciones 
regladas que se ejecutan habitualmente en los centros de internamiento. Y 
en relación con el caso se clarificaron los motivos de decisiones adoptadas 
por los profesionales del CIMI y, finalmente, también pudimos conocer otras 
circunstancias relacionadas con los beneficios de permisos de salida.

En lo atinente al informe que propone la continuidad del régimen de 
internamiento abierto, no podemos considerar que este careciera de 
motivación o que se hubiera elaborado al margen del procedimiento 
establecido, si bien deberá ser la autoridad judicial la que resuelva la decisión 
final respecto de la vigencia de la medida cuestionada en la queja.

En una valoración global, y en base a la información recibida, apreciamos 
que las actuaciones señaladas en el relato de la queja se encontraban 
debidamente explicadas, por lo que acordamos concluir nuestras actuaciones.

3.1.2.10 Derecho al juego y a disfrutar momentos de ocio

Abordamos a continuación las quejas relativas al derecho de las personas 
menores al ocio, al juego, a relacionarse con otras personas de su misma 
edad y realizar actividades consecuentes a su etapa evolutiva protegidos de 
los riesgos inherentes a nuestra actual forma de vida.

3.1.2.10.1 Parques infantiles

Tal como se señala en la exposición de motivos del Decreto 127/2001, de 5 
de junio, sobre medidas de seguridad en los parques infantiles, para que el 
juego cumpla su auténtica función es necesario que se desarrolle en unas 
condiciones adecuadas de seguridad y salubridad que tratándose de zonas 
e instalaciones recreativas de uso público deben ser garantizadas por las 
Administraciones Públicas.

En tal sentido en la queja 21/1325, se denunciaba el mal estado de un 
parque infantil privado, ubicado en una comunidad de propietarios. Precisaba 
la persona denunciante que el Ayuntamiento de Málaga le comunicó que la 

https://defensordelmenordeandalucia.es/solicitamos-informacion-sobre-un-parque-infantil-de-acceso-publico-en-mal-estado-y-sin-controles
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parcela que ocupaba dicha instalación lúdica no era de titularidad municipal 
y que por tanto su limpieza y mantenimiento correspondía a la citada 
comunidad de propietarios, sin que el ente local tuviera ninguna competencia 
al respecto.

Tras interesarnos por el caso, el Ayuntamiento 
nos informó que el citado parque infantil se 
encontraba cerrado para su uso por el público en 
general, toda vez que la apertura y cierre del área 
destinada a juegos infantiles estaba controlada 
por la comunidad de propietarios colindante, 
restringiendo su acceso en exclusiva para los 
propietarios.

El mantenimiento de las zonas verdes y 
equipamientos donde estaba ubicado el citado 
parque infantil correspondía desde 1999 a una 
entidad urbanística colaboradora. Y en lo que 

respecta a la adecuación del parque infantil a lo establecido en el antes citado 
Decreto 127/2001, sobre medidas de seguridad en los parques infantiles, 
el Ayuntamiento señalaba que la Junta de Distrito Málaga-Este estaba 
intentando consensuar con los responsables de la comunidad actuaciones 
para la adecuación del parque infantil para su uso público, eliminando 
para ello el cerramiento existente e incluyendo la instalación lúdica en el 
inventario municipal de parques infantiles y aparatos biosaludables para su 
limpieza diaria, inspección ocular, funcional y certificación anual.

En congruencia con esta información dimos por concluida nuestra 
intervención al considerar que el asunto planteado en la queja se encontraba 
en vías de solución. No obstante, teniendo en consideración que conforme 
a lo establecido en el artículo 2 del citado Decreto 127/2001 su regulación 
afecta también a los parques infantiles de titularidad privada y uso 
colectivo, pedimos al Ayuntamiento que una vez concluyeran las actuaciones 
anunciadas nos fuese remitido un informe detallando el acuerdo al que se 
hubiera podido llegar con la comunidad de propietarios y la solución que 
definitivamente se hubiera podido alcanzar para encontrar en relación al 
deficiente estado de conservación del parque infantil y su adecuación a la 
citada normativa.

Para que el 
juego cumpla su 
auténtica función 
es necesario que 
se desarrolle en 
unas condiciones 
adecuadas de 
seguridad y 
salubridad
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En relación con un parque infantil ubicado en la localidad de San Fernando 
tramitamos la queja 21/3236, en la que se denunciaban deficiencias que 
podrían conllevar riesgo para los menores usuarios de dicha instalación 
lúdica. Se denunciaba la existencia de suelos levantados, la no existencia de 
elementos de amortiguación de caídas, trozos de madera sobresalientes, 
falta de limpieza, etc.

El Ayuntamiento de San Fernando nos informó de las actuaciones que se 
realizaron para solventar provisionalmente tales deficiencias, anunciándonos 
también el plan de mejoras que se iba a acometer que incluía la renovación 
de la totalidad del suelo del recinto lúdico.

De tenor similar fue la queja 21/6694 que tramitamos en relación con un 
parque infantil ubicado en la localidad de Puerto Real. En este caso el informe 
que recibimos del Ayuntamiento señalaba que el parque infantil cumplía con 
todas las medidas de seguridad, sin que existiera riesgo para los menores.

El citado parque infantil estaba dotado de un juego combinado, un columpio 
de asiento bebé, un columpio de dos asientos planos y un tobogán, los cuales 
fueron analizados por personal técnico municipal que concluyó que tales 
elementos se encontraban en buen estado de conservación, sin que hubiesen 
sido alterados sus elementos originales por lo que su uso se correspondía 
con la concepción original del diseño.

Especificaba el informe que tras analizar la normativa UNE de aplicación, el 
acceso al elemento “juego combinado” necesitaba que el niño o niña trepase, 
debiendo mantenerse erguido agarrándose con ambas manos. Estaba 
construido con material metálico -material permitido en la fabricación de 
los equipamientos de las áreas infantiles- y era resistente a las condiciones 
atmosféricas evitando óxidos y escamas, con pintura apta para ello y no 
tóxica. Dicho elemento estaba definido en la norma UNE como no fácilmente 
accesible, ya que requiere para su acceso de cierto grado de dificultad.

Por último, y en relación con la posibilidad de introducir nuevos elementos 
en la configuración, el Ayuntamiento manifestaba que la instalación 
se mantenía en sus condiciones originales, siendo así que conforme a la 
citada normativa no resultaban admisibles posteriores modificaciones que 
alterasen sus condiciones de uso y seguridad.

Como ha venido ocurriendo en distintas facetas de la vida cotidiana las 
medidas de prevención frente a la propagación de la pandemia por 

https://defensordelmenordeandalucia.es/el-ayuntamiento-de-san-fernando-acomete-obras-de-mantenimiento-en-un-parque-infantil-deteriorado
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COVID-19 han afectado también al derecho de los niños al juego, 
existiendo limitaciones al disfrute de los parques infantiles. Así las 
quejas 21/1531, 21/1621, 21/3147 coincidían en su disconformidad con la 
restricción de acceso de menores a parques infantiles, por considerar que 
dicha medida conculcaba su derecho al juego, tal como se establece en 
diversa normativa de ámbito autonómico, nacional e internacional.

Sobre este particular debemos señalar que el 
Gobierno de Andalucía aprobó el 19 de junio de 
2020 un conjunto de medidas para la transición a 
la normalidad que entraron en vigor tras finalizar 
el estado de alarma decretado por el Gobierno de 
España ante la pandemia provocada por el COVID-
19.

Entre dichas medidas se incluían aquellas 
orientadas a la reapertura de los parques 
infantiles, para lo cual se determinaba la necesidad 
de garantizar cuatro metros cuadrados como 
mínimo de espacio personal. Asimismo, se exigía 
la limpieza y desinfección diaria del mobiliario y 

áreas de contacto, siendo así que en la mayoría de los municipios de Andalucía 
se llevaron a cabo las actuaciones necesarias para el cumplimiento de tales 
exigencias, lo cual posibilitó la reapertura de los parques infantiles de su 
término municipal.

Sea como fuere, la evolución de los datos epidemiológicos motivó que el 
Gobierno de España decretase un nuevo estado de alarma (Real Decreto 
926/2020, de 25 de octubre) que motivó a su vez que la Consejería de 
Salud y Familias aprobase la Orden de 29 de octubre de 2020, por la que 
se establecían los niveles de alerta sanitaria y se adoptaban medidas 
temporales y excepcionales por razón de salud pública en Andalucía, para la 
contención de la COVID-19.

En este reglamento autonómico se establecían cuatro niveles de alerta 
sanitaria en los que podía situarse un territorio tras la evaluación de riesgo, 
correspondiendo el primer nivel a una situación de absoluta normalidad. 
En la Orden se detallaban las medidas asociadas a los tres niveles de alerta 
sanitaria restantes, esto es nivel 2, nivel 3 y nivel 4, precisando que desde 

Las medidas 
para el control 
de la pandemia 
por COVID-19 
provocaron 
también 
limitaciones 
en el disfrute 
de los parques 
infantiles
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el 30 de octubre de 2020 toda la Comunidad Autónoma se encontraba en el 
nivel de alerta sanitaria 4.

Estos niveles de alerta sanitaria tenían prevista una duración de 14 días 
naturales, acompañados de un seguimiento continuo de la situación 
epidemiológica por parte de los Comités Territoriales de Alerta Sanitaria de 
Salud Pública de Alto Impacto, que tendría que informar sobre la necesidad 
de prórroga, ampliación o reducción de las mismas, a efectos de evaluar el 
riesgo sanitario y la proporcionalidad de las medidas.

En lo que respecta a parques infantiles el artículo 45 de la Orden a la que 
venimos aludiendo establecía lo siguiente:

«Artículo 45. Parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de 
acceso público al aire libre.

1. En los parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de acceso 
público al aire libre, se aplicarán en el nivel de alerta 2 las siguientes 
medidas: Estarán abiertos con aforo máximo estimado de una persona 
por cada cuatro metros cuadrados de espacio computable de superficie 
del recinto. Las actividades de animación, deportivas o grupales deberán 
diseñarse y planificarse con un aforo máximo de 15 personas.

2. En los parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de acceso 
público al aire libre, se aplicarán en el nivel de alerta 3 las siguientes 
medidas: Estarán abiertos con aforo máximo estimado de una persona 
por cada cuatro metros cuadrados de espacio computable de superficie 
del recinto. Las actividades de animación, deportivas o grupales deberán 
diseñarse y planificarse con un aforo máximo de 10 personas. Limpieza y 
desinfección diarias de equipamientos.

3. En los parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de acceso 
público al aire libre, se aplicarán en el nivel de alerta 4 las siguientes 
medidas: Estarán abiertos con aforo máximo estimado de una persona 
por cada cuatro metros cuadrados de espacio computable de superficie 
del recinto. Las actividades de animación, o grupales aeróbicas deberán 
diseñarse y planificarse con un aforo máximo de 6 personas. Limpieza 
y desinfección diarias de equipamientos. Las instalaciones infantiles 
permanecerán precintadas o cerradas».

Hemos de remarcar que estas medidas excepcionales implicaban una 
restricción de derechos justificada por la necesidad de proteger la salud de la 
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población ante el riesgo cierto que suponía el contagio masivo del virus, que 
a su vez produciría una saturación del sistema sanitario y la imposibilidad de 
prestar asistencia sanitaria adecuada al conjunto de la población.

El cumplimiento de estas medidas requerían de la comprensión y colaboración 
del conjunto de la población, siendo así que en lo relativo a menores de 
edad fue en el entorno familiar en el que las personas menores recibieron 
atención de sus necesidades, también las de socialización, ocio y juego, 
aunque, lamentablemente, la limitación de uso de instalaciones públicas de 
ocio y juego, específicamente destinadas a menores de edad, trajo consigo 
una importante merma en las opciones de que disponían para satisfacer 
estas necesidades.

Sea como fuere, la evolución de la pandemia en el respectivo territorio hizo 
posible que en la localidad en que estuviese enclavado el concreto parque 
infantil se pudieran reducir el conjunto de medidas preventivas y proceder 
a la reapertura de sus parques infantiles, por lo que nuestra intervención 
en este asunto se centró en analizar las quejas relativas a las medidas 
adoptadas por la respectiva administración local para la reapertura de los 
parques infantiles conforme a las exigencias de la autoridades sanitarias.

Así, a título de ejemplo, en la queja 20/6253 esta Institución decidió iniciar 
un expediente de queja tras dirigirse a nosotros una persona residente en 
la localidad de Torrenueva lamentándose de que tras finalizar el anterior 
estado de alarma no se hubieran vuelto a abrir los parques infantiles de su 
localidad, para lo cual solo se requeriría que cumpliesen con los requisitos 
establecidos en la reglamentación aprobada por la Junta de Andalucía.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos la emisión de un informe al 
respecto a esa administración local, respondiéndonos que el equipo de 
gobierno municipal tomó la decisión de que permaneciesen cerrados los 
parques infantiles existentes en la localidad atendiendo a las limitaciones y 
prevenciones establecidas en la antes citada Orden de 19 de junio de 2020.

A tales efectos comunicamos al Ayuntamiento que siendo conscientes las 
autoridades sanitarias de la necesidad vital de niños y niñas de disponer 
de espacios públicos de ocio y esparcimiento, donde socializarse con sus 
iguales y jugar, las medidas preventivas de salud pública establecidas en la 
reglamentación lejos de imponer una clausura generalizada de los parques 
infantiles modulan las limitaciones de acceso y medidas higiénicas en función 
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de la evolución epidemiológica del concreto territorio en que se inserta el 
municipio donde se ubique el parque infantil.

Por todo lo expuesto, con la finalidad de corroborar la evolución 
epidemiológica de dicha localidad accedimos a la utilidad web establecida 
por la Junta de Andalucía (www.mapacovid.es) pudiendo constatar como a 
fecha 18 marzo 2021 la localidad de Torrenueva Costa se encontraba en un 
nivel de alerta 2, circunstancia que en aplicación de la antes aludida Orden 
de 29 de octubre de 2020 le permitiría abrir al público sus parques infantiles 
con un aforo máximo de una persona por cada cuatro metros cuadrados de 
espacio computable de superficie del recinto, debiendo efectuarse tareas 
diarias de limpieza y desinfección de los equipamientos; y para el supuesto 
de que en el parque infantil se desarrollasen actividades de animación, 
deportivas o grupales, estas deberían diseñarse y planificarse con un aforo 
máximo de 15 personas.

Desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de la Infancia y 
Adolescencia valoramos que estas medidas preventivas de salud pública 
no supondrían un excesivo quebranto para el municipio, ni requerirían 
implementar complicadas medidas organizativas; mas al contrario, 
estimamos que los beneficios que traería consigo la apertura de los parques 
infantiles para el conjunto de la población, específicamente para la menor de 
edad, merecerían un esfuerzo por parte la administración local para ejecutar 
las medidas necesarias conducentes a la apertura al público del recinto 
lúdico, cumpliendo así con las garantías establecidas por las autoridades 
sanitarias.

Así pues, conforme a los hechos expuestos, formulamos a esa entidad local 
una Recomendación para que una vez cumplidas las exigencias establecidas 
en el artículo 45 Orden de la Consejería de Salud y Familias, de 29 de octubre 
de 2020, se procediera a la reapertura al público de los parques infantiles de 
la localidad de Torrenueva Costa.

Dicha Recomendación fue aceptada, estando abiertos los parques infantiles 
de dicha localidad desde junio de 2021.

3.1.2.10.2 Otras actividades de ocio

Las personas jóvenes suelen reunirse y pasar ratos de ocio en lugares 
de acceso público, especialmente en parques u otros espacios similares, 

http://www.mapacovid.es/
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resultando frecuente que cuando las concentraciones de jóvenes son 
muy numerosas se provoquen molestias a la vecindad, las cuales en 
ocasiones dan lugar a quejas ante esta Institución.

En relación con esta problemática tramitamos las 
quejas 20/6582 y 20/6595 en la que los familiares 
de unos jóvenes se mostraban disconformes con 
las propuestas de sanción que el Ayuntamiento de 
San Juan de Aznalfarache les había comunicado. 
Ambas familias nos decían que los hechos por los 
que se les acusaba se circunscribían al consumo 
de bebidas en la vía pública, recogidos en la Ley 
7/2006, de 24 de octubre, sobre potestades 
administrativas en materia de determinadas 
actividades de ocio en los espacios abiertos de 
los municipios de Andalucía. Y a este respecto 

negaban que los hechos fuesen ciertos, consideraban que la conducta 
de sus respectivos hijos no merecía reproche alguno y se lamentaban de 
irregularidades de procedimiento cometidas por la corporación local al dar 
trámite al respectivo expediente administrativo sancionador.

En este caso, el informe emitido por la administración local argumentaba 
sucintamente lo siguiente:

- El procedimiento sancionador se inició a raíz de la denuncia que 
cumplimentaron agentes de la Policía Local que intervinieron tras detectar 
una concentración de personas consumiendo bebidas alcohólicas y 
alterando la normal convivencia y descanso de las personas residentes en 
las inmediaciones de la zona en la que ocurrieron los hechos, tratándose 
de un parque de acceso público pero que en esos momentos estaba 
cerrado, fuera del horario permitido.

En el citado expediente sancionador se efectuó una propuesta de sanción 
de 300 euros -la máxima establecida para infracciones leves en la Ley 
7/2006- porque se tuvo en cuenta la circunstancia agravante de ocurrir 
los hechos en plena pandemia por COVID-19; suceder en un parque 
cerrado, fuera del horario permitido; y porque ocurrieron disturbios 
al arrojar algunas personas piedras al guarda que pretendía cerrar la 
cancela del parque.

Es necesario 
compatibilizar 
el ocio de los 
jóvenes en las 
vías públicas 
con el derecho al 
descanso de la 
vecindad
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- En la comunicación del inicio del expediente sancionador se informó a la 
persona acusada del derecho a reconocerse culpable de la infracción, lo 
cual implicaría un descuento del 25% sobre el montante de la sanción, y 
también del derecho a realizar el pago de la sanción de forma anticipada, 
con otro descuento del 25%, acumulativo al anterior. También se dio un 
plazo de 15 días para presentar alegaciones.

- Las alegaciones aportadas no desvirtuaron lo manifestado por los 
agentes en su boletín de denuncia por lo que resultaba procede imponer 
la mencionada sanción.

Una vez analizado el caso comunicamos a 
las familias afectadas que desde el punto de 
vista formal el procedimiento administrativo 
sancionador fue tramitado de forma correcta, de 
tal modo que la propuesta de sanción resultaba 
congruente con la conducta denunciada, tal 
como venía recogida en el atestado de la policía 
municipal, siendo así que lo manifestado por los 
agentes de policía en su denuncia tiene presunción 
de veracidad. Y a este respecto señalamos que de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 77.5 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, los documentos formalizados por los 
funcionarios a los que se reconoce la condición 
de autoridad y en los que, observándose los 
requisitos legales correspondientes se recojan los 
hechos constatados por aquéllos harán prueba de 
estos salvo que se acredite lo contrario.

Y en cuanto a su discrepancia con los medios probatorios que constaban en 
el expediente y que habían motivado la propuesta y posterior sanción, que 
se resumían en las testificales recabadas por los agentes en el momento 
de ocurrir los hechos y en las declaraciones de las personas identificadas 
como autoras de los mismos, es cierto que podría debatirse si efectivamente 
llegaban a desvirtuar la presunción de inocencia, pero esta discrepancia, 
totalmente legítima, habría de ser resuelta, en su caso, por las vías previstas 
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en derecho, esto es, planteando los recursos administrativos o judiciales que 
fueran posibles contra la resolución sancionadora.

Otra de las cuestiones que abordamos durante el año estuvo relacionada 
con la participación de menores en festejos o actividades relacionadas 
con la tauromaquia. Así en la queja 20/6399 el interesado relataba cómo 
en ejercicio del derecho de petición reconocido en la Constitución había 
presentado una solicitud para que las ordenanzas municipales de Lora del 
Río incluyeran restricciones a la participación de menores en espectáculos 
taurinos, en congruencia con las conclusiones del Comité de los Derechos 
del Niño de Naciones Unidas, sin que hubiera tenido ninguna respuesta, a 
pesar de haber reiterado dicha petición en distintas ocasiones.

En su escrito de queja el interesado aludía al deber legal de respuesta a su 
petición por parte del Ayuntamiento y por ello solicitaba la intervención de 
esta Defensoría.

Por ello, instamos a dicho Ayuntamiento para que resolviera sin añadir mayor 
dilación la solicitud presentada por el interesado y cuya tramitación excedía 
el plazo de respuesta previsto en la normativa (derecho fundamental de 
petición consagrado en el artículo 29 de la Constitución Española y regulado 
en la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, que establece plazos de 
respuesta en sus artículos 9 a 11).

También en la queja 21/3046 la persona interesada mostraba su 
disconformidad con la reglamentación sobre escuelas taurinas, en cuya 
modificación venía trabajando la Consejería de Presidencia, Administración 
Pública e Interior.

Manifestaba el interesado que dicha reglamentación vulnera las resoluciones 
del Comité de los Derechos del Niño en materia de tauromaquia, en aplicación 
de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño.

Al analizar la queja hubimos de remarcar que la controversia que se sometía 
a nuestra consideración nos era trasladada desde la perspectiva de la 
protección de menor y no desde la relativa a la defensa del medio ambiente 
animal. Es por ello que nos centramos en la reciente legislación nacional 
sobre protección de los derechos de los menores (Ley 26/2015, de 28 de julio, 
de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia; 
y Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, también de modificación del sistema 
de protección a la infancia y a la adolescencia) en las que no se establece 
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ninguna prohibición expresa de acceso o participación de menores a festejos 
taurinos, tratándose de una cuestión de hondo calado en nuestro país, dada 
la asentada tradición cultural relativa a la tauromaquia, muy enraizada en la 
población con una elevada participación popular.

También remarcamos que los espectáculos taurinos en Andalucía se rigen 
por normativa estatal, constituida por la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre 
Potestades Administrativas en materia de espectáculos taurinos, desarrollada 
por el Real Decreto 145/1996, de 2 de febrero, que aprueba el Reglamento 
de Espectáculos Taurinos, todo ello sin perjuicio de las competencias que 
corresponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de 
espectáculos públicos, siendo así que en esta normativa no se establece 
ninguna limitación por edad, solo una referencia a la necesaria autorización 
paterna para participar en las actividades de las escuelas taurinas.

La Ley estatal se dictó al amparo de las 
competencias exclusivas del Estado recogidas en la 
Constitución en materia de orden público (artículo 
149.1.29.ª de la Constitución) y para el fomento 
de la cultura (149.2 de la Constitución). Por su 
parte, la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
en ejercicio de sus competencias exclusivas en 
materia de espectáculos públicos, aprobó la Ley 
13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos 
Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía.

En desarrollo de esta Ley, y por tratarse de un 
espectáculo público, el Gobierno de Andalucía 
aprobó el Decreto 68/2006, de 21 de marzo, que 
establece el Reglamento Taurino de Andalucía, que en su artículo 9 prohíbe 
la participación (que no la mera asistencia como espectador) de menores de 
16 años en la suelta de reses en plazas anexas a restaurantes o similares. 
Con anterioridad ya aprobó el Decreto 112/2001, de 8 de mayo, sobre 
escuelas taurinas, en el que se establece que los alumnos deben tener como 
mínimo 12 años cumplidos.

Así pues, resaltamos como la Comunidad Autónoma de Andalucía ha 
venido a regular de forma más limitada que en el resto del Estado 
la asistencia y participación de menores a espectáculos taurinos, 
debiendo remarcarse también que en el procedimiento de elaboración 
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del Reglamento Taurino de Andalucía se cumplió con lo establecido en la 
moción 7-04/M-000009, aprobada por el Parlamento de Andalucía en 
noviembre de 2004, relativa a política en materia de espectáculos públicos 
y legislación taurina, en cuya virtud se abrió por parte de la Administración 
de la Junta de Andalucía un amplio proceso de recepción de propuestas, 
ideas y sugerencias de asociaciones y entidades representativas de distintos 
sectores profesionales, empresariales y también de la afición taurina de cara 
a la elaboración del citado reglamento.

Sea como fuere, lo expuesto hasta ahora no ha de ser obstáculo para que, 
desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de la Infancia y Adolescencia 
resaltemos la importancia de la labor del Comité de los Derechos del Niño 
como órgano supervisor de la aplicación de la Convención sobre los Derechos 
del Niño por sus Estados Partes. Aunque en principio las observaciones y 
recomendaciones emitidas por el Comité no son expresamente vinculantes, 
sí tienen un importante valor para orientar la interpretación que se haya de 
dar a los preceptos de la Convención, ejerciendo de impulso a las políticas 
públicas de los Estados Partes para que actúen en congruencia con tales 
postulados.

Ahora bien, tampoco podemos dejar de lado que el cumplimiento de las 
observaciones del Comité en esta materia no solo vinculan a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía sino a todo el Estado, y que la legislación nacional no 
establece ninguna limitación por razón de edad, ni en la legislación sectorial 
sobre espectáculos públicos ni en la legislación sobre protección de menores, 
siendo así que actualmente existe en Andalucía normativa reglamentaria 
que garantiza, aunque de forma parcial y limitada la protección del menor, 
sin llegar a una prohibición absoluta.

Por tanto, consideramos razonable el criterio que sobre esta cuestión 
viene aplicando el Gobierno autonómico que considera, por un criterio 
de oportunidad, que en estos momentos no resulta aconsejable 
acometer para el ámbito territorial andaluz modificaciones 
normativas extremas, ello sin cerrar la posibilidad de que conforme 
fuese evolucionando la sensibilidad social se pudiese contemplar 
prohibiciones en congruencia con las observaciones realizadas 
por el Comité de los Derechos del Niño en materia de espectáculos 
taurinos. Dicho lo cual, estaremos atentos a la evolución de la regulación 
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de esta materia, en beneficio siempre del interés superior del menor, como 
corresponde al deber de protección de esta Institución.

3.1.2.11 Derecho al Deporte

En el ámbito de las competiciones deportivas las concretas quejas que 
hemos tramitado han afectado habitualmente a temas relativos a su 
regulación y organización, aludiendo también a cuestiones relacionadas con 
infraestructuras e instalaciones deportivas. Pero hemos de destacar que 
tanto las quejas presentadas en 2021 como las quejas recibidas en el año 
anterior han tenido una continua referencia a las medidas de lucha 
contra la pandemia por coronavirus, las cuales han afectado a muchas 
actividades, ya sea de ocio deportivo o de competición. Señalamos 
como meros ejemplos las quejas 20/8414, 20/8158, 20/8192, 21/0122, 
21/0454, 21/0643, 21/0948, 21/5875 y 21/3157.

Dichas quejas han venido a reproducir el malestar 
por casos de interrupción de campeonatos, 
restricciones de acceso a instalaciones deportivas, 
exigencias de control en actividades para menores, 
etc. Así hemos recibido quejas de responsables 
federativos, alcaldes, padres y madres de menores 
deportistas, incluso de menores disgustados por 
no poder practicar su deporte favorito. Y todas, 
en común, expresaban su disconformidad con la 
pretendida eficacia e idoneidad para el control de 
la pandemia de la medida que limitaba la actividad deportiva.

Como valoración general en las respuestas ante estas reclamaciones, 
aunque procurando atender a sus particularidades, no hemos podido deducir 
una actuación administrativa irregular. Las disposiciones aplicables -en un 
rosario ciertamente prolijo y complejo de requisitos, condiciones y medidas- 
respondían a criterios definidos por los servicios técnicos especializados en 
salud pública. Y, al igual que en otros escenarios, no cumplía a esta Institución 
emitir un pronunciamiento propio y técnico sobre la definición práctica de 
unas medidas cuyo origen deviene de las autoridades sanitarias y sobre cuya 
oportunidad o idoneidad no corresponde al Defensor del Pueblo Andaluz 
modificarlas con un juicio crítico particular. Aun respetando las opiniones 
que en cada caso merezcan el repertorio de disposiciones que se adoptan 
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ante estas delicadas situaciones, hemos recordado la necesaria actitud de 
colaboración y prevención como respuesta ciudadana para luchar contra los 
riesgos de la pandemia.

Dejando a un lado el deporte de competición, nos centraremos ahora en el 
deporte como actividad saludable y como elemento de ocio y 
socialización en la infancia, adolescencia y juventud.

A este respecto hemos de resaltar la queja 
21/4477 en la que se dirigía a nosotros el padre 
de un menor, con capacidades diversas, para que 
este pudiera acceder y disfrutar del programa de 
actividades deportivas de su municipio, todo ello 
por las bondades que reportaba a su hijo dicha 
práctica deportiva.

Esta cuestión ya fue abordada por esta Defensoría 
en la queja 20/3267, que concluimos tras 
conocer la disponibilidad de los servicios técnicos 
deportivos del municipio para implementar un 
programa de actividades deportivas adaptadas 
al menor. A pesar de ello, en su nuevo escrito 

de queja el padre se lamentaba de los nulos avances producidos en tales 
compromisos.

Tras interesarnos de nuevo por el caso ante el Ayuntamiento de Marchena 
éste nos informó que el municipio no desarrollaba actividades deportivas 
propias, con excepción de los cursos de natación de verano, sino que dichas 
actividades se realizaban por clubes y asociaciones sin ánimo de lucro, siendo 
estas las que realizaban las inscripciones, desarrollo de los entrenamientos, 
competiciones, etc. y pagando estas asociaciones y clubes precio público 
por el uso de las instalaciones deportivas, conforme a la ordenanza fiscal 
reguladora.

Relataba el Ayuntamiento que facilitaron al padre la relación completa de 
actividades deportivas que se venían realizando en la localidad, así como 
los teléfonos de contacto de las asociaciones y clubes para que, una vez 
sopesada la actividad más adecuada a su hijo, pudiera ponerse en contacto 
con dichas asociaciones y clubes para conocer la viabilidad de que su hijo 
pudiera participar en dicha actividad y, en su caso, arbitrar la forma y manera 
de lograr su mejor inclusión.

Recibimos 
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/atienden-a-padre-que-no-recibe-respuesta-para-incluir-a-su-hijo-en-programas-deportivos-de
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En lo referente a los cursos de natación de verano, el Ayuntamiento de 
Marchena exigió en la licitación de dicho servicio a la empresa seleccionada 
que, en el caso de asistencia de niños con diversidad funcional, dispusiera de 
un monitor titulado para la atención a este grupo. Única y exclusivamente 
se les pidió a los padres o tutores de los mismos que durante el desarrollo 
del curso estuviesen presentes en la actividad, mientras el monitor realizaba 
ejercicios con los integrantes del grupo.

Tras estudiar la información aportada por el Ayuntamiento valoramos que 
su intervención había sido razonable y proporcionada, con una posición 
comprometida e inclusiva con las personas para el acceso a las actividades 
deportivas del municipio. Por todo ello, y respetando la lógica preocupación 
de la familia por la participación del menor en estas actividades, observamos 
en el Ayuntamiento una actitud proclive a facilitar su inclusión, quedando 
la cuestión en un ámbito más próximo a la oportunidad de desplegar una 
mayor colaboración y buen entendimiento entre la familia y los servicios 
municipales para solventar las dificultades que pudieran darse en el caso 
concreto de la participación del menor en la actividades acuáticas.

También en la queja 21/5204 se abordaron las peticiones planteadas por la 
familia de un menor, con síndrome de asperger, inscrito en las actividades 
de un campamento de verano.

A la vista de la información ofrecida por la familia y por la entidad que 
organizaba y gestionaba dicha actividad -y sin contar con otras fuentes 
de relato- no observamos que se produjera una situación de desatención 
o discriminatoria hacia el menor derivada de su condicionante. Según se 
desprendía de la documentación a la que pudimos acceder, otro menor de 
análogas características participó en la actividad; se produjo un acogimiento 
a lo largo de diez jornadas; se dispusieron medidas anticipadas con el grupo 
de convivencia; se requirió consejo a la familia ante las manifestaciones 
disruptivas; y el menor fue incluido hasta que los trabajos para su adaptación 
resultaron infructuosos.

Es por ello que aún comprendiendo la frustración de la familia por esa 
dificultad sobrevenida, ello no debía traducirse en un trato inadecuado hacia 
el menor, aunque sí probablemente mejorable en el proceso de inscripción. 
Y es que apuntamos la oportunidad de estudiar el proceso de solicitud e 
inscripción de los menores a fin de garantizar el acceso a toda la información 
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imprescindible para adecuar anticipadamente la participación de cada niño 
o niña a las actividades del campamento y del personal a su cargo.

La entidad gestora del campamento de verano dispuso de la información 
ofrecida por la familia sobre su perfil asperger, si bien el relato específico 
de algunas singularidades comportamentales se hacían depender de 
comentarios verbales y susceptibles de interpretación diversa. Y así, lo que 
se presenta por la familia como una singularidad de fácil corrección, era 
percibido por los profesionales de la actividad como un comportamiento 
disruptivo y con alguna reacción violenta que desaconseja su continuidad en 
el campamento.

En suma, y reconociendo la dificultad para elaborar un diagnóstico certero 
de cada solicitante de inscripción, esta Defensoría aportó la idea de disponer 
de una información más detallada que permitiera evaluar las necesidades 
de atención o cuidado que deben anticiparse para la mejor programación del 
campamento. Dicha información no debía implicar en sí misma una certeza 
a la hora de definir pautas o respuestas en caso de necesidad; pero sin duda 
mejoraría la evaluación de la organización para atender con esa vocación 
personalizada las características más relevantes de los menores inscritos.

Otro de los problemas que suelen tener reflejo en quejas remitidas a 
esta Defensoría guarda relación con las molestias, normalmente por 
ruidos, que causa a la vecindad determinada actividad deportiva en la 
que participan menores de edad. De este modo en la queja 21/5677, se 
nos hacía participes de las quejas vecinales relativas a unas instalaciones 
deportivas próximas a zonas residenciales en la ciudad de Granada, 
fundamentalmente referidas al horario de actividades y la limpieza del 
recinto y zonas aledañas.

En relación a esta queja el Ayuntamiento nos respondió que el horario de 
uso de la instalación era similar al del resto de instalaciones de parques y 
jardines, que es de 8 a 23 horas, siendo así que con ese horario se procura 
lograr el máximo uso a estas instalaciones deportivas, que ofrecen una 
alternativa de ocio muy necesaria para la población infantil y juvenil, a la 
par que se impide su uso en la franja diaria para la que se establece una 
mayor protección frente al ruido, que es la nocturna, entendiendo como tal 
la comprendida entre las 23 a 7 horas. Este horario de máxima protección 
es el establecido en la generalidad de la normativa (Ley 37/2003, del Ruido; 
Real Decreto 1367/2007, que la desarrolla; Decreto 6/2012 que aprueba el 

https://defensordelmenordeandalucia.es/las-instalaciones-deportivas-estan-cumpliendo-con-el-horario-establecido
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Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica en Andalucía; 
Ordenanza Municipal de Protección del Medio Ambiente Acústico en Granada 
y Ordenanza para fomentar la Convivencia de Granada).

Por otro lado, en lo relativo a los problemas de limpieza aludidos en la queja, 
el Ayuntamiento indicaba que era frecuente que en la zona se produjeran 
concentraciones de personas con objeto de la práctica de deporte, en su 
mayoría jóvenes. Tanto la instalación como las calles que la rodean eran 
objeto de limpieza conforme a los protocolos ordinarios, a lo cual se unía, 
sin una frecuencia concreta, actividades de limpieza puntuales cuando 
los servicios municipales detectaban la necesidad, mediante brigadas de 
limpieza viaria, hidrolimpiadoras, barredoras tanto de aceras como de 
calzadas, baldeadoras etc., todo ello sin perjuicio de que la comunidad vecinal 
pudiera poner en conocimiento de los servicios de limpieza la necesidad de 
una intervención puntual.

Tras analizar la información relativa al caso, apreciamos la voluntad 
del Ayuntamiento de ofrecer las argumentaciones necesarias ante las 
peticiones recogidas en la queja. Así mismo, hubimos de resaltar una actitud 
colaboradora de los servicios municipales para regular el régimen de uso 
de las instalaciones, así como para ofrecer el cuidado y mantenimiento 
adecuados, lo cual contribuye a aunar el correcto aprovechamiento de la 
instalación deportiva y que esta resulte compatible con las condiciones de 
vida del vecindario colindante.

3.1.2.12 Derecho de los niños y niñas en relación con servicios de interés 
general y consumo

En relación con este apartado y con referencia al servicio de suministro 
eléctrico, debemos reseñar de modo especial las quejas recibidas como 
consecuencia de cortes de luz que afectan a familias con menores a 
cargo.

Los perjuicios que de un corte de suministro se derivan para la vida cotidiana 
de cualquier familia, se agravan cuando existen menores en la vivienda, 
especialmente si son de corta edad. La vivencia por los menores de una 
situación de falta de un suministro tan esencial como es la luz, suele ser 
bastante traumática no solo por las molestias derivadas de carecer de 
energía para cuestiones esenciales como calentar y enfriar la casa, disponer 
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de agua caliente o poder cocinar, sino sobre todo por que les genera una 
sensación de angustia, impotencia y desvalimiento ante la situación creada.

No es de extrañar que en las quejas recibidas 
por este motivo se detecte un plus de enfado 
y ansiedad por parte de sus promotores, que 
acuden a nosotros con desesperación tras ver 
fracasadas sus gestiones para tratar de solventar 
el problema.

Entre las quejas tramitadas en 2021 por este 
motivo podemos reseñar la queja 21/3012 en 
la que la madre de dos menores nos trasladaba 
su sensación de impotencia tras encontrarse 
con un corte de suministro sin aviso previo y 
comprobar que se había producido una interrupción 

del suministro por parte de la empresa suministradora sin que le constase la 
existencia de impago alguno de facturas previas. La imposibilidad de atender 
a las necesidades básicas de sus hijos le había llevado a trasladarse a casa 
de sus padres hasta tanto se solucionaba el problema.

Realizadas las oportunas gestiones con Endesa pudimos conocer que el corte 
era consecuencia del impago de unas facturas giradas como consecuencia 
de un expediente de anomalía anterior. La empresa exigía el pago de dichas 
facturas para la reconexión del suministro y ofrecía un fraccionamiento 
atendiendo a la precaria situación económica de la promotora de la queja.

Trasladados estos extremos a la interesada mostró su total disconformidad 
con la supuesta manipulación del contador, denunciando no haber sido 
informada de la presunta anomalía, aunque se manifestó dispuesta a 
pagar las facturas reclamadas ante la imperiosa necesidad de recuperar el 
suministro cortado.

Tras diversas vicisitudes por problemas con el fraccionamiento prometido, el 
suministro fue repuesto. La interesada presentó las oportunas reclamaciones 
ante la Consejería competente en materia de industria por su disconformidad 
con el expediente de anomalía.

En la queja 21/3813 una madre nos relataba lo siguiente: “ayer a medianoche 
me levanto y veo que no tengo luz, cuando me levanto para ir a trabajar me doy 
cuenta de que soy yo sola la que no tengo luz. Llamo por teléfono a Endesa y 

La vivencia por 
los menores de 
una situación 
de falta de un 
suministro tan 
esencial como 
es la luz suele 
ser bastante 
traumática



255 ÍNDICE

3. Actuaciones de la Defensoría

me cuesta la vida ponerme en contacto con alguien que me de una explicación. 
Después de muchos intentos (...) me quedo atónita cuando me dice que algún 
vecino habrá dado su contrato de baja y al procesarlo en el ordenador se han 
equivocado y han marcado el mío, que tengo que hacer el enganche de nuevo 
que me cuesta 80 euros si quiero luz y además que tardan entre 5 y 7 días 
en darme el suministro. Todo esto con las niñas sin poder desayunar se han 
tenido que ir al colegio se me ha estropeado todo lo que tenía en el congelador 
y me he tenido que ir a casa de un familiar (madre) a vivir mientras. Yo me 
pregunto cómo puede pasar esto y estar tan desamparada totalmente (...) Por 
favor como reclamo yo el daño material y sobre todo el perjuicio de tenerme 
que trasladar a otra casa con mis hijas menores y aguantarme con todo esto.”

Según pudo conocer después, el contrato había sido dado de baja varios 
meses antes de que se produjera el corte de suministro. La interesada 
señalaba que no se había percatado de que no llegaban las facturas porque 
también tenía contratado el gas con Endesa y el pago estaba domiciliado en 
cuenta, gestionándose la facturación por Internet.

La interesada había solicitado un nuevo alta, pero le habían indicado que se 
tardaría entre 5 y 7 días en hacerlo efectivo y le habían cobrado 96,80 euros 
en concepto de gastos por la reconexión. Ante esta situación, se veía obligada 
a seguir viviendo fuera de su domicilio. Había presentado una reclamación 
por los daños y perjuicios sufridos y reclamado la devolución del importe 
satisfecho por la reconexión.

Tras nuestra intervención Endesa se comprometió a devolver las cantidades 
cobradas por la reposición del suministro y atender la petición de 
indemnización por daños, lo que nos llevó a considerar que el problema 
estaba en vías de ser solucionado. Sin embargo, un escrito posterior de la 
interesada nos ha llevado a retomar nuestras actuaciones al conocer que 
poco tiempo después le pasaron al cobro, de una vez y sin previo aviso, 
varias facturas atrasadas. Como no podía hacerse cargo de un importe tan 
elevado, al contar solo con su nómina y tener a su cargo dos hijas, ordenó 
la devolución de todas las facturas menos dos para poder aplazar el resto.

Unos días después le vuelven a cortar la luz por impago sin previo aviso. Al 
entrar en la aplicación de Endesa le aparecía que debía facturas del contrato 
anterior que fue dado de baja y que tenía un plazo de 90 días para pagar. 
Plazo que ni siquiera había transcurrido, por lo que no entendía que le 
cortaran el suministro si aún estaba en plazo para pagar.
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Tras varios intentos infructuosos de encontrar solución a través del teléfono 
de atención al cliente de Endesa, tuvo que recurrir a la ayuda de familiares a 
fin de reunir el dinero necesario y poder obtener la restitución del suministro.

Respecto a la reclamación por daños y la solicitud de devolución del importe 
abonado por la reconexión anterior del suministro, nos informaba que 
Endesa le había respondido ofreciéndole un pago de 80 euros. Oferta que 
había rechazado ya que con esa cantidad ni siquiera cubría los costes de 
reconexión.

Hemos pedido nueva información a Endesa y estamos pendientes de recibir 
la misma.

En la queja 21/7135 una madre indignada nos contaba que había sufrido un 
corte de suministro sin previo aviso y contando con bono social por 
discapacidad de su marido.

Según explicaba llevaba desde el mes de diciembre de 2020 reclamando 
por falta de facturación eléctrica y posteriormente por recibir facturas 
indicando que el consumo era de 0 Kwh. En todo momento le indicaron 
que no se preocupara que todo estaba correcto. Finalmente, tras acudir 
presencialmente a una oficina de Endesa, le indican que la facturación era 
correcta pero que existía una anomalía, abriéndose nueva reclamación 
por una posible avería en el contador y que un técnico acudiría a revisar la 
instalación.

Pocos días después sin mas aviso, se produce el corte en el suministro. Tras 
muchas reclamaciones telefónicas le indican que no ven incidencia en su 
suministro pero que, bajo coste de 82€, le envían a un técnico para que 
lo revise. Asume el coste, pensando que es una avería en su instalación, y 
cuando baja al cuadro de contadores observa que el contador está precintado 
con una pegatina amarilla indicando que “se ha detectado una manipulación 
eléctrica que implica la supresión del suministro”.

Tras numerosas llamadas para reclamar por lo ocurrido le indican que existe 
una manipulación del contador por doble acometida y que debe solucionarlo 
contratando a un electricista para poder darle servicio. La interesada se 
mostraba asombrada pues no le habían notificado nada pese a llevar meses 
reclamando. Presenta una reclamación en una oficina de Endesa pero le 
indican igual, que debe arreglar la manipulación para darle servicio.
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Tras acudir al Servicio de Industria, Energía y Minas logra que se produzca 
la reposición del suministro. Mientras tanto recibe de Endesa un email 
indicándole que tiene un expediente por manipulación del contador, que 
debe de solucionar y le envían una declaración jurada, para que se la reenvíe 
rellena con la reparación y su firma, para así darle servicio. Añade que no le 
indican qué tipo o cantidades de multa tendrá que pagar por algo que no ha 
realizado y que no se entiende tras sus múltiples reclamaciones.

Concluye su queja señalando: “Quiero hacer constar el daño moral y psicológico 
que estamos pasando mi familia y yo, a parte del gasto adicional por la pérdida 
de alimentos del frigorífico, de no poder cocinar en casa, de tener que ir cada 
día a casa de nuestros familiares ya sea para trabajar, estudiar, ducharse, 
lavar..el día a día de una familia cualquiera, que nos han quitado de golpe y 
porrazo esta compañía y sus formas de actuar tan vejatorias. Me siento como 
si me hubieran entrado en casa a robarme lo mas preciado que tengo que es mi 
tranquilidad del hogar y a desestabilizar a mi familia.”

Actualmente estamos pendientes de recibir el informe que hemos interesado 
a Endesa para conocer su versión de lo ocurrido.

Lo normal es que las quejas que recibamos 
relacionadas con expedientes de anomalía 
sean remitidas por personas que niegan 
haber cometido fraude alguno y claman por 
su inocencia. Sin embargo, no siempre ocurre 
así. En la queja 21/4034, su promotor reconocía 
haberse enganchado ilegalmente al suministro 
eléctrico, aduciendo para justificar su actuación 
la precariedad de la situación económica familiar 
con un hijo menor a cargo y ambos progenitores 
en desempleo, solicitando nuestra ayuda 
para conseguir que la deuda resultante de la 
refacturación realizada por la Compañía eléctrica 
le fuese prorrateada para poder pagarla y evitar el corte de suministro.

Trasladado el caso a Endesa, la compañía nos ha comunicado que aceptan 
realizar un fraccionamiento del pago acorde a la situación económica de los 
interesados.

No podemos dejar de reseñar aquí que siguen siendo muy numerosas las 
quejas que se reciben denunciando los cortes de luz que se producen en 
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determinadas localidades y barrios de Andalucía, por incidencias con 
el suministro que la compañía suministradora achaca a enganches ilegales 
relacionados con plantaciones ilícitas de marihuana.

Esta situación, que se extiende cada vez a más zonas de Andalucía y no 
parece encontrar una solución efectiva pese a las medidas adoptadas por 
las administraciones competentes y la compañía suministradora, afecta de 
forma muy directa a los derechos de las personas que viven en estas zonas y 
cumplen fielmente con sus obligaciones como usuarios del servicio eléctrico, 
perjudicando especialmente a los menores de edad que ven gravemente 
afectada su vida cotidiana y el ejercicio de sus derechos mas fundamentales 
por la privación de este suministro tan esencial.

Llevamos años destacando esta problemática en nuestros Informes Anuales, 
denunciando la inaceptable vulneración de derechos que se deriva de la 
misma y reclamando soluciones efectivas.

Este año, lamentablemente, debemos retomar nuestras denuncias y 
reclamaciones, reseñando cómo se ha agravado el problema y exponiendo 
las actuaciones realizadas desde la Institución, que tratan de ofrecer 
propuestas para encontrar soluciones efectivas a una realidad cada vez más 
enquistada en nuestra sociedad.

En el apartado correspondiente a la materia de consumo que consta en el 
Informe del Defensor del Pueblo andaluz 2021, se detallan estas actuaciones, 
que pueden igualmente consultarse a través del siguiente enlace.

También debemos reseñar en este apartado las quejas recibidas por 
problemas al dar de alta un nuevo suministro cuando tal situación afecta 
de modo especial a familias con menores a cargo.

Tal fue el caso en la queja 21/6917, en la que una 
familia, con dos menores a cargo y con la mujer 
en avanzado estado de gestación, nos contaba 
que les habían adjudicado en alquiler una vivienda 
de la Junta de Andalucía. Cuando se trasladan a 
la misma se encuentran con que tiene suministro 
de luz, pese a lo cual deciden hacer las gestiones 
necesarias para poner el suministro a su nombre. 
Tras contactar con Endesa les indican que no se 
podía grabar la solicitud de cambio de titularidad 

Reclamamos 
soluciones 
efectivas que 
eviten cortes 
de luz para 
quienes cumplen 
fielmente con sus 
obligaciones

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-propone-medidas-que-sirvan-de-guia-para-solucionar-el
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al existir otra solicitud de baja aún en tramitación, pero que en el momento 
que se hiciera efectiva podrían contratar y al día siguiente tendrían luz.

Pese a ello, unos días después, de madrugada, les cortaron el suministro. Al 
llamar para reclamar por lo ocurrido les dicen que deben hacer de nuevo la 
contratación y que la reconexión del suministro puede tardar hasta 7 días. 
Ante la difícil situación que afrontan al tener que permanecer en la vivienda 
sin suministro eléctrico en pleno invierno solicitan una intervención urgente 
de la Institución.

Tras realizar una gestión telefónica con Endesa nos comunican desde la 
Compañía que se va a proceder a la reconexión del suministro.

En la queja 21/0916 era un bloque entero de nueva construcción el que se 
encontraba desde hacía cinco meses sin poder dar de alta el suministro de 
luz por problemas en la gestión con Endesa. Al parecer varias familias, con 
menores y mayores incluidos, se habían mudado ya al edificio y con grandes 
dificultades trataban de solventar su día a día con la luz de obra que aún no 
había sido desconectada por la Compañía. Finalmente se consiguió resolver 
el alta en el suministro.

Por su parte, en la queja 21/0288 una familia nos planteaba el grave 
problema que le generaba el no poder mudarse a su nueva vivienda por 
existir un conflicto con Endesa respecto de los costes que debían asumir por 
el traslado de la línea eléctrica desde un poste de madera hasta la fachada 
de la nueva vivienda. Nos decía el promotor de la queja “tengo dos niños 
pequeños, un niño de seis años y una niña de nueve meses y en la vivienda que 
vivimos no está en condiciones óptimas para mis hijos. Estamos deseando de 
irnos a nuestra casa nueva, pero por culpa de e-distribución no nos podemos 
mudar, mi familia y yo le pedimos que nos ayude a solventar este problema”.

Finalmente el problema pudo ser solventado y la familia pudo mudarse a su 
nueva vivienda.

En relación con el suministro de gas debemos reseñar la queja 21/5004 en 
la que una mujer con dos menores a cargo, uno de ellos con discapacidad, 
nos contaba que había recibido una carta de su empresa suministradora de 
gas advirtiéndole de una posible baja en el suministro por impago de las 
facturas.

Tras analizar el caso planteado le explicamos a la promotora de la queja 
que existía una normativa -Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo- 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-fin-logran-el-alta-del-suministro-electrico-para-poder-mudarse-a-su-nueva-vivienda
https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-7351-consolidado.pdf
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que establecía la prohibición de corte de suministros esenciales para los 
consumidores considerados vulnerables severos o en riesgo de exclusión, 
advirtiéndole que dicha prohibición afectaba tanto al suministro eléctrico 
como al de gas.

Le explicábamos en nuestro escrito que para acreditar su condición de 
consumidora vulnerable y, por tanto, evitar el corte de suministro, le 
bastaba con presentar a la empresa suministradora copia de la factura de 
electricidad en la que constase que era beneficiaria del bono social eléctrico.

Le explicamos que, para que esta protección fuera efectiva debería dar 
traslado de su condición de beneficiaria del bono social a la empresa 
suministradora de gas, solicitándole que paralizasen el posible corte en el 
suministro, advirtiéndole que si no trasladaba esta información a la empresa 
de gas, podría exponerse a un corte, dado que la misma podría desconocer 
su condición de consumidora vulnerable.

Especialmente significativa nos parece la queja 21/2571 que nos remitía 
una mujer con una discapacidad del 65% y cuatro hijos menores a cargo, 
que temía ser objeto de un corte en el suministro de agua por impago de 
varias facturas.

Según nos contaba se encontraba residiendo en una vivienda que le había 
sido cedida a su muerte por una persona mayor a la que había cuidado.

Las facturas de agua llegaban a nombre del fallecido, ya que figuraba como 
titular del contrato, y eran de importe muy elevado porque en dicho contrato 
únicamente constaba una persona empadronada en la vivienda y no las que 
realmente residían en la misma, lo que le impedía beneficiarse del sistema 
de tarificación por habitante implantado por la empresa de aguas Emasesa. 
Los escasos ingresos de la mujer le impedían afrontar el pago de esta deuda 
y temía un inminente corte de suministro.

Para solventar este problema y acogerse a la tarifa social aprobada por 
Emasesa había solicitado el cambio de titularidad del contrato de suministro, 
pero le había sido denegado por no poder aportar ningún documento que 
acreditase el derecho de disponibilidad de la vivienda. Además existía otro 
problema para ser beneficiaria de la tarifa social, al constar una deuda 
pendiente a su nombre por impago de facturas que, según indicaba, se 
debían a no haber dado de baja el contrato de suministro que tenía en la 
vivienda donde residía antes de trasladarse a esta.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-conceden-la-tarifa-social-por-el-agua-a-una-familia-en-precariedad-habitacional
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Finalmente, tras nuestra intervención, el problema pudo solventarse y la 
interesada se convirtió en beneficiaria de la tarifa social con el contrato a su 
nombre, al aceptar Emasesa el documento emitido por los servicios sociales 
acreditando la situación de precariedad habitacional de la familia como 
documento valido para justificar el derecho de disponibilidad de la vivienda 
y tras llegar a un acuerdo para el pago fraccionado de la deuda preexistente.

Otro supuesto que guarda similitud con el relatado es el planteado en la 
queja 21/6619, remitida por una mujer con una hija a cargo que nos relataba 
que, tras perder su vivienda por no poder pagar la hipoteca, había pasado a 
residir en otro piso del mismo inmueble con el acuerdo del resto de vecinos, 
pues temían que pudieran acceder personas conflictivas ya que la vivienda 
llevaba muchos años cerrada tras el fallecimiento de su propietaria.

El bloque contaba con un contador comunitario y la interesada venía 
pagando las facturas de agua que correspondían a la vivienda que ocupaba. 
En una reunión se acuerda por la comunidad de propietarios proceder a la 
instalación de contadores individuales de suministro de agua, lo que obligaba 
a cada propietario a pagar unas cuotas que no eran muy elevadas al haberse 
acogido al denominado “Plan 5” que ofrecía la empresa de aguas (Emasesa) 
para financiar las obras.

La interesada se mostraba de acuerdo con esta decisión y asumía el pago 
de la cuota que le correspondía por su vivienda. Sin embargo, cuando llega 
el momento de hacer efectivo el reparto de las cuotas surge el problema, ya 
que Emasesa no acepta incluir a la interesada en el Plan 5 porque no puede 
acreditar el derecho de disponibilidad de la vivienda, requisito que resulta 
indispensable para aprobar el plan de financiación.

La interesada no podía asumir con sus escasos recurso el pago de la 
cuota completa correspondiente a su vivienda sin las ayudas del plan de 
financiación.

Para solucionar el problema acudió a los servicios sociales de su municipio 
para que le expidiesen un certificado de vulnerabilidad conforme al modelo 
exigido por Emasesa a fin de que el mismo le sirviese para acceder al plan 
5 de vivienda. Sin embargo, esta solución devino inviable ya que en los 
servicios sociales le indicaron que para expedir ese certificado, según exigía 
el propio modelo de Emasesa, era necesario que aportase documentación 
que acreditase el derecho de disponibilidad de la vivienda.
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Así las cosas, la situación ha entrado en un extraño bucle que estamos 
intentando solventar realizando gestiones con Emasesa y con los servicios 
sociales que, a la fecha de redacción de estas líneas, aun no han concluido.

En relación con los servicios financieros nos parece de interés reseñar 
la queja 21/3256 en la que un padre nos exponía la delicada situación en 
la que se encontraba, con una hija menor de edad y con discapacidad a su 
exclusivo cargo, que necesitaba atención y cuidados permanentes con costes 
elevados. Sus recursos económicos eran muy limitados.

Cinco años atrás había firmado con su entidad financiera un acuerdo de 
reestructuración para el pago de su deuda hipotecaria de acuerdo con el 
Código de Buenas Prácticas. Este acuerdo le había permitido afrontar su 
especial situación de vulnerabilidad y evitar la pérdida de su vivienda. Sin 
embargo, habiendo vencido la moratoria el banco le reclamaba volver a la 
situación anterior. Algo que estaba fuera de las posibilidades económicas 
del interesado, por lo que había solicitado que le volvieran a conceder la 
moratoria mientras mejoraban sus circunstancias, pero verbalmente ya le 
habían adelantado que no sería posible.

El interesado pedía nuestra intervención señalando que no podía hacer 
frente al pago de la cuota hipotecaria ordinaria, ni podía aceptar la dación 
en pago, pues no tenía recursos para pagar el alquiler social y temía verse 
desalojado de su vivienda.

Ante las circunstancias expuestas nos dirigimos a la entidad financiera 
pidiendo su colaboración para tratar de encontrar una solución al problema 
que se nos planteaba. Lamentablemente la respuesta de la entidad fue 
negativa, incidiendo en la legalidad de su actuación y en la imposibilidad de 
ofrecer una solución que se adaptase a la situación del interesado.

Dado que no tenemos potestad de supervisión sobre las entidades financieras 
hubimos de renunciar a realizar ulteriores actuaciones con la misma, debiendo 
informar al interesado de la respuesta obtenida, sugiriéndole que, ante la 
negativa de la entidad financiera a concederle una nueva reestructuración 
hipotecaria, valorase la posibilidad de solicitar las medidas complementarias 
y sustitutivas previstas en el Código de Buenas Prácticas (Real Decreto-ley 
6/2012, de 9 de marzo), de medidas urgentes de protección de deudores 
hipotecarios sin recursos).

https://www.boe.es/buscar/pdf/2012/BOE-A-2012-3394-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2012/BOE-A-2012-3394-consolidado.pdf


263 ÍNDICE

3. Actuaciones de la Defensoría

Le explicamos que si reunía los requisitos para optar por la dación en pago 
de la vivienda y así lo solicitaba, podría permanecer durante un plazo de 
dos años en la misma en concepto de arrendatario, satisfaciendo una renta 
anual del 3% del importe total de la deuda en el momento de la dación.

Para poder tomar esta decisión le recomendamos que acudiera a los 
Servicios Sociales Comunitarios ya que, conociendo sus circunstancias socio-
económicas y familiares, podrían valorar qué tipo de ayudas y recursos 
públicos podrían activarse para poder paliar, en la medida de lo posible, su 
situación y orientarle sobre alternativas habitacionales existentes en caso de 
ejecutarse el lanzamiento de su vivienda (ayudas de emergencia, ayudas al 
alquiler, declaración de situación de vulnerabilidad para remisión al Juzgado, 
etc.). Asimismo, le indicamos que estos servicios podrían orientarle acerca 
de las distintas medidas de atención a la dependencia a las que optar para 
la asistencia de su hija.

En relación con los servicios de telecomunicaciones nos parece de interés 
reseñar la queja 20/4352, que pone de manifiesto las malas prácticas 
de algunas empresas de cobro de morosos. El promotor nos relataba su 
problema en los siguientes términos:

“Desde hace una semana estamos recibiendo en nuestro domicilio 
llamadas de teléfono de una empresa (...). A quien responda al teléfono, 
ya sean mis hijos menores, mi pareja o yo, nos indican que tenemos 
una deuda con ellos y que hay que llamar a un número que facilitan 
con prefijo de Barcelona. Pensamos que era una estafa y no llamamos, 
pero dada la tremenda insistencia en las llamadas, que recibimos a 
todas horas, decidí llamar. Cuando lo he hecho, me indican que ….. les 
ha “vendido” una supuesta deuda que tengo con ellos de 35 euros y 
38 céntimos desde el año 2013, y que o la pago o seguirán llamando. 
Estas llamadas están creando un problema en mi hogar, sobre todo a 
mis dos hijos menores de edad, de 8 y 11 años que no entienden nada, 
especialmente que alguien les llame y les diga que sus padres son unos 
morosos que no pagan”.

Nos dirigimos a la empresa de telefonía trasladándole la situación de esta 
familia y pidiéndole una respuesta en relación a la reclamación presentada 
por el interesado sobre la deuda supuestamente existente. En respuesta a 
nuestra petición la empresa nos ha informado de la cancelación de la deuda.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/anulan-el-importe-que-una-empresa-de-gestion-de-cobros-reclamaba-por-una-facturacion-telefonica
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3.1.2.13 Infancia y adolescencia ante la Administración de Justicia.

En el ámbito de Justicia, el objeto fundamental y mayoritario de las 
quejas que nos son planteadas hacen referencia a la discrepancia 
con las resoluciones judiciales y la dilación indebida e injustificada 
padecida durante la sustanciación de los procedimientos judiciales, en 
los que se desenvuelven sus promotores, bien en defensa de los propios 
intereses de los progenitores y que afectan en mayor o menor medida a los 
menores, bien en defensa de los intereses de los propios menores.

En todo caso, identificada la pretensión de los interesados, en el supuesto 
que de una u otra forma se vea implicado un menor, esto supone un plus en 
nuestra intervención. Así, la problemática que afecta a los menores suele 
estar referida a procedimientos de índole familiar y matrimonial, donde 
los cónyuges generalmente dirimen sus conflictos y los menores se ven 
atrapados entre ambos progenitores.

El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando 
y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados 
y Tribunales determinados por las leyes (art. 117.3 CE.), el respeto a 
este principio nos impide el que podamos pronunciarnos en asuntos que 
hayan sido planteados a un órgano judicial, estableciendo nuestra norma 
reguladora en su artículo 17.2 que «El Defensor del Pueblo Andaluz no 
entrará en el examen de aquellas quejas sobre las que esté pendiente 
resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere 
por persona interesada demanda o recursos ante los Tribunales ordinarios o 
el Tribunal Constitucional».

No obstante, este mismo precepto termina indicando que «Ello no impedirá, 
sin embargo, la investigación sobre los problemas generales planteados 
en las quejas presentadas», y en relación con esto el precedente artículo 
15 viene a establecer que «Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas 
relativas al funcionamiento de la Administración de Justicia en Andalucía, 
deberá dirigirlas al Ministerio Fiscal o al Consejo General del Poder Judicial, 
sin perjuicio de hacer referencia expresa en el Informe general que deberá 
elevar al Parlamento de Andalucía».

Por lo tanto, sin entrar a cuestionar las decisiones adoptadas por los 
Juzgados y Tribunales en el ejercicio de su función jurisdiccional, ni intervenir 
en relación con hechos pendientes de un proceso judicial en tramitación, la 
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referida normativa (artículos 15 y 17 Ley 9/1983, de 1 de diciembre) nos 
permite poder entrar a valorar cuestiones como las dilaciones singulares, 
medios personales o materiales, planta y demarcación, o el reconocimiento 
de la justicia jurídica gratuita.

Esta imposibilidad de intervenir concurre en la queja 21/0621 ante la 
disconformidad con el Auto de sobreseimiento provisional dictado por 
el Juzgado de Instrucción, en la queja 21/5194 por el desacuerdo con la 
medida cautelar adoptada en relación a sus hijas, o en la queja 21/5351 tras 
la denegación de la devolución de lo embargado.

En el análisis de los expedientes podemos reseñar aquellas quejas 
relacionadas con las demoras producidas en diferentes Registros 
Civiles tras solicitar distintas gestiones en relación con un menor. Así 
la queja 21/0481 en la que se nos traslada la demora en resolver recurso 
ante la Dirección General de los Registros y Notariado; la queja 21/5527 
por la demora en la inscripción de nacimiento de su hija nacida en Estados 
Unidos; la queja 21/7224 en la que tras adquirir la nacionalidad española 
no le era posible acceder al expediente electrónico de su hija; y la queja 
21/7278 por la demora en la inscripción de nacimiento fuera de plazo por el 
Registro Civil Central. Todos estos expedientes fueron remitidos al Defensor 
del Pueblo de España.

Relacionados con los anteriores expedientes, en la queja 21/1456 fuimos 
informados de que ya se había procedido a la inscripción de nacimiento fuera 
de plazo, en la queja 21/3127 la demora en expediente de rectificación de 
error en inscripción de nacimiento también fue interpuesta ante el Defensor 
del Pueblo de las Cortes Generales, y en la queja 21/5886 tras una ampliación 
de datos con el interesado pudimos comprobar que desde el Juzgado de Paz 
no ha había remitido correctamente el exhorto al correspondiente Registro 
Civil.

También actúa la Defensoría ante quejas en las que se relatan demoras 
en los trámites de una acción ejercida por progenitores en beneficio 
de su hijo o hija, como cuando se demanda la ejecución de una pensión 
de alimentos ya reconocida. Así en la queja 21/4702 el interesado nos 
comunicaba la dilación injustificada que se viene produciendo por un 
Juzgado de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz) en la entrega de las cantidades 
ya embargadas como pensión de alimentos de su hijo en el procedimiento de 
Ejecución, y que a pesar de que se estaba produciendo el embargo mensual 
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de las cantidades acordadas, con fecha 9 de marzo de 2020 se procedió 
a reclamar el pago de las cantidades embargadas que desde 2015 a esa 
fecha de 2020 ascendían a 11.200 euros, por lo que restando lo ha abonado 
-4.045,57 euros- se le debía la cantidad de 7.154,43 euros.

A pesar de ello, con fecha 6-5-2020 se le ingresó tan solo 1.216,80 euros, 
siendo muy superior la deuda y estando abonada e ingresada en la cuenta 
del Juzgado. Y desde dicha fecha no se había procedido a realizar ningún 
otro pago, por lo que se le debía la cantidad de 9.337,63 euros.

Por informe del Juzgado Decano recibimos copia del Auto de fecha 31 de 
julio de 2021 -si bien firmado el 31 de agosto siguiente-, así como extracto 
consulta de movimientos de la cuenta judicial, habiendo solicitado una 
ampliación del mismo ya que las cantidades ya abonadas por la ejecutada 
en virtud de los embargos trabados constan en la cuenta judicial (a fecha 1 
de septiembre de 2021 la cantidad de 9.537,63 euros), que las mismas han 
sido repetidamente reclamadas por el ejecutante, y que su concepto es la 
pensión de alimentos de un menor.

A fecha de redacción del presente informe nos encontramos aún pendientes 
de recibir la información solicitada.

La misma dilación se nos trasladaba en la queja 21/7026, si bien en este 
caso no fue admitida a trámite al estar la causa sub-iudice y no haberse 
acreditado una dilación injustificada en la tramitación.

De la misma forma en la queja 21/8227 la interesada nos comunica que 
en un Juzgado de Sanlúcar la Mayor (Sevilla), se tramita a su instancia el 
procedimiento de Ejecución por impago de la pensión de alimentos de sus 
hijos, en donde todos los meses el empleador embarga la cantidad de la 
pensión de alimentos que asciende a 600 euros, pero el Juzgado no le hace 
entrega de dichas cantidades a pesar de los escritos presentados y llamadas 
de teléfono realizadas tanto por ella como por su abogada.

Actualmente existe en la cuenta de ese juzgado 4.800 euros que no le han 
entregado, y que se supone que deberían ser destinados a la alimentación 
de sus hijos, estando pasando por una situación económica muy mala y 
precaria, y esa cantidad suponen ocho meses de pensión que no han recibido 
sus hijos.

Por último, hacer mención a la queja 21/4905, tramitada a instancias de la 
madre de un joven que estaba retenido contra su voluntad en una instalación 
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hotelera de Baleares, sin dejarle salir de la habitación, argumentado motivos 
de salud pública relacionados con la pandemia por COVID-19.

El joven se encontraba de viaje de fin de curso junto con otros compañeros 
y el problema encontró solución pasados unos días, regresando el grupo de 
jóvenes a sus respectivos domicilios, previa acreditación mediante test que 
no habían contraído la enfermedad.

No obstante, ante las posibles irregularidades cometidas por la 
Administración, y respecto de los daños y perjuicios sufridos, le asesoramos 
respecto de la posibilidad de ejercer acciones legales, ello además de tener 
expedita la vía de presentar una queja ante el Defensor del Pueblo de España.

3.1.2.14 Las personas menores de edad en el ámbito del empleo público.

Agrupamos en este apartado las quejas tramitadas por esta Defensoría en el 
ámbito del empleo público, debiendo destacar un año más las que plantean 
una posible afectación del derecho de los empleados públicos a la 
conciliación de la vida familiar y personal por necesidades de atención 
de menores a su cargo. En los casos planteados (comisiones de servicio, 
traslados, cambios de horarios, concesión de licencias y permisos...) hay que 
remitirse a la normativa reguladora de estas situaciones en los distintos 
servicios públicos en los que presta sus funciones la persona empleada pública 
solicitante para determinar si procede o no atender su pretensión.

3.1.2.14.1 Conciliación familiar dentro del empleo público.

Entre estas quejas, destacar la queja 20/0931, y queja 20/1099, promovidas 
ante la negativa de la Consejería de Educación y Deporte a diferir el disfrute 
del permiso de paternidad que les había sido 
reconocido al haberse producido un cese y 
un nuevo nombramiento como funcionarios 
interinos docentes tras el reconocimiento inicial 
del derecho al mismo. Finalmente, se concluyó 
recomendando a la Consejería de Educación 
y Deportes que se promueva las medidas que 
procedan para que se pueda disfrutar el permiso 
del progenitor diferente de la madre biológica 
por nacimiento, guarda con fines de adopción, 
acogimiento o adopción de un hijo o hija, previsto 

Intervenimos 
ante las 
afectaciones 
del derecho de 
los empleados 
públicos a 
conciliar la vida 
laboral y familiar

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-personal-docente-interino-debe-poder-disfrutar-del-permiso-de-paternidad-dentro-de-los-plazos
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-pronunciamos-sobre-el-disfrute-de-su-permiso-de-paternidad-en-su-situacion-de-personal-docente
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en el art. 49.c) del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), que se hubiera 
reconocido al personal docente interino de dicha Consejería por los órganos 
competentes para ello, en los casos en que se produzca cese y posterior 
nombramiento del mismo dentro del plazo establecido para disfrutar de 
dicho permiso, y siempre que se sigan cumpliendo los requisitos legalmente 
establecidos para su reconocimiento.

3.1.2.14.2 Concepto “peligrosidad” asignado al personal técnico de los 
servicios de protección de menores.

En el ámbito del empleo público otra queja a destacar es la queja 21/3281, 
promovida por una organización sindical ante el incumplimiento de la 
Recomendación dictada por esta Institución en el expediente de queja 
13/6893, dirigida a la Dirección General de Infancia para que promoviese una 
modificación de la Relación de Puestos de Trabajo de las distintas Delegaciones 
Territoriales con la finalidad de que se valorara el concepto “peligrosidad” en 
el complemento especifico asignado al personal técnico de los servicios de 
protección de menores.

En dicha queja, entre las recomendaciones formuladas, se incluyó, como 
Recomendación Quinta, la siguiente:

“Que se promueva una modificación de la Relación de Puestos de 
Trabajo de forma tal que aquel personal funcionario implicado en tareas 
que conlleven la posible retirada de menores de sus familias, en las 
que pudiera precisarse incluso el auxilio de efectivos policiales, tenga 
reflejado en su complemento específico la correspondiente dotación 
económica por la peligrosidad en el ejercicio de su labor”.

Esta recomendación tuvo una buena acogida por la Dirección General en el 
año 2015. Sin embargo, en el informe remitido por la citada Administración en 
el curso de la tramitación de la queja 21/3281, se pone de manifiesto que, “no 
se puede hablar de incumplimiento sino que estudiado el caso, se ha concluido 
que no es posible acceder a lo solicitado”, considerándose que: “en ningún caso 
podrá asignarse más de un complemento específico a cada puesto de trabajo”.

Ante la respuesta recibida pusimos de manifiesto a la Dirección General de 
Infancia que la cuantía del complemento específico correspondiente a cada 
puesto de trabajo se determina en la pertinente Relación de Puestos de 
Trabajo (RPT) de su organismo de adscripción, de acuerdo con lo establecido 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-que-se-valore-el-concepto-de-peligrosidad-en-el-complemento-especifico-asignado-al
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-que-se-valore-el-concepto-de-peligrosidad-en-el-complemento-especifico-asignado-al
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/aceptan-nuestra-resolucion-para-estudiar-un-estatuto-especifico-para-el-personal-que-presta
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/aceptan-nuestra-resolucion-para-estudiar-un-estatuto-especifico-para-el-personal-que-presta
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en el art. 4.2.i) del Decreto 390/1986, de 10 de diciembre, por el que se regula 
la elaboración y aplicación de la relación de puestos de trabajo, y en el que se 
dispone que deberán incluirse en la misma, tratándose de puestos adscritos 
a funcionarios, el «complemento específico, con indicación de los factores 
que se retribuyen con el mismo y su valoración resultante».

Asimismo, en el artículo 10 del citado Decreto, en el que se regula la 
actualización y modificaciones de las RPT, tras la modificación que introdujo el 
Decreto 286/2003, de 7 de octubre, contempla en su apartado 1.b), como uno 
de los supuestos en los que se permite la modificación de la RPT: «La 
modificación de la relación de puestos de trabajo debida al reconocimiento del 
factor de peligrosidad o penosidad en el Complemento Específico».

Por lo tanto, de la regulación expuesta se deduce 
con toda claridad que el complemento específico 
de los funcionarios de la Administración de la 
Junta de Andalucía se compone por cinco factores, 
independientes entre sí, y sin que la variación en 
la valoración de alguno de estos factores suponga 
el reconocimiento de un complemento específico 
adicional, como parece dar a entender esa 
Administración, en su informe, con el destacado del 
último inciso del art. 43.2.b) de la Ley 6/1985.

Por otra parte, nos reafirmamos en la consideración 
de la peligrosidad implícita al ejercicio de las 
funciones de retirada de menores del domicilio 
familiar, que corresponden al personal de 
protección de menores, y que, como ya se indicaba 
en la Resolución formulada en la queja 13/6893, 
incluso se reconocían en diversos informes oficiales emitidos por servicios 
jurídicos de la propia Junta de Andalucía.

Estas especiales condiciones funcionales que concurren en el desempeño de 
dichos puestos, estimamos que siguen justificando la valoración del factor de 
peligrosidad en la conformación del complemento específico de los mismos, 
por los motivos que se exponían en la referida Resolución, y que continúa 
siendo un factor no valorado en la determinación del complemento específico 
de estos funcionarios.

La Defensoría 
recomienda una 
valoración del 
complemento 
específico 
asignado a 
los puestos 
de trabajo del 
personal técnico 
de los Servicios 
de Protección de 
Menores
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Asimismo, recordamos a la Administración que la cuantificación de 
los complementos específicos de los puestos de trabajo incluidos en 
las correspondientes RPT se determina con arreglo al procedimiento 
establecido en el Decreto 390/1986, y que las cuantías resultantes devienen 
de la valoración de los distintos factores que se contemplan en el artículo 
46.3 de la Ley 6/1985 (dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, 
incompatibilidad y peligrosidad o penosidad).

Y que, por tanto, la cuantía que actualmente tienen reconocida como 
complemento específico los puestos de este área funcional de menores son 
consecuencia de la valoración de los primeros factores indicados, ya que en 
las RPT vigentes se valora para su determinación todos los factores salvo 
el de peligrosidad o penosidad. De este modo, si en la cuantía resultante 
figuran con unas cantidades superiores a las asignadas a otros puestos 
similares, ello obedece a que a la hora de evaluar las condiciones funcionales 
de dichos puestos se ha apreciado que tienen una mayor dificultad técnica y 
responsabilidad que los otros puestos con los que se comparan.

Pero, lo que nunca puede justificar la cuantificación de un determinado 
complemento específico es la consideración de que la cuantía finalmente 
asignada al mismo fuera porcentualmente superior a la que se asigna a otros 
puestos similares, y que éste sea el criterio determinante para no valorar 
otros factores que deben ser apreciados -por imperativo legal- de forma 
individualizada y no en su conjunto, como parece deducirse del informe 
remitido por dicha Administración.

Por último, en relación con la valoración del factor de peligrosidad o 
penosidad en los complementos específicos de la RPT de la Administración 
de la Junta de Andalucía, pusimos de manifiesto la disparidad de criterios 
existente al respecto en las relaciones de puestos de trabajo de las distintas 
Consejerías entre las que, en algunos casos, pueden observarse puestos 
que tienen reconocido el factor de peligrosidad en sus correspondientes 
complementos específicos, y en los que, en principio, se aprecian unas 
condiciones funcionales que pudieran estar menos justificadas que las 
que concurren en este tipo de puestos que intervienen en los procesos de 
retirada de menores de sus familias. Circunstancias que, asimismo, ha sido 
indicada en los informes elaborados por los servicios jurídicos de la Junta 
de Andalucía.
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Por todo ello, nos reiteramos en la recomendación formulada para que, por 
parte de la Administración de la Junta de Andalucía, se promueva la valoración 
del factor de peligrosidad en los complementos específicos del personal 
funcionario implicado en tareas que conlleven la posible retirada de menores 
de sus familias.

3.1.2.14.3 Cobertura de las vacantes de PTIS

También merece reseñarse en este apartado la queja 21/2166, por las 
demoras en la tramitación de las sustituciones de los Profesionales 
Técnicos de Integración Social que afecta a la debida atención del 
alumnado con necesidades educativas especiales en los centros 
dependientes de la Consejería de Educación y Deporte.

Tras la solicitud de los correspondientes informes 
a la Dirección General del Profesorado y Gestión de 
Recursos Humanos de dicha Consejería, así como 
a la Dirección General de Recursos Humanos y 
Función Pública, en las repuestas recibidas se nos 
informó que por parte de la Administración de la 
Junta de Andalucía se había procedido a adoptar 
las medidas oportunas que permiten reducir 
considerablemente los plazos para la cobertura 
de este tipo de vacantes, que reconocían que eran 
excesivos. Ante dichas respuestas consideramos 
que el asunto objeto de la actuación de oficio se encontraba en vía de solución, 
finalizando nuestras actuaciones.

No obstante, ante la urgente necesidad de una inmediata provisión de este 
tipo de puestos para que se puedan llevar a cabo las funciones asistenciales 
que precisan personas con necesidades especiales a las que se tienen que 
prestar dichos servicios asistenciales, como ya se hizo en el escrito que se 
le dirigió con motivo del cierre de la queja 20/8119, se vuelve a reiterar a 
las Administraciones afectadas la necesidad de priorizar la cobertura de las 
vacantes que se produzcan en este tipo de puestos que no admiten demora 
en su efectiva ocupación.

En cualquier caso, trasladamos a los organismos afectados que, si observáramos 
que las medidas adoptadas por la Administración de la Junta de Andalucía 
para corregir estas situaciones no dieran los resultados esperados y siguiera 

Demandamos 
prioridad en la 
cobertura de las 
vacantes de PTIS 
para garantizar 
los derechos del 
alumnado con 
discapacidad
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demorándose la cobertura de este tipo de puestos, se procedería a retomar 
nuestras actuaciones ante dichas Administraciones para procurar la inmediata 
cobertura de estos puestos que tienen asignadas funciones asistenciales para 
personas con necesidades especiales y que afectan al derecho constitucional a 
la educación que tienen reconocido.

3.2 CONSULTAS

3.2.1 Datos cuantitativos

Durante el año 2021 se han recibido 3.239 consultas referidas a la infancia y 
adolescencia.

Dichas consultas se han recibido a través de las diferentes vías que ofrece 
la Institución, destacando entre ellas de forma notable las realizadas 
telefónicamente, a través de los teléfonos gratuitos con los que cuenta (900 50 
61 13 / 954 21 21 21), así como las consultas realizadas de forma telemática, 
a través de las diferentes redes sociales y página web.

En cuanto a la temática tratada en las consultas, los asuntos que han 
despertado mayor interés en la ciudadanía han sido los vinculados a 
educación, salud, servicios sociales y vivienda. Relacionadas con la pandemia, 
las consultas se han referido a los siguientes asuntos: preocupación por 
la vuelta a clase y las medidas a tomar, información sobre las pautas de 
vacunación, problemas con el confinamiento y la posibilidad de los menores 
de poder salir, multas a menores por estar en la calle con bebidas o sin 
mascarilla, problemas de los padres y madres con respecto a la guarda y 
custodia, cuestiones relacionadas con la crisis y la imposibilidad de prestar 
alimentos o problemas de vivienda, y, sobre todo, la desesperación ante la 
imposibilidad de contactar con las administraciones públicas responsables 
de tramitar prestaciones, asistencia sanitaria o demanda de información, 
etc.

En cuanto a la procedencia geográfica de las consultas, la mayor parte de 
éstas llegan desde la provincia de Sevilla, situándose en el 34,30% del total, 
le siguen Málaga con el 14,17% y Cádiz, con un 11,52% del total de las 
consultas. En cuanto a la provincia desde la que se han remitido menos 
consultas, este año 2021, ha sido Jaén, con un 3,03%.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-defensor-a-un-clic
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